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INFORME DE LA COMISIÓN MIXTA, recaído en el proyecto de ley sobre el sistema nacional de aseguramiento de la calidad de la educación parvularia, básica y media y su fiscalización.
BOLETÍN Nº 5.083-04
____________________________________
HONORABLE SENADO,

HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS:

La Comisión Mixta constituida en conformidad a lo dispuesto por el artículo 71 de la Constitución Política de la República, tiene el honor de proponeros la forma y modo de resolver las divergencias surgidas entre ambas Cámaras del Congreso Nacional, durante la tramitación del proyecto de ley individualizado en el epígrafe, con urgencia calificada de “simple“.
La Cámara de Diputados, por oficio de fecha 29 de julio de 2010, comunicó la designación como integrantes de la Comisión Mixta, de los Honorables Diputados señores Rodrigo González Torres, Romilio Gutiérrez Pino, Carlos Recondo Lavanderos, Mario Venegas Cárdenas y Germán Verdugo Soto.

El Senado, en sesión de fecha 28 de julio de 2010, nombró al efecto a los Honorables Senadores miembros de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.


Previa citación del señor Presidente del Senado, la Comisión Mixta se constituyó el día 4 de agosto de 2010, con la asistencia de sus miembros, Honorables Senadores señores Cantero, Chadwick, Navarro, Quintana y Walker, y de los Honorables Diputados señores González, Gutiérrez, Recondo, Saffirio y Verdugo y eligió por unanimidad, como Presidente, al Honorable Senador señor Ignacio Walker Prieto, quien lo es también de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología del Senado, y, de inmediato, se abocó al cumplimiento de su cometido.


A las sesiones en que la Comisión estudió esta iniciativa de ley, asistieron, además de sus miembros, los Honorables Diputados señora Cristina Girardi Lavín y señores Carlos Montes Cisternas y Ernesto Silva Méndez.

Asimismo, en representación de las reparticiones e  instituciones que se mencionan a continuación, concurrieron las siguientes personas:


- Del Ministerio de Educación: el Ministro, señor Joaquín Lavín; el Subsecretario, señor Fernando Rojas; el Jefe de la División Jurídica, señor Raúl Figueroa; el Jefe de Gabinete del Ministro, señor Felipe Silva; el Jefe de Gabinete del Subsecretario, señor Orlando Chacra y los Asesores, señora Trinidad Valdés, y señores Pablo Eguiguren, Jorge Avilés , Agustín Riesco y Felipe Raddatz.

- Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia: los Asesores, señora Ana María Muñoz y Yusra Almeida y los señores Felipe Rojas, Omar Pinto y Jorge Parra.

- De la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda: el Subdirector de Relación y Función Pública, señor Hermann Von Gersdorff; la Abogada de la Subdirección de Racionalización y Función Pública, señora Jacqueline Duncan; la Analista del Departamento de Estudios, señora Lorena Escobar, y el Asesor, señor José Antonio Thanuz.

- De la Corporación de Estudios para Latinoamérica, CIEPLAN: los Asesores, señora Macarena Lobos y señores Gregory Elacqua, Rodrigo González y Pedro Montt.

- De la Fundación Jaime Guzmán, el Asesor, señor Felipe Rössler.

- Del Instituto Libertad y Desarrollo, el Asesor, señor Daniel Montalva.


- De la Fundación 2020, la Asesora, señora Patricia Schaulsohn.
- - -


Cabe hacer presente que la Comisión acordó, como sistema de discusión de las distintas disposiciones de este proyecto de ley respecto de las cuales ha existido discrepancias entre ambas Cámaras y que, por lo tanto, están sometidas a su conocimiento,
 hacerlo sobre las base de las propuestas que fueron formulando, sucesivamente, tanto el Ejecutivo como sus integrantes, de lo que da cuenta el cuerpo de este informe. 

El formato que se ha seguido en este informe consiste, en primer lugar, en la descripción de la norma aprobada por el Senado, en el primer trámite constitucional, con indicación de cuál fue la resolución que adoptó la Honorable Cámara de Diputados en el segundo y aquella Corporación, en el tercero. Luego, se transcribe las proposiciones efectuadas respecto de la norma o las normas pertinentes y los acuerdos que se adoptaron sobre el particular.

Asimismo, cabe consignar que la proposición formulada por la Comisión Mixta, como forma y modo de resolver las referidas discrepancias, corresponde al texto del proyecto de ley como quedaría en caso que así fuera aprobado.
- - -

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL
Cabe hacer presente que los artículos 9°, 10, 11, 19, 32, 33, 34, 35, 38, 41, 42, 43, 45, 47, 48, 49, 84, 85, 86, 98, 101, 102, 103, 104, 108 y 112 permanentes de la proposición que formula la Comisión Mixta, tienen el carácter de normas orgánicas constitucionales, en virtud de lo establecido en los artículos 38 y 77 de la Constitución Política de la República, toda vez que se refieren a la creación, organización y funcionamiento de los Servicios Públicos y de la carrera funcionaria, y por establecer un tipo de recurso administrativo y judicial, por lo que requieren para su aprobación de las cuatro séptimas partes de los Senadores en ejercicio, según lo prescribe el inciso segundo del artículo 66 de la Carta Fundamental.

Sin perjuicio de lo anterior, es necesario señalar que la Comisión Mixta fue del parecer que los artículos transitorios primero, tercero, cuarto y quinto de la proposición que ella formula y el artículo undécimo del texto despachado por el Senado, en el primer trámite constitucional - disposición que quedó subsumida en la nueva proposición que se plantea –, que fueron aprobadas por dicha Cámara como normas orgánicas constitucionales, y rechazadas posteriormente por la Honorable Cámara de Diputados, en el segundo trámite constitucional, no tienen dicho carácter normativo, toda vez que, como lo ha señalado reiteradamente el Tribunal Constitucional, las normas legales que regulan lo relativo a la determinación y fijación de las plantas de personal de los órganos y servicios públicos que forman parte de la Administración del Estado, tienen el carácter de norma ordinaria o común.

Se deja constancia que, en su oportunidad, esta Corporación ofició a la Excelentísima Corte Suprema, con el objeto de recabar su parecer respecto a la iniciativa de ley en estudio, la que emitió su opinión a través de los oficios números 197, de 3 de julio de 2007, y 162, de 9 de octubre de 2008.
ANALISIS Y DISCUSIÓN DE LOS PRINCIPALES CONTENIDOS DE ESTA INICIATIVA LEGAL

Antes de abordar las discrepancias sometidas a su consideración, la Comisión Mixta escuchó al señor Ministro de Educación, quien señaló que, si bien este proyecto de ley se forjó durante el Gobierno de la ex Presidenta de la República, señora Michelle Bachellet, el actual Gobierno apoya íntegramente el texto de esta iniciativa legal, porque lo considera fundamental para mejorar la calidad de la educación chilena y porque fue fruto de un acuerdo político que debe ser respetado.
Luego, indicó que de acuerdo a los resultados de la Encuesta Casen entre los años 2006 y 2009 se ha producido un incremento en el acceso de los jóvenes a la educación superior, aunque reconoció que aún falta por mejorar los niveles de acceso de los niños menores de seis años. Todo esto, continuó, ha sido motivado en parte por el nuevo sistema de financiamiento, instaurado por la Ley de Subvención Escolar Preferencial. Sin perjuicio de lo anterior, arguyó que los avances en materia de cobertura educacional no han sido acompañados de la correlativa mejora de la calidad de la educación chilena. 

Bajo este contexto, sostuvo que este proyecto de ley tiene como objetivo principal mejorar la calidad de la educación nacional. Explicó que para ello contempla una nueva institucionalidad para el sistema educativo y una nueva mirada del Ministerio de Educación. Enseguida, precisó que en este nuevo esquema el Ministerio de Educación será el encargado de elaborar las bases curriculares, y los planes y programas para la educación parvularia, básica y media. Al mismo tiempo, indicó que deberá confeccionar los estándares y los planes nacionales de evaluación. También, acotó que deberá administrar un sistema de información y llevar un registro de los administradores provisionales. Asimismo, señaló que deberá dirigir el sistema de financiamiento de la educación municipal y de provisión mixta, y de prestar apoyo técnico pedagógico a los establecimientos educacionales que así lo soliciten.

Por su parte, el Consejo Nacional de Educación, órgano creado por la Ley General de Educación, será el encargado de aprobar las bases curriculares, los planes y programas, y los estándares nacionales para la educación parvularia, básica y media, elaborados previamente por el Ministerio de Educación.

En este esquema, comentó que la Superintendencia de Educación será la encargada de fiscalizar el cumplimiento de la normativa educacional, de los requisitos del reconocimiento oficial y de la rendición de cuentas del uso de los recursos que el Estado destina a la educación pública. Además, señaló que deberá resolver las consultas y reclamos, y aplicar las sanciones que la ley contemple cuando corresponda y designar a un administrador provisional para un establecimiento educacional subvencionado cuando así proceda.

En cuanto a la Agencia de Calidad de la Educación, indicó que esta entidad será la encargada de canalizar la mejora de la calidad de la educación, para ello acotó que deberá evaluar el cumplimiento de los estándares de aprendizaje, de los indicadores de desempeño, así como también deberá aplicar la clasificación de los establecimientos educacionales e informar a la comunidad de sus resultados.

Enseguida, el Honorable Senador señor Walker consultó al señor Ministro de Educación acerca de i) la forma en que se canalizará la modernización del Ministerio de Educación; ii) la propuesta de dicha Cartera de Estado, para resolver el conflicto laboral que podría generarse con los funcionarios de este Ministerio de aprobarse esta iniciativa legal, y iii) la agenda legislativa para el año 2010.

En relación con la primera de las interrogantes formuladas, el señor Ministro de Educación señaló que ésta será canalizada mediante el presente proyecto de ley. Al respecto, precisó que se debe tener especial cuidado para evitar la duplicidad de funciones entre todos los órganos que integrarán el nuevo sistema educacional, por lo cual puntualizó que en esta iniciativa legal debe precisarse claramente las atribuciones que le corresponderán a cada uno.

En cuanto al tema laboral, comentó que dentro de las próximas semanas se reunirá con los dirigentes de los funcionarios del Ministerio de Educación, por lo cual estimó que aún no sería conveniente plantear una propuesta en esta materia. No obstante lo anterior, manifestó su preocupación por los funcionarios de la Cartera que encabeza y se mostró dispuesto a buscar una solución para mantener una continuidad en su situación laboral.

Con respecto a la agenda legislativa para el año 2010, señaló que, en primer lugar, es primordial aprobar el presente proyecto de ley. En segundo lugar, indicó que el Ejecutivo presentará un proyecto de ley que aumentará el monto de la subvención escolar preferencial y que flexibilizará la entrega de esta subvención. En tercer lugar, comunicó que se presentará otro proyecto de ley que modificará el Estatuto Docente, con la finalidad de mejorar la carrera docente
. Luego, mencionó algunos de los puntos que abordará esta iniciativa legal, a saber: el establecimiento de incentivos para que los alumnos con los mejores puntajes en la PSU ingresen a la carrera de Pedagogía; la consagración de la obligatoriedad de la prueba Inicia; la flexibilización de las normas relativas a los directores de los establecimientos educacionales; el reconocimiento de un incentivo al retiro para los docentes en edad de jubilar, y la modificación de las normas relativas a la cesación en el cargo de docente. Por último, comentó que este año se pretende enviar una indicación sustitutiva al proyecto de ley sobre fortalecimiento de la educación pública, en el cual se recogerán varias alternativas para la administración de la educación municipal.

A continuación, el Honorable Diputado señor Verdugo valoró que el artículo 6° del texto del proyecto de ley en estudio establezca que la Agencia de Calidad de la Educación tenga por objeto evaluar y orientar el mejoramiento de la calidad de la educación, puesto que en su opinión esta tarea resulta fundamental para mejorar la calidad de la educación chilena.

El Honorable Senador señor Navarro consideró que la estructura actual del Ministerio de Educación no es la adecuada para encabezar una reforma al sistema educativo. En su opinión, no basta con introducir algunas modificaciones a la Ley que Reestructura el Ministerio de Educación Pública, y crear una Agencia de Calidad de la Educación y una Superintendencia de Educación. Al efecto, recalcó que se requiere de un proyecto de ley que reforme y fortalezca esta Secretaría de Estado. Por otra parte, añadió que la educación municipal ha fracasado y como tal estimó que no sería conveniente mantenerla. Sobre este último punto, propuso la creación de corporaciones públicas y privadas que se encarguen de administrar la educación pública.

El Honorable Senador señor Quintana destacó que probablemente se está en presencia de la mayor reforma educacional del siglo XXI y como tal se debe aprovechar la oportunidad para modificar profundamente nuestro sistema educativo. En efecto, comentó que si bien apoya el presente proyecto de ley, considera necesario mejorar los términos en que se plantea la función del Ministerio de Educación de prestar apoyo técnico pedagógico. Además, indicó que se debe legislar teniendo una mirada integral de todo el organización que conformará al nuevo sistema educativo, puesto que se debe evitar crear entidades aisladas y descoordinadas entre sí. Asimismo, señaló que esta iniciativa de ley debe estar en consonancia con la indicación sustitutiva que el Ejecutivo presentará al proyecto de ley sobre fortalecimiento de la educación pública.

El Honorable Diputado señor Verdugo hizo presente que no sólo fracasó la educación municipal, sino que también el Ministerio de Educación, porque fue incapaz de prestar el apoyo que requerían los establecimientos educacionales.

Por su parte, el Honorable Diputado señor González señaló que la educación debe ser abordada con una mirada sistémica y no en forma parcelada, como hasta ahora se ha hecho. En efecto, acotó que este proyecto de ley mantiene esta mirada parcial, que impide ver el trasfondo de la creación de estas dos nuevas entidades. En su opinión, se debe mejorar la calidad de la educación conociendo la nueva forma que adoptará la carrera docente y focalizando al Ministerio de Educación como el centro del nuevo sistema educativo. Asimismo, afirmó que para lograr una verdadera reforma de la educación se requiere de un gran acuerdo nacional respecto de todos los puntos que deben ser modificados.

El señor Ministro de Educación señaló que sin duda esta Cartera requiere un proceso de modernización, el cual, en su opinión, se gestará con la nueva arquitectura del sistema educativo que se plantea crear con esta iniciativa legal. En efecto, precisó que en la actualidad el Ministerio asume todas las funciones que esta norma delega en la Agencia de Calidad de la Educación y en la Superintendencia de Educación, pero en forma ineficiente e inadecuada. Por este motivo, continuó, este proyecto de ley propone crear a estas dos nuevas entidades, para que se constituyan como dos órganos especializados y de carácter técnico, a fin de que puedan cumplir en forma óptima las funciones que hoy desempeña esta Secretaría de Estado. 

Por último, reconoció la necesidad de abordar el tema educativo con una mirada sistémica, pero a su vez recalcó la urgencia de dar un mayor énfasis al aula, valorando la educación centrada en la sala de clases. Para ello, continuó, se requiere contar con mejores profesores, aumentar los recursos destinados a la educación y fortalecer a la educación pública.
- - -


En una sesión posterior, el señor Ministro de Educación desarrolló diversos planteamientos en relación con la nueva institucionalidad educativa que se pretende crear, fundamentalmente, en lo que se refiere a la configuración de las plantas y estructura de personal que se considera para los principales servicios que se contemplan en esta iniciativa, a saber, la Agencia de Calidad de la Educación y la Superintendencia de Educación.


Sobre el particular, recordó que en la sesión pasada se comprometió a tratar de construir un acuerdo con la Asociación Nacional de Funcionarios del Ministerio de Educación (ANDIME) para presentar una propuesta ante esta Comisión, labor que no ha resultado sencilla. Enfatizó que se han celebrado dos reuniones con esta Asociación, y que ha sido complejo armonizar sus intereses con la necesidad de generar una nueva institucionalidad educativa altamente tecnificada y de calidad. Informó que esta Asociación cuestiona la esencia de este proyecto de ley, porque no apoyan la creación de una Superintendencia de Educación, ni de una Agencia de Calidad de la Educación.

Bajo este contexto, señaló que los acuerdos en materia laboral se tendrán que formar en este Parlamento, por lo cual indicó que en esta sesión únicamente enunciará los criterios rectores que se deberán seguir para alcanzar un acuerdo a la altura de los nuevos desafíos. 

Al respecto, sostuvo que el personal de la Agencia de Calidad de la Educación y de la Superintendencia de Educación debe ser de excelencia, con equipos directivos plurales y comprometidos, con una educación de calidad y de equidad. La idea, continuó, es contar con las mejores personas para dirigir a estas instituciones. Para ello, prosiguió, las jefaturas serán elegidas a través del Sistema de la Alta Dirección Pública, teniendo como base una lista de carácter vinculante que podría ser confeccionada por un grupo de expertos con basta experiencia en el ámbito educativo, como pueden ser los docentes de una facultad de pedagogía.

Luego, sostuvo que apoya la mantención de la facultad de Su Excelencia el Presidente de la República para que mediante uno o varios decretos con fuerza de ley establezca la estructura de la institucionalidad y del personal de la Agencia de la Calidad y de la Superintendencia de Educación. De lo contrario, añadió, se estaría retrocediendo en la dinámica de la modernización del Estado. Sobre esta misma idea, acotó que esta facultad debe ejercerse con transparencia, para lo cual se comprometió a presentar ante esta Comisión el nuevo modelamiento institucional de la Agencia de la Calidad de la Educación, de la Superintendencia de Educación y del Ministerio de Educación, a fin de que éste quede consignado en la historia fidedigna de la ley.

En relación con la Agencia de Calidad de la Educación, comentó que esta iniciativa legal contempla su integración por setenta y cinco funcionarios. Estimó que dicha Agencia debería contar con más personal y también sostuvo que debe revisarse cuál será su distribución regional como la de la Superintendencia de Educación.

En lo relativo al sistema de remuneraciones, explicó que los funcionarios de la Agencia estarán sujetos a la escala única de rentas y que los de la Superintendencia de Educación se regirán por la misma escala de remuneraciones que se aplican a las otras Superintendencias que existen en el país. En efecto, precisó que cada institución debe contar con su propio sistema de remuneraciones y con los incentivos adecuados para cumplir sus metas propias. En esta misma línea, indicó que entregará a esta Comisión el modelamiento de las plantas de la Agencia de Calidad de la Educación y de la Superintendencia de Educación.

Continuando con su exposición, indicó que la provisión de personal para ambas instituciones se realizará mediante un concurso voluntario, tal como lo establece el artículo quinto transitorio de este proyecto de ley. Acotó que para tener a los mejores funcionarios se debe validar el mecanismo de los concursos internos. Sobre este mismo punto, precisó que se debe perfeccionar la redacción del citado artículo quinto transitorio para que se establezca con claridad que en estos concursos podrán participar el personal de planta y a contrata, que cumpla con los requisitos exigidos por la ley, en cuanto a su calificación, y, en el caso del personal a contrata, en lo relativo a su experiencia laboral. Aclaró que este traspaso vía concurso interno no puede significar una disminución de las remuneraciones, ni tampoco la modificación de los derechos previsionales de los funcionarios traspasados, comprometiéndose a pagar cualquier diferencia vía planilla suplementaria. 

Posteriormente, sostuvo que se debe buscar una solución para aquellos funcionarios que si bien participaron en el concurso interno no resultaron elegidos, y cuyas funciones fueron traspasada desde el Ministerio de Educación hacia la Agencia de Calidad de la Educación. Sobre el particular, planteó que una de las fórmulas para enfrentar esta situación podría ser la declaración de plantas en extinción.

Por otra parte, se refirió a la facultad que esta iniciativa legal concede a los altos directivos para realizar ajustes a las plantas de funcionarios, una vez por año. Al respecto, informó que aunque esta atribución también está contemplada en otras leyes, como en el caso de la Superintendencia del Medio Ambiente, no genera consenso en este caso en concreto, por lo cual propuso modificar esta causal pero en forma restringida, puesto que en el caso de la Superintendencia de Educación, por el estatus requerido, se necesita de una mayor flexibilidad laboral. En efecto, consideró en el caso de esta entidad, la facultad debiera ejercerse sólo después de tres años de entrar en funcionamiento. 

Por último, recalcó que todos estos criterios son las bases esenciales para intentar construir un consenso sobre esta materia, teniendo presente que se requiere de un personal altamente calificado y que a la vez se debe garantizar la estabilidad laboral de los funcionarios del Ministerio de Educación, que sean traspasados a las nuevas entidades que se crean.

A continuación, el Honorable Senador señor Walker efectuó diversos comentarios en relación con las temáticas expuestas por el señor Ministro de Educación.

En primer lugar, expresó su respaldo a la idea de mantener las facultades delegatorias en relación a la configuración de las plantas, en el entendido de que el Ejecutivo presente ante esta Comisión el nuevo modelamiento institucional de las mismas, asumiendo que será vinculante para la estructura de la Agencia de Calidad de la Educación, la Superintendencia de Educación y el Ministerio de Educación, lo que, en su opinión, también implicaría la aprobación del artículo undécimo transitorio del texto del presente proyecto de ley.

En relación con el régimen remuneratorio, apoyó la propuesta del señor Ministro de Educación, en cuanto a que los funcionarios de la Agencia de Calidad de la Educación queden sujetos a un régimen de escala única de remuneraciones y que los de la Superintendencia de Educación al mismo régimen que el de las otras entidades fiscalizadoras.

En lo que concierne a la regulación de los funcionarios que sean traspasados a las nuevas entidades, sostuvo que éstos deben regularse por las normas del Estatuto Administrativo y señaló que de esta manera se deberían suprimir las nuevas causales de cesación del cargo del personal de carrera, a que aluden los artículos 43 y 104, respectivamente.

En lo que respecta al tamaño de estas nuevas instituciones, valoró la propuesta del señor Ministro de Educación de aumentar el personal de la Agencia de Calidad de la Educación, y en cuanto a la presencia regional, reparó que únicamente se contemple este aspecto para la Superintendencia de Educación y no para la Agencia de Calidad de la Educación.

Posteriormente, manifestó su acuerdo con la propuesta del señor Ministro de Educación de traspasar el personal del Ministerio de Educación a estas nuevas instituciones, mediante concursos internos y voluntarios. Sin perjuicio de lo anterior, sostuvo que las normas complementarias de estos concursos deben quedar explicitadas en la ley y no en decretos con fuerza de ley. 

Por su parte, el Honorable Diputado señor Verdugo consideró que todos los puntos planteados por el señor Ministro de Educación mejoran este proyecto de ley, especialmente porque se garantiza un nivel de excelencia del personal que integrará la Agencia de Calidad de la Educación y la Superintendencia de Educación. También, valoró que el Ejecutivo se haya comprometido a presentar el modelamiento institucional de las nuevas entidades que se crearán. Sin perjuicio de lo anterior, manifestó su inquietud porque no se ha abordado el tema de las visitas inspectivas. En su opinión, esta ley debería fijar las características mínimas de estas visitas, así como el nivel y la calidad de la institución encargada de ejercerlas. No obstante lo anterior, acotó que él preferiría que las visitas inspectivas no fueran externalizadas.

El Honorable Diputado señor González, a su turno, indicó que le resulta extremadamente dificultoso emitir una opinión respecto a un esquema tan genérico como el que se ha planteado. En efecto, acotó que se requiere de una mayor precisión del modelo que se aplicará en estos órganos públicos. Luego, consultó al Ejecutivo sobre los puntos más relevantes de las conversaciones que el Ministerio de Educación ha sostenido con ANDIME. También, preguntó por la forma en qué se garantizará el pluralismo en la integración de los funcionarios de la Agencia de Calidad de la Educación, la articulación de su presencia en regiones y la calidad del personal que ejecutará las visitas inspectivas a los establecimientos educacionales.


Ahondando en la temática referida a la situación laboral de los funcionarios que actualmente se desempeñan en el Ministerio de Educación y su futuro profesional, los integrantes de la Comisión Mixta formularon distintos puntos de vista e interrogantes.

El Honorable Senador señor Walker señaló que los representantes de ANDIME le informaron que las aprensiones que tienen respecto al presente proyecto de ley giran en torno a dos temas, a saber: i) la continuidad laboral de los funcionarios del Ministerio de Educación que sean traspasados a la Agencia de Calidad de la Educación y a la Superintendencia de Educación, y ii) la externalización de las visitas inspectivas que encargue la Agencia de Calidad de la Educación.

El Honorable Diputado señor Venegas preguntó que pasará con los funcionarios del Ministerio de Educación que no sean traspasados a la Agencia de Calidad de la Educación o a la Superintendencia de Educación y cuyas funciones las asuman estas dos nuevas entidades. 

El Honorable Diputado señor Gutiérrez manifestó su preocupación por la estabilidad laboral de los funcionarios del Ministerio de Educación. Asimismo, consultó por los criterios de selección de los cargos más bajos de la planta de la Superintendencia de la Educación y de la Agencia de Calidad de la Educación y sugirió establecer remuneraciones atractivas que reconozcan el mérito de las personas. Por último, consultó por la supuesta superposición de funciones que podría darse entre las Secretarías Regionales Ministeriales y los Departamentos Provinciales con las nuevas instituciones que se crean.

Por su parte, el Honorable Senador señor Quintana indicó que le preocupa el tamaño de la Agencia de Calidad de la Educación y cómo ésta se coordinará con las Secretarías Regionales Ministeriales de Educación. Luego, sugirió aplicar el modelo que se planteó en la Ley Orgánica Constitucional sobre Gobierno y Administración Regional, en la cual se contemplaba hacer un concurso público para la primera provisión de los cargos, en el que podían participar postulantes que no pertenecían al gobierno regional. Posteriormente, consultó al Ejecutivo cómo pretende garantizar el pluralismo en la selección de los directivos de la Agencia de Calidad de la Educación.

El señor Ministro de Educación hizo presente que prefiere legislar para mejorar la educación de todos nuestros niños, que privilegiar únicamente a un grupo determinado. En este sentido, señaló que prefiere mantener la propuesta en materia laboral que plantea el texto del proyecto de ley aprobado por el Senado. Asimismo, indicó que ciertas funciones que hoy ejerce el Ministerio de Educación deben necesariamente ser traspasadas a la Agencia de Calidad de la Educación, como aquéllas que desempeñan los inspectores de subvenciones y como tal opinó que lo más recomendable sería no abrir estos concursos a terceros ajenos al Ministerio de Educación. También, sostuvo que en el caso de la Superintendencia de Educación debe mantenerse el ajuste de plantas, al menos, cada tres años. Por último, en cuanto al pluralismo de los directivos de la Agencia de Calidad de la Educación, señaló que éste se buscará en la selección previa que realizará un grupo de expertos pertenecientes a alguna de las Facultades de 
Pedagogía del país.

- - -

EXAMEN DE LA PROPUESTA FORMULADA POR EL HONORABLE SENADOR SEÑOR WALKER PARA EL TITULO I DEL PROYECTO DE LEY
En sesión posterior, el Honorable Senador señor Walker presentó la siguiente propuesta para el Título I de este proyecto de ley:

“TÍTULO I

DEL SISTEMA NACIONAL DE ASEGURAMIENTO DE LA CALIDAD DE LA EDUCACIÓN PARVULARIA, BÁSICA Y MEDIA

Artículo 1º.- Para dar cumplimiento al deber del Estado de asegurar una educación de calidad en sus distintos niveles, créase y regulase por la presente ley un Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Parvularia, Básica y Media, en adelante, el Sistema. 

El Sistema tendrá por objeto asegurar una educación de buena calidad tanto en el ámbito público como privado, entendiendo, a dicho efecto, por educación al proceso de aprendizaje permanente que abarca las distintas etapas de la vida de las personas y que tiene como finalidad alcanzar su desarrollo espiritual, ético, moral, afectivo, intelectual, artístico y físico, mediante la transmisión y el cultivo de valores, conocimientos y destrezas. 

La educación de buena calidad para todos se enmarca en el respeto y valoración de los derechos humanos y de las libertades fundamentales, de la diversidad multicultural y de la paz, y de nuestra identidad nacional, capacitando a las personas para conducir su vida en forma plena, para convivir y participar en forma responsable, tolerante, solidaria, democrática y activa en la comunidad, y para trabajar y contribuir al desarrollo del país, todo ello de conformidad a lo dispuesto en el artículo 2° de la ley N° 20.370, General de la Educación.
Artículo 2°.- El Sistema operará a través de un conjunto de políticas, dispositivos e instrumentos de evaluación, así como de recursos financieros y de apoyo técnico pedagógico, para lograr la mejora continua de los aprendizajes de los alumnos, fomentando las capacidades de los establecimientos educacionales y sus cuerpos docentes y directivos, para que ofrezcan una educación equitativa y de buena calidad a todos los estudiantes que concurren a estas instituciones.

Este sistema comprenderá entre otros, procesos de autoevaluación, evaluación externa, inspección de la calidad, y pruebas externas de carácter censal, abarcando tanto los resultados de aprendizaje como los procesos de desarrollo educativo. 

Los establecimientos realizarán planes de mejora educativa que permitan desarrollar sus fortalezas y superar sus debilidades. La ejecución de esos planes contará con el apoyo técnico y pedagógico que proporcionará el Estado. 

El Sistema contemplará, además, la rendición de cuentas de los diversos actores e instituciones del sistema escolar, en particular de los establecimientos educacionales. 

Asimismo, incluirá las consecuencias jurídicas que se deriven de la aplicación de los instrumentos a que se refieren los incisos anteriores y el régimen de sanciones que indica la ley.

Artículo 3°.- Para operar, este Sistema considerará la existencia de los siguientes componentes:

a) Los estándares de aprendizaje de los alumnos, referidos a los objetivos generales señalados en la ley y sus respectivas bases curriculares; estándares indicativos de desempeño de los establecimientos educacionales y sus sostenedores, de los docentes y directivos, y otros indicadores de calidad educativa.

b) Requisitos del reconocimiento oficial que deben cumplir los sostenedores y los establecimientos educacionales para ingresar y mantenerse en el sistema educacional, según lo establecido en la ley.

c) Políticas, mecanismos e instrumentos para apoyar a los integrantes de la comunidad educativa y a los establecimientos educacionales en el logro de los estándares y de otros indicadores de calidad educativa, fomentando el fortalecimiento de las capacidades institucionales y de autoevaluación de los establecimientos a fin de promover la mejora continua de la buena calidad de la educación que ofrecen.

d) Evaluaciones de desempeño y ordenación de los establecimientos en función de las mediciones de los resultados de aprendizaje para determinar el logro de los estándares y de otros indicadores de calidad educativa. Esta ordenación servirá para la determinación del nivel de autonomía y necesidades de los establecimientos en función de su calidad, y, consecuencialmente, el nivel de apoyo que requieren, en especial, el de carácter técnico pedagógico.

e) Fiscalización del uso de los recursos, de conformidad a lo establecido en el Título III de esta ley, y del cumplimiento de los requisitos del reconocimiento oficial y de la normativa educacional por los sostenedores y administradores del servicio educativo.

f) Evaluaciones del impacto de políticas y programas educativos

g) Sistemas de información pública referidos al resultado de las evaluaciones de logro de los estándares, a la ordenación de los establecimientos y sus consecuencias, a los resultados de la fiscalización, y a las evaluaciones de las políticas y mecanismos de apoyo implementados.

h) Sistemas de rendiciones de cuenta, de reconocimientos y de sanciones relacionadas con el logro de los estándares y de otros indicadores de calidad educativa, así como con el cumplimiento de las normas aplicables a los establecimientos y sostenedores.

Artículo 4°.- Los estándares de aprendizaje referidos a los objetivos generales en la ley y en sus bases curriculares definirán los conocimientos, habilidades y actitudes que se espera alcancen los alumnos en diversas etapas del proceso educativo, en relación con las bases curriculares.

Artículo 4° bis.- Los estándares de desempeño considerarán:
A) A nivel de los profesionales de la educación, estándares indicativos de desempeño para los docentes de aula, directivos y técnicos pedagógicos. Estos considerarán los conocimientos, habilidades y actitudes necesarios para el desempeño profesional competente.
B) A nivel de los establecimientos educacionales y sus sostenedores, estándares indicativos de:

1. gestión curricular;

2. de calidad de los procesos relevantes de los establecimientos educacionales;

3. de gestión de los recursos humanos y pedagógicos;
4. de desempeño de los equipos directivos y docentes, así como de los asistentes de la educación;
5. liderazgo técnico pedagógico del equipo directivo;

6. convivencia escolar, en lo referido a reglamentos internos, instancias de participación y trabajo colectivo, ejercicio de deberes y derechos, respeto a la diversidad y mecanismos de resolución de conflictos y ejercicio del liderazgo democrático por los miembros de la comunidad educativa;
7. formación, en concordancia con el proyecto educativo institucional de cada establecimiento y el marco curricular, y
8. resultados del proceso educativo.
Los estándares señalados precedentemente constituirán orientaciones para el trabajo de evaluación contemplado en esta ley.
Artículo 4° ter.- Corresponderá al Presidente de la República, cada seis años por decreto supremo dictado por intermedio del Ministerio de Educación, previo informe favorable del Consejo Nacional de Educación, establecer los estándares de aprendizaje, indicativos de desempeño y otros indicadores de calidad educativa a que se refiere el artículo 2°, letra a), de esta ley.

Los estándares de aprendizaje, indicativos de desempeño y otros indicadores de la calidad educativa, se entenderán renovados, por el sólo ministerio de la ley, por igual período de tiempo, en caso que transcurrido el plazo a que se refiere el inciso anterior no se haya dictado el decreto respectivo.
Con todo, si durante este período se modifican los objetivos generales establecidos en la ley o en las bases curriculares, los estándares de aprendizaje deberán adecuarse a dichas modificaciones, aún cuando no hubieren transcurrido los seis años.
Los nuevos estándares de aprendizaje que se fijen tendrán igualmente una duración de seis años, sin perjuicio de lo previsto en el inciso anterior.
Artículo 4° quáter.- El Ministerio de Educación, en su calidad de órgano rector del Sistema, será el responsable de la coordinación de los órganos del Estado que lo componen, con el fin de garantizar una gestión eficaz y efectiva de todos ellos.
Para el cumplimiento del fin señalado en el inciso anterior, existirá un Comité de coordinación, encabezado por el Ministro de Educación e integrado, además, por el Superintendente de Educación y el Secretario Ejecutivo de la Agencia o, en cada caso, por las personas que ellos designen.
Dicho Comité deberá formular anualmente un Plan de Aseguramiento de la Calidad de la Educación, donde se expliciten los objetivos y metas que se pretenden alcanzar dicho año, así como los recursos requeridos para ello. El Ministerio de Educación rendirá cuenta pública de los resultados obtenidos en la implementación del Plan.
El Comité funcionará las veces que sea necesario a convocatoria del Ministro de Educación, las que, en todo caso, no podrán ser menos de cuatro veces en el año.”.

Enseguida, el Honorable Senador señor Walker recalcó que la finalidad de esta propuesta es ampliar el concepto de calidad de la educación, utilizando el que consagra el artículo 2° de la Ley General de Educación. Además, indicó que se plantea que el Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación no sólo mida resultados de aprendizaje, sino que también evalúe los logros de los alumnos, para lo cual sostuvo que éste debe utilizar otros instrumento de evaluación de la calidad de la educación y no sólo el SIMCE. Asimismo, señaló que se propone a un Ministerio de Educación como el órgano rector del Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación.

A continuación, el señor Ministro de Educación indicó que también apoya que el órgano rector de todo el Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación sea el Ministerio de Educación y en este sentido precisó compartir el texto del artículo 4° quáter propuesto, en la medida de que el Ministerio de Educación sea la entidad encargada de elaborar el Plan de Aseguramiento de la Calidad de la Educación, ya que éste es el órgano encargado de formular las políticas educacionales.

Por otra parte, compartió la necesidad de ampliar el concepto de calidad de la educación, puesto que también entiende que éste no puede restringirse a los resultados del SIMCE. Sobre el particular, propuso incluir otros criterios, tales como: los que utiliza el Sistema Nacional de Evaluación del Desempeño (SNED); las tasas de retención escolar; las tasas de egreso; el porcentaje de embarazo adolescente, y la participación de los apoderados en la confección del reglamento interno.

El Honorable Senador señor Cantero sostuvo que esta iniciativa legal debe dar cuenta de que la educación es más que un proceso únicamente vinculado a la educación formal y de que es fundamental promover la participación de la comunidad educativa. Luego, observó que en el texto del artículo 1° propuesto no se enuncian los deberes y las obligaciones de todos actores involucrados en el proceso educativo, especialmente el de respetar los derechos y las libertades del otro.

Por su parte, la Honorable Diputada señora Girardi valoró que esta propuesta no sólo mida, sino que también evalúe el desempeño de los alumnos y de los establecimientos educacionales. Asimismo, indicó que el Ministerio de Educación debe formular el Plan Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación, contemplando metas y objetivos, y los recursos que permitan su correcta ejecución. En este sistema, continuó, el Estado debe cumplir un rol fundamental, porque debe elaborar el Plan Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación, evaluar su cumplimiento y asegurar la mejora de la calidad de la educación.

En su opinión, el Plan Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación debe ser flexible, puesto que debe permitir su modificación, dependiendo de los resultados de las evaluaciones, las que deben indicar dónde y cómo intervenir a los establecimientos educacionales que obtengan bajos desempeños. Para esto, continuó, las evaluaciones de los estándares de aprendizaje de los alumnos deben contemplar otros aspectos y no restringirse a lenguaje, matemáticas y ciencias. En efecto, acotó que los estándares de aprendizaje también deben incluir la evaluación de los aspectos afectivos y emocionales de los niños. Además, indicó que el Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación debe evaluar y apoyar, y no sólo centrarse en sancionar a los establecimientos educacionales que sus alumnos obtengan bajos resultados.

El Honorable Senador señor Chadwick sostuvo que la Ley General de Educación es la encargada de definir el concepto de calidad de la educación y de establecer los objetivos y las metas del proceso educativo. Bajo este contexto, señaló que el presente proyecto de ley debe enfocarse en definir los estándares de aprendizaje a ser evaluados, especificando los aspectos objetivos susceptibles de evaluación y no entrar a detallar temas generales de la educación. Por otra parte, indicó que deben contemplarse criterios objetivos de evaluación y no aspectos subjetivos, que no puedan ser medidos, como el desarrollo emocional y afectivo de los alumnos.

El Honorable Diputado señor Montes señaló que no se puede reducir la evaluación del aprendizaje de los alumnos al SIMCE, porque en su opinión no se puede orientar la educación únicamente a los resultados de una prueba estandarizada, que sólo mide matemáticas y lenguaje, ya que se produce una disociación entre el conocimiento y las emociones. En efecto, precisó que la educación debe potenciar un clima armónico que integre lo afectivo con lo cognitivo. En este sentido, sostuvo que el sistema educativo debe asumir que existen criterios que pueden ser evaluados y otros que no, como sucede con todos los aspectos emocionales de los niños. De lo contrario, arguyó que la educación se restringiría a una visión extremadamente técnica y, en consecuencialmente, se reduciría la visión del ser humano.

El Honorable Diputado señor González comentó que la ampliación del concepto de calidad de la educación necesariamente conlleva la construcción de instrumentos de medición más amplios. Además, sostuvo que debe darse una mayor participación a la comunidad educativa.

En relación con el artículo 1° propuesto, valoró que éste reconozca la responsabilidad del Estado en la mejora de la calidad de la educación. Para ello, continuó, debe contar con todos los elementos y los recursos para asumir esta responsabilidad, a fin de garantizar en todos los niveles y modalidades educativas una mejora de la calidad de la educación. No obstante, indicó que falta promover la equidad, entendida en este caso en particular, como el acceso de todos los jóvenes a las mismas oportunidades educacionales.

En cuanto al artículo 4° quáter, opinó que el Ministerio de Educación debe ser el órgano encargado de formular el Plan Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación y no el Comité Coordinador propuesto. Asimismo, indicó que el Plan Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación no debe ser rígido y debe permitir su revisión anual.

El Honorable Diputado señor Venegas compartió la opinión de que la calidad de la educación no puede restringirse al SIMCE, porque se excluye el desarrollo de las destrezas y de las habilidades, y únicamente se enfatiza el desarrollo cognitivo medible en pruebas estandarizadas. Sobre esta misma idea, señaló que debe asumirse una visión de la educación más integradora, que se centre en prestar apoyo técnico pedagógico a los establecimientos educacionales que obtengan en forma reiterada mal desempeño. Acotó que debe ampliarse el contexto de calidad de la educación, incluyendo aspectos cualitativos, como la participación de la comunidad educativa.

El Honorable Diputado señor Verdugo hizo presente que los establecimientos educacionales que obtienen buenos resultados en el SIMCE normalmente promueven el desarrollo emocional y afectivo de sus alumnos. En este sentido, opinó que no es necesario utilizar otros instrumentos para medir la calidad de la educación. Además, recalcó que la responsabilidad en la mejora de la calidad de la educación no es sólo del Estado, porque ésta también compete a todos los actores involucrados en el proceso educativo.

En relación al inciso primero, del artículo 2° propuesto, sostuvo que restringe el enfoque del Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación a los establecimientos educacionales, y a sus cuerpos docentes y directivos, y no asume que los establecimientos educacionales son unidades educativas integrales. En cuanto al artículo 4° quáter propuesto, estimó que no sería recomendable crear otra instancia paralela al Ministerio de Educación, porque se podrían diluir las responsabilidades del proceso educativo.

La Honorable Diputada señora Girardi recalcó que no se puede restringir todo el proceso educativo a obtener buenos resultados en el SIMCE, porque los colegios se dedicarán exclusivamente a entrenar a sus alumnos para rendir una buena prueba. En este sistema, continuó, sólo sobrevivirían los mejores y se excluirían a los niños que presentan trastornos de aprendizaje. Acotó que la educación debe centrarse en el desarrollo emocional de los alumnos y no sólo en medir aprendizaje. Por otra parte, sostuvo que percibe una fuerte disociación entre lo que se busca en la educación pública y los recursos que efectivamente el Estado invierte en ella.

El Honorable Diputado señor Recondo señaló que comparte lo expuesto por el Honorable Senador señor Chadwick, porque él también entiende que la Ley General de Educación es la norma que debe establecer los objetivos generales de la educación, con una visión amplia e integradora, y no este proyecto de ley, el que en su opinión tiene un sentido más instrumental, porque debe definir cómo evaluar la calidad de la educación chilena. Sobre esta misma idea, acotó que si bien comparte que esta ley no puede restringir la calidad de la educación al SIMCE, entiende que tampoco pueden establecerse evaluaciones excesivamente amplias, que incluyan criterios valóricos, porque éstas podrían diluir el verdadero sentido de esta ley y perder el foco de medir la calidad de la educación.

El Honorable Senador señor Walker destacó el sentido más imperativo del articulado propuesto y resaltó que esta proposición privilegia la evaluación por sobre la medición, enfocándose tanto en los aspectos cualitativos como en los cuantitativos. En esta misma línea, explicó que enfatiza la autoevaluación y la autonomía de los establecimientos educacionales en la confección de los proyectos educativos.

Asimismo, ella promueve el apoyo y los incentivos que debe prestar el Ministerio de Educación a los establecimientos educacionales por sobre la aplicación de sanciones y responsabiliza al Estado en el aseguramiento de la calidad de la educación y que posiciona al Ministerio de Educación en el centro del sistema educativo. 

El señor Ministro de Educación destacó que existen al menos cuatro puntos claves para alcanzar un acuerdo en esta materia: i) el rol rector del Ministerio de Educación en la confección del Plan Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación; ii) la necesidad de coordinar a la Agencia de Calidad de la Educación con el Ministerio de Educación; iii) la promoción de la función del Ministerio de Educación de prestar apoyo técnico pedagógico a las escuelas, en concordancia con lo prescrito en la Ley de Subvención Escolar Preferencial, y iv) la ampliación de los criterios a evaluar para medir la calidad de la educación. 
En lo relativo a este último punto, acotó que los criterios deben ser objetivos y medibles, como pueden ser: la inclusión del “bullying” en los reglamentos internos de los colegios; la aplicación de políticas contra la obesidad; la adopción de medidas para prevenir el embarazo adolescente, y las tasas de deserción y de egreso escolar.
- - -

PRESENTACIÓN Y ANALISIS DE PROPOSICIÓN DEL EJECUTIVO REFERENTE A MATERIAS LABORALES

En sesión posterior, el Ejecutivo presentó las propuestas para los artículos vinculados a materias laborales:

1.- Eliminar el artículo 43 del texto aprobado por el Senado.

2.- Reemplazar el artículo 104, del texto aprobado por el Senado, por el siguiente:

“Artículo 104.- Sin perjuicio de las causales previstas en el decreto con fuerza de ley N° 29, del Ministerio de Hacienda, de 2005, para la cesación del cargo de personal de carrera, se podrá declarar la vacancia por necesidades de la Superintendencia, determinadas por el Jefe Superior del Servicio una vez al año y fundadas en razones vinculadas al buen, oportuno y eficiente funcionamiento de la Superintendencia de Educación.

Anualmente, los Altos Directivos Públicos del II nivel jerárquico de la Superintendencia, a más tardar en el mes de diciembre, efectuarán, en conjunto, una evaluación sobre la marcha de la institución en función de su misión institucional y los objetivos estratégicos fijados. Los resultados de dicha evaluación servirán de base para que el Superintendente ejerza esta facultad. Un reglamento fijará los procedimientos que adoptarán y la forma y oportunidad en que recibirán la información y antecedentes requeridos al efecto.

El personal que cese en sus funciones por aplicación de esta causal, tendrá derecho a la indemnización contemplada en el artículo 154 del decreto con fuerza de ley N° 29, del Ministerio de Hacienda, de 2005, sobre Estatuto Administrativo.”.
3.- Agregar, al texto aprobado por el Senado, el siguiente artículo transitorio, nuevo:

“Artículo décimo cuarto.- Lo dispuesto en el artículo 104 de la presente ley, comenzará a regir transcurrido dos años desde el inicio de funciones de la Superintendencia de Educación.”.

4.- Reemplazar los artículos quinto y sexto transitorios aprobados por el Senado, por los siguientes:
“Artículo quinto.- La planta de personal de la Superintendencia y de la Agencia de Calidad de la Educación será provista mediante el traspaso voluntario, sin solución de continuidad, de personal desde el Ministerio de Educación, Subsecretaría de Educación y servicios dependientes o que se relacionen por su intermedio, siguiendo el procedimiento que se establece en el inciso siguiente. Del mismo modo, se traspasarán los recursos presupuestarios que se liberen por este hecho.  Los cargos que no se provean de conformidad al procedimiento previsto en el inciso siguiente se llenarán mediante concurso público.

Conforme a lo anterior, la Subsecretaría de Educación directamente o utilizando el procedimiento que establece el articulo 23 del Estatuto Administrativo, llamará a un concurso abierto a los funcionarios de las instituciones enumeradas en el inciso precedente, sean de planta, a contrata o a honorarios, los que deberán cumplir los requisitos de los cargos concursados y, cuando corresponda, estar calificados en lista 1, de distinción. Los funcionarios a contrata y a honorarios deberán, además, haberse desempeñado en tal calidad a lo menos durante los dos años previos al concurso.

La Subsecretaría de Educación en forma previa, según la planta y sus requisitos, definirá, conjuntamente con el Superintendente o el Secretario Ejecutivo de la Agencia de Calidad de la Educación, según corresponda, los factores, subfactores, competencias o aptitudes específicas a considerar, pudiendo fijarse por cargos o grupo de cargos o funciones.

El concurso deberá seguir, a lo menos, las siguientes normas básicas:

a) En la convocatoria se especificarán los cargos, las funciones a desempeñar y la localidad en la que estará ubicada la vacante.

b) En un solo acto, se postulará hasta por un máximo de tres cargos tanto en la Superintendencia como en la Agencia.

c) La provisión de los cargos de cada planta se efectuará, en cada grado, en orden decreciente, conforme al puntaje obtenido por los postulantes.

d) En caso de producirse empate, se pronunciará el Superintendente o el Secretario Ejecutivo de la Agencia de Calidad, según corresponda.

e) El traspaso regirá a partir de la fecha en que quede totalmente tramitado el acto administrativo que lo dispone o de una fecha posterior, si éste así lo estableciera.

Facúltase al Presidente de la República para que, mediante uno o más decretos con fuerza de ley expedidos por intermedio del Ministerio de Educación, que además deberán ser suscritos por el Ministro de Hacienda, dicte normas complementarias para el adecuado desarrollo del concurso, aplicando, en lo que estime pertinente, los preceptos del decreto supremo N° 69, del Ministerio de Hacienda, de 2004, Reglamento sobre Concursos del Estatuto Administrativo.

Artículo sexto.- Facúltase al Presidente de la República para que, mediante uno o más decretos con fuerza de ley expedidos por intermedio del Ministerio de Educación, que además deberán ser suscritos por el Ministro de Hacienda, fije los cargos de planta que quedaren vacantes en el Ministerio de Educación, Subsecretaría de Educación y servicios dependientes o que se relacionen por su intermedio, en virtud de la creación de la Superintendencia de Educación y de la Agencia de Calidad de la Educación. En el ejercicio de esta facultad, además, podrá establecer la disminución de la dotación máxima en los servicios antes mencionados. Asimismo, se establecerán los cargos que constituirán dotación adicional y que se extinguirán de pleno derecho al momento del cese de funciones por cualquier causa.”.
5.- Sustituir el artículo undécimo transitorio aprobado por el Senado, por el siguiente:
“Artículo undécimo.- Facúltase al Presidente de la República para que, mediante uno o más decretos con fuerza de ley, expedidos por el Ministerio de Educación, que además deberán ser suscritos por el Ministerio de Hacienda, dicte las normas necesarias para modificar la organización y funciones del Ministerio de Educación y de aquellas instituciones relacionadas con éste en virtud de la creación de la Superintendencia de Educación y de la Agencia de Calidad de la Educación, con el objeto de adecuarla a las normas de esta ley. En dichas normas se procederá, además, a efectuar la adecuación de las plantas de personal que de dicha reorganización se deriven. Asimismo, se establecerán los cargos que constituirán dotación adicional y que se extinguirán de pleno derecho al momento del cese de funciones por cualquier causa.”.

A continuación, el señor Ministro de Educación advirtió que en esta propuesta falta el modelamiento institucional de cómo quedará el Ministerio de Educación y se comprometió a presentarlo en una próxima sesión. Posteriormente, explicó que se propone eliminar el artículo 43 que permite el cese de las funciones del personal de planta de la Agencia de Calidad de la Educación por necesidades de la Agencia, a fin de mantener la estabilidad laboral de los funcionarios traspasados del Ministerio de Educación.

En cuanto a la Superintendencia de Educación, informó que se plantea una nueva redacción para el artículo 104, en la cual se faculta al Superintendente de Educación a declarar el cese de funciones del personal de planta de la Superintendencia de Educación, una vez al año, por razones vinculadas al buen, oportuno y eficiente funcionamiento de la Superintendencia de Educación. Asimismo, comentó que se propone agregar un nuevo artículo decimocuarto transitorio, que prescribe que lo dispuesto en el artículo 104 comenzará a regir después de dos años de funcionamiento de la Superintendencia de Educación.

Luego, indicó que la nueva redacción para el artículo quinto transitorio establece que las plantas de la Superintendencia de Educación y de la Agencia de Calidad de la Educación serán provistas mediante concurso voluntario, en el cual participarán funcionarios del Ministerio de Educación de planta, a contrata y a honorarios, y sólo en el evento en que dichos cargos no sean provistos mediante este sistema se podrá llamar a concurso público abierto. 

Por otra parte, comentó que se asegura la estabilidad laboral de los funcionarios de planta del Ministerio de Educación que no sean traspasados a algunas de las nuevas entidades, mediante la creación de cargos de planta en extinción. Acotó que dichos cargos se extinguirán de pleno derecho cuando estos funcionarios cesen en sus funciones por cualquier causa legal.

En cuanto a la Superintendencia de Educación, el señor Subsecretario de Educación, comentó que toda la jurisprudencia nacional ha validado que los funcionarios de las Superintendencias tengan el carácter de personal de confianza, por tal motivo sostuvo que la nueva redacción para el artículo 104 confirma este mismo carácter para los funcionarios de la Superintendencia de Educación, especialmente porque se trata de fiscalizadores de recursos públicos. De este modo, recalcó la necesidad de mantener la facultad del Superintendente de Educación de declarar el cese de funciones del personal de la Superintendencia de Educación por razones vinculadas al buen, oportuno y eficiente desempeño de la Superintendencia de Educación. Además, precisó que esta causal de despido permitirá mantener un alto nivel del personal de la Superintendencia de Educación.

En materia de integración de las plantas de las entidades que se crean, el Honorable Diputado señor Montes, opinó que es fundamental permitir que personal externo participe en los concursos públicos y no sólo restringirse a los funcionarios del Ministerio de Educación, especialmente si se desea contar con un personal de alto perfil técnico. Acotó que se debe modernizar al Ministerio de Educación y al igual que todas las instituciones ligadas a él.

La Honorable Diputada señora Girardi coincidió con el Honorable Diputado señor Montes en relación a la idea de permitir concursos públicos y abiertos, en que puedan participar personas ajenas al Ministerio de Educación, porque según ella no todo el personal del Ministerio de Educación podrá cumplir con el perfil técnico requerido para la Agencia de Calidad de la Educación y para la Superintendencia de Educación. Asimismo, advirtió que no se puede generar una suerte de discriminación entre los funcionarios del Ministerio de Educación, de la Agencia de Calidad de la Educación y los de la Superintendencia de Educación.

Posteriormente, señaló que se debe precisar cuál será el rol del Ministerio de Educación en el nuevo sistema educativo y definir las funciones que tendrá esta Cartera, especialmente acotó que se debe determinar cómo abordará su rol de prestar apoyo técnico pedagógico a las escuelas. Sobre esta última idea, arguyó que es fundamental que el Ministerio de Educación cuente con personal altamente calificado para ejecutar esta tarea y que enfoque este apoyo educativo exclusivamente a los establecimientos educacionales fiscales, que son justamente las escuelas que requieren más apoyo y mayores recursos. En cuanto a la Superintendencia de Educación, señaló que ésta debe tener atribuciones para fiscalizar tanto a los establecimientos educacionales del sector público como del privado.

El Honorable Diputado señor Gutiérrez también apoyó la idea de establecer concursos públicos y abiertos, en el cual puedan participar funcionarios del Ministerio de Educación y personas externas a esta Cartera. 

El Honorable Diputado señor Venegas lamentó que se cuestione la calidad de los funcionarios del Ministerio de Educación. Sobre este particular, indicó que en el Ministerio de Educación existe un personal altamente calificado. Al respecto, acotó que el problema del Ministerio de Educación es su excesiva burocratización y un inadecuado sistema de evaluación de todos los funcionarios del sector público.

Luego, señaló que es fundamental precisar quién realizará las visitas inspectivas a los establecimientos educacionales, a fin de determinar si éstas le corresponderán a los funcionarios del Ministerio de Educación o a terceros. Por último, sostuvo que debe darse una mirada de conjunto a todas las instituciones que integrarán el sistema educativo para delimitar el nuevo ámbito de acción del Ministerio de Educación.

El Honorable Diputado señor Montes señaló que en el Ministerio de Educación existió un personal altamente calificado, pero que por razones remuneracionales y motivacionales se fue esta Cartera. Bajo este contexto, arguyó que es fundamental abrir estos concursos a personal externo. En cuanto al nuevo texto para el artículo 104, comentó que si bien aprueba que el personal de la Superintendencia de Educación sea evaluado anualmente, acotó que prefiere que esta evaluación sea realizada dentro de ciertos límites que determine esta ley, ya que no apoya que esta norma faculte al Superintendente de Educación a realizar un ajuste de personal en forma completamente discrecional.

El Honorable Diputado señor Verdugo también apoyó la propuesta de abrir estos concursos a terceros, permitiendo que puedan participar destacados docentes y los jefes de las unidades técnicas pedagógicas.

El señor Subsecretario de Educación valoró que los miembros de esta Comisión postulen la posibilidad de permitir que personal externo al Ministerio de Educación también pueda participar en los concursos para llenar las plantas de la Agencia de Calidad de la Educación y de la Superintendencia de Educación.

Por otra parte, el Honorable Senador señor Navarro hizo presente que no se puede reorganizar al Ministerio de Educación a través de la dictación de uno o de varios decretos con fuerza de ley, porque en su opinión cualquier modificación a las bases de un servicio público requiere de una ley. En este sentido, sostuvo que rechazará el artículo undécimo transitorio, que faculta a Su Excelencia el Presidente de la República a dictar las normas que estime necesarias para modificar la organización y funciones del Ministerio de Educación.

Enseguida, el Honorable Senador señor Walker señaló que todos coinciden en que debe elevarse el nivel de los funcionarios de la Agencia de Calidad de la Educación y de la Superintendencia de Educación y para lo cual acotó que la gran mayoría de los integrantes de esta Comisión se han mostrados proclives a aprobar un concurso público abierto, en el cual también se permita la participación de personal externo al Ministerio de Educación.

Además, recalcó que antes de aprobar la nueva propuesta laboral se requiere conocer el nuevo modelamiento institucional del Ministerio de Educación, de la Superintendencia de Educación y de la Agencia de Calidad de la Educación, especialmente hizo presente que le interesa conocer cuántos profesionales se contratarán, número del personal de planta y a contrata, y la cantidad del personal que será traspasado desde el Ministerio de Educación.

Por último, indicó que esta Comisión deberá definir qué temas serán delegados a Su Excelencia el Presidente de la República, y si cabe reorganizar el Ministerio de Educación a través de un decreto con fuerza de ley.
- - -
DESCRIPCIÓN DE LAS NORMAS EN CONTROVERSIA ENTRE AMBAS CÁMARAS 

El Honorable Senado aprobó, en primer trámite constitucional, el proyecto de ley sobre el sistema nacional de aseguramiento de la calidad de la educación parvularia, básica y media y su fiscalización.


En segundo trámite constitucional, la Honorable Cámara de Diputados introdujo diversas modificaciones al proyecto aprobado, la mayoría de las cuales el Honorable Senado rechazó en tercer trámite constitucional.


A continuación, se efectúa una relación de las diferencias suscitadas entre ambas Corporaciones durante la tramitación del proyecto, así como de los acuerdos adoptados al respecto:

Artículo 2°
Letra a)

El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó el siguiente texto para el literal a) del artículo 2°:

“Artículo 2º.- El Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Parvularia, Básica y Media considerará:

a) Los estándares de aprendizaje de los alumnos, referidos a los objetivos generales señalados en la ley y sus respectivas bases curriculares, y estándares indicativos de desempeño de los establecimientos educacionales y sus sostenedores, de los docentes y directivos.”.

En segundo trámite constitucional, la Cámara de Diputados acordó eliminar la expresión “, de los docentes y directivos”, del texto aprobado por el Senado en primer trámite constitucional.
El Senado, en tercer trámite constitucional, rechazó la modificación propuesta por la Cámara de Diputados.
Letra e)

El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó el texto que a continuación se transcribe para el literal e):

“e) Fiscalización del uso de los recursos y del cumplimiento de los requisitos del reconocimiento oficial y de la normativa educacional por los sostenedores y administradores del servicio educativo.”.
La Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, aprobó agregar a dicho texto, luego de la palabra “recursos” la oración “, de conformidad a lo establecido en el Título III de esta ley,”.
El Senado, en tercer trámite constitucional, rechazó la modificación propuesta.
Artículo 3°
Inciso segundo, nuevo Cámara de Diputados
La Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, ha consultado el siguiente inciso segundo, nuevo:

“Los estándares de aprendizaje servirán de base para realizar las evaluaciones que dan origen a la clasificación de establecimientos educacionales y consecuencialmente a los demás efectos que determina la ley.”.

El Senado, en tercer trámite constitucional, rechazó la modificación propuesta por la Cámara de Diputados.

Artículo 4°
El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó el siguiente texto para el artículo 4°:
“Artículo 4º.- Los estándares indicativos de desempeño considerarán:

A) A nivel de los profesionales de la educación, estándares indicativos de desempeño para los docentes de aula, directivos y técnicos pedagógicos. 

B) A nivel de los establecimientos educacionales y sus sostenedores:

1. gestión curricular;

2. indicadores de calidad de los procesos relevantes de los establecimientos educacionales;

3. estándares de gestión de los recursos humanos y pedagógicos;

4. liderazgo técnico pedagógico del equipo directivo, y 

5. convivencia escolar, en lo referido a reglamentos internos, instancias de participación y trabajo colectivo, ejercicio de deberes y derechos, respeto a la diversidad y mecanismos de resolución de conflictos y ejercicio del liderazgo democrático por los miembros de la comunidad educativa. 

Los estándares señalados precedentemente, cuyo incumplimiento no dará origen a sanciones, constituirán orientaciones para el trabajo de evaluación contemplado en esta ley.”.

La Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, lo reemplazó por el siguiente:
“Artículo 4º.- Los estándares indicativos de desempeño para los establecimientos y sus sostenedores considerarán:
1. Gestión curricular;

2. Indicadores de calidad de los procesos relevantes de los establecimientos educacionales;

3. Estándares de gestión de los recursos humanos y pedagógicos;

4. Indicadores de desempeño de los equipos directivos y docentes;

5. Liderazgo técnico pedagógico del equipo directivo; 

6. Convivencia escolar, en lo referido a reglamentos internos, instancias de participación y trabajo colectivo, ejercicio de deberes y derechos, respeto a la diversidad y mecanismos de resolución de conflictos y ejercicio del liderazgo democrático por los miembros de la comunidad educativa; 

7. Formación, en concordancia con el proyecto educativo institucional de cada establecimiento y el marco curricular, y

8. Resultados del proceso educativo.

Los estándares señalados precedentemente, cuyo incumplimiento no dará origen a sanciones, constituirán orientaciones para el trabajo de evaluación contemplado en esta ley.”.
El Senado, en tercer trámite constitucional, rechazó la modificación propuesta por la Cámara de Diputados.
Artículo 4° bis
El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó el siguiente texto para el artículo 4° bis:
“Artículo 4º bis .- Corresponderá al Presidente de la República, por decreto supremo dictado por intermedio del Ministerio de Educación, previo  informe favorable del Consejo Nacional de Educación, establecer los estándares de aprendizaje e indicativos de desempeño a que se refiere el artículo 2°, letra a), los cuales tendrán una vigencia de 6 años.”.

La Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, lo sustituyó por el siguiente:

“Artículo 4º bis.- Corresponderá al Presidente de la República, por decreto supremo dictado por intermedio del Ministerio de Educación, previo informe favorable del Consejo Nacional de Educación, establecer los estándares de aprendizaje e indicativos de desempeño a que se refiere el artículo 2º, letra a), de esta ley. 


Los estándares de aprendizaje durarán seis años. 

Con todo, si durante este período se modifican los objetivos generales establecidos en la ley o en las bases curriculares, estos estándares de aprendizaje deberán adecuarse a dichas modificaciones, aún cuando no hubieren transcurrido los seis años. 

Los nuevos estándares que se fijen tendrán igualmente una duración de seis años, sin perjuicio de lo previsto en el inciso anterior.”.
El Senado, en tercer trámite constitucional, rechazó la modificación propuesta por la Cámara de Diputados.

TÍTULO II
“TÍTULO II
DE LA AGENCIA DE CALIDAD DE LA EDUCACIÓN”.
Cabe dejar constancia que el Senado, en el primer trámite constitucional, aprobó un Título II “De la Agencia de Calidad de la Educación”, que abarca desde el artículo 5° al artículo 44, ambos inclusive, que crea la Agencia de Calidad de la Educación. Este Título regula su objeto, funciones y atribuciones, su organización y patrimonio. Al mismo tiempo, regula la evaluación de desempeño de los establecimientos educacionales y de sus sostenedores, y contempla la facultad de la Agencia de Calidad de la Educación para clasificar a los establecimientos educacionales según los resultados de aprendizaje que obtengan.
La Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, rechazó todo el Título II “De la Agencia de Calidad de la Educación” y su articulado, como consecuencia del rechazo del artículo 5°- que crea la Agencia de Calidad de la Educación, y conforme lo establece el inciso segundo, del artículo 30, de la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.
El Senado, en tercer trámite constitucional, rechazó la modificación propuesta por la Cámara de Diputados. 

En razón de lo que se ha señalado anteriormente, no se precisa en el informe, después de la transcripción de cada artículo, el hecho de que fue rechazado por dicha Cámara y de que, posteriormente, el Senado hizo lo propio con dicha decisión.
Artículo 5°
El Senado, primer trámite constitucional, aprobó el siguiente texto para el artículo 5°:

“Artículo 5º.- Créase la Agencia de Calidad de la Educación, en adelante “la Agencia”, servicio público funcionalmente descentralizado, dotado de personalidad jurídica y patrimonio propio y que se relacionará con el Presidente de la República por intermedio del Ministerio de Educación.

La Agencia estará afecta al Sistema de Alta Dirección Pública, establecido en la ley N° 19.882. 

El domicilio de la Agencia será la ciudad de Santiago, sin perjuicio de las oficinas que pueda establecer en otras Regiones cuando las necesidades del servicio así lo exijan.”.

Artículo 6°
El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó el siguiente texto para el artículo 6°:
“Artículo 6º.- El objeto de la Agencia será evaluar y orientar para el mejoramiento de la calidad de la educación, considerando las particularidades de los distintos niveles y modalidades educativas.

Para el cumplimiento de dicho objeto, tendrá las siguientes funciones: 

a) Evaluar los logros de aprendizaje de los alumnos de acuerdo al grado de cumplimiento de los estándares, referidos a los objetivos generales señalados en la ley y sus respectivas bases curriculares, por medio de instrumentos y procedimientos de medición estandarizados y externos a los establecimientos;

b) Realizar evaluaciones del desempeño de los establecimientos educacionales y sus sostenedores, de los docentes y sus directivos en base a los estándares indicativos; 

c) Clasificar a los establecimientos educacionales en función del grado de cumplimiento de los estándares de aprendizaje referidos a los objetivos generales señalados en la ley y sus respectivas bases curriculares, y

d) Proporcionar información en materias de su competencia a la comunidad en general.”.

Artículo 7°
El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó el siguiente texto para el artículo 7°:
“Artículo 7º.- Para el cumplimiento de sus funciones, la Agencia tendrá las siguientes atribuciones: 

a) Diseñar, implementar y aplicar un sistema de medición de los resultados de aprendizaje de los alumnos, en función del grado de cumplimiento de los estándares de aprendizaje, referidos a los objetivos generales señalados en la ley y sus respectivas bases curriculares.
El sistema nacional de medición del grado de cumplimiento de los estándares de aprendizaje de los alumnos será de aplicación obligatoria para todos los establecimientos educacionales reconocidos oficialmente por el Estado. La Agencia podrá realizar las mediciones respectivas directamente o por medio de terceros.

Las mediciones del grado de cumplimiento de los estándares de aprendizaje de los alumnos, referidos a los objetivos generales señalados en la ley y sus respectivas bases curriculares, se realizarán mediante instrumentos y procedimientos estandarizados que se aplicarán en forma periódica en distintos cursos y sectores de aprendizaje. En todo caso, deberán ser aplicadas en forma censal a lo menos en algún curso, tanto del nivel de enseñaza básica, como de enseñanza media.

b) Coordinar la participación de Chile en mediciones de carácter internacional sobre logros de aprendizaje de los alumnos.

c) Diseñar, implementar y aplicar un sistema de evaluación de desempeño de los establecimientos educacionales subvencionados, o que reciban aportes del Estado, y sus sostenedores, docentes y directivos referidos a los estándares indicativos. 

d) Aplicar e interpretar administrativamente las disposiciones de esta ley y sus reglamentos, e impartir instrucciones de general aplicación, en las materias de su competencia.

e) Elaborar informes evaluativos que podrán incluir recomendaciones de carácter indicativo para mejorar el desempeño de los establecimientos educacionales y sus sostenedores. Estos informes serán de carácter público.

f) Requerir al Ministerio de Educación y a la Superintendencia, en su caso, la adopción de las medidas pertinentes derivadas de la clasificación de los establecimientos educacionales.

g) Validar los mecanismos de evaluación de los docentes de aula, docente directivos y del personal técnico pedagógico que presenten los establecimientos educacionales particulares subvencionados. Para validar ante la Agencia sus sistemas de evaluación docente, los sostenedores de establecimientos educacionales particulares subvencionados deberán utilizar de referencia los estándares indicativos de desempeño elaborados en conformidad a la ley.

h) Poner a disposición del público la información que, con motivo del ejercicio de sus funciones, recopile respecto de establecimientos educacionales, sostenedores, docentes y alumnos.

En caso alguno la publicación incluirá la individualización de los alumnos. Sin perjuicio de lo anterior, los padres y apoderados deberán ser informados de los resultados obtenidos por sus hijos o pupilos cuando las mediciones tengan validez y confiabilidad estadística individual, sin que tales resultados puedan ser publicados ni usados con propósitos que puedan afectar negativamente a los alumnos, tales como selección, repitencia u otros similares.

i) Crear y administrar los registros que sean necesarios para ejercer sus funciones.

j) Elaborar índices, estadísticas y estudios relativos al sistema educativo y efectuar publicaciones en el ámbito de su competencia.

Asimismo, elaborará informes acerca de la cobertura de las diversas materias del currículum nacional, así como también evaluaciones de impacto respecto del desempeño de los establecimientos educacionales.

k) Ingresar a los establecimientos educacionales y dependencias docentes del sostenedor, en coordinación con la Superintendencia, con el fin de evaluar la calidad de la educación y realizar las mediciones, visitas evaluativas y ejercer las demás atribuciones que le encomienda la ley, sin alterar el normal desenvolvimiento de las actividades pedagógicas del establecimiento educacional. 

l) Requerir a los sostenedores de los establecimientos educacionales u otros organismos públicos y privados relacionados con la educación, la información necesaria para el cumplimiento de sus funciones.

m) Convenir con otros organismos de la Administración del Estado o con entidades privadas, la realización de acciones específicas y la prestación de servicios que permitan cumplir sus funciones. 

n) Asesorar técnicamente al Ministerio de Educación y a otros organismos en materias de su competencia.

ñ) Coordinar con el Ministerio de Educación el plan nacional de evaluaciones nacionales e internacionales, especialmente en relación a su viabilidad y requerimientos de implementación.

o) Cobrar y percibir derechos por la evaluación y orientación que le soliciten los establecimientos particulares pagados y por las demás certificaciones que establezca la ley en el ámbito de sus atribuciones.

p) Ejercer las demás atribuciones que determine la ley.”.

Artículo 8°

El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó el siguiente texto para el artículo 8°:

“Artículo 8º.- La Agencia evaluará el desempeño de los establecimientos de educación parvularia, básica, media y especial, y sus sostenedores, basándose en estándares indicativos elaborados de conformidad a la ley.

El objeto de esta evaluación de desempeño será fortalecer las capacidades institucionales y de autoevaluación de los establecimientos educacionales, orientar sus planes de mejoramiento educativo y promover la mejora continua de la calidad de la educación que ofrecen. 

La evaluación de desempeño considerará, entre otros, los resultados educativos, el grado de cumplimiento de los estándares de aprendizaje de los alumnos y otros indicadores de calidad de procesos relevantes de los establecimientos educacionales, que permitan una evaluación integral referida a los objetivos generales establecidos en la ley, los resultados de la autoevaluación institucional, el proyecto educativo y las condiciones de contexto del establecimiento educacional.”.

Artículo 9°

El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó el siguiente texto para el artículo 9°:

“Artículo 9º.- Las evaluaciones de desempeño podrán ser realizadas mediante requerimientos de información, visitas evaluativas u otros medios idóneos.

Al efectuar las evaluaciones, la Agencia deberá considerar, en primer lugar, las autoevaluaciones realizadas por el establecimiento educacional.

La Agencia podrá realizar las visitas mencionadas directamente o por medio de terceros.”.

Artículo 10
El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó el siguiente texto para el artículo 10:
“Artículo 10.- El resultado de la evaluación será un informe que señale las debilidades y fortalezas del establecimiento educacional en relación al cumplimiento de los estándares, así como las recomendaciones para mejorar su desempeño. 

La Agencia determinará la forma para la elaboración de estos informes, considerando, al menos, una etapa de consulta y recepción de observaciones por parte del sostenedor del establecimiento educacional evaluado en su desempeño.”.

Artículo 11

El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó el siguiente texto para el artículo 11:

“Artículo 11.- La Agencia sólo podrá disponer visitas evaluativas respecto de los establecimientos particulares pagados, cuando éstos lo soliciten.”.

Artículo 12
El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó el siguiente texto para el artículo 12:
“Artículo 12.- La Agencia administrará un registro de personas o entidades acreditadas para apoyar la realización de las visitas evaluativas. Un reglamento determinará los requisitos que deberán cumplir las personas o entidades para el ingreso y permanencia en el registro, el procedimiento de selección de las mismas, el tiempo de duración en el registro, sus inhabilidades y las causales que originan la salida de éste, destinadas a asegurar la calidad técnica y eficacia de su apoyo.”.
Artículo 13
El Senado, en primer trámite constituciobal, aprobó el siguiente texto para el artículo 13:

“Artículo 13.- La Agencia clasificará, mediante resolución fundada, a todos los establecimientos educacionales reconocidos por el Estado, de acuerdo a los resultados de aprendizaje de los alumnos, en función del grado de cumplimiento de los estándares de aprendizaje, referidos a los objetivos generales señalados en la ley y sus respectivas bases curriculares, propuestos por el Ministerio de Educación y aprobados por el Consejo Nacional de Educación.

Para llevar a cabo esta clasificación, la Agencia deberá considerar los resultados de aprendizaje de todas las áreas evaluadas censalmente en las mediciones nacionales, la distribución de los resultados de los alumnos en relación a los estándares de aprendizaje y las características de los alumnos del establecimiento educacional y, cuando sea posible, indicadores de valor agregado. La Agencia determinará la metodología de clasificación, la que será oficializada por decreto supremo del Ministerio de Educación, suscrito además por el Ministro de Hacienda. Dicha metodología se actualizará en un plazo no inferior a cuatro y que no exceda de ocho años.

Esta metodología podrá considerar resguardos que aseguren que los cambios de categoría no ocurran por un cambio en la composición del alumnado.

Para dichos efectos, los establecimientos educacionales serán clasificados en alguna de las siguientes categorías de desempeño decreciente, según los resultados de aprendizaje de los alumnos, en función del grado de cumplimiento de los estándares de aprendizaje:

a) Establecimientos Educacionales de Buen Desempeño;

b) Establecimientos Educacionales de Desempeño Satisfactorio;

c) Establecimientos Educacionales de Desempeño Regular, y

d) Establecimientos Educacionales de Mal Desempeño con Necesidad de Acciones Intensivas de Mejoramiento.”.
Artículo 14

El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó el siguiente texto para el artículo 14:

“Artículo 14.- La clasificación se realizará anualmente y considerará los resultados de los establecimientos educacionales en tres mediciones consecutivas válidas, en el caso que éstas sean anuales, y dos mediciones consecutivas válidas, en el caso que éstas se realicen cada dos años o más.

Sin embargo, en el caso de establecimientos educacionales con un número insuficiente de alumnos que rindan las mediciones, y que no permita obtener resultados válidos, la Agencia establecerá la metodología que permita una clasificación pertinente, considerando, entre otros factores, un número mayor de mediciones consecutivas que para el resto de los establecimientos educacionales. Dicha metodología será oficializada por decreto supremo del Ministerio de Educación, suscrito además por el Ministro de Hacienda.

Los establecimientos educacionales que impartan educación básica y media serán clasificados por cada nivel en forma independiente. La Agencia y los sostenedores de dichos establecimientos educacionales deberán informar acerca de las evaluaciones que se realicen en cada nivel educacional a los miembros de la comunidad educativa. 

Los establecimientos educacionales nuevos no serán clasificados en las categorías establecidas en el artículo anterior. Sin embargo, se considerarán para los efectos de esta ley provisoriamente como establecimientos de Desempeño Satisfactorio, hasta que cumplan con los requisitos legales para ser clasificados.”.
Artículo 15
El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó el siguiente texto para el artículo 15:

“Artículo 15.- La resolución que establezca la clasificación indicada en el artículo 13, será notificada en forma personal o mediante carta certificada al sostenedor.

Dicha resolución podrá ser impugnada mediante los recursos administrativos señalados en la ley Nº 19.880, sólo en virtud de algún error de información o procedimiento que sea determinante en la clasificación del establecimiento educacional.

No obstante, para efectos de cumplir con lo establecido en el inciso anterior, el recurso de reposición se interpondrá ante el Secretario Ejecutivo de la Agencia de Calidad de la Educación. Para el solo efecto de lo dispuesto en este artículo, el Consejo conocerá y resolverá el recurso jerárquico.”.
Artículo 16

El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó el siguiente texto para el artículo 16:

“Artículo 16.- La Agencia deberá informar al Ministerio de Educación, y a los padres y apoderados, la clasificación de los establecimientos educacionales. 

Asimismo, procurará que los establecimientos educacionales  informen a los padres y apoderados y al Consejo Escolar la categoría en la que han sido clasificados. 

Los padres y apoderados recibirán información de fácil comprensión sobre los establecimientos educacionales de mejor clasificación de la misma comuna o de las comunas aledañas. 

Sin perjuicio de lo anterior, la clasificación de todos los establecimientos del país deberá estar disponible en la página web del Ministerio de Educación y de la Agencia, actualizada y desglosada por Región y comuna.”.
Artículo 17
El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó el siguiente texto para el artículo 17:

“Artículo 17.- La Agencia tendrá un plan anual de visitas evaluativas que considerará mayor frecuencia para los establecimientos educacionales que muestran menor grado de cumplimiento de los estándares de aprendizaje referidos a los objetivos generales señalados en la ley y sus bases curriculares.”.
Artículo 18
El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó el siguiente texto para el artículo 18:

“Artículo 18.- Los establecimientos educacionales subvencionados, o que reciban aportes del Estado, de Mal Desempeño serán objeto de visitas evaluativas, al menos cada dos años; los de Desempeño Regular, en ciclos periódicos de dos a cuatro años.

Los demás establecimientos educacionales podrán ser objeto de visitas evaluativas por parte de la Agencia con la frecuencia que ésta determine. 

Para los efectos de esta ley, se considerarán establecimientos que reciben aportes del Estado a los regidos por el decreto ley Nº 3.166, de 1980.”.
Artículo 19

El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó el siguiente texto para el artículo 19:

“Artículo 19.- Sin perjuicio de lo señalado en el artículo anterior, los establecimientos educacionales subvencionados, o que reciban aportes del Estado, clasificados como de Buen Desempeño sólo serán evaluados si el sostenedor lo solicita o si acepta expresamente las visitas dispuestas de oficio por la Agencia.

Asimismo, los sostenedores de los establecimientos particulares pagados podrán solicitar que éstos sean evaluados, previo pago de su costo a la Agencia.

La solicitud de un establecimiento particular pagado para ser evaluado, deberá ser presentada a la Agencia durante el último trimestre del año anterior al que ingrese al proceso de evaluación. En todo caso, estas evaluaciones no podrán representar más del 5% de las visitas evaluativas anuales que realice la Agencia al conjunto del sistema subvencionado.”.
- - -
PROPOSICIÓN DEL EJECUTIVO PARA LOS ARTÍCULOS 1° A 19 Y POSTERIOR ANÁLISIS DE LA MISMA

En sesión posterior, el Ejecutivo presentó una propuesta para los primeros diecinueve artículos de esta iniciativa legal, la que es del siguiente tenor:

“TÍTULO I

DEL SISTEMA NACIONAL DE ASEGURAMIENTO DE LA CALIDAD DE LA EDUCACIÓN PARVULARIA, BÁSICA Y MEDIA

Artículo 1º.- La presente ley tiene por objeto regular el Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Parvularia, Básica y Media en adelante “Sistema”, y los órganos que lo componen.

Se entenderá por educación al proceso de aprendizaje permanente que abarca las distintas etapas de la vida de las personas y que tiene como finalidad alcanzar su desarrollo espiritual, ético, moral, afectivo, intelectual, artístico y físico, mediante la transmisión y el cultivo de valores, conocimientos y destrezas. 

La educación se enmarca en el respeto y valoración de los derechos humanos y de las libertades fundamentales, de la diversidad multicultural y de la paz, y de nuestra identidad nacional, capacitando a las personas para conducir su vida en forma plena, para convivir y participar en forma responsable, tolerante, solidaria, democrática y activa en la comunidad, y para trabajar y contribuir al desarrollo del país y se manifiesta a través de la enseñanza formal o regular, de la enseñanza no formal y de la educación informal. 

El Sistema tendrá por objeto propender a asegurar, en lo que respecta a la educación formal, que todos los alumnos tengan las mismas oportunidades de recibir una educación de calidad, de acuerdo a los objetivos generales y sus respectivas bases curriculares, señalados en la ley N° 20.370, General de Educación. 

Artículo 2º.- El Sistema operará a través de un conjunto de políticas, estándares, evaluaciones, información pública y mecanismos de apoyo y fiscalización a los establecimientos, para lograr la mejora continua de los aprendizajes de los alumnos, fomentando las capacidades de los establecimientos y sus cuerpos directivos y docentes.

Este sistema comprenderá entre otros, procesos de autoevaluación, evaluación externa, inspección, pruebas externas de carácter censal y cuando corresponda, apoyo técnico pedagógico del Estado o de terceros en la elaboración e implementación de planes de mejora educativa a nivel de establecimientos.

El Sistema contemplará, además, la rendición de cuentas de los diversos actores e instituciones del sistema escolar, en particular de los establecimientos educacionales. 

Asimismo, incluirá las consecuencias jurídicas que se deriven de la aplicación de los instrumentos a que se refieren los incisos anteriores y el régimen de sanciones que indica la ley.

Artículo 3º.- El Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Parvularia, Básica y Media considerará:

a) Estándares de aprendizaje de los alumnos, referidos a los objetivos generales señalados en la ley y sus respectivas bases curriculares; los otros indicadores de calidad educativa establecidos en el artículo 16 de la presente ley y estándares indicativos de desempeño de los establecimientos educacionales y sus sostenedores.

b) Requisitos del reconocimiento oficial que deben cumplir los sostenedores y los establecimientos educacionales para ingresar y mantenerse en el sistema educacional, según lo establecido en la ley.

c) Políticas, mecanismos e instrumentos para apoyar a los integrantes de la comunidad educativa y a los establecimientos educacionales en el logro de los estándares de aprendizaje y los otros indicadores de calidad educativa mencionados en el artículo 16 de esta ley.

d) Estándares de desempeño de docentes y directivos que servirán de orientación para la elaboración de la evaluaciones consideradas en el decreto con fuerza de ley N° 1, de 1997, del Ministerio de Educación, que fija el texto refundido coordinado y sistematizado de la ley N° 19.070, que aprueba el Estatuto de los Profesionales de la Educación y para validar los mecanismos de evaluación de los docentes de aula y docentes directivos que presenten voluntariamente a la Agencia de la Calidad los sostenedores municipales o de los establecimientos educacionales particulares subvencionados.

e) Evaluaciones de desempeño y mediciones de los resultados de aprendizaje para determinar el logro de los estándares de aprendizaje.

f) Fiscalización del uso de los recursos, de conformidad a lo establecido en el Título III de esta ley, y del cumplimiento de los requisitos del reconocimiento oficial y de la normativa educacional por los sostenedores y administradores del servicio educativo.

g) Evaluaciones del impacto de políticas y programas educativos.

h) Sistemas de información pública referidos al resultado de las evaluaciones de logro de los estándares, a la clasificación de los establecimientos y sus consecuencias, a los resultados de la fiscalización, y a las evaluaciones de las políticas y mecanismos de apoyo implementados.

i) Sistemas de rendiciones de cuenta, de reconocimientos y de sanciones relacionadas con el logro de los estándares y con el cumplimiento de las normas aplicables a los establecimientos y sostenedores.

Artículo 4º.- Los estándares de aprendizaje referidos a los objetivos generales establecidos en la ley y en sus bases curriculares definirán los conocimientos, habilidades y actitudes que se espera alcancen los alumnos en diversas etapas del proceso educativo, en relación con las bases curriculares nacionales.

Las evaluaciones que dan origen a la clasificación de establecimientos educacionales y consecuencialmente a los demás efectos que determina la ley, se realizarán en base a los estándares de aprendizaje y el grado de cumplimiento de los otros indicadores de calidad, según corresponda.

Artículo 5º.- Los estándares indicativos de desempeño para los establecimientos y sus sostenedores considerarán:

1. gestión pedagógica;

2. indicadores de calidad de los procesos relevantes de los establecimientos educacionales;

3. estándares de gestión de los recursos humanos y pedagógicos;

4. los resultados de las evaluaciones de desempeño docente y directivo;

5. liderazgo técnico pedagógico del equipo directivo; 

6. convivencia escolar, en lo referido a reglamentos internos, instancias de participación y trabajo colectivo, ejercicio de deberes y derechos, respeto a la diversidad y mecanismos de resolución de conflictos y ejercicio del liderazgo democrático por los miembros de la comunidad educativa;

7. formación, en concordancia con el proyecto educativo institucional de cada establecimiento y el marco curricular; y

8. grado de cumplimiento de los estándares de aprendizaje y de los otros indicadores de calidad educativa.

Los estándares señalados precedentemente constituirán orientaciones para el trabajo de evaluación contemplado en esta ley y su incumplimiento no dará origen a sanciones.

Artículo 6º.- Corresponderá al Presidente de la República, cada seis años por decreto supremo dictado por intermedio del Ministerio de Educación, previo informe del Consejo Nacional de Educación, establecer los estándares de aprendizaje e indicativos de desempeño a que se refiere el artículo 3º, letra a), de esta ley.

Los estándares de aprendizaje y estándares indicativos de desempeño, se entenderán renovados, por el sólo ministerio de la ley, por igual período de tiempo, en caso que transcurrido el plazo a que se refiere el inciso anterior no se haya dictado el decreto respectivo.

Con todo, si durante este período se modifican los objetivos generales establecidos en la ley o en las bases curriculares, los estándares de aprendizaje deberán adecuarse a dichas modificaciones, aún cuando no hubieren transcurrido los seis años.

Los nuevos estándares de aprendizaje que se fijen tendrán igualmente una duración de seis años, sin perjuicio de lo previsto en el inciso anterior.

Artículo 7º.- El Ministerio de Educación, en su calidad de órgano rector del Sistema, será el responsable de la coordinación de los órganos del Estado que componen el Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad, con el fin de garantizar una gestión eficaz y eficiente de todos ellos.

Para el cumplimiento del fin señalado en el inciso anterior, existirá un comité de coordinación, encabezado por el Ministro de Educación e integrado, además, por el Superintendente de Educación y el Secretario Ejecutivo de la Agencia o, en cada caso, por las personas que ellos designen.

El Ministerio formulará cada cuatro años un Plan de Aseguramiento de la Calidad de la Educación, que deberá ser público y en el que se explicitarán las acciones a desarrollar y los objetivos y metas que se pretenden alcanzar en dicho período. El Ministerio de Educación rendirá cuenta pública anual de los resultados obtenidos en la implementación del Plan.

TÍTULO II

DE LA AGENCIA DE CALIDAD DE LA EDUCACIÓN

Párrafo 1º

Objeto, funciones y atribuciones

Artículo 8º.- Créase la Agencia de Calidad de la Educación, en adelante “la Agencia”, servicio público funcionalmente descentralizado, dotado de personalidad jurídica y patrimonio propio y que se relacionará con el Presidente de la República por intermedio del Ministerio de Educación.

La Agencia estará afecta al Sistema de Alta Dirección Pública, establecido en la ley Nº 19.882. 

El domicilio de la Agencia será la ciudad de Santiago, sin perjuicio de las oficinas que pueda establecer en otras Regiones cuando las necesidades del servicio así lo exijan.

Artículo 9º.- El objeto de la Agencia será evaluar y orientar el sistema educativo para el mejoramiento de la calidad de la educación, considerando las particularidades de los distintos niveles y modalidades educativas.

Para el cumplimiento integral de dicho objeto, tendrá las siguientes funciones:
a) Evaluar los logros de aprendizaje de los alumnos de acuerdo al grado de cumplimiento de los estándares, referidos a los objetivos generales señalados en la ley y sus respectivas bases curriculares por medio de instrumentos y procedimientos de medición estandarizados y externos a los establecimientos. Asimismo, deberá evaluar el grado de cumplimiento de los otros indicadores de calidad educativa;

b) Realizar evaluaciones del desempeño de los establecimientos educacionales y sus sostenedores en base a los estándares indicativos de desempeño; 

c) Clasificar a los establecimientos educacionales en función del grado de cumplimiento de los estándares de aprendizaje referidos a los objetivos generales señalados en la ley y sus respectivas bases curriculares y el grado de cumplimiento de los otros indicadores de calidad educativa, y

d) Proporcionar información en materias de su competencia a la comunidad en general y promover su correcto uso.

Artículo 10.- Para el cumplimiento de sus funciones, la Agencia tendrá las siguientes atribuciones: 

a) Diseñar, implementar y aplicar un sistema de medición de los resultados de aprendizaje de los alumnos, en función del grado de cumplimiento de los estándares de aprendizaje, referidos a los objetivos generales señalados en la ley y sus respectivas bases curriculares. Asimismo, deberá diseñar, implementar y aplicar un sistema de medición de los otros indicadores de calidad educativa mencionados en el artículo 16.

El sistema nacional de medición del grado de cumplimiento de los estándares de aprendizaje de los alumnos, así como la medición del grado de cumplimiento de los otros indicadores de la calidad educativa, será de aplicación obligatoria para todos los establecimientos educacionales reconocidos oficialmente por el Estado. La Agencia podrá realizar las mediciones respectivas directamente o por medio de terceros.

Las mediciones del grado de cumplimiento de los estándares de aprendizaje de los alumnos, referidos a los objetivos generales señalados en la ley y sus respectivas bases curriculares, se realizarán mediante instrumentos y procedimientos estandarizados que se aplicarán en forma periódica en distintos cursos y sectores de aprendizaje. En todo caso, deberán ser aplicadas en forma censal a lo menos en algún curso, tanto del nivel de enseñanza básica, como de enseñanza media.

b) Coordinar la participación de Chile en mediciones de carácter internacional sobre logros de aprendizaje de los alumnos.

c) Diseñar, implementar y aplicar un sistema de evaluación de desempeño de los establecimientos educacionales subvencionados, o que reciban aportes del Estado, y sus sostenedores referidos a los estándares indicativos, cuya finalidad será apoyar el mejoramiento continuo de los establecimientos, a través de recomendaciones. 

d) Aplicar e interpretar administrativamente las disposiciones de esta ley y sus reglamentos, e impartir instrucciones de general aplicación, en las materias de su competencia.

e) Elaborar informes evaluativos, basados en los estándares indicativos de desempeño mencionados en la letra c) del presente artículo, que podrán incluir recomendaciones de carácter indicativo para mejorar el desempeño de los establecimientos educacionales y sus sostenedores. Estos informes serán de carácter público.

f) Requerir al Ministerio de Educación y a la Superintendencia, en su caso, la adopción de las medidas pertinentes derivadas de la clasificación de los establecimientos educacionales.

Con todo, para el caso de las medidas a que se hacen referencia en el inciso anterior y en el caso de los establecimientos calificados en la categoría de Desempeño Deficiente, el mecanismo de clasificación utilizará únicamente los estándares de aprendizaje. 

g) Validar los mecanismos de evaluación de los docentes de aula, docentes directivos y del personal técnico pedagógico que presenten voluntariamente los sostenedores de los establecimientos educacionales subvencionados o que reciban aportes del Estado.

h) Poner a disposición del público la información que, con motivo del ejercicio de sus funciones, recopile respecto de establecimientos educacionales, sostenedores, docentes y alumnos.

En caso alguno la publicación incluirá la individualización de los alumnos. Sin perjuicio de lo anterior, los padres y apoderados deberán ser informados de los resultados obtenidos por sus hijos o pupilos cuando las mediciones tengan validez y confiabilidad estadística a nivel individual, sin que tales resultados puedan ser publicados ni usados con propósitos que puedan afectar negativamente a los alumnos, tales como selección, repitencia, expulsión u otros similares.

i) Crear y administrar los registros que sean necesarios para ejercer sus funciones.

j) Elaborar índices, estadísticas y estudios relativos al sistema educativo y efectuar publicaciones en el ámbito de su competencia.

Asimismo, elaborará informes acerca de la cobertura de las diversas materias del currículum nacional, así como también evaluaciones respecto del desempeño de los establecimientos educacionales.

k) Ingresar, previo aviso, a los establecimientos educacionales y dependencias docentes del sostenedor, con el fin de realizar las mediciones, visitas evaluativas y ejercer las demás atribuciones que le encomienda la ley, sin alterar el normal desenvolvimiento de las actividades pedagógicas del establecimiento educacional.

l) Requerir a los sostenedores de los establecimientos educacionales u otros organismos públicos y privados relacionados con la educación, la información necesaria para el cumplimiento de sus funciones.

Quienes sean requeridos en virtud de este literal podrán solicitar por escrito a la Agencia, dentro de los dos días siguientes, que reconsidere dicha petición, cuando fundadamente acrediten que dicho requerimiento, por su volumen o complejidad, les impide dar cumplimiento a sus labores habituales. La Agencia resolverá esta reconsideración, en única instancia, en un plazo máximo de diez días, contados desde la respectiva presentación.

m) Convenir con otros organismos de la Administración del Estado o con entidades privadas, la realización de acciones específicas y la prestación de servicios que permitan cumplir sus funciones. 

n) Asesorar técnicamente al Ministerio de Educación y a otros organismos en materias de su competencia.

ñ) Asesorar al Ministerio de Educación respecto al plan nacional de evaluaciones nacionales e internacionales, especialmente en relación a su viabilidad y requerimientos de implementación. Asimismo, a requerimiento del Ministerio de Educación, deberá apoyar el diseño de las directrices e implementación, en materias de su competencia, del Plan Nacional de Aseguramiento de la Calidad que elabore dicho Ministerio.

o) Cobrar y percibir derechos por la evaluación y orientación que le soliciten los establecimientos particulares pagados y por las demás certificaciones que establezca la ley en el ámbito de sus atribuciones.

p) Ejercer las demás atribuciones que determine la ley.

Párrafo 2º

De la evaluación de desempeño de los establecimientos educacionales y sostenedores

Artículo 11.- La Agencia evaluará el desempeño de los establecimientos de educación parvularia, básica, media y especial, y sus sostenedores, basándose en estándares indicativos elaborados de conformidad a la ley.

El objeto de esta evaluación de desempeño será fortalecer las capacidades institucionales y de autoevaluación de los establecimientos educacionales, orientar sus planes de mejoramiento educativo y promover la mejora continua de la calidad de la educación que ofrecen.

La evaluación de desempeño considerará, entre otros, los resultados educativos, el grado de cumplimiento de los estándares de aprendizaje de los alumnos, que permitan una evaluación integral referida a los objetivos generales establecidos en la ley, el grado de cumplimiento de los otros indicadores de calidad educativa y los estándares indicativos de calidad del desempeño de los establecimientos educacionales y las condiciones de contexto del establecimiento educacional.

Los establecimientos educacionales deberán aplicar procedimientos de autoevaluación institucional, cuyos resultados, junto al proyecto educativo institucional, serán antecedentes de la evaluación del desempeño que realice la Agencia.

Adicionalmente, la Agencia considerará las características de los establecimientos educacionales uni, bi o tri docentes, así como de aquéllos multigrado, e interculturales bilingües, con el fin de adecuar los procesos de evaluación que se apliquen y desarrollen en estos establecimientos.

Artículo 12.- Las evaluaciones de desempeño podrán ser realizadas mediante requerimientos de información, visitas evaluativas u otros medios idóneos.

Al efectuar las evaluaciones, la Agencia deberá considerar, en primer lugar, las autoevaluaciones realizadas por el establecimiento educacional.

La Agencia podrá realizar las visitas mencionadas directamente o por medio de terceros. Con todo, la Agencia será la entidad responsable de visar el informe respectivo.

Artículo 13.- El resultado de la evaluación será un informe que señale las debilidades y fortalezas del establecimiento educacional en relación al cumplimiento de los estándares, así como las recomendaciones para mejorar su desempeño.

La Agencia determinará la forma de la elaboración de estos informes, considerando, al menos, una etapa de consulta y recepción de observaciones por parte del sostenedor del establecimiento educacional evaluado en su desempeño. 

Artículo 14.- La Agencia sólo podrá disponer visitas evaluativas respecto de los establecimientos particulares pagados, cuando éstos lo soliciten.

Asimismo, la Agencia, podrá, previa aprobación del sostenedor, realizar visitas de aprendizaje a los establecimientos a que se refiere el inciso anterior y que hayan sido clasificados en la categoría de buen desempeño con el fin de identificar y difundir las mejores prácticas de dichos establecimientos.

Artículo 15.- La Agencia administrará un registro de personas o entidades acreditadas para apoyar la realización de las visitas evaluativas. Un reglamento determinará los requisitos objetivos que deberán cumplir las personas o entidades para el ingreso y permanencia en el registro, el procedimiento de selección de las mismas cuidando que éste sea transparente y objetivo, el tiempo de duración en el registro, sus inhabilidades y las causales que originan la salida de éste, destinadas a asegurar la calidad técnica y eficacia de su apoyo. La Agencia deberá abrir al menos una vez cada año el registro para el ingreso de personas o entidades acreditadas.

Párrafo 3º

De la clasificación de establecimientos según los resultados de aprendizaje de los alumnos

Artículo 16.- La Agencia clasificará, mediante resolución fundada, a todos los establecimientos educacionales reconocidos por el Estado, de acuerdo a los resultados de aprendizaje de los alumnos, en función del grado de cumplimiento de los estándares de aprendizaje, referidos a los objetivos generales señalados en la ley y sus respectivas bases curriculares y al grado de cumplimiento de los otros indicadores de calidad, propuestos por el Ministerio de Educación y aprobados por el Consejo Nacional de Educación.

Para todos los efectos de esta ley, se entenderá por los otros indicadores de calidad, los siguientes:

1. Asistencia de alumnos.
2. Tasa de retención de alumnos.

3. Tasa de aprobación de alumnos.

4. Superación de resultados de aprendizaje de los alumnos.

5. Distribución de los resultados de aprendizaje de los alumnos.

Un reglamento dictado para estos efectos determinará la forma de medición y cálculo de los indicadores mencionados en el inciso anterior.

Para llevar a cabo esta clasificación, la Agencia deberá considerar los resultados de aprendizaje de todas las áreas evaluadas censalmente en las mediciones nacionales, la distribución de los resultados de los alumnos en relación a los estándares de aprendizaje, el grado de cumplimiento de los otros indicadores de calidad, así como las características de los alumnos del establecimiento educacional y, cuando sea posible, indicadores de progreso y, o de valor agregado. Con todo, gradualmente, la clasificación de los establecimientos propenderá a ser realizada de manera independiente de las características de los alumnos y alumnas, en la medida que el sistema corrija las diferencias en su desempeño atribuibles a dichas características.

La Agencia, determinará la metodología de clasificación, previo informe del Consejo Nacional de Educación y deberá ser oficializada por decreto supremo del Ministerio de Educación, suscrito además por el Ministro de Hacienda. Esta metodología podrá considerar resguardos que aseguren que los cambios de categoría no ocurran por un cambio en la composición del alumnado y se actualizará en un plazo no inferior a cuatro y que no exceda de ocho años.

Para efectos de la clasificación, existirán las siguientes categorías de establecimientos, según los resultados de aprendizaje de los alumnos, en función del grado de cumplimiento de los estándares de aprendizaje y el grado de cumplimiento de los otros indicadores de calidad educativa:

a) Establecimientos Educacionales de Buen Desempeño;

b) Establecimientos Educacionales de Desempeño Satisfactorio;

c) Establecimientos Educacionales de Desempeño Regular, y

d) Establecimientos Educacionales de Desempeño Deficiente.

Artículo 17.- La clasificación se realizará anualmente y considerará el grado de cumplimiento de los estándares de aprendizaje y el grado de cumplimiento de los otros indicadores de calidad educativa de los establecimientos educacionales en tres mediciones consecutivas válidas, en el caso que éstas sean anuales, y dos mediciones consecutivas válidas, en el caso que éstas se realicen cada dos años o más.

La Agencia según lo dispuesto en el inciso quinto del artículo anterior, determinará el modo en que técnicamente se ponderarán los estándares de aprendizaje y los otros indicadores de calidad educativa para efectos de efectuar la clasificación. Con todo, la ponderación de los estándares de aprendizaje no podrá ser inferior al 80% del total.

Sin embargo, en el caso de establecimientos educacionales con un número insuficiente de alumnos que rindan las mediciones, y que no permita obtener resultados válidos, el Ministerio establecerá la metodología que permita una clasificación pertinente, considerando, entre otros factores, un número mayor de mediciones consecutivas que para el resto de los establecimientos educacionales, tanto para los estándares de aprendizaje como para los otros indicadores de la calidad educativa. Dicha metodología será oficializada por decreto supremo del Ministerio de Educación, suscrito además por el Ministro de Hacienda.

Los establecimientos educacionales que impartan educación básica y media serán clasificados por cada nivel en forma independiente. La Agencia y los sostenedores de dichos establecimientos educacionales deberán informar acerca de las evaluaciones que se realicen en cada nivel educacional a los miembros de la comunidad educativa. 

Los establecimientos educacionales nuevos no serán clasificados en las categorías establecidas en el artículo anterior. Sin embargo, se considerarán para los efectos de esta ley provisoriamente como establecimientos de Desempeño Satisfactorio, hasta que cumplan con los requisitos legales para ser clasificados.

Artículo 18.- La resolución que establezca la clasificación indicada en el artículo 16, será notificada en forma personal o mediante carta certificada al sostenedor.

Dicha resolución podrá ser impugnada mediante los recursos administrativos señalados en la ley Nº 19.880, sólo en virtud de algún error de información o procedimiento que sea determinante en la clasificación del establecimiento educacional.

No obstante, para efectos de cumplir con lo establecido en el inciso anterior, el recurso de reposición se interpondrá ante el Secretario Ejecutivo de la Agencia de Calidad de la Educación. Para el sólo efecto de lo dispuesto en este artículo, el Consejo conocerá y resolverá el recurso jerárquico.

Artículo 19.- La Agencia deberá dar a conocer y dar amplia difusión a los resultados de las mediciones de cumplimiento de estándares de los establecimientos educacionales y de la clasificación de éstos al Ministerio de Educación, a los padres y apoderados y a la comunidad educativa.

Asimismo, los establecimientos educacionales informarán a los padres y apoderados y al Consejo Escolar la categoría en la que han sido clasificados.

En el caso de los padres y apoderados, recibirán información relevante, de fácil comprensión, comparable a través del tiempo para el establecimiento. Además, se deberá incluir información sobre los establecimientos de mejor clasificación de la misma comuna y de comunas cercanas.

Sin perjuicio de lo anterior, la clasificación de todos los establecimientos del país deberá estar disponible en las páginas web del Ministerio de Educación y de la Agencia, actualizada y desglosada por Región y comuna.”.
A continuación, el Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Educación explicó el contenido de los diferentes preceptos que considera la proposición efectuada por el Ejecutivo.

- El artículo 1° utiliza el concepto de educación que consagra la Ley General de Educación y que circunscribe la aplicación de esta ley a toda la educación formal, para que todos los alumnos tengan las mismas oportunidades de recibir una educación de calidad, de acuerdo a los objetivos generales y sus respectivas bases curriculares. 
-El artículo 2° establece que el Sistema de Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación operará a través de políticas, estándares, evaluaciones, mecanismos de apoyo y fiscalizaciones a los establecimientos educacionales. Además, acotó que este artículo consagra que este Sistema comprenderá los procesos de autoevaluación, evaluación externa, inspecciones, pruebas externas de carácter censal y apoyo técnico pedagógico. Asimismo, sostuvo que contemplará la rendición de cuentas, e incluirá un régimen de sanciones cuando se infrinjan las normas jurídicas.

- El artículo 3° establece que el Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación considerará los siguientes aspectos: los estándares de aprendizaje de los alumnos; otros indicadores de la calidad educativa mencionados en el artículo 16, y los estándares indicativos de desempeño de los establecimientos educacionales y de sus sostenedores. También, acotó que regula los requisitos para el reconocimiento oficial del Estado a los establecimientos educacionales, para ingresar y mantenerse en el sistema educativo, y los estándares de desempeño de los docentes y de los directivos, entre otros.

- El artículo 4°, señala que las evaluaciones que se aplicarán para clasificar a los establecimientos educacionales se realizarán en base a los estándares de aprendizaje y al grado de cumplimiento de los otros indicadores de calidad que contempla el artículo 16.

- El artículo 5° establece que los estándares indicativos de desempeño para los establecimientos educacionales y para sus sostenedores considerarán, entre otros, los siguiente elementos: la gestión pedagógica; los indicadores de calidad de los procesos relevantes de los establecimientos educacionales; los estándares de gestión de los recursos humanos y pedagógicos; los resultados de las evaluaciones de desempeño docente y directivo; el liderazgo técnico pedagógico del equipo docente; la convivencia escolar; la formación del proyecto educativo institucional y el marco curricular, y el grado de cumplimiento de los estándares de aprendizaje y de los otros indicadores de la calidad educativa.

El artículo 6°, determina que corresponderá a Su Excelencia el Presidente de la República, cada seis años y por decreto supremo, previo informe del Consejo Nacional de Educación, establecer los estándares de aprendizaje e indicativos de desempeño. Añadió que en el evento en que se modifiquen los objetivos generales establecidos en la ley o en las bases curriculares estos estándares se deberán adecuar a dichas modificaciones, aunque no hubiesen transcurrido los seis años.

El artículo 7° consagra al Ministerio de Educación como el órgano rector de este Sistema y que será el responsable de coordinar a los órganos que conforman el Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación, constituyendo un comité de coordinación, encabezado por el señor Ministro de Educación, e integrado por el Superintendente de Educación y el Secretario Ejecutivo de la Agencia de Calidad de la Educación. Además, explicó que esta norma prescribe que cada cuatro años el Ministerio de Educación deberá formular un Plan de Aseguramiento de la Calidad de la Educación, y que esta Cartera deberá rendir cuenta pública anual de los resultados obtenidos en la implementación de este Plan.

En seguida, el Honorable Senador señor Walker, efectuó algunos planteamientos respecto de los preceptos anteriormente reseñados. 

En relación con el inciso final del artículo 1°, propuso reemplazar la frase “El sistema tendrá por objeto propender a asegurar” por “Es deber del Estado asegurar una educación de calidad en sus distintos niveles”. Posteriormente, sugirió agregar una frase en que el Estado también se comprometa a entregar una educación equitativa.

Con respecto al artículo 3°, literal e), planteó agregar que el logro de los estándares de aprendizaje no sólo se mida con las evaluaciones de desempeño y con las mediciones de los resultados, sino que también con los otros indicadores de la calidad educativa enumerados en el artículo 16. En lo referente al artículo 5°, propuso incluir a los asistentes de la educación y agregar un nuevo numeral para incorporar a los resultados de los procesos educativos. En lo que dice relación con el artículo 7°, señaló que preferiría reducir el plazo que tiene el Ministerio de Educación para formular el Plan de Aseguramiento de la Calidad de la Educación de cuatro a dos años.

Por su parte, el Honorable Diputado señor Montes, luego de apoyar las proposiciones planteadas por el Honorable Senador señor Walker, consultó al Ejecutivo las razones por las cuales suprimió la referencia en el inciso primero del artículo 2° a los recursos financieros. Por otra parte, recalcó la necesidad de colocar un mayor énfasis en la autoevaluación educativa, incorporándola expresamente en el artículo 3°. Por último, sostuvo que el Consejo Nacional de Educación también debe tener alguna injerencia en relación a los indicadores de la calidad.

A su vez, la Honorable Diputada señora Girardi señaló que el artículo 1° debería señalar que esta ley tiene por objeto crear y regular el Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación. Enseguida, indicó que se debe ser más enfático con la responsabilidad que le compete al Estado en su deber de asegurar un educación de calidad y de equidad. Asimismo, comentó que si bien apoya la idea de establecer un Plan de Aseguramiento de la Calidad de la Educación a largo plazo, se deben establecer metas y objetivos a corto plazo, a fin de poder corregir la aplicación de este Plan. Además, sostuvo que en esta ley, al menos, deben precisarse los puntos más relevantes que debe abordar este Plan.

El Honorable Senador señor Chadwick señaló que no sería recomendable establecer como deber del Estado el asegurar una educación de calidad para todos los estudiantes, porque sería una tarea imposible de cumplir, por lo cual planteó consagrar en esta ley que el Estado deberá propender a asegurar una educación de calidad para todos, al igual que lo hace en la Ley General de Educación. Por otra parte, consideró extremadamente difícil asegurar una educación equitativa. Sobre este último punto, indicó que el sistema educativo debe buscar que sus efectos generen condiciones de equidad, ya que es imposible igualar la enseñanza impartida por un establecimiento educacional particular pagado con la de un colegio municipal. Para ello, continuó, sería necesario contar con un sistema único de enseñanza.

El Honorable Senador señor Cantero señaló que preferiría que el artículo 1° de esta ley comience con la siguiente frase: “Es deber del Estado propender a asegurar una educación de calidad”, puesto que es la fórmula que utiliza la Ley General de Educación. Enseguida, comentó que en nuestro sistema educativo existe un grave problema de equidad, por lo cual no se puede generar una competencia entre la educación particular pagada con la subvencionada, porque se tendería a profundizar más aún la segmentación social que existe. Asimismo, sostuvo que se debe definir el nivel de centralización o de descentralización de nuestro sistema educativo, especialmente si se desea avanzar en términos de calidad y de equidad.

El Honorable Senador señor Walker apoyó la propuesta del Honorable Senador señor Cantero, porque al agregar en el inciso primero, del artículo 1° la frase “Es deber del Estado propender a asegurar una educación de calidad”, se deja constancia del interés del Estado de asegurar una educación de calidad. Además, consideró fundamental vincular la calidad de la educación con la equidad, tal como lo plantea la Ley General de Educación en los literales b) y c) de su artículo 3°.
El Honorable Senador señor Navarro indicó que la frase “propender a asegurar una educación de calidad” es insuficiente para mejorar el nivel de la educación de los niños más vulnerables. En su concepto, esta frase tiene un sentido más bien programático, que relativiza los derechos de los ciudadanos a ser educados. En efecto, acotó que esta ley debe ser más enfática en el aseguramiento de la calidad de la educación, porque de lo contrario no tendría ningún sentido crear un Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación. Por otra parte, señaló que la Agencia de Calidad de la Educación también debe participar en la elaboración de los estándares nacionales de aprendizaje e indicativos de desempeño y no restringir esta atribución a Su Excelencia el Presidente de la República. Por último, reparó que esta ley se aplique sólo a la educación formal.

La Honorable Diputada señora Girardi recalcó que esta ley debe consagrar el deber del Estado de asegurar una educación de calidad, responsabilizándolo de su concreción. Además, hizo presente que así lo establece la Ley General de Educación en su artículo 4°.

Por su parte, el Honorable Diputado señor González manifestó su aprobación a la propuesta presentada por el Ejecutivo en lo que dice relación con la incorporación de otros indicadores de calidad y con el rol del Ministerio de Educación como ente coordinador del Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación.

Posteriormente, hizo presente la necesidad de que esta nueva estructura que se propone regule a todo sistema educativo y no restringirlo a la educación formal. Por último, indicó que también entiende que no basta con que el Estado propenda a asegurar una educación de calidad, sino que, por el contrario, opinó que el Estado también tiene el deber de garantizar en forma igualitaria una educación de calidad para todos los ciudadanos.

El Honorable Diputado señor Montes sostuvo que para él resulta inaceptable que nuestro sistema educativo no vincule la educación de calidad con la equidad y que no exista la posibilidad de interponer un recurso de protección para exigir el cumplimiento de este derecho. Sin perjuicio de lo anterior, señaló que prevé como la única forma para avanzar en esta iniciativa legal sería aprobando la propuesta del Honorable Senador señor Cantero. Por otra parte, sugirió también hacer referencia a los indicadores de calidad en el artículo 6°, porque esta norma regula a los estándares de aprendizaje e indicativos de desempeño de los establecimientos educacionales y de sus sostenedores.

A su turno, el señor Subsecretario de Educación hizo presente que la discusión sobre el deber del Estado de asegurar una educación de calidad se zanjó en la Ley General de Educación, en la cual se establece el principio de la calidad de la educación como el deber del Estado de propender a asegurar que todos los alumnos y alumnas alcancen los objetivos generales y los estándares de aprendizaje fijados por la autoridad. 

El Honorable Senador señor Chadwick, luego de manifestar su apoyo a la propuesta del Honorable Senador señor Cantero, comentó que para él la relación entre calidad de la educación y equidad es de causa y efecto, ya que una educación de calidad necesariamente conduce a una educación de equidad. Enseguida, recordó que este debate filosófico ya se zanjó en la Ley General de Educación, en la cual se aprobó que el Estado propenderá a asegurar una educación de calidad y de equidad en el ámbito de la educación estatal, mas no respecto de la educación particular pagada.

El Honorable Senador señor Quintana valoró que el Ejecutivo haya presentado una nueva propuesta en que incorporó nuevos indicadores de calidad. Sin perjuicio de lo anterior, observó que aún faltan por incluir otros indicadores como las tasas de embarazo adolescente, la forma en que los establecimientos educacionales abordan la violencia escolar y la participación de la comunidad educativa. En cuanto a la discusión sobre el deber del Estado de asegurar una educación de calidad, opinó que si bien comparte los planteamientos expuestos por el Honorable Senador señor Navarro entiende que la única vía para llegar a un acuerdo en este punto es apoyando la propuesta del Honorable Senador señor Cantero. Con respecto al tema de la equidad en la educación, señaló que es fundamental que el Estado asegure una educación de calidad en equidad y para esto acotó que sería recomendable evitar cualquier tipo de clasificación de los establecimientos educacionales, porque con estas categorizaciones se tiende a incentivar la segmentación social.

El Honorable Senador señor Navarro reparó en la ausencia de un capítulo especial que defina los principales conceptos vinculados a la educación, como estándares de aprendizaje, estándares indicativos de desempeño y rendición de cuentas, entre otros. Además, indicó que se debe regular cómo se realizará la rendición de cuentas que plantea esta norma. En cuanto al artículo 6°, observó que debe crearse una nueva instancia que dirija el Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad y no un simple Comité de Coordinación. En relación con el artículo 7°, señaló que la rendición de cuenta pública anual que realizará el Ministerio de Educación deberá hacerla ente un órgano válido y especializado, como pueden ser las Comisiones de Educación de ambas Cámaras, unidas.

A continuación, el señor Subsecretario de Educación explicó que el Título II se refiere a la Agencia de Calidad de la Educación, y en especial destacó que los artículos 11 al 15, ambos inclusive, regulan la evaluación de desempeño de los establecimientos educacionales y de sus sostenedores, la que deberá considerar los resultados educativos, el grado de cumplimiento de los estándares de aprendizaje de los alumnos, el grado de cumplimiento de los otros indicadores de la calidad educativa y de los estándares indicativos de calidad de desempeño de los establecimientos educacionales, y las condiciones de contexto de cada establecimiento educacional.

Además, comentó que serán antecedentes de la evaluación de desempeño los procedimientos de autoevaluación institucional que apliquen los colegios. Asimismo, informó que la Agencia de Calidad de la Educación realizará la evaluación de desempeño mediante requerimiento de información, visitas inspectivas - las que podrán ser realizadas por la propia Agencia de Calidad de la Educación o por terceros -, u otros medios idóneos.
Luego, se refirió al nuevo texto del artículo 16, en el cual se regula la facultad de la Agencia de Calidad de la Educación para clasificar a todos los establecimientos educacionales reconocidos por el Estado, de acuerdo al grado de cumplimiento de los estándares de aprendizaje de los alumnos, al grado de cumplimiento de los otros indicadores de la calidad educativa y de los estándares indicativos de calidad de desempeño de los establecimientos educacionales. Además, comentó que este artículo menciona cuáles son los otros indicadores de calidad que deberá considerar la Agencia para clasificar a los establecimientos educacionales. Ellos serán la asistencia de los alumnos; las tasas de retención y de aprobación de los alumnos; la superación de los resultados de aprendizaje de los alumnos, y la distribución de los resultados de aprendizaje de los alumnos. Por último, informó que el artículo 16 establece las categorías en que podrán ser clasificados los establecimientos educacionales.

El Honorable Senador señor Walker sugirió que en el inciso primero del artículo 9° se enfatice la idea de que el Estado debe asegurar una educación de calidad y de equidad. En relación con el artículo 16, planteó la necesidad de incluir otros indicadores de la calidad y utilizar la clasificación de los establecimientos educacionales que consagra la Ley de Subvención Escolar Preferencial. Con respecto al artículo 17, consideró un exceso establecer una ponderación de un 80% para los estándares de aprendizaje.

El Honorable Diputado señor Montes señaló que no sería conveniente someter al personal de la Agencia de Calidad de la Educación, en su primera selección, al Sistema de Alta Dirección Pública, para así poder captar a lo mejores profesionales. Al respecto, acotó que esta propuesta debería quedar regulada en un artículo transitorio. En cuanto a la clasificación de los establecimientos educacionales, recalcó que el Ejecutivo no debe perder de vista el sentido de esta reforma, cual es ordenar para apoyar y no para sancionar.

El Honorable Senador señor Navarro reparó en que la Agencia de Calidad de la Educación siga el modelo centralista, al tener como único domicilio la ciudad de Santiago. En su opinión se requieren Agencias en todas las Regiones, ya que de lo contrario esta entidad será incapaz de evaluar y de apoyar a más diez mil establecimientos educacionales.

Enseguida, observó que no es recomendable que la Agencia cobre y perciba derechos por las evaluaciones que realiza a los colegios particulares pagados, porque podría perderse la objetividad de los informes que emita. Además, señaló que no apoya que los establecimientos educacionales particulares pagados únicamente sean evaluados cuando éstos lo soliciten. Por último, no apoyó la propuesta de que las visitas evaluativas puedan también ser realizadas por terceros, dados los pésimos resultados obtenidos con la externalización de las evaluaciones que permitió la Ley de Subvención Escolar Preferencial. 

La Honorable Diputada señora Girardi tampoco apoyó la propuesta de que los colegios particulares pagados sólo sean evaluados en la medida que ellos lo soliciten, porque con una norma de esta naturaleza se perdería el objetivo central de esta ley, cual es crear un Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación. Luego, consultó sobre el tratamiento que se les daría a las escuelas especiales y por último, en relación con los otros indicadores de la calidad, hizo presente la necesidad de incorporar otros indicadores de carácter más subjetivo, que se refieran al aspecto emocional y afectivo de los niños.


La siguiente divergencia suscitada entre ambas Cámaras, radica en el artículo 20.

Artículo 20
El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó el siguiente texto para el artículo 20:

“Artículo 20.- Los establecimientos educacionales clasificados como de Buen Desempeño, podrán incorporarse al Registro de personas o entidades de apoyo técnico pedagógico administrado por el Ministerio de Educación.

En caso que un establecimiento educacional que forma parte del Registro resultare clasificado en alguna de las categorías inferiores a la de Buen Desempeño, será eliminado del Registro.”.
La Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, lo ha rechazado.
El Senado, en tercer trámite constitucional, rechazó la supresión propuesta por la Cámara de Diputados.
- - -

NUEVA PROPUESTA DEL EJECUTIVO PARA LOS ARTICULOS 1° A 20 Y ACUERDOS DE LA COMISIÓN MIXTA
En sesión posterior, y a partir del intercambio de opiniones efectuado en la Comisión Mixta, el Ejecutivo presentó una nueva propuesta para los primeros veinte artículos del presente proyecto de ley, la que es del siguiente tenor:
“TÍTULO I

DEL SISTEMA NACIONAL DE ASEGURAMIENTO DE LA CALIDAD DE LA EDUCACIÓN PARVULARIA, BÁSICA Y MEDIA

Artículo 1º.- Es deber del Estado propender a asegurar una educación de calidad en sus distintos niveles. Para dar cumplimiento a dicha responsabilidad créase y regúlase por la  presente ley un Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Parvularia, Básica y Media en adelante “Sistema”. 

Igualmente, el Sistema tendrá por objeto propender a asegurar la equidad, entendida como el que todos los alumnos tengan las mismas oportunidades de recibir una educación de calidad. 

Se entenderá por educación al proceso de aprendizaje permanente que abarca las distintas etapas de la vida de las personas y que tiene como finalidad alcanzar su desarrollo espiritual, ético, moral, afectivo, intelectual, artístico y físico, mediante la transmisión y el cultivo de valores, conocimientos y destrezas. 

La educación se enmarca en el respeto y valoración de los derechos humanos y de las libertades fundamentales, de la diversidad multicultural y de la paz, y de nuestra identidad nacional, capacitando a las personas para conducir su vida en forma plena, para convivir y participar en forma responsable, tolerante, solidaria, democrática y activa en la comunidad, y para trabajar y contribuir al desarrollo del país y se manifiesta a través de la enseñanza formal o regular, de la enseñanza no formal y de la educación informal. 

Artículo 2º.- El Sistema actuará sobre la educación formal, de acuerdo a los objetivos generales y sus respectivas bases curriculares, señalados en la ley N° 20.370, General de Educación y operará a través de un conjunto de políticas, estándares, indicadores, evaluaciones, información pública y mecanismos de apoyo y fiscalización a los establecimientos, para lograr la mejora continua de los aprendizajes de los alumnos, fomentando las capacidades de los establecimientos y sus cuerpos directivos y docentes. Asimismo, el Sistema contemplará los recursos necesarios para su adecuado funcionamiento. 

Este Sistema comprenderá entre otros, procesos de autoevaluación, evaluación externa, inspección, pruebas externas de carácter censal y cuando corresponda, apoyo técnico pedagógico en la elaboración e implementación de planes de mejora educativa a nivel de establecimientos que permitan desarrollar sus fortalezas y superar sus debilidades.

El Sistema contemplará, además, la rendición de cuentas de los diversos actores e instituciones del sistema escolar, en particular de los establecimientos educacionales. 

Asimismo, incluirá las consecuencias jurídicas que se deriven de la aplicación de los instrumentos a que se refieren los incisos anteriores y el régimen de sanciones que indica la ley.

Artículo 3º.- El Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Parvularia, Básica y Media considerará:

a) Estándares de aprendizaje de los alumnos, referidos a los objetivos generales señalados en la ley y sus respectivas bases curriculares; los otros indicadores de calidad educativa y estándares indicativos de desempeño de los establecimientos educacionales y sus sostenedores.

b) Requisitos del reconocimiento oficial que deben cumplir los sostenedores y los establecimientos educacionales para ingresar y mantenerse en el sistema educacional, según lo establecido en la ley.

c) Políticas, mecanismos e instrumentos para apoyar a los integrantes de la comunidad educativa y a los establecimientos educacionales en el logro de los estándares de aprendizaje y los otros indicadores de calidad educativa, fomentando el fortalecimiento de las capacidades institucionales y de autoevaluación de los establecimientos a fin de promover la mejora continua de la calidad de la educación que ofrecen.

d) Estándares de desempeño de docentes y directivos que servirán de orientación para la elaboración de las evaluaciones consideradas en el decreto con fuerza de ley N° 1, de 1997, del Ministerio de Educación, que fija el texto refundido coordinado y sistematizado de la ley N° 19.070, que aprueba el Estatuto de los Profesionales de la Educación. Estos estándares también servirán para validar los mecanismos de evaluación de los docentes de aula y docentes directivos que presenten  voluntariamente a la Agencia de la Calidad de los establecimientos educacionales particulares pagados y subvencionados y los sistemas de evaluación complementarios del sector municipal, de corporaciones municipales o de otras entidades creadas por ley.

e) Evaluaciones de desempeño de los establecimientos y sostenedores y evaluación del logro de los estándares de aprendizaje y de los otros indicadores de calidad educativa.

f) Ordenación de los establecimientos educacionales en función de las mediciones de los resultados de aprendizaje y de los otros indicadores de calidad educativa con la finalidad, entre otras, de identificar, cuando corresponda, las necesidades de apoyo. 

g) Fiscalización del uso de los recursos, de conformidad a lo establecido en el Título III de esta ley, y del cumplimiento de los requisitos del reconocimiento oficial y de la normativa educacional por los sostenedores y administradores del servicio educativo.

h) Evaluaciones del impacto de políticas y programas educativos.

i) Sistemas de información pública referidos al resultado de las evaluaciones de logro de los estándares y de los otros indicadores de calidad, a la ordenación de  los establecimientos y sus consecuencias, a los resultados de la fiscalización, y a las evaluaciones de las políticas y mecanismos de apoyo implementados.

j) Sistemas de rendiciones de cuenta, de reconocimientos y de sanciones.

Artículo 4º.- Los estándares de aprendizaje referidos a los objetivos generales establecidos en la ley y en sus bases curriculares definirán los conocimientos, habilidades y actitudes que se espera alcancen los alumnos en diversas etapas del proceso educativo, en relación con las bases curriculares nacionales.

Las evaluaciones que dan origen a la ordenación de establecimientos educacionales y consecuencialmente a los demás efectos que determina la ley, se realizarán en base a los estándares de aprendizaje y el grado de cumplimiento de los otros indicadores de calidad, según corresponda.

Artículo 5°.- Los estándares de desempeño para los docentes de aula, directivos y técnico pedagógicos considerarán las competencias, conocimientos y actitudes necesarios para orientar la elaboración y la validación de la evaluación docente.

Artículo 6º.- Los estándares indicativos de desempeño para los establecimientos y sus sostenedores considerarán:

1. gestión pedagógica;

2. indicadores de calidad de los procesos relevantes de los establecimientos educacionales;

3. estándares de gestión de los recursos humanos y pedagógicos;

4. los resultados de las evaluaciones de desempeño docente y directivo;

5. liderazgo técnico pedagógico del equipo directivo; 

6. convivencia escolar, en lo referido a reglamentos internos, instancias de participación y trabajo colectivo, ejercicio de deberes y derechos, respeto a la diversidad y mecanismos de resolución de conflictos y ejercicio del liderazgo democrático por los miembros de la comunidad educativa; y

7. formación, en concordancia con el proyecto educativo institucional de cada establecimiento y el marco curricular;  

Los estándares señalados precedentemente constituirán orientaciones para el trabajo de evaluación contemplado en esta ley y su incumplimiento no dará origen a sanciones.

Artículo 7º.- Corresponderá al Presidente de la República, cada seis años por decreto supremo dictado por intermedio del Ministerio de Educación, previo informe del Consejo Nacional de Educación, establecer los estándares de aprendizaje, indicativos de desempeño y los otros indicadores de calidad educativa a que se refiere el artículo 3º, letra a), de esta ley.

Los estándares de aprendizaje, indicativos de desempeño y los otros indicadores de calidad educativa se entenderán renovados, por el solo ministerio de la ley,  por igual período de tiempo, en caso que transcurrido el plazo a que se refiere el inciso anterior no se haya dictado el decreto respectivo.

Con todo, si durante este período se modifican los objetivos generales establecidos en la ley o en las bases curriculares, los estándares de aprendizaje deberán adecuarse a dichas modificaciones, aún cuando no hubieren transcurrido los seis años.

Los nuevos estándares de aprendizaje que se fijen tendrán igualmente una duración de seis años, sin perjuicio de lo previsto en el inciso anterior.

Artículo 8º.- El Ministerio de Educación, en su calidad de órgano rector del Sistema, será el responsable de la coordinación de los órganos del Estado que componen el Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad, con el fin de garantizar una gestión eficaz y eficiente de todos ellos.

Para el cumplimiento del fin señalado en el inciso anterior, existirá un comité de coordinación, encabezado por el Ministro de Educación e integrado, además, por el Superintendente de Educación y el Secretario Ejecutivo de la Agencia o, en cada caso, por las personas que ellos designen.

El Ministerio formulará cada cuatro años un Plan de Aseguramiento de la Calidad de la Educación, que deberá ser público y en el que se explicitarán las acciones a desarrollar y los objetivos y metas generales y anuales que se pretenden alcanzar. Asimismo, el plan estipulará los recursos necesarios para su adecuado funcionamiento. El Ministerio de Educación rendirá cuenta pública anual de los resultados obtenidos en la implementación del Plan. 

TÍTULO II

DE LA AGENCIA DE CALIDAD DE LA EDUCACIÓN

Párrafo 1º

Objeto, funciones y atribuciones

Artículo 9º.- Créase la Agencia de Calidad de la Educación, en adelante “la Agencia”, servicio público funcionalmente descentralizado, dotado de personalidad jurídica y patrimonio propio y que se relacionará con el Presidente de la República por intermedio del Ministerio de Educación.

La Agencia estará afecta al Sistema de Alta Dirección Pública, establecido en la ley Nº 19.882. 

El domicilio de la Agencia será la ciudad de Santiago, sin perjuicio de las oficinas que pueda establecer en otras Regiones.

Artículo 10º.- El objeto de la Agencia será evaluar y orientar el sistema educativo para que éste propenda al mejoramiento de la calidad y equidad de las oportunidades educativas, considerando las particularidades de los distintos niveles y modalidades educativas.

Para el cumplimiento integral de dicho objeto, tendrá las siguientes funciones: 

a) Evaluar los logros de aprendizaje de los alumnos de acuerdo al grado de cumplimiento de los estándares, referidos a los objetivos generales señalados en la ley y sus respectivas bases curriculares por medio de instrumentos y procedimientos de medición estandarizados y externos a los establecimientos. Asimismo, deberá evaluar el grado de cumplimiento de los otros indicadores de calidad educativa;

b) Realizar evaluaciones del desempeño de los establecimientos educacionales y sus sostenedores en base a los estándares indicativos de desempeño; 

c) Ordenar a los establecimientos educacionales en función de las mediciones de los resultados de aprendizaje y de los otros indicadores de calidad educativa con la finalidad, entre otras, de identificar, cuando corresponda, las necesidades de apoyo;

d) Validar los mecanismos de evaluación de docentes de aula, directivos y técnico-pedagógicos; y

e) Proporcionar información en materias de su competencia a la comunidad en general y promover su correcto uso.

Artículo 11.- Para el cumplimiento de sus funciones, la Agencia tendrá las siguientes atribuciones: 

a) Diseñar, implementar y aplicar un sistema de medición de los resultados de aprendizaje de los alumnos, en función del grado de cumplimiento de los estándares de aprendizaje, referidos a los objetivos generales señalados en la ley y sus respectivas bases curriculares. Asimismo, deberá diseñar, implementar y aplicar un sistema de medición de los otros indicadores de calidad educativa.

El sistema nacional de medición del grado de cumplimiento de los estándares de aprendizaje de los alumnos, así como la medición del grado de cumplimiento de los otros indicadores de la calidad educativa, será de aplicación obligatoria para todos los establecimientos educacionales reconocidos oficialmente por el Estado. La Agencia podrá realizar las mediciones respectivas directamente o por medio de terceros.

Las mediciones del grado de cumplimiento de los estándares de aprendizaje de los alumnos, referidos a los objetivos generales señalados en la ley y sus respectivas bases curriculares, se realizarán mediante instrumentos y procedimientos estandarizados que se aplicarán en forma periódica en distintos cursos y sectores de aprendizaje. En todo caso, deberán ser aplicadas en forma censal a lo menos en algún curso, tanto del nivel de enseñanza básica, como de enseñanza media.

b) Coordinar la participación de Chile en mediciones de carácter internacional sobre logros de aprendizaje de los alumnos.

c) Diseñar, implementar y aplicar un sistema de evaluación de desempeño de los establecimientos educacionales subvencionados, o que reciban aportes del Estado, y sus sostenedores referidos a los estándares indicativos, cuya finalidad será orientar el mejoramiento continuo de los establecimientos, a través de recomendaciones. 

d) Aplicar e interpretar administrativamente las disposiciones de esta ley y sus reglamentos, e impartir instrucciones de general aplicación, en las materias de su competencia.

e) Elaborar informes evaluativos, basados en los estándares indicativos de desempeño mencionados en la letra c) del presente artículo, que incluyan los resultados educativos, pudiendo incorporar recomendaciones de carácter indicativo para mejorar el desempeño de los establecimientos educacionales y sus sostenedores. Estos informes serán de carácter público.

f) Requerir al Ministerio de Educación y a la Superintendencia, en su caso, la adopción de las medidas pertinentes derivadas de la ordenación de los establecimientos educacionales.

g) Validar los mecanismos de evaluación de los docentes de aula, docentes directivos y del personal técnico pedagógico que presenten voluntariamente los establecimientos educacionales particulares pagados y subvencionados y los sistemas de evaluación complementarios del sector municipal, de corporaciones municipales o de otras entidades creadas por ley;

h) Poner a disposición del público la información que, con motivo del ejercicio de sus funciones, recopile respecto de establecimientos educacionales, sostenedores, docentes y alumnos.

En caso alguno la publicación incluirá la individualización de los alumnos. Sin perjuicio de lo anterior, los padres y apoderados deberán ser informados de los resultados obtenidos por sus hijos o pupilos cuando las mediciones tengan validez y confiabilidad estadística a nivel individual, sin que tales resultados puedan ser publicados ni usados con propósitos que puedan afectar negativamente a los alumnos, tales como selección, repitencia, cancelación o condicionalidad de matrícula u otros similares.

i) Crear y administrar los registros que sean necesarios para ejercer sus funciones.

j) Elaborar índices, estadísticas y estudios relativos al sistema educativo y efectuar publicaciones en el ámbito de su competencia.

Asimismo, elaborará informes acerca de la cobertura de las diversas materias del currículum nacional, así como también evaluaciones respecto del desempeño de los establecimientos educacionales.

k) Ingresar a los establecimientos educacionales y sus dependencias, con el fin de realizar las evaluaciones de logros de aprendizaje. En el caso de las visitas evaluativas y demás  atribuciones que le encomienda la ley, el ingreso deberá ser avisado al sostenedor y no podrá alterar el normal desenvolvimiento de las actividades pedagógicas del establecimiento educacional.

l) Requerir a los sostenedores de los establecimientos educacionales u otros organismos públicos y privados relacionados con la educación, la información estrictamente necesaria para el cumplimiento de sus funciones.

Quienes sean requeridos en virtud de este literal podrán solicitar por escrito a la Agencia, dentro de los dos días siguientes, que reconsidere el plazo para la entrega de la información solicitada, cuando fundadamente acrediten que dicho requerimiento, por su volumen o complejidad, les impide dar cumplimiento a sus labores habituales. La Agencia resolverá esta reconsideración, en única instancia, en un plazo máximo de diez días, contados desde la respectiva presentación.

m) Convenir con otros organismos de la Administración del Estado o con entidades privadas, la realización de acciones específicas y la prestación de servicios que permitan cumplir sus funciones. 

n) Asesorar técnicamente al Ministerio de Educación y a otros organismos en materias de su competencia.

ñ) Asesorar al Ministerio de Educación respecto al plan nacional de evaluaciones nacionales e internacionales, especialmente en relación a su viabilidad y requerimientos de implementación. Asimismo, a requerimiento del Ministerio de Educación, deberá apoyar el diseño de las directrices e implementación, en materias de su competencia, del Plan Nacional de Aseguramiento de la Calidad que elabore dicho Ministerio.

o) Cobrar y percibir derechos por la evaluación y orientación que le soliciten los establecimientos particulares pagados y por las demás certificaciones que establezca la ley en el ámbito de sus atribuciones.

p) Ejercer las demás atribuciones que determine la ley.

Párrafo 2º

De la evaluación de desempeño de los establecimientos educacionales y sostenedores

Artículo 12.- La Agencia evaluará el desempeño de los establecimientos de educación parvularia, básica, media y especial, y sus sostenedores, basándose en estándares indicativos elaborados de conformidad a la ley.

El objeto de esta evaluación de desempeño será fortalecer las capacidades institucionales y de autoevaluación de los establecimientos educacionales, orientar sus planes de mejoramiento educativo y promover la mejora continua de la calidad de la educación que ofrecen.

La evaluación de desempeño considerará, entre otros, los resultados educativos, el grado de cumplimiento de los estándares de aprendizaje de los alumnos y de los otros indicadores de calidad educativa que permitan una evaluación integral referida a los objetivos generales establecidos en la ley y los estándares indicativos de calidad del desempeño de los establecimientos educacionales y las condiciones de contexto del establecimiento educacional.

Los establecimientos educacionales deberán aplicar procedimientos de autoevaluación institucional, cuyos resultados, junto al proyecto educativo institucional, serán antecedentes de la evaluación del desempeño que realice la Agencia.

Adicionalmente, la Agencia considerará las características de los establecimientos educacionales de educación especial; uni, bi o tri docentes; así como de aquéllos multigrado, e interculturales bilingües, con el fin de adecuar los procesos de evaluación que se apliquen y desarrollen en estos establecimientos.

Artículo 13.- Las evaluaciones de desempeño podrán ser realizadas mediante requerimientos de información, visitas evaluativas u otros medios idóneos.

Al efectuar las evaluaciones, la Agencia deberá considerar, en primer lugar, las autoevaluaciones realizadas por el establecimiento educacional.

La Agencia podrá realizar las visitas mencionadas directamente o por medio de terceros. Con todo, la Agencia será la entidad responsable de visar el informe respectivo.

Artículo 14.- El resultado de la evaluación será un informe que señale las debilidades y fortalezas del establecimiento educacional en relación al cumplimiento de los estándares, así como las recomendaciones para mejorar su desempeño.

La Agencia determinará la forma de la elaboración de estos informes, considerando, al menos, una etapa de consulta y recepción de observaciones por parte del sostenedor del establecimiento educacional evaluado en su desempeño. 

Artículo 15.- La Agencia sólo podrá disponer visitas evaluativas respecto de los establecimientos particulares pagados, cuando éstos lo soliciten.

Con todo, la Agencia podrá, previa autorización del sostenedor, realizar visitas de aprendizaje a los establecimientos a que se refiere el inciso anterior y que hayan sido clasificados en la categoría de Desempeño Alto con el fin de identificar y difundir las mejores prácticas de dichos establecimientos. 

Artículo 16.- La Agencia administrará un registro de personas o entidades acreditadas para apoyar la realización de las visitas evaluativas. Un reglamento determinará los requisitos objetivos que deberán cumplir las personas o entidades para el ingreso y permanencia en el registro, el procedimiento de selección de las mismas cuidando que éste sea transparente y objetivo, el tiempo de duración en el registro, sus inhabilidades y las causales que originan la salida de éste, destinadas a asegurar la calidad técnica y eficacia de su apoyo. La Agencia deberá abrir al menos una vez cada año el registro para el ingreso de personas o entidades acreditadas.
Párrafo 3º

De la ordenación de establecimientos 

Artículo 17.- La Agencia ordenará, mediante resolución fundada, a todos los establecimientos educacionales reconocidos por el Estado, de acuerdo a los resultados de aprendizaje de los alumnos, en función del grado de cumplimiento de los estándares de aprendizaje, referidos a los objetivos generales señalados en la ley y sus respectivas bases curriculares y al grado de cumplimiento de los otros indicadores de calidad, propuestos por el Ministerio de Educación y aprobados por el Consejo Nacional de Educación.

Los otros indicadores de calidad educativa siempre deberán basarse en resultados, resguardar el derecho a la educación y la libertad de enseñanza y los principios establecidos en el artículo 3° de la ley N° 20.370, General de Educación. Asimismo, los criterios de evaluación deben ser válidos, confiables, objetivos y transparentes.
Para llevar a cabo esta ordenación, la Agencia deberá considerar los resultados de aprendizaje de todas las áreas evaluadas censalmente en las mediciones nacionales, la distribución de los resultados de los alumnos en relación a los estándares de aprendizaje, el grado de cumplimiento de los otros indicadores de calidad, así como las características de los alumnos del establecimiento educacional y, cuando sea posible, indicadores de progreso y, o de valor agregado. Con todo, gradualmente, la ordenación de los establecimientos propenderá a ser realizada de manera independiente de las características de los alumnos y alumnas, en la medida que el sistema corrija las diferencias en su desempeño atribuibles a dichas características.

La Agencia, determinará la metodología de ordenación, previo informe del Consejo Nacional de Educación, la que deberá ser aprobada por decreto supremo del Ministerio de Educación, suscrito además por el Ministro de Hacienda. Esta metodología podrá considerar resguardos que aseguren que los cambios de categoría no ocurran por un cambio en la composición del alumnado y se actualizará en un plazo no inferior a cuatro y que no exceda de ocho años.

Para efectos de la ordenación, existirán las siguientes categorías de establecimientos, según los resultados de aprendizaje de los alumnos, en función del grado de cumplimiento de los estándares de aprendizaje y el grado de cumplimiento de los otros indicadores de calidad educativa con la finalidad, entre otras, de identificar, cuando corresponda, las necesidades de apoyo:

a) Establecimientos Educacionales de Desempeño Alto;

b) Establecimientos Educacionales de Desempeño Medio;

c) Establecimientos Educacionales de Desempeño Medio-Bajo, y

d) Establecimientos Educacionales de Desempeño Insuficiente.

Artículo 18.- La ordenación se realizará anualmente y considerará el grado de cumplimiento de los estándares de aprendizaje y el grado de cumplimiento de los otros indicadores de calidad educativa de los establecimientos educacionales en tres mediciones consecutivas válidas, en el caso que éstas sean anuales, y dos mediciones consecutivas válidas, en el caso que éstas se realicen cada dos años o más.

La Agencia según lo dispuesto en el inciso cuarto del artículo anterior, determinará el modo en que técnicamente se ponderarán los estándares de aprendizaje y los otros indicadores de calidad educativa para efectos de efectuar la ordenación. Con todo, la ponderación de los estándares de aprendizaje no podrá ser inferior al 67% del total.

Sin embargo, en el caso de establecimientos educacionales con un número insuficiente de alumnos que rindan las mediciones, y que no permita obtener resultados válidos, el Ministerio establecerá la metodología que permita una ordenación pertinente, considerando, entre otros factores, un número mayor de mediciones consecutivas que para el resto de los establecimientos educacionales, tanto para los estándares de aprendizaje como para los otros indicadores de la calidad educativa. Dicha metodología será aprobada por decreto supremo del Ministerio de Educación, suscrito además por el Ministro de Hacienda.

Los establecimientos educacionales que impartan educación básica y media serán ordenados por cada nivel en forma independiente. La Agencia y los sostenedores de dichos establecimientos educacionales deberán informar acerca de la categoría en que fueron ordenados en cada nivel educacional a los miembros de la comunidad educativa. 

Los establecimientos educacionales nuevos no serán ordenados en las categorías establecidas en el artículo anterior. Sin embargo, se considerarán para los efectos de esta ley provisoriamente como establecimientos de Desempeño Medio, hasta que cumplan con los requisitos legales para ser ordenados.

Artículo 19.- La resolución que establezca la ordenación indicada en el artículo 17, será notificada en forma personal o mediante carta certificada al sostenedor.

Dicha resolución podrá ser impugnada mediante los recursos administrativos señalados en la ley Nº 19.880, sólo en virtud de algún error de información o procedimiento que sea determinante en la ordenación del establecimiento educacional.

No obstante, para efectos de cumplir con lo establecido en el inciso anterior, el recurso de reposición se interpondrá ante el Secretario Ejecutivo de la Agencia de Calidad de la Educación. Para el solo efecto de lo dispuesto en este artículo, el Consejo conocerá y resolverá el recurso jerárquico.

Artículo 20.- La Agencia deberá dar a conocer y dar amplia difusión a los resultados de aprendizaje de los alumnos referidos a los objetivos generales señalados en la ley y sus respectivas bases curriculares, así como los resultados que arrojen los otros indicadores de la calidad educativa, y la ordenación que de ello se derive, al Ministerio de Educación, a los padres y apoderados y a la comunidad educativa.

Asimismo, los establecimientos educacionales informarán a los padres y apoderados y al Consejo Escolar la categoría en la que han sido ordenados.

En el caso de los padres y apoderados, recibirán información relevante, de fácil comprensión, comparable a través del tiempo para el establecimiento. Además, se deberá incluir información sobre los establecimientos de la misma comuna y de comunas cercanas.

Sin perjuicio de lo anterior, la ordenación de todos los establecimientos del país deberá estar disponible en las páginas web del Ministerio de Educación y de la Agencia, actualizada y desglosada por Región y comuna.”.
- - - 

A continuación, los señores Senadores y Diputados integrantes de la Comisión Mixta, efectuaron diversas proposiciones al nuevo texto propuesto por el Ejecutivo, anteriormente transcrito.

En relación con el artículo 1° propuesto por el Ejecutivo, que establece el deber del Estado de propender a asegurar una educación de calidad, creando y regulando, para estos efectos, un Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación, el Honorable Diputado señor González, planteó reemplazar el texto de este artículo por el siguiente:

“Artículo 1°.- Es deber del Estado asegurar una educación de buena calidad en sus distintos niveles. Para dar cumplimiento a dicha responsabilidad, créase y regulase por la presente ley un Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Parvularia, Básica y Media en adelante “Sistema”, y los órganos que lo componen.
El sistema tendrá por objeto asegurar una educación de buena calidad tanto en el ámbito público como privado, entendiendo a dicho efecto por educación al proceso de aprendizaje permanente que abarca las distintas etapas de la vida de las personas y que tiene como finalidad alcanzar su desarrollo espiritual, ético, moral, afectivo, intelectual, artístico y físico, mediante la transmisión y el cultivo de valores, conocimientos y destrezas. 
La educación de buena calidad para todos se enmarca en el respeto y valoración de los derechos humanos y de las libertades fundamentales, de la diversidad multicultural y de la paz, y de nuestra identidad nacional, capacitando a las personas para conducir su vida en forma plena, para convivir y participar en forma responsable, tolerante, solidaria, democrática y activa en la comunidad, y para trabajar y contribuir al desarrollo del país, y se manifiestas a través de la enseñanza formal o regular, de la enseñanza no formal y de la educación informal.
El Sistema tendrá por objeto asegurar, en lo que respecta a la educación formal, que todos los alumnos tengan las mismas oportunidades de recibir una educación de calidad, de acuerdo a los objetivos generales y sus respectivas bases curriculares, señalados en la ley N° 20.370, General de Educación.”.
Enseguida, el Honorable Diputado señor González explicó que el sentido de esta proposición es que efectivamente el Estado asegure una educación de calidad, ya que en su opinión con la mantención de la frase “propender a asegurar” no se responsabiliza al Estado de garantizar una educación de calidad para todos.

El Honorable Senador señor Cantero recordó que este debate ya fue zanjado en la Ley General de Educación.

El señor Subsecretario de Educación comentó que es mejor el texto de la nueva propuesta del Ejecutivo.

- Al ser sometida a votación esta propuesta, resultó rechazada, por cinco votos en contra, de los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, y de los Honorables Diputados señores Gutiérrez, Recondo y Verdugo, un voto a favor del Honorable Diputado señor González, y dos abstenciones del Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, y del Honorable Diputado señor Venegas.

Posteriormente, el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, planteó intercalar, en el inciso primero, del artículo 1° propuesto por el Ejecutivo, entre las expresiones “de”, la primera vez que aparece, y “calidad” la palabra “buena”. Sobre el particular, explicó que la finalidad de esta proposición es que el Estado efectivamente asegure una buena educación en todos los niveles de enseñanza.

- Puesta en votación esta proposición, fue rechazada por la mayoría de los miembros presente de la Comisión Mixta. Votaron por la negativa, los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick y los Honorables Diputados señores Gutiérrez, Recondo y Verdugo, y por la afirmativa, lo hicieron el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, y los Honorables Diputados señores González y Venegas.

A continuación, el Honorable Senador señor Navarro, propuso suprimir, en el inciso primero, del artículo 1° propuesto por el Ejecutivo, los vocablos “propender a”.

- Esta proposición fue rechazada, por siete votos en contra de los Honorables Senadores señores Cantero, Chadwick y Walker, don Ignacio, y de los Honorables Diputados señores Gutiérrez, Recondo, Venegas y Verdugo, y un voto a favor del Honorable Diputado señor González.

Enseguida, el Honorable Senador señor Navarro propuso agregar, en el artículo 1° propuesto por el Ejecutivo, un inciso cuarto, nuevo, pasando el actual a ser quinto, del siguiente tenor:

“Se entenderá por educación de calidad la que promueve el progreso de sus estudiantes en una amplia gama de logros intelectuales, sociales, morales y emocionales, teniendo en cuenta su nivel socioeconómico, su medio familiar y su aprendizaje previo.“.
- Puesta en votación esta propuesta, fue rechazada por la mayoría de los miembros presentes de la Comisión Mixta. Votaron en contra los Honorables Senadores señores Cantero, Chadwick y Walker, don Ignacio, y los Honorables Diputados señores Gutiérrez, Recondo, Venegas y Verdugo, y se abstuvo el Honorable Diputado señor González.

- - -

En relación con el artículo 2° de la propuesta del Ejecutivo, que establece que el Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación se aplicará a la educación formal, de acuerdo a los objetivos generales y a las bases curriculares señaladas en la Ley General de Educación, el cual operará a través de un conjunto de políticas, estándares, indicadores, evaluaciones, información pública y mecanismos de apoyo y de fiscalización para los establecimientos educacionales, a fin de mejorar el aprendizaje de los alumnos y fomentar las capacidades de los docentes y de los equipos directivos, el Honorable Diputado señor González, propuso reemplazar sus incisos primero y segundo por los siguientes: 

“El Sistema operará a través de un conjunto de políticas, estándares, evaluaciones, información pública y mecanismos de apoyo y fiscalización a los establecimientos, para lograr la mejora continua de los aprendizajes de los alumnos, fomentando las capacidades de los establecimientos, sus cuerpos directivos, docentes, asistentes de la educación y comunidades escolares.
Este sistema comprenderá entre otros, procesos de autoevaluación,  evaluación externa, inspección, pruebas externas de carácter censal, así como de recursos financieros y técnico pedagógico del Estado o de terceros en la elaboración e implementación de planes de mejora educativa a nivel de establecimientos.”.
- Esta propuesta fue retirada por su autor, por cuanto está subsumida en el nuevo texto presentado por el Ejecutivo para el artículo 2°.

A continuación, el Honorable Diputado señor González, planteó sustituir en el inciso primero, del artículo 2° propuesto por el Ejecutivo, los vocablos “y docentes” por la siguiente frase “, docentes y asistentes de la educación”. 

Su Señoría comentó que esta proposición tiene por finalidad incluir a los asistentes de la educación en el Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación.

- En votación esta propuesta, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión Mixta, Honorables Senadores señores Cantero, Chadwick, Quintana y Walker, don Ignacio, y Honorables Diputados señores González, Gutiérrez, Recondo, Venegas y Verdugo.

- - -

En relación con el artículo 3° de la propuesta del Ejecutivo, que menciona todos los aspectos que debe considerar el Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación, y en el caso de la letra i) regula el sistema de información pública de los resultados de las evaluaciones y de la ordenación de los establecimientos educacionales, entre otros, el Honorable Diputado señor González, propuso sustituir su letra i) por la siguiente:

“i) Sistemas de información pública referidos al resultado de las evaluaciones de logro de los estándares, al ordenamiento de los establecimientos y sus consecuencias, a los resultados de la fiscalización, y a las evaluaciones de las políticas y mecanismos de apoyo implementados.”.
- Esta propuesta fue retirada por su autor, por cuanto consideró que está subsumida en la nueva propuesta del Ejecutivo.

En cuanto al inciso segundo, del artículo 4° de la propuesta del Ejecutivo, que señala que las evaluaciones que se aplicarán para ordenar a los establecimientos educacionales se realizarán en base a los estándares de aprendizaje y al grado de cumplimiento de los otros indicadores de calidad, el Honorable Diputado señor González, planteó reemplazar los términos “a la clasificación” por “el ordenamiento”.

- Esta proposición fue retirada por su autor, por cuanto está subsumida en la nueva propuesta del Ejecutivo.

En relación con el artículo 8° de la propuesta del Ejecutivo, que consagra al Ministerio de Educación como el órgano rector y coordinador del Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación, el Honorable Senador señor Navarro, planteó sustituir su texto por el siguiente:

“Artículo 8°.- La coordinación de los órganos del Estado que componen el Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad, corresponderá, con el fin de garantizar una gestión eficaz y eficiente de todos ellos, a un comité de coordinación, compuesto por el Ministro de Educación, por el Superintendente de Educación, el Secretario Ejecutivo de la Agencia, por un representante de los profesores, directores, alumnos y sostenedores de establecimientos.
El Comité funcionará las veces que sea necesario a convocatoria del Ministro de Educación, las que, en todo caso, no podrán ser menos de cuatro veces en el año.
El Comité deberá formular anualmente un Plan de Aseguramiento de la Calidad de la Educación, donde se expliciten los objetivos y metas que se pretenden alcanzar dicho año, así como los recursos requeridos para ello, sin perjuicio de las competencias que de conformidad a esta ley le correspondan a la Agencia de la Calidad de la Educación y a la Superintendencia de Educación.
Asimismo, deberá rendir cuenta pública de los resultados obtenidos en la implementación del Plan.”.
- En votación esta propuesta fue rechazada por la mayoría de los miembros presentes de la Comisión Mixta. Votan en contra los Honorables Senadores señores Cantero, Chadwick y Walker, don Ignacio, y los Honorables Diputados señores Gutiérrez, Recondo, Venegas y Verdugo, y se abstiene el Honorable Diputado señor González.

En lo referente al inciso tercero, del artículo 8° de la propuesta del Ejecutivo, que establece que el Ministerio de Educación deberá, cada cuatro años, formular un Plan de Aseguramiento de la Calidad de la Educación, el Honorable Diputado señor González, propuso reemplazar su texto por el siguiente:

“El Ministerio formulará cada cuatro años un Plan de Aseguramiento de la Calidad de la Educación, que deberá ser público y en el que se explicitarán anualmente las acciones a desarrollar y los objetivos y metas que se pretenden alcanzar, así como los recursos que sean necesarios para ello. El Ministerio de Educación rendirá cuenta pública anual de los resultados obtenidos en la implementación del Plan.”.
- Esta proposición fue retirada por su autor, por cuanto está subsumida en la nueva propuesta del Ejecutivo.

En relación con el artículo 9° de la propuesta del Ejecutivo, que crea la Agencia de Calidad de la Educación, como un servicio público funcionalmente descentralizado, que se relacionará con Su Excelencia el Presidente de la República por intermedio del Ministerio de Educación, que estará afecta la Sistema de Alta Dirección Pública y que tendrá como domicilio la ciudad de Santiago, sin perjuicio de las oficinas que podrá establecer en Regiones, el Honorable Senador señor Navarro propuso reemplazar su inciso tercero por el siguiente:

“El domicilio de la Agencia será la ciudad de Santiago, y deberá tener una oficina en cada Capital de regional del país.”
- En votación esta propuesta fue rechazada por la mayoría de los miembros presentes de la Comisión Mixta. Votan en contra los Honorables Senadores señores Cantero, Chadwick y Walker, don Ignacio, y los Honorables Diputados señores Gutiérrez, Recondo, Venegas y Verdugo, y se abstiene el Honorable Diputado señor González.


Asimismo, cabe hacer presente que esta disposición, como consecuencia de los acuerdos adoptados por la Comisión Mixta respecto de otros preceptos, tuvo una adecuación en su redacción, de carácter formal - de lo que da cuenta la proposición que se propone como forma y modo de resolver las discrepancias suscitadas entre ambas Cámaras –, la que fue aprobada por la unanimidad de sus miembros Honorables Senadores señores Cantero, Chadwick, Navarro, Quintana y Walker, don Ignacio y los Honorables Diputados señora Hoffmann y señores González, Gutiérrez, Venegas y Verdugo.
En lo referente al artículo 10 de la propuesta del Ejecutivo, que regula las funciones de la Agencia de la Calidad de la Educación, entre otras la de evaluar los logros de aprendizaje de los alumnos, ordenar a los establecimientos educacionales en función de las mediciones de los resultados de aprendizaje y de los otros indicadores de calidad educativa, y la de validar los mecanismos de evaluación de los docentes y de los directivos, el Honorable Diputado señor González, propuso reemplazar, en la letra c), el término “Clasificar” por “Ordenar”, y agregar a continuación del vocablo educacionales la siguiente frase “de acuerdo a sus necesidades de apoyo y”.

- Esta proposición fue retirada por su autor, por cuanto está subsumida en la nueva propuesta del Ejecutivo.

En lo que respecta al artículo 11 de la propuesta del Ejecutivo, que regula las atribuciones de la Agencia de Calidad de la Educación y en el caso de la letra f) menciona que podrá requerir al Ministerio de Educación y a la Superintendencia de Educación para que adopten las medidas que sean necesarias frente a los resultados de la clasificación de los establecimientos educacionales, el Honorable Diputado señor González, planteó reemplazar en la letra f) la expresión “clasificación” por “ordenamiento”.

- Esta proposición fue retirada por su autor, por cuanto está subsumida en la nueva propuesta del Ejecutivo.

En relación con el artículo 12 de la propuesta del Ejecutivo, que se refiere a la evaluación de desempeño que realizará la Agencia de Calidad de la Educación a los establecimientos de educación parvularia, básica y media, y especial, y a sus sostenedores, el Honorable Diputado señor González, propuso en su inciso primero sustituir los vocablos “y especial” por la siguiente frase “, incluida la especial y la de adultos”.

- Esta propuesta fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión Mixta, Honorables Senadores señores Cantero, Chadwick, Quintana y Walker, don Ignacio, y los Honorables Diputados señores González, Gutiérrez, Recondo, Venegas y Verdugo.

A continuación, el Honorable Diputado señor González planteó agregar un artículo 12 bis, nuevo, del siguiente tenor:

“Artículo 12 bis.- El Ministerio de Educación desarrollará una labor de apoyo técnico pedagógica, de manera directa o a través de terceros a los cuales encomiende esta tarea, los cuales en ningún caso podrán delegar dicho encargo a otras instituciones.
Las funciones de apoyo técnico pedagógico efectuadas por terceros a las unidades educativas, serán realizadas por universidades que cuenten con facultades o de escuelas de pedagogía debidamente acreditadas. También podrán realizar estas funciones, centros de estudio sin fines de lucro de reconocida trayectoria académica y especializados en educación, los que deberán inscribirse en un registro en el Ministerio de Educación.
Un Reglamento determinará los requisitos que deberán cumplir estas entidades de apoyo, las formas en que se le serán encomendados los encargos y los procesos de control y evaluación de su desempeño.”.

- La proposición fue retirada por su autor, toda vez que sus contenidos quedaron regulados en los nuevos artículo 27 y 112, que modifica la ley N° 18.956, que reestructura el Ministerio de Educación y que se refiere al apoyo técnico pedagógico.

En relación con el inciso primero del artículo 15 de la propuesta del Ejecutivo, que dispone que la Agencia de Calidad de la Educación sólo podrá realizar visitas evaluativas a los colegios particulares pagados, cuando éstos lo soliciten, el Honorable Diputado señor González, propuso suprimir la expresión “sólo” y reemplazar la frase “, cuando éstos lo soliciten” por “ y particulares subvencionados cuando lo estime pertinente”.

- Esta propuesta fue rechazada por la mayoría de los miembros presentes de la Comisión Mixta. Votan por la negativa los Honorables Senadores señores Cantero y Chadwick, y los Honorables Diputados señores Gutiérrez, Recondo y Verdugo. Por la afirmativa votan los Honorables Diputados señores González y Venegas, y se abstienen los Honorables Senadores señores Quintana y Walker, don Ignacio.

En el mismo inciso primero, del artículo 15 de la propuesta del Ejecutivo, el Honorable Senador señor Navarro propuso eliminar la frase “, cuando éstos lo soliciten”.

- Esta proposición fue rechazada por siete votos en contra de los Honorables Senadores señores Cantero, Chadwick y Walker, don Ignacio, y de los Honorables Diputados señores Gutiérrez, Recondo, Venegas y Verdugo, y la abstención del Honorable Diputado señor González.

En lo referente al inciso segundo, del artículo 15 de la propuesta del Ejecutivo, que faculta a la Agencia de Calidad de la Educación a visitar a los colegios particulares pagados de alto desempeño, con autorización de su sostenedor, para conocer y difundir sus buenas prácticas educativas, el Honorable Senador señor González, planteó reemplazar su texto por el siguiente:

“Asimismo, la Agencia podrá realizar visitas de aprendizaje a todos los establecimientos educacionales con el fin de identificar y difundir las mejores prácticas educativas.”.
- Esta proposición fue retirada por su autor, por cuanto está subsumida en la nueva propuesta del Ejecutivo.

A continuación, los Honorables Senadores señores Quintana y Walker, don Ignacio, propusieron eliminar, en el inciso segundo, del artículo 15 de la propuesta del Ejecutivo, la frase “, previa aprobación del sostenedor,” y agregar después de la expresión “podrá” los vocablos “por oficio”.

El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, explicó que la finalidad de esta propuesta es que la Agencia de Calidad de la Educación pueda de oficio realizar visitas a los establecimientos educacionales particulares pagados de alto desempeño, a fin de conocer y difundir sus buenas prácticas educativas.

El Honorable Diputado señor Gutiérrez comentó que con esta propuesta se pierde el sentido de esta norma, porque la Agencia de Calidad de la Educación podrá ingresar a los colegios particulares pagados sin contar con la autorización de sus sostenedores.

El Honorable Senador señor Quintana planteó a los miembros de la Comisión Mixta sólo aprobar la primera parte de la propuesta, es decir, únicamente suprimir la frase “, previa aprobación del sostenedor,”.

- En votación, la propuesta de eliminar en el inciso segundo, del artículo 15 de la propuesta del Ejecutivo la frase “, previa aprobación del sostenedor,”, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión Mixta, Honorables Senadores señores Cantero, Chadwick, Quintana y Walker, don Ignacio, y Honorables Diputados señores González, Gutiérrez, Recondo, Venegas y Verdugo.

Enseguida, el Honorable Senador señor Navarro planteó eliminar, en el inciso segundo del artículo 15 de la propuesta del Ejecutivo, la frase “, previa aprobación del sostenedor,”.

- Esta propuesta debe entenderse aprobada con la misma votación de la proposición antes consignada por ser idénticas.

En lo que respecta al inciso primero, del artículo 17 de la propuesta del Ejecutivo, que establece que la Agencia de Calidad de la Educación ordenará a los establecimientos educacionales reconocidos por el Estado, de acuerdo a los resultados de aprendizaje de los alumnos y al grado de cumplimiento de los otros indicadores de calidad, el Honorable Diputado señor González, propuso reemplazarlo por el siguiente:
”La Agencia ordenará, mediante resolución fundada, a todos los establecimientos educacionales reconocidos por el Estado, de acuerdo a sus necesidades de apoyo y a los resultados de aprendizaje de los alumnos, en función del grado de cumplimiento de los estándares de aprendizaje, referidos a los objetivos generales señalados en la ley y sus respectivas bases curriculares y al grado de cumplimiento de los otros indicadores de calidad, propuestos por el Ministerio de Educación y aprobados por el Consejo Nacional de Educación.”

- Esta proposición fue retirada por su autor, por cuanto está subsumida en la nueva propuesta del Ejecutivo.

Posteriormente, la Honorable Diputada señora Girardi expresó la necesidad de que cada indicador que vaya a ser considerado en la medición de logros debe considerar la vulnerabilidad no sólo del establecimiento, sino también de los niños. Ahora bien, precisó, que de considerar la vulnerabilidad no puede luego clasificarse en bueno, malo o deficiente, sino que debe catalogarse según a las necesidades de aprendizaje, y de acuerdo a otra terminología, como sería por ejemplo alta necesidad de apoyo, necesidad de apoyo media, baja necesidad de apoyo y sin necesidad de apoyo, a fin de no generar discriminación de algunos establecimientos. 

En lo que dice relación con el inciso segundo, del artículo 17 de la propuesta del Ejecutivo, que establece que los otros indicadores de la calidad educativa deberán siempre basarse en resultados, velar por el derecho a la educación y cumplir con los principios establecidos en el artículo 3° de la Ley General de Educación, los Honorables Senadores señores Walker, don Ignacio, y Quintana plantearon eliminar las expresiones “basarse en resultados”, y en subsidio, reemplazar las expresiones “basarse en resultados” por “considerar resultados educativos”.

El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio explicó que esta propuesta busca ampliar los indicadores que puede utilizar la Agencia de Calidad de la Educación para evaluar los resultados de aprendizaje de los establecimientos educacionales.

El señor Ministro de Educación recalcó que los indicadores que utilizará la Agencia de Calidad de la Educación deben necesariamente basarse en resultados medibles y objetivos.

El Honorable Senador señor Cantero manifestó su apoyo a la propuesta de los Honorables Senadores señores Quintana y Walker, don Ignacio.

- En votación la propuesta para eliminar, en el inciso segundo del artículo 17 de la propuesta del Ejecutivo, las expresiones “basarse en resultados”, votaron por su aprobación los Honorables Senadores señores Cantero y Walker, don Ignacio, y los Honorables Diputados señores González y Venegas, y por su rechazo el Honorable Senador señor Chadwick y los Honorables Diputados señores Gutiérrez, Recondo y Verdugo.

Antes de repetir la votación por el empate producido, el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, planteó en el inciso segundo, del artículo 17, reemplazar la frase “siempre deberán basarse en resultados” por “deberán considerar resultados,”.

- En votación, la nueva propuesta recién consignada, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión Mixta, Honorables Senadores señores Cantero, Chadwick, Quintana y Walker, don Ignacio, y Honorables Diputados señores González, Gutiérrez, Recondo, Venegas y Verdugo.

En relación con el inciso tercero, del artículo 17 de la propuesta del Ejecutivo, que establece que la ordenación de los establecimientos educacionales que realizará la Agencia de Calidad de la Educación deberá considerar los resultados de aprendizaje de las pruebas censales nacionales, la distribución de los resultados de los alumnos en relación a los estándares de aprendizaje, el cumplimiento de los otros indicadores y, cuando sea posible, los indicadores de progreso y de valor agregado, el Honorable Diputado señor González propuso eliminar la frase “, cuando sea posible,”.

El señor Subsecretario de Educación señaló que esta frase evidencia la intención del legislador de aplicar los indicadores de progreso y/o de valor agregado aunque aún no estén fijados por la autoridad.

El Honorable Diputado señor González propuso reemplazar la frase “cuando sea posible” por “cuando existan”.

El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, planteó sustituir la frase “cuando sea posible” por “cuando proceda”.

- En votación la propuesta de reemplazar, en el inciso tercero, del artículo 17 de la propuesta del Ejecutivo, la frase “cuando sea posible” por “cuando proceda”, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión Mixta, Honorables Senadores señores Cantero, Chadwick, Quintana y Walker, don Ignacio, y los Honorables Diputados señores González, Gutiérrez, Recondo, Venegas y Verdugo.

Posteriormente, también en el inciso tercero, del artículo 17 de la propuesta del Ejecutivo, el Honorable Diputado señor González planteó reemplazar la palabra “clasificación” por “ordenamiento”.

- Esta proposición fue retirada por su autor, por cuanto está subsumida en la nueva propuesta del Ejecutivo.

En relación con el inciso cuarto, del artículo 17 de la propuesta del Ejecutivo, que se refiere a la metodología que deberá aplicar la Agencia de Calidad de la Educación para efectuar la ordenación de los establecimientos educacionales, la que deberá ser aprobada por decreto supremo del Ministerio de Educación, suscrito además por el Ministro de Hacienda, los Honorables Senadores señores Quintana y Walker, don Ignacio, plantearon eliminar la frase “, suscrito además por el Ministro de Hacienda”.

- Esta propuesta fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión Mixta, Honorables Senadores señores Cantero, Chadwick, Quintana y Walker, don Ignacio, y los Honorables Diputados señores González, Gutiérrez, Recondo, Venegas y Verdugo.

Posteriormente, el Honorable Senador señor Navarro propuso agregar, en el artículo 17, un inciso cuarto, nuevo, pasando el actual a ser quinto y así sucesivamente, del siguiente tenor:

“Asimismo, la Agencia deberá considerar, las actitudes del profesorado hacia los estudiantes, el conocimiento del profesorado, la capacidad para transmitir este conocimiento, la capacidad para organizar los aprendizajes de los estudiantes, el sistema de seguimiento y evaluación, las instalaciones y los equipamientos disponibles.”.

- Esta proposición fue rechazada por siete votos en contra de los Honorables Senadores señores Cantero, Chadwick y Walker, don Ignacio, y de los Honorables Diputados señores Gutiérrez, Recondo, Venegas y Verdugo, y la abstención del Honorable Diputado señor González.

- A continuación, se puso en votación la nueva propuesta del Ejecutivo para los artículos 1°, 2°, 3°, 4°, 5°, 6°, 7°, 8°, 9°, 10, 11, 12, 13, 14, 15, 16, 17, 18, 19 y 20, con las modificaciones antes consignadas, la que fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión Mixta, Honorables Senadores señores Cantero, Chadwick, Quintana y Walker, don Ignacio, y los Honorables Diputados señores González, Gutiérrez, Recondo, Venegas y Verdugo.

Posteriormente, la Honorable Diputada señora Girardi dejó constancia respecto de la importancia de reemplazar los términos “clasificación” por “ordenamiento”, por cuanto la expresión “clasificación” implica categorizar y estigmatizar a los establecimientos educacionales.

Por su parte, el Honorable Diputado señor Montes hizo presente la necesidad de incorporar en esta ley los procesos educativos y no restringirse únicamente a los resultados de la educación.

- - -

Seguidamente, se transcriben los artículos 21 a 44, todos los cuales fueron rechazadas por la Cámara de Diputados en el segundo trámite constitucional, eliminación que también fue rechazada por el Senado en el tercero.

Artículo 21

El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó el siguiente texto para el artículo 21:
“Artículo 21.- En el caso de los establecimientos de educación parvularia y de educación especial, serán objeto de evaluación en ciclos periódicos de acuerdo a un programa que deberá aprobar la Agencia.”.
Artículo 22

El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó el siguiente texto para el artículo 22:

“Artículo 22.- Una vez realizada la evaluación a que se refieren los artículos anteriores, los sostenedores de los establecimientos educacionales deberán elaborar o revisar su plan de mejoramiento educativo, incluyendo acciones que permitan hacerse cargo de las debilidades identificadas en el informe elaborado por la Agencia. Dicho plan deberá, además, explicitar las acciones que aspira llevar adelante para mejorar los aprendizajes de sus estudiantes y contener, a lo menos, las estrategias, actividades, metas y recursos asociados a él.

El plan será de conocimiento público y será informado a la Agencia, al Ministerio de Educación y a la comunidad educativa en el plazo que fije la Agencia en el informe respectivo.

La Agencia tendrá que tomar en consideración este plan en su próxima evaluación y en el informe respectivo.”.

Artículo 23

El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó el siguiente texto para el artículo 23:
“Artículo 23.- Los sostenedores de los establecimientos educacionales podrán solicitar apoyo técnico pedagógico para la elaboración e implementación de su plan de mejoramiento educativo al Ministerio de Educación o a una persona o entidad del Registro Público de Entidades Pedagógicas y Técnicas de Apoyo del Ministerio de Educación, a su elección.”.

Artículo 24

El Senado, en primer trámite constitucional aprobó el siguiente texto para el artículo 24:

“Artículo 24.- El Ministerio de Educación podrá prestar apoyo técnico pedagógico directamente o por intermedio de una persona o entidad del Registro creado para estos efectos y de acuerdo con la definición anual de la Ley de Presupuestos, sin perjuicio de lo señalado en el inciso segundo del artículo 2º ter de la ley Nº 18.956.”.

Artículo 25

El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó el siguiente texto para el artículo 25:

“Artículo 25.- La Agencia procurará que los establecimientos educacionales en la categoría de Mal Desempeño informen a todos los padres y apoderados y al Consejo Escolar del establecimiento educacional la categoría en la que han sido clasificados.”.

Artículo 26
El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó el siguiente texto para el artículo 26:

“Artículo 26.- Sin perjuicio de lo establecido en los artículos 23 y 24, los establecimientos educacionales mencionados en el artículo anterior deberán recibir apoyo técnico pedagógico. Para ello podrán recurrir al Ministerio de Educación, que prestará este servicio, o a un grupo de expertos reconocidos del Registro a que se refieren los artículos 23 y 24. Este apoyo podrá brindarse por un plazo máximo de cuatro años.”.

Artículo 27
El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó el siguiente texto para el artículo 27:

“Artículo 27.- Los establecimientos educacionales que en la siguiente clasificación no logren ubicarse en una categoría superior, pero que muestren una mejora significativa, deberán continuar recibiendo apoyo hasta por dos años más.

En el caso de aquellos establecimientos educacionales que no exhiban una mejora significativa luego de dos años de haber sido clasificados como de Mal Desempeño, la Agencia deberá informar a los padres y apoderados de dichos establecimientos educacionales sobre la situación en que éstos se encuentran.

La comunicación a que alude el inciso anterior, se enviará por carta certificada y contendrá información relevante sobre los establecimientos educacionales de mejor clasificación de la misma comuna y de comunas contiguas. 

Asimismo, se les otorgarán facilidades de transporte para que los alumnos accedan a tales establecimientos educacionales. La Agencia propondrá al Ministerio de Educación la dictación de un decreto supremo, que deberá ser suscrito también por el Ministro de Hacienda, que regule esta materia.

La Agencia definirá, en normas de carácter general, los criterios para determinar la “mejora significativa” de un establecimiento educacional. Éstos deben guardar relación con los estándares de aprendizaje referidos a los objetivos generales señalados en la ley y en sus bases curriculares.”.
Artículo 28

El Senado, en primer constitucional, aprobó el siguiente texto para el artículo 28:

“Artículo 28.- En cualquier caso, si después de cuatro años, contados de la comunicación señalada en el artículo 25, el establecimiento educacional se mantiene en la categoría de Mal Desempeño, la Agencia deberá informar esta situación a la Superintendencia para que ésta inicie el procedimiento administrativo destinado a revocar el reconocimiento oficial del establecimiento educacional.”.
Artículo 29

El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó el siguiente texto para el artículo 29.
“Artículo 29.- En el caso de los establecimientos particulares pagados clasificados en la categoría de Mal Desempeño y transcurrido el plazo de cuatro años contado desde la comunicación mencionada en el artículo 25, la Agencia informará a la comunidad educativa para todos los efectos legales.”.
Artículo 30
El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó el siguiente texto para el artículo 30:

“Artículo 30.- Los órganos de la Agencia son el Consejo y el Secretario Ejecutivo.”.
Artículo 31
El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó el siguiente texto para el artículo 31:

“Artículo 31.- El Consejo estará constituido por cinco miembros de destacada experiencia en la actividad educativa, nombrados por el Ministro de Educación, previa selección conforme al Sistema de Alta Dirección Pública.

El Consejo designará de entre sus miembros a un Presidente, quien durará en el cargo dos años, pudiendo ser reelegido en el cargo por una vez.

Dicho Presidente tendrá por función dirigir el Consejo; lo citará a sesiones; fijará sus tablas; dirigirá sus deliberaciones, y dirimirá sus empates. Se relacionará con el Secretario Ejecutivo para la coordinación de las funciones y atribuciones de la Agencia.”.
Artículo 32
El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó el siguiente texto para el artículo 32:

“Artículo 32.- Los miembros del Consejo serán nombrados por un período de seis años, pudiendo ser designados por un nuevo período.

Los consejeros se renovarán por parcialidades de tres y dos consejeros cada tres años, respectivamente.”.
Artículo 33
El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó el siguiente texto para el artículo 33:

“Artículo 33.- Corresponderá al Consejo:

a) Aprobar y dar seguimiento al plan estratégico de la Agencia, el cual deberá ser actualizado y ajustado a lo menos cada seis años.

b) Aprobar y dar seguimiento anualmente al plan de trabajo de la Agencia, así como la memoria y el balance del año anterior, y conocer el anteproyecto de presupuesto.

c) Aprobar la clasificación de los establecimientos educacionales en los plazos que establece la ley y aprobar anualmente el cambio de clasificación de los establecimientos educacionales.

d) Aprobar el plan de evaluaciones nacionales e internacionales  en coordinación con el Ministerio de Educación. 

e) Aprobar el registro de personas o entidades acreditadas para apoyar la realización de las visitas evaluativas.

f) Ejercer las demás atribuciones que le encomienden las leyes y reglamentos.”.
Artículo 34
El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó el siguiente texto para el artículo 34:

“Artículo 34.- No podrán ser miembros del Consejo:

a) Los sostenedores, representantes legales, gerentes, administradores o miembros de un directorio de la entidad sostenedora de algún establecimiento educacional que imparta enseñanza en los niveles parvulario, básico y medio, o de alguna asociación de sostenedores.

b) Los senadores y diputados, ministros de Estado, subsecretarios, intendentes o gobernadores; los secretarios regionales ministeriales de Educación o los jefes de Departamentos Provinciales de Educación; alcaldes o concejales; consejeros regionales; miembros del Escalafón Primario del Poder Judicial; secretarios o relatores del Tribunal Constitucional; fiscales del Ministerio Público; miembros del Tribunal Calificador de Elecciones o su secretario-relator; miembros de los tribunales electorales regionales, suplentes o secretarios-relatores, y miembros de los demás tribunales creados por ley.

c) Los inscritos en el registro de personas naturales acreditadas como evaluadores.

d) Los que formen parte del registro de administradores provisionales, a cargo de la Superintendencia.”.
Artículo 35
El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó el siguiente texto para el artículo 35:

“Artículo 35.- Los Consejeros deberán informar inmediatamente al Presidente de todo hecho, cualquiera sea su naturaleza, que le reste imparcialidad en sus decisiones o acuerdos, absteniéndose, en el acto, de conocer del asunto respecto del cual se configure la causal.

En particular, estarán inhabilitados de intervenir en aquellos asuntos que afecten a:

a) Establecimientos de educación parvularia, básica o media con que tengan un vínculo patrimonial o laboral.

b) Establecimientos de educación parvularia, básica o media en que se desempeñen como asesores o consultores, a cualquier título.

c) Instituciones de asistencia técnica en que participen como propietarios o dependientes, o en que tengan otra clase de intereses patrimoniales.

d) Establecimientos de educación parvularia, básica o media en que el o los consejeros se desempeñen como docentes.

Los consejeros que, estando inhabilitados, actúen en tales asuntos, serán removidos de su cargo por el Ministro de Educación y quedarán impedidos de ejercerlo nuevamente. 

Las inhabilidades que contempla este artículo, así como las incompatibilidades señaladas en el artículo anterior, serán aplicables a todos los funcionarios de la Agencia.”.
Artículo 36
El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó el siguiente texto para el artículo 36:

“Artículo 36.- Serán causales de cesación en el cargo de consejero las siguientes:

a) Expiración del plazo por el que fueron designados.

b) Renuncia aceptada por el Ministro de Educación.

c) Incapacidad legal sobreviniente, circunstancia que será calificada por la mayoría de los consejeros con exclusión del afectado.

d) Actuación en un asunto en que estuvieren legalmente inhabilitados.

e) Incumplimiento de los deberes y obligaciones que establece esta ley.

En caso que uno o más consejeros cesaren por cualquier causa en su cargo, procederá la designación de un nuevo consejero, sujeto al mismo procedimiento dispuesto en el artículo 31, por el período que restare.

Si el consejero que cesare en el cargo en virtud del inciso precedente invistiere la condición de Presidente del Consejo, su reemplazante será designado en la forma prevista en el artículo 31, por el tiempo que faltare al que produjo la vacante.”.
Artículo 37
El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó el siguiente texto para el artículo 37:

“Artículo 37.- Las sesiones ordinarias y extraordinarias del Consejo, el quórum para sesionar y para adoptar acuerdos, los procedimientos para decidir en caso de empate y, en general, aquellas normas que permitan una gestión flexible, eficaz y eficiente, serán definidas por las normas que dicte la Agencia.”.
Artículo 38
El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó el siguiente texto para el artículo 38:

“Artículo 38.- Los consejeros percibirán una dieta equivalente a 15 unidades de fomento por cada sesión a la que asistan, con un máximo de 100 de dichas unidades  por mes calendario.”.
Artículo 39
El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó el siguiente texto para el artículo 39:

“Artículo 39.- El Secretario Ejecutivo será el Jefe Superior del Servicio, y estará afecto al Sistema de Alta Dirección Pública establecido en la ley Nº 19.882.

Corresponderán al Secretario Ejecutivo las siguientes atribuciones:

a) Velar por el cumplimiento de los acuerdos del Consejo, y proponerle el programa anual de trabajo del servicio;

b) Participar en el Consejo, con derecho a voz;

c) Delegar en funcionarios de la institución las funciones y atribuciones que estime conveniente;

d) Conocer y resolver todo asunto relacionado con los intereses de la Agencia, salvo aquellas materias que la ley reserva al Consejo, pudiendo al efecto ejecutar los actos y celebrar los contratos que sean necesarios o conducentes a la obtención  de los objetivos del servicio, ya sea con personas naturales o jurídicas, nacionales o extranjeras, de derecho público o privado;

e) Comunicar a los organismos competentes los antecedentes de que disponga o de que tome conocimiento, para que éstos ejerzan a su vez las facultades que les sean propias;

f) Dictar las resoluciones que apruebe el Consejo, así como conocer los recursos que procedan conforme a la ley. Le corresponderá, también, cumplir y hacer cumplir las instrucciones que le imparta el Consejo y realizar los actos que éste le delegue en el ejercicio de sus atribuciones;

g) Informar a la Superintendencia de la clasificación de un establecimiento como de Mal Desempeño y del hecho de que alguno de éstos, a pesar de los apoyos y habiéndose cumplido los plazos establecidos en la ley, no logre los estándares mínimos exigidos;

h) Representar judicial y extrajudicialmente al servicio;

i) Preparar el plan anual de trabajo, el anteproyecto de presupuesto y toda otra materia que deba ser sometida a la consideración del Consejo; 

j) Gestionar administrativamente el servicio;

k) Contratar labores operativas de inspección o verificación del cumplimiento de las normas de su competencia a terceros idóneos debidamente certificados;

l) Celebrar convenios y ejecutar los actos necesarios para el cumplimiento de los fines del servicio;

m) Nombrar y remover personal del servicio, de conformidad a la presente ley y a las normas estatutarias;

n) Informar periódicamente al Consejo respecto de la marcha de la institución y del cumplimiento de sus acuerdos e instrucciones, y

ñ) Ejercer las demás atribuciones que le encomiende la ley.”.
Artículo 40
El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó el siguiente texto para el artículo 40:

“Artículo 40.- El personal de la Agencia se regulará por las normas de esta ley y sus reglamentos, por las disposiciones del decreto con fuerza de ley N° 29, del Ministerio de Hacienda, de 2005, que fijó el texto refundido, coordinado y sistematizado del Estatuto Administrativo, y, en materia de remuneraciones, por las normas que fije el decreto con fuerza de ley a que se refiere el artículo tercero transitorio de la presente ley.”.
Artículo 41
El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó el siguiente texto para el artículo 41:

“Artículo 41.- Previo acuerdo del Consejo, el Secretario Ejecutivo, con sujeción a la planta de personal, establecerá su organización interna y determinará las denominaciones y funciones que correspondan a cada una de las unidades establecidas para el cumplimiento de las funciones que le sean asignadas, como asimismo el personal adscrito a tales unidades.

El personal a contrata de la Agencia podrá desempeñar funciones de carácter directivo o de jefatura, las que serán asignadas, en cada caso, por el Secretario Ejecutivo. El personal a que se asigne tales funciones no podrá exceder del 7% del personal a contrata de la Agencia de Calidad.

El personal que preste servicios sobre la base de honorarios, se considerará comprendido en la disposición del artículo 260 del Código Penal.”.
Artículo 42
El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó el siguiente texto para el artículo 42:

“Artículo 42.- El personal de la Agencia deberá guardar absoluta reserva y secreto de las informaciones de las cuales tome conocimiento en el cumplimiento de sus labores, sin perjuicio de las informaciones y certificaciones que deba proporcionar de conformidad a la ley.

Asimismo, tendrá prohibición absoluta de prestar a las entidades sujetas a su evaluación otros servicios que los señalados en la ley, ya sea en forma directa o indirecta.

Las infracciones a esta norma serán consideradas falta grave para efectos de exigir responsabilidad administrativa, lo que se exigirá con independencia de la responsabilidad civil o penal que pudiera configurarse.”.
Artículo 43
El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó el siguiente texto para el artículo 43:

“Artículo 43.- Sin perjuicio de las causales previstas en el decreto con fuerza de ley N° 29, del Ministerio de Hacienda, de 2005, para la cesación del cargo de personal de carrera, se podrá declarar la vacancia por las siguientes causales:

a) Necesidades de la Agencia, determinadas por el Jefe Superior del Servicio un vez al año y fundadas en razones vinculadas al buen, oportuno y eficiente funcionamiento de la Agencia. 

Anualmente, los Altos Directivos Públicos del II nivel jerárquico de la Agencia, a más tardar en el mes de diciembre, efectuarán, en conjunto, una evaluación sobre la marcha de la institución en función de su misión institucional y los objetivos estratégicos fijados. Los resultados de dicha evaluación servirán de base para que el Secretario Ejecutivo ejerza la facultad a que se refiere este literal. Un reglamento fijará los procedimientos que adoptarán y la forma y oportunidad en que recibirán la información y antecedentes requeridos al efecto.

b) Evaluación de desempeño en lista condicional.

El personal que cese en sus funciones por aplicación de la causal prevista en el literal a) precedente, tendrá derecho a la indemnización contemplada en el artículo 154 del decreto con fuerza de ley N° 29, del Ministerio de Hacienda, de 2005, sobre Estatuto Administrativo.”.
Artículo 44
El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó el siguiente texto para el artículo 44:

“Artículo 44.- El patrimonio de la Agencia estará constituido por:

a) Los aportes que anualmente le asigne la Ley de Presupuestos;

b) Los recursos otorgados por leyes especiales;

c) Los bienes muebles e inmuebles, corporales e incorporales, que se le transfieran o que adquiera a cualquier título;

d) Los frutos, rentas e intereses de sus bienes y servicios;

e) Las herencias y legados que acepte, lo que deberá hacer con beneficio de inventario. Dichas asignaciones hereditarias estarán exentas de toda clase de impuestos y de todo gravamen o pago que les afecten;

f) Los ingresos que perciba por los servicios que preste, y

g) Los aportes de la cooperación internacional que reciba a cualquier título.

La Agencia estará sujeta a las normas del decreto ley N° 1.263, de 1975, y sus disposiciones complementarias.”.
- - -

PROPOSICIÓN DEL EJECUTIVO PARA LOS ARTICULOS 21 A 44 APROBADOS POR EL SENADO, POSTERIOR ANÁLISIS Y VOTACIÓN 
En sesión posterior, el Ejecutivo presentó una propuesta para los artículos 21 al 44, ambos inclusive, que va desde el artículo 21 a 46. Las normas antes citadas, como se señaló precedentemente, fueron aprobadas en el primer trámite constitucional, y rechazados en el segundo. La proposición del Ejecutivo es del siguiente tenor:
“Artículo 21.- Lo establecido en este Párrafo respecto a la ordenación no será aplicable a los establecimientos de educación parvularia y los establecimientos de la de educación especial.
Párrafo 4º

De los efectos de la ordenación de los establecimientos educacionales subvencionados o que reciben aportes del Estado

Artículo 22.- La Agencia tendrá un plan anual de visitas evaluativas que considerará mayor frecuencia para los establecimientos educacionales que se encuentran en las categorías c) y d) del artículo 17 de la presente ley.

Artículo 23.- Los establecimientos educacionales subvencionados, o que reciban aportes del Estado, de Desempeño Insuficiente serán objeto de visitas evaluativas, al menos cada dos años. Los de Desempeño Medio-Bajo, al menos cada cuatro años. Estas visitas evaluativas tendrán como finalidad llevar a cabo la realización de las evaluaciones de desempeño que contempla esta ley.

En el caso de los establecimientos que se encuentren en la categoría de Desempeño Medio podrán ser objeto de visitas evaluativas por parte de la Agencia con la frecuencia que ésta determine, que en todo caso será inferior a los señalados en el inciso anterior.

Los establecimientos educacionales subvencionados, o que reciban aportes del Estado, ordenados como de Desempeño Alto serán objeto de visitas evaluativas si el sostenedor lo solicita. Con todo, la Agencia podrá realizar visitas de aprendizaje con el fin de identificar y difundir las mejores prácticas de dichos establecimientos.

En todo caso, las evaluaciones mencionadas en el inciso anterior no podrán representar más del 5% de las visitas evaluativas anuales que realice la Agencia.

Para los efectos de esta ley, se considerarán establecimientos que reciben aportes del Estado a los regidos por el decreto ley Nº 3.166, de 1980.
Artículo 24.- Los establecimientos educacionales ordenados como de Desempeño Alto con su respectivo sostenedor, podrán incorporarse al Registro de Personas o de Entidades de Apoyo Técnico Pedagógico administrado por el Ministerio de Educación, siempre que, en lo que corresponda, cumplan con los requisitos del reglamento del artículo 19 letra d) de la ley N° 18.956, el que deberá contemplar las adecuaciones necesarias para la entrada de establecimientos y sus sostenedores.

En caso que establecimientos educacionales  que formen parte del Registro resultaren ordenados en alguna de las categorías inferiores a la de Desempeño Alto, serán eliminados del Registro.

Artículo 25.- En el caso de los establecimientos de educación parvularia y educación especial, serán objeto de evaluación en ciclos periódicos de acuerdo a un programa que deberá aprobar la Agencia.

Artículo 26.- Una vez realizada la evaluación a que se refieren los artículos anteriores, los sostenedores de los establecimientos educacionales deberán elaborar o revisar su plan de mejoramiento educativo, explicitando las acciones que aspiran llevar adelante para mejorar los aprendizajes de sus estudiantes y de los otros indicadores de calidad educativa. Dicho plan deberá contener, a lo menos, los objetivos, las estrategias, actividades, metas y recursos asociados a él.

El plan será informado a la Agencia y ésta lo hará al Ministerio de Educación.

La Agencia tendrá que tomar en consideración este plan en su próxima evaluación y en el informe respectivo. El Ministerio de Educación podrá tener en consideración dicho plan para desarrollar sus acciones de apoyo al establecimiento, cuando corresponda.

Artículo 27.- El Ministerio de Educación prestará apoyo técnico pedagógico directamente o por intermedio de una persona o entidad del Registro creado para estos efectos y de acuerdo con la definición anual de la Ley de Presupuestos, sin perjuicio de lo señalado en el inciso segundo del artículo 2º ter de la ley Nº 18.956.

Los sostenedores de los establecimientos educacionales podrán solicitar dicho apoyo técnico pedagógico para la elaboración e implementación de su plan de mejoramiento educativo. En caso de solicitar dicho apoyo, lo requerirá a su elección al Ministerio de Educación o a una persona o entidad del Registro Público de Entidades Pedagógicas y Técnicas de Apoyo del Ministerio de Educación,  sin que ésta signifique una alteración de las condiciones en que el Ministerio de Educación se relacione con los sostenedores en el ejercicio de sus demás funciones.

Con todo, cuando así lo soliciten sostenedores que sean municipalidades, corporaciones u otros entes creados por ley o que reciben aporte del Estado, el Ministerio de Educación brindará este apoyo directamente.

El apoyo brindado por el Ministerio de Educación deberá tener especial focalización en aquellos establecimientos ordenados en las categorías c) y d) del artículo 17 de la presente ley y en aquellos sectores geográficos en donde exista menor disponibilidad de apoyo técnico pedagógico.

Párrafo 5°

De las medidas especiales para los establecimientos educacionales de Desempeño Insuficiente

Artículo 28.- La Agencia informará a los padres y apoderados y al Consejo Escolar cada vez que el establecimiento al que envían a sus hijos o pupilos sea ordenado en la categoría de Desempeño Insuficiente.

Artículo 29.- Los establecimientos educacionales de Desempeño Insuficiente deberán recibir apoyo técnico pedagógico. Para ello podrán recurrir al Ministerio de Educación, que prestará este servicio o a un grupo de expertos reconocidos del Registro Público de Entidades Pedagógicas y Técnicas de Apoyo del Ministerio de Educación. Este apoyo deberá brindarse, a lo menos, hasta que dicho establecimiento abandone dicha categoría. En todo caso, sólo podrá brindarse por un plazo máximo de 4 años.

Artículo 30.- Los establecimientos educacionales que, transcurridas tres ordenaciones posteriores a aquella en que fue ordenado como establecimiento de Desempeño Insuficiente, no logren ubicarse en una categoría superior, pero que muestren una mejora significativa, deberán continuar recibiendo apoyo hasta por un año más.

En el caso de aquellos establecimientos educacionales que no exhiban una mejora significativa luego de tres años de haber sido ordenados como de Desempeño Insuficiente, la Agencia deberá informar a los padres y apoderados de dichos establecimientos educacionales sobre la situación en que éstos se encuentran.

La comunicación a que alude el inciso anterior, se enviará por carta certificada o por cualquier otro medio que el Ministerio de Educación determine, siempre que se cumpla con el objeto de informar directamente a cada uno de los apoderados y familias del establecimiento y contendrá información relevante sobre los 30 más cercanos establecimientos educacionales que estén ordenados en categorías superiores.

Asimismo, se les otorgarán facilidades de transporte para que los alumnos accedan a tales establecimientos educacionales. El Ministerio de Educación deberá dictar un decreto supremo, suscrito además por el Ministro de Hacienda, que regule esta materia.

La Agencia definirá, en normas de carácter general, los criterios para determinar la mejora significativa de un establecimiento educacional. Éstos deben guardar relación con los estándares de aprendizaje referidos a los objetivos generales señalados en la ley y en sus bases curriculares y los otros indicadores de calidad educativa.

Artículo 31.- En cualquier caso, si después de cuatro años, contados desde la comunicación señalada en el artículo 28 de la presente ley, el establecimiento educacional se mantiene, considerando como único factor el grado de cumplimiento de los estándares de aprendizaje, en la categoría de Desempeño Insuficiente, la Agencia, dentro del primer semestre, certificará dicha circunstancia. Con el sólo mérito del certificado el  establecimiento educacional perderá, de pleno derecho, el reconocimiento oficial al término del respectivo año escolar.

Párrafo 6º

De la organización de la Agencia

Artículo 32.- Los órganos de la Agencia son el Consejo y el Secretario Ejecutivo.

Artículo 33.- El Consejo estará constituido por cinco miembros de destacada experiencia en la actividad educativa, nombrados por el Ministro de Educación, previa selección conforme al Sistema de Alta Dirección Pública.

El Consejo designará de entre sus miembros a un Presidente, quien durará en el cargo tres años, pudiendo ser reelegido en el cargo por una vez.

Dicho Presidente tendrá por función dirigir el Consejo; lo citará a sesiones; fijará sus tablas; dirigirá sus deliberaciones, y dirimirá sus empates. Se relacionará con el Secretario Ejecutivo para la coordinación de las funciones y atribuciones de la Agencia.

Artículo 34.- Los  miembros del Consejo serán nombrados por un período de seis años, pudiendo ser designados por un nuevo período.

Los Consejeros se renovarán por parcialidades de tres y dos consejeros cada tres años, respectivamente.

Artículo 35.- Corresponderá al Consejo:

a) Aprobar y dar seguimiento al plan estratégico de la Agencia, el cual deberá ser actualizado y ajustado a lo menos cada seis años. Dicho plan deberá explicitar las orientaciones que se utilizarán para efectos de la ordenación y evaluación de los establecimientos.

b) Aprobar y dar seguimiento anualmente al plan de trabajo de la Agencia, así como la memoria y el balance del año anterior, y conocer el anteproyecto de presupuesto.

c) Aprobar la ordenación de los establecimientos educacionales en los plazos que establece la ley y aprobar anualmente el cambio de ordenación de los establecimientos educacionales.

d) Aprobar las certificaciones que realice el Secretario Ejecutivo de la Agencia, cuando un establecimiento se mantenga en la categoría de Desempeño Insuficiente según lo establece el artículo 31 de la presente ley.

e) Proponer el plan de evaluaciones nacionales e internacionales al Ministerio de Educación.

f) Aprobar el Registro de Personas o Entidades acreditadas para apoyar la realización de las visitas evaluativas.

g) Ejercer las demás atribuciones que le encomienden las leyes y reglamentos.

Artículo 36.- Es incompatible con el cargo de Consejero: 

a) Ser representante legal, gerente o administrador de la entidad sostenedora de algún establecimiento educacional que imparta enseñanza en los niveles parvulario, básico y medio o de alguna asociación de sostenedores.

b) Ser Senador o Diputado; Ministro de Estado, Subsecretario, Intendente o Gobernador; Secretario Regional Ministerial de Educación o Jefe de Departamento Provincial de Educación; Alcalde o Concejal; Consejero Regional; miembro del Escalafón Primario del Poder Judicial; Secretario o Relator del Tribunal Constitucional; Fiscal del Ministerio Público; miembro del Tribunal Calificador de Elecciones o su Secretario-Relator; miembro de los Tribunales Electorales Regionales, Suplente o Secretario-Relator, y miembro de los demás Tribunales creados por ley.

c) Estar inscrito en el registro de personas naturales acreditadas como evaluadores.

d) Formar parte del registro de administradores provisionales a cargo de la Superintendencia.

e) Formar parte de la directiva de asociaciones gremiales que tengan un vínculo patrimonial o laboral con establecimientos de educación parvularia, básica y media.

Artículo 37.- Los Consejeros deberán informar inmediatamente al Presidente de todo hecho, cualquiera sea su naturaleza, que les reste imparcialidad en sus decisiones o acuerdos, absteniéndose, en el acto, de conocer del asunto respecto del cual se configure la causal.

En particular, estarán inhabilitados de intervenir en aquellos asuntos que afecten a:

a) Establecimientos de educación parvularia, básica o media con que tengan un vínculo patrimonial o laboral.

b) Establecimientos de educación parvularia, básica o media en que se desempeñen como asesores o consultores, a cualquier título.

c) Instituciones de asistencia técnica en que participen como propietarios o dependientes, o en que tengan otra clase de intereses patrimoniales.

d) Establecimientos de educación parvularia, básica o media en que el o los Consejeros se desempeñen como docentes.

Los Consejeros que, estando inhabilitados, actúen en tales asuntos, serán removidos de su cargo por el Ministro de Educación y quedarán impedidos de ejercerlo nuevamente. 

Las inhabilidades que contempla este artículo, así como las incompatibilidades señaladas en el artículo anterior, serán aplicables a todos los funcionarios de la Agencia.

Artículo 38.- Serán causales de cesación en el cargo de Consejero las siguientes:

a) Expiración del plazo por el que fueron designados.

b) Renuncia aceptada por el Ministro de Educación.

c) Incapacidad legal sobreviniente, circunstancia que será calificada por la mayoría de los consejeros con exclusión del afectado.

d) Actuación en un asunto en que estuvieren legalmente inhabilitados.

e) Incumplimiento de los deberes y obligaciones que establece esta ley.

En caso que uno o más Consejeros cesaren por cualquier causa en su cargo, procederá la designación de un nuevo Consejero, sujeto al mismo procedimiento dispuesto en el artículo 34, por el período que restare.

Si el Consejero que cesare en el cargo en virtud del inciso precedente invistiere la condición de Presidente del Consejo, su reemplazante será designado en la forma prevista en el artículo 31, por el tiempo que faltare al que produjo la vacante.

Artículo 39.- Los acuerdos del Consejo y el quórum para sesionar requerirán de mayoría simple. Las sesiones ordinarias y extraordinarias del Consejo, los procedimientos para decidir en caso de empate y, en general, aquellas normas que permitan una gestión flexible, eficaz y eficiente, serán definidas por las normas que dicte la Agencia.

Artículo 40.- Los Consejeros percibirán una dieta equivalente a 15 unidades de fomento por cada sesión a la que asistan, con un máximo de 100 de dichas unidades  por mes calendario.

Artículo 41.- El Secretario Ejecutivo será el Jefe Superior del Servicio, y estará afecto al Sistema de Alta Dirección Pública establecido en la ley Nº 19.882.

Corresponderán al Secretario Ejecutivo las siguientes atribuciones:

a) Velar por el cumplimiento de los acuerdos del Consejo, y proponerle el programa anual de trabajo del servicio;

b) Participar en el Consejo, con derecho a voz;

c) Delegar en funcionarios de la institución las funciones y atribuciones que estime conveniente;

d) Coordinar la labor de la Agencia con las demás instituciones que comprende el Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación y participar directamente o a través de un representante en el comité de coordinación establecido en el artículo 8° de la presente ley;
e) Conocer y resolver todo asunto relacionado con los intereses de la Agencia, salvo aquellas materias que la ley reserva al Consejo, pudiendo al efecto ejecutar los actos y celebrar los contratos que sean necesarios o conducentes a la obtención de los objetivos del servicio, ya sea con personas naturales o jurídicas, nacionales o extranjeras, de derecho público o privado;

f) Comunicar a los organismos competentes los antecedentes de que disponga o de que tome conocimiento, para que éstos ejerzan a su vez las facultades que les sean propias;

g) Dictar las resoluciones que apruebe el Consejo, así como conocer los recursos que procedan conforme a la ley. Le corresponderá, también, cumplir y hacer cumplir las instrucciones que le imparta el Consejo y realizar los actos que éste le delegue en el ejercicio de sus atribuciones;

h) Certificar, según lo que establece el artículo 31 de la presente ley, cuando un establecimiento se ha mantenido en la categoría de Desempeño Insuficiente. Dicha certificación deberá contar con el acuerdo del Consejo de la Agencia;

i) Representar judicial y extrajudicialmente al servicio;

j) Preparar el plan anual de trabajo, el anteproyecto de presupuesto y toda otra materia que deba ser sometida a la consideración del Consejo; 

k) Gestionar administrativamente el servicio;

l) Contratar labores operativas de inspección o verificación del cumplimiento de las normas de su competencia a terceros idóneos debidamente certificados;

m) Celebrar convenios y ejecutar los actos necesarios para el cumplimiento de los fines del servicio;

n) Nombrar y remover personal del servicio, de conformidad a la presente ley y a las normas estatutarias;

ñ) Informar periódicamente al Consejo respecto de la marcha de la institución y del cumplimiento de sus acuerdos e instrucciones, y

o) Ejercer las demás atribuciones que le encomiende la ley.

Artículo 42.- El personal de la Agencia se regulará por las normas de esta ley y sus reglamentos, por las disposiciones del decreto con fuerza de ley Nº 29, del Ministerio de Hacienda, de 2005, que fijó el texto refundido, coordinado y sistematizado del Estatuto Administrativo, y, en materia de remuneraciones, por las normas que fije el decreto con fuerza de ley a que se refiere el artículo tercero transitorio de la presente ley.

Artículo 43.- Previo acuerdo del Consejo, el Secretario Ejecutivo, con sujeción a la planta de personal, establecerá su organización interna y determinará las denominaciones y funciones que correspondan a cada una de las unidades establecidas para el cumplimiento de las funciones que le sean asignadas, como asimismo el personal adscrito a tales unidades.

El personal a contrata de la Agencia podrá desempeñar funciones de carácter directivo o de jefatura, las que serán asignadas, en cada caso, por el Secretario Ejecutivo. El personal a que se asigne tales funciones no podrá exceder del 7% del personal a contrata de la Agencia de Calidad.

El personal que preste servicios sobre la base de honorarios, se considerará comprendido en la disposición del artículo 260 del Código Penal.

Artículo 44.- El personal de la Agencia deberá guardar absoluta reserva y secreto de las informaciones de las cuales tome conocimiento en el cumplimiento de sus labores, sin perjuicio de las informaciones y certificaciones que deba proporcionar de conformidad a la ley.

Asimismo, tendrá prohibición absoluta de prestar a las entidades sujetas a su evaluación otros servicios que los señalados en la ley, ya sea en forma directa o indirecta.

Las infracciones a esta norma serán consideradas falta grave para efectos de exigir responsabilidad administrativa, lo que se exigirá con independencia de la responsabilidad civil o penal que pudiera configurarse.

Artículo 45.- Sin perjuicio de las causales previstas en el decreto con fuerza de ley Nº 29, del Ministerio de Hacienda, de 2005, para la cesación del cargo de personal de carrera, se podrá declarar la vacancia por las siguientes causales:

a) Necesidades de la Agencia, determinadas por el Jefe Superior del Servicio una vez al año y fundadas en razones vinculadas al buen, oportuno y eficiente funcionamiento de la Agencia. 

Anualmente, los Altos Directivos Públicos del II nivel jerárquico de la Agencia, a más tardar en el mes de diciembre, efectuarán, en conjunto, una evaluación sobre la marcha de la institución en función de su misión institucional y los objetivos estratégicos fijados. Los resultados de dicha evaluación servirán de base para que el Secretario Ejecutivo ejerza la facultad a que se refiere este literal. Un reglamento fijará los procedimientos que adoptarán y la forma y oportunidad en que recibirán la información y antecedentes requeridos al efecto.

b) Evaluación de desempeño en lista condicional.

El personal que cese en sus funciones por aplicación de la causal prevista en el literal a) precedente, tendrá derecho a la indemnización contemplada en el artículo 154 del decreto con fuerza de ley Nº 29, del Ministerio de Hacienda, de 2005, sobre Estatuto Administrativo.

Párrafo 7°

Patrimonio de la Agencia

Artículo 46.- El patrimonio de la Agencia estará constituido por:

a) Los aportes que anualmente le asigne la Ley de Presupuestos;

b) Los recursos otorgados por leyes especiales;

c) Los bienes muebles e inmuebles, corporales e incorporales, que se le transfieran o que adquiera a cualquier título;

d) Los frutos, rentas e intereses de sus bienes y servicios;

e) Las herencias y legados que acepte, lo que deberá hacer con beneficio de inventario. Dichas asignaciones hereditarias estarán exentas de toda clase de impuestos y de todo gravamen o pago que les afecten;

f) Los ingresos que perciba por los servicios que preste, y

g) Los aportes de la cooperación internacional que reciba a cualquier título.

La Agencia estará sujeta a las normas del decreto ley Nº 1.263, de 1975, y sus disposiciones complementarias.”.

- A continuación, vuestra Comisión Mixta aprobó los artículos 21 y 22 de la proposición del Ejecutivo, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Chadwick, Larraín, Quintana y Walker, don Ignacio, y Honorables Diputados señores Bobadilla, González, Gutiérrez, Venegas y Verdugo.

En relación con el artículo 23, que se refiere a las visitas evaluativas que se realizan a los establecimientos educaciones en consideración a la ordenación que establece la ley, el Honorable Diputado señor González dejo constancia de su reparo a dicha categorización.

El señor Ministro de Educación advirtió que esta ordenación ya fue acordada con la aprobación del texto para el artículo 17.

- En votación, el artículo 23 de la proposición del Ejecutivo, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión Mixta, Honorables Senadores señores Chadwick, Larraín, Quintana y Walker, don Ignacio, y Honorables Diputados señores Bobadilla, González, Gutiérrez, Venegas y Verdugo.

Con respecto al artículo 24 de la propuesta del Ejecutivo, que señala que los establecimientos educacionales de Desempeño Alto y sus sostenedores podrán ser incorporados en el Registro de Personas o Entidades de Apoyo Técnico Pedagógico, administrado por el Ministerio de Educación, los Honorables Senadores señores Quintana y Walker, don Ignacio, y Honorables Diputados señores González y Venegas propusieron eliminar, en el inciso primero del texto del artículo 24 propuesto por el Ejecutivo, las expresiones “personas o”, con el propósito, como explicó el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, de que este Registro no incluya a personas naturales.

Al respecto, el Honorable Senador señor Larraín advirtió que de aprobar esta propuesta se inhabilitaría a las personas naturales a prestar asesoría técnica pedagógica.

Por su parte, el señor Ministro de Educación comentó que en regiones las personas naturales son prácticamente las únicas que prestan apoyo técnico pedagógico a los establecimientos educacionales, lo que fue ratificado por el señor Subsecretario de Educación, quien precisó que sólo el 40% de los asesores técnico pedagógicos en Chile son personas jurídicas.

Por su parte, el Honorable Diputado señor González señaló que ésta es la oportunidad para elevar el nivel de las asesorías técnicas pedagógicas y de evitar que se lucre con ellas, por lo cual instó a los miembros de la Comisión Mixta a precisar las condiciones y exigencias bajo las cuales pueden actuar y constituirse estas entidades.


El Honorable Diputado señor Venegas sostuvo que apoyó la proposición antes consignada, porque consideró que era redundante contemplar las expresiones “personas o entidades”, pero acotó que no comparte lo expuesto por el Honorable Diputado señor González, ya que consideró que existen asesores técnico pedagógicos que tienen la calidad de personas naturales de excelente nivel.

El Honorable Diputado señor Verdugo señaló que prefiere mantener la referencia a las personas naturales y a las personas jurídicas.

El Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Educación acotó que el régimen de las asesorías técnicas pedagógicas contemplado en el artículo 30 de la Ley de Subvención Escolar Preferencial considera tanto a las personas naturales como a las personas jurídicas.

- En votación la proposición antes consignada, fue rechazada, por la mayoría de los miembros presentes de la Comisión Mixta. Votan en contra los Honorables Senadores señores Chadwick y Larraín, y los Honorables Diputados señores Bobadilla, Gutiérrez, Venegas y Verdugo. A favor votan el Honorable Senador señor Quintana y el Honorable Diputado señor González, y se abstiene el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio.

- A continuación, vuestra Comisión Mixta aprobó, sin enmiendas, el texto propuesto por el Ejecutivo para el artículo 24, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Chadwick, Larraín, Quintana y Walker, don Ignacio, y Honorables Diputados señores Bobadilla, González, Gutiérrez, Venegas y Verdugo.

- Posteriormente, vuestra Comisión Mixta aprobó, sin enmiendas, los textos para los artículos 25 y 26 propuestos por el Ejecutivo, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Chadwick, Larraín, Quintana y Walker, don Ignacio, y Honorables Diputados señores Bobadilla, González, Gutiérrez, Venegas y Verdugo.

En relación con el artículo 27 del texto propuesto por el Ejecutivo, que regula la función de apoyo técnico pedagógico, que puede prestar directamente el Ministerio de Educación o una persona o entidad inscrita en el Registro creado para estos efectos, los Honorables Senadores señores Quintana y Walker, don Ignacio, y los Honorables Diputados señores González y Venegas, de la misma forma que lo hicieron respecto del artículo 24,  plantearon eliminar en su inciso primero y segundo las expresiones “persona o”.

- En concordancia con lo aprobado a propósito del artículo 24, esta proposición fue rechazada por seis votos contra tres y una abstención. Votaron en contra los Honorables Senadores señores Chadwick y Larraín, y los Honorables Diputados señores Bobadilla, Gutiérrez, Venegas y Verdugo. A favor, lo hicieron el Honorable Senador señor Quintana y el Honorable Diputado señor González, y se abstuvo el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio.

Posteriormente, el Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Educación señaló que en el inciso tercero, del artículo 27 propuesto por el Ejecutivo debe intercalarse entre “corporaciones” y “u otros entes” las siguientes expresiones “, corporaciones municipales”. Arguyó que por error se omitió a las corporaciones municipales que no son constituidas por ley.

A su vez, el Honorable Diputado señor Gutiérrez propuso agregar en el inciso segundo, del texto propuesto por el Ejecutivo para el artículo 27, a continuación de la expresión “Registro Público de” los vocablos “Personas o de”, para ser concordante con el artículo 30 de la Ley de Subvención Escolar Preferencial y con lo aprobado por esta Comisión Mixta.

- En votación, el texto para el artículo 27 propuesto por el Ejecutivo, fue aprobado con las dos enmiendas antes consignadas, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión Mixta, Honorables Senadores señores Chadwick, Larraín, Quintana y Walker, don Ignacio, y Honorables Diputados señores Bobadilla, González, Gutiérrez, Venegas y Verdugo.

- Posteriormente, vuestra Comisión Mixta aprobó el artículo 28 de la proposición del Ejecutivo, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Chadwick, Larraín, Quintana y Walker, don Ignacio, y Honorables Diputados señores Bobadilla, González, Gutiérrez, Venegas y Verdugo.

En cuanto al texto del artículo 29 de la propuesta del Ejecutivo, que establece que los establecimientos educacionales de Desempeño Insuficiente deberán recibir apoyo técnico pedagógico del Ministerio de Educación o de un grupo de expertos reconocidos del Registro Público de Entidades Pedagógicas y Técnicas de Apoyo del Ministerio de Educación, los Honorables Senadores señores Quintana y Walker, don Ignacio, y los Honorables Diputados señores González y Venegas plantearon reemplazar en su inciso único la frase “o a un grupo de expertos reconocidos” por “directamente o a través de una entidad experta”.

Luego, el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, planteó reemplazar las expresiones “o a un grupo de expertos reconocidos” por “directamente o a través de una persona o entidad” e intercalar entre “Registro Público de” y “Entidades Pedagógicas” los vocablos “Personas o de”.

- En votación, el artículo 29 de la proposición del Ejecutivo, fue aprobado con las enmiendas antes consignadas, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión Mixta, Honorables Senadores señores Chadwick, Larraín, Quintana y Walker, don Ignacio, y Honorables Diputados señores Bobadilla, González, Gutiérrez, Venegas y Verdugo.

En relación con el artículo 30 propuesto por el Ejecutivo, que se refiere a las medidas que adoptará el Ministerio de Educación y la Agencia de Calidad de la Educación respecto de aquellos establecimientos educacionales de Desempeño Insuficiente que transcurridos tres ordenaciones no logren ubicarse en una categoría superior, el Honorable Diputado señor Venegas sugirió mejorar la redacción de su inciso tercero.

- Puesto en votación el artículo 30 propuesto por el Ejecutivo, fue aprobado con enmiendas formales, por la unanimidad de los miembros de la Comisión Mixta, Honorables Senadores señores Chadwick, Larraín, Navarro, Quintana y Walker, don Ignacio, y Honorables Diputados señores Bobadilla, González, Gutiérrez, Venegas y Verdugo.

Con posterioridad, y fruto de los demás acuerdos adoptados por la Comisión Mixta respecto de esta materias, el Ejecutivo presentó una nueva proposición para esta precepto, la que, en lo sustantivo mantiene la redacción anterior, eliminando el inciso primero, que se refería a los efectos que se derivaban para el establecimiento educacional ser ordenado como de Desempeño insuficiente. La norma propuesta es del siguiente tenor:

“Artículo 30.- En el caso de aquellos establecimientos educacionales que no exhiban una mejora significativa luego de tres años de haber sido ordenados como de Desempeño Insuficiente, la Agencia deberá informar a los padres y apoderados de dichos establecimientos educacionales sobre la situación en que éstos se encuentran.

La comunicación a que alude el inciso  anterior, se enviará por carta certificada o por cualquier otro medio que el Ministerio de Educación determine, siempre que se cumpla con el objeto de informar directamente a cada uno de los apoderados y familias del establecimiento y contendrá información relevante sobre los treinta establecimientos educacionales más cercanos que estén ordenados en categorías superiores.

Asimismo, se les otorgarán facilidades de transporte para que los alumnos accedan a establecimientos educacionales que estén ordenados en categorías superiores. El Ministerio de Educación deberá dictar un decreto supremo, suscrito además por el Ministro de Hacienda, que regule esta materia.”.

Sobre el particular, el Honorable Diputado señor Montes dejó constancia de su extrañeza por el hecho de que exista más preocupación por trasladar a los niños que ver como apoyar mejor a esos colegios, porque tiene que haber una modalidad intermedia entre el cierre y la movilidad de todas las capacidades de ese colegio, de dispositivos especiales, etc. sobre todo en aquellos colegios que tienen una condición casi exclusiva, sobre todo la red de colegios públicos, que van a requerir un apoyo especial, en vez de estar cerrándolos o incentivándolos a que tengan menos matrículas, porque ello puede significar el término del mismo. 
Puesto en votación la proposición del Ejecutivo para este artículo, fue aprobada por la unanimidad de sus  miembros presentes, Honorables Senadores señores Cantero, Chadwick, Quintana y Walker, don Ignacio y los Honorables Diputados señora Hoffmann y señores González, Gutiérrez, Venegas y Verdugo.
- A continuación, vuestra Comisión Mixta, aprobó los artículos 31, 32, 33, 34 y 35 de la propuesta del Ejecutivo, por unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señores Chadwick, Larraín, Navarro, Quintana y Walker, don Ignacio, y Honorables Diputados señores Bobadilla, González, Gutiérrez, Venegas y Verdugo.

Sin perjuicio del acuerdo precedentemente transcrito, y de conformidad a lo acordado por la Comisión Mixta en cuanto a la revisión de ciertos preceptos ya aprobados pero que, como consecuencia de otras enmiendas aprobadas, requieren de ciertas enmiendas formales, se tomó conocimiento de una nueva redacción propuesta por el Ejecutivo para el artículo 31, la que considera, básicamente, cambios formales para una compresión de la norma.
Sobre el particular, el Honorable Diputado señor Montes recordó que entendía que en la redacción aprobada inicialmente se hablaba tanto de indicadores de aprendizaje como de indicadores de calidad anexos, mientras que el actual sólo se consideran los indicadores de aprendizaje. Agregó, que existen establecimientos que atiendan realidades socioeconómicas muy complejas, donde los estándares de aprendizaje son difíciles, pero que cuentan con una capacidad de formar, retener y evitar deserción, situación que debería ser considerada en esta norma. 

En relación con este mismo aspecto, la Asesora de la Secretaría Ejecutiva Programa Legislativo, CIEPLAN, señora Macarena Lobos, aclaró que cuando se convino la posibilidad de incorporar indicadores de calidad educativa, que a lo largo de todo el proyecto se adicionan a los estándares de aprendizaje indicativos del desempeño, el compromiso fue que para la sanción extrema, que es la pérdida del reconocimiento oficial, sólo se iban a considerar los estándares de aprendizaje, y eso es lo que la norma, al igual que en la anterior proposición mantiene inalterado. Precisó que, por lo tanto, la adecuación no dice relación con lo señalado por el Honorable Diputado señor Montes, ya que ese punto ya fue zanjado, sino que, solamente, con una mejor redacción para facilitar la comprensión del precepto. 
Puesta en votación la nueva proposición, fue aprobada por siete votos a favor por uno en contra y una abstención. Votaron por la afirmativa los Honorables Senadores señores Cantero, Chadwick y Walker, don Ignacio y los Honorables Diputados señora Hoffmann y señores Gutiérrez, Venegas y Verdugo. Votó en contra el Honorable Diputado señor González y se abstuvo el Honorable Senador señor Quintana.


En lo que dice relación con el artículo 33, que regula la conformación del Consejo de la Agencia de la Calidad de la Educación, el Ejecutivo propuso agregar en su inciso primero, que en su conformación se velará por garantizar el pluralismo del mismo.
Sobre el particular, el Honorable Diputado señor Gutiérrez consultó acerca de cuál era la razón para efectuar esta precisión.
El Honorable Diputado señor Montes señaló que creía importante que la Agencia, y su Consejo, no se guiara por un solo signo político, una sola orientación de la Educación, ya que resultaba importante que tuviera diversidad de visiones, ya que ello redundaría en una mayor legitimidad y reconocimiento de ella.
El Honorable Senador señor Quintana señaló que al establecer el tema del pluralismo se podían incluir diversos aspectos, como, por ejemplo, el tema de la orientación sexual e hizo alusión al programa de educación sexual, que implementará en un plazo cercano el Ministerio de Educación. 

El Honorable Diputado señor González cree que la fórmula de redacción que dispone “se velará” es un tanto débil, debido a que es una expresión de algo que se espera, un deseo, pero no lo asegura, por lo que preferiría que señalara “se garantizará…asegurando que esto se cumpla” y no simplemente expresando que ello ocurra.

El Honorable Senador Walker, don Ignacio, manifestó que, en su opinión, ello es más que una declaración de principios, es vinculante, por cuanto es una norma jurídica.

Puesta en votación la adecuación anteriormente reseñada, fue aprobada la modificación unánimemente por los miembros presentes, Honorables Senadores señores Cantero, Chadwick, Quintana y Walker, don Ignacio y los Honorables Diputados señora Hoffmann y señores González, Gutiérrez, Venegas y Verdugo.
En lo que respecta al artículo 36 de la propuesta del Ejecutivo, que establece las incompatibilidades con el cargo de Consejero del Consejo de la Agencia de Calidad de la Educación, el Honorable Senador señor Navarro planteó agregar en la letra a), del artículo 36, de la propuesta del Ejecutivo, a la figura del sostenedor, dueño o accionista de un establecimiento educacional.

El Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Educación advirtió que el dueño del establecimiento educacional ya está contemplado en el artículo 37, letras a) y c), de la propuesta del Ejecutivo.

El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, planteó agregar al principio de la letra a), del artículo 36, de la propuesta del Ejecutivo lo siguiente: “Tener participación en la propiedad o”.

- En votación el artículo 36, de la propuesta del Ejecutivo, fue aprobado con la enmienda antes consignada para su literal a), por la unanimidad de los miembros de la Comisión Mixta, Honorables Senadores señores Chadwick, Larraín, Navarro, Quintana y Walker, don Ignacio, y Honorables Diputados señores Bobadilla, González, Gutiérrez, Venegas y Verdugo.

En consecuencia el texto de la letra a), del artículo 36, de la propuesta del Ejecutivo quedó como sigue:

“a) Tener participación en la propiedad o ser representante legal, gerente o administrador de la entidad sostenedora de algún establecimiento educacional que imparta enseñanza en los niveles parvulario, básico y medio o de alguna asociación de sostenedores.”.

- A continuación, vuestra Comisión Mixta, aprobó el artículo 37 de la propuesta del Ejecutivo, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señores Chadwick, Larraín, Navarro, Quintana y Walker, don Ignacio, y Honorables Diputados señores Bobadilla, González, Gutiérrez, Venegas y Verdugo.

En cuanto al artículo 38 de la proposición del Ejecutivo, que regula las causales de cesación del cargo de Consejero del Consejo de la Agencia de la Calidad de la Educación, la señora Asesora de CIEPLAN indicó que en su inciso tercero existe un error en la referencia al artículo 31, puesto que debería decir “artículo 33”.

Ante una consulta formulada por el Honorable Diputado señor Gutiérrez, en cuanto a quién sería la persona encargada de hacer valer las causales de cesación del cargo de Consejero que consagra esta norma, el señor Ministro de Educación respondió que dicha atribución quedaría radicada en el Ministro encargado de esa Cartera de Estado, de lo cual se dejó constancia, a petición del Honorable Senador señor Larraín, para los efectos de la historia fidedigna de esta ley.
- En votación el artículo 38 de la propuesta del Ejecutivo, fue aprobado con la enmienda antes indicada, por la unanimidad de los miembros de la Comisión Mixta, Honorables Senadores señores Chadwick, Larraín, Navarro, Quintana y Walker, don Ignacio, y Honorables Diputados señores Bobadilla, González, Gutiérrez, Venegas y Verdugo.
En relación con el artículo 39 de la propuesta del Ejecutivo, que regula, entre otros temas, el quórum que requiere el Consejo para sesionar y para adoptar acuerdos, el Honorable Senador señor Navarro opinó que no sería conveniente facultar a la Agencia de Calidad de la Educación para dictar las normas que regulen los procedimientos para decidir sobre los empates en las decisiones que adopte el Consejo. 
El señor Ministro de Educación advirtió que el quórum para adoptar acuerdos está definido en esta ley, por lo cual consideró que el punto planteado por el Honorable Senador señor Navarro no debería presentar mayores dificultades.

El Honorable Senador señor Navarro consultó qué sucederá en los casos en que exista empate.

El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, señaló que el artículo 33 de la propuesta del Ejecutivo establece que el Presidente del Consejo tendrá, entre otras funciones, dirigir deliberaciones y dirimir empates.

El Honorable Senador señor Larraín planteó buscar una nueva fórmula para simplificar la redacción de este artículo.
Enseguida, el Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Educación comentó que la Agencia de Calidad de la Educación no tiene facultades normativas. Bajo este contexto, planteó reemplazar la segunda oración del artículo 39 de la propuesta del Ejecutivo por la siguiente: “El Consejo determinará su funcionamiento a través de un reglamento interno.”.
- En votación, el artículo 39 de la propuesta del Ejecutivo, fue aprobado con la enmienda antes consignada, por la unanimidad de los miembros de la Comisión Mixta, Honorables Senadores señores Chadwick, Larraín, Navarro, Quintana y Walker, don Ignacio, y Honorables Diputados señores Bobadilla, González, Gutiérrez, Venegas y Verdugo.
- A continuación, vuestra Comisión Mixta aprobó el artículo 40 de la proposición del Ejecutivo, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señores Chadwick, Larraín, Navarro, Quintana y Walker, don Ignacio, y Honorables Diputados señores Bobadilla, González, Gutiérrez, Venegas y Verdugo.
En cuanto al artículo 41 de la propuesta del Ejecutivo, que se refiere al cargo de Secretario Ejecutivo de la Agencia de Calidad de la Educación y a sus funciones, el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, planteó eliminar en su inciso primero la frase “establecido en la ley N° 19.882 y dejar pendiente la votación del literal n), de su inciso segundo.

- Puesto en votación el artículo 41 de la proposición del Ejecutivo, fue aprobado con enmiendas, con excepción del literal n) de su inciso segundo, por la unanimidad de los miembros de la Comisión Mixta, Honorables Senadores señores Chadwick, Larraín, Navarro, Quintana y Walker, don Ignacio, y Honorables Diputados señores Bobadilla, González, Gutiérrez, Venegas y Verdugo.
- Posteriormente, se puso en votación el literal n) del artículo 41 de la proposición del Ejecutivo, el que fue aprobado por seis votos a favor, de los Honorables Senadores señores Cantero, Chadwick y Walker, don Ignacio y los Honorables Diputados señores Recondo y Verdugo, y cuatro por la negativa los Honorables Senadores señores Quintana y Navarro y los Honorables Diputados señores González y Venegas.

En relación con el artículo 42 de la propuesta del Ejecutivo, que establece que el personal de la Agencia de Calidad de la Educación se regulará por las normas de esta ley y sus reglamentos, y por el Estatuto Administrativo, el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, propuso dejarlo pendiente, dado que se trata de una norma que regula aspectos laborales.

En una sesión posterior, el Honorable Diputado señor González presentó una proposición para suprimir esta norma, por entender que establecía una regulación distinta para la Agencia de Calidad de la Educación en relación con la Superintendencia, situación que, finalmente, fue superada con la proposición del Ejecutivo, por lo que el autor de la misma retiró la señalada proposición para suprimir este precepto.


Asimismo, cabe hacer presente, que la regulación que contempla la proposición del Ejecutivo para el artículo 42 es del mismo tenor a la que se consigna para el artículo 103, pero referida a la Superintendencia. Por lo tanto, la votación que se señala a continuación debe entenderse también referida para el citado artículo 103.


- Al ser sometido a votación el artículo 42 de la proposición formulada por el Ejecutivo, resultó aprobado por la unanimidad de los integrantes de la Comisión Mixta, Honorables Senadores señores Cantero, Chadwick, Navarro, Quintana y Walker, don Ignacio, y Honorables Diputados señores González, Gutiérrez, Recondo, Venegas y Verdugo.
- A continuación, vuestra Comisión Mixta aprobó el artículo 43 de la propuesta del Ejecutivo, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señores Chadwick, Larraín, Navarro, Quintana y Walker, don Ignacio, y Honorables Diputados señores Bobadilla, González, Gutiérrez, Venegas y Verdugo.
En lo que dice relación con el artículo 44 de la propuesta del Ejecutivo, que se refiere a la absoluta reserva y secreto de las informaciones que tome conocimiento el personal de la Agencia de Calidad de la Educación, el Honorable Senador señor Larraín, comentó que este artículo es una norma de quórum calificado y que como tal se trataría de una excepción a la Ley de Transparencia.

En cuanto al fondo de este artículo, Su Señoría pidió dejar constancia que debe entenderse que sólo el proceso de evaluación debe ser reservado, pero no así el resultado de dicho proceso y sus antecedentes.

- En votación, el artículo 44, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión Mixta, Honorables Senadores señores Chadwick, Larraín, Navarro, Quintana y Walker, don Ignacio, y Honorables Diputados señores Bobadilla, González, Gutiérrez, Venegas y Verdugo.
Con respecto al artículo 45 de la proposición del Ejecutivo, que establece las causales para la cesación del cargo del personal de carrera, el que a petición del Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, quedó pendiente su votación, el Honorable Diputado señor González, en una sesión posterior, propuso su eliminación, toda vez que consagra dos causales- necesidades del servicio y evaluación del desempeño en lista condicional- que no se encuentran contenidas en el actual Estatuto Administrativo.
Puntualizó que la redacción propuesta vulneraría, de esta forma, el derecho constitucional a la igualdad ante la ley, que debe amparar a los funcionarios públicos. Las causales de cesión planteadas, añadió, infringirían el artículo 19 N° 2 de la Constitución Política de la República, ya que sería la propia ley la establecería diferencias arbitrarias, carentes de toda justificación, entre los actuales funcionarios del Ministerio que se traspasaran a las nuevas instituciones y el personal nuevo, que forme parte de ellas una vez realizados los concursos.


Cabe hacer presente que el Honorable Diputado señor González formuló la misma proposición, y con los mismos fundamentos, respecto del artículo 108 de propone el Ejecutivo, que se refiere a las causales de cesación del cargo del personal de carrera en el caso de la Superintendencia de Educación, por lo que la votación que más adelante se indica, y sin perjuicio de hacerlo presente con ocasión de la discusión de esa disposición, debe entenderse extensiva respecto de este precepto.
El señor Subsecretario de Educación respondió que lo que se ha pretendido, mediante el establecimiento de estas disposiciones, es resguardad la estabilidad laboral de los funcionarios que pertenecen al Ministerio de Educación, siendo un régimen de transición. Por lo anterior, señala que no es un régimen discriminatorio. 

Agregó que existe un precedente en la materia, refiriéndose a la regulación existente respecto de la Superintendencia de Medio Ambiente. Dichas reglas no habrían sido objetadas por el Tribunal Constitucional en el examen de constitucionalidad.

El Honorable Diputado señor González señaló que estas no serían normas transitorias, las cuales quedarían permanentes en la ley. La aplicación de estas normas no dicen relación con la excelencia de los profesionales.

El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, por su parte, planteó los siguientes argumentos a favor de la proposición del Ejecutivo: a) precedente existente en la Superintendencia de Medio Ambiente; b) Tribunal Constitucional lo declaró constitucional; c) que existe un artículo transitorio en el proyecto que no hace aplicable estas causales al personal actualmente existente que se traspasa; d) se ejerce sólo una vez al año con informe favorable del directivo de segundo nivel; e) que sólo puede ejercerlo los directivos nombrados por Alta Dirección Pública y f) es una facultad.

- Puesto en votación el texto propuesto por el Honorable Diputado señor González, consignado precedentemente, fue rechazado por seis votos contra cuatro. Votaron por la afirmativa los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana y los Honorables Diputados señores González y Venegas, y por la negativa lo hicieron los Honorables Senadores señores Cantero, Chadwick y Walker, don Ignacio y los Honorables Diputados señores Gutiérrez, Recondo y Verdugo.
- En seguida, se puso en votación el artículo 45 de la proposición del Ejecutivo, el que resultó aprobado con la misma votación, esto es, seis votos contra cuatro. Votaron por la afirmativaos Honorables Senadores señores Cantero, Chadwick y Walker, don Ignacio y los Honorables Diputados señores Gutiérrez, Recondo y Verdugo, y por la negativa, lo hicieron los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana y los Honorables Diputados señores González y Venegas.

- Posteriormente, vuestra Comisión Mixta aprobó el artículo 46 de la propuesta del Ejecutivo, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señores Chadwick, Larraín, Navarro, Quintana y Walker, don Ignacio, y Honorables Diputados señores Bobadilla, González, Gutiérrez, Venegas y Verdugo.
A continuación, los Honorables Senadores señores Navarro, Quintana y Walker, don Ignacio, y los Honorables Diputados señores González y Venegas plantearon agregar un artículo transitorio, nuevo, cuyo texto es el siguiente:

“Artículo ….: Las visitas evaluativas a los establecimientos que menciona el inciso primero del artículo 23 de esta ley serán durante los dos primeros años de vigencia de la nueva institucionalidad, a lo menos, anualmente, tratándose de los establecimientos de Desempeño Insuficiente y, al menos, cada dos años, para los establecimientos de Desempeño Medio Bajo.”.

El Honorable Senador señor Chadwick indicó que esta propuesta es inadmisible, porque regula una materia de iniciativa exclusiva de Su Excelencia Presidente de la República, ya que se refiere a una atribución del Ministerio de Educación.

- El Presidente de la Comisión Mixta declaró inadmisible esta propuesta, por cuanto regula una materia de iniciativa exclusiva del Presidente de la República, de acuerdo a lo prescrito en el artículo 65, inciso cuarto, número 2°, de la Constitución Política de la República.
Posteriormente, los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana, y el Honorable Diputado señor González plantearon agregar el siguiente artículo transitorio, nuevo.

“Artículo ….: En el caso de los establecimientos cuyos sostenedores sean municipalidades, corporaciones municipales u otros entres creados por ley o que reciben aportes del Estado, el efecto contemplado en el artículo 31 de la presente ley se aplicará después de dos años adicionales de apoyo técnico pedagógico, contados desde la cuarta ordenación en categoría de Desempeño Insuficiente.”.

El Honorable Senador señor Chadwick, luego de hacer presente la inadmisibilidad de esta propuesta, anunció su voto en contra.

- Puesta en votación la proposición antes consignada, se produjo el siguiente resultado. Votaron en contra los Honorables Senadores señores Chadwick y Larraín, y los Honorables Diputados señores Bobadilla, Gutiérrez y Verdugo. Votan a favor los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana, y el Honorable Diputado señor González. Se abstuvieron el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio y el Honorable Diputado señor Venegas.

Repetida la votación, de conformidad al artículo 178 del Reglamento del Senado, toda vez que los votos de abstención determinan que quede sin resolverse esta propuesta, se registró el mismo resultado, votando de igual manera los señores Parlamentarios y, por consiguiente, quedó rechazada la proposición por considerarse que las abstenciones deben sumarse a la mayoría, según lo establece la citada disposición reglamentaria.
- - -

CONTINUACIÓN DE LA DESCRIPCIÓN DE LAS NORMAS EN DISCREPANCIA ENTRE AMBAS CÁMARAS (artículos 45 a 107, Título III)

TÍTULO III

“TÍTULO III

DE LA SUPERINTEDENCIA DE EDUCACIÓN”.
Cabe hacer presente que el Senado, en primer trámite constitucional, aprobó un Título III “De la Superintendencia de Educación”, que abarca desde el artículo 45 al 107, ambos inclusive, que crea la Superintendencia de Educación. Este Título regula las siguientes materias: objeto, atribuciones, organización y patrimonio de la Superintendencia de Educación; el ejercicio de la facultad de fiscalización; la obligación de los sostenedores de los establecimientos educacionales que reciban aportes del Estado de rendir cuenta pública del uso de los recursos; la atención y la resolución de los reclamos y denuncias que formulen los miembros de la comunidad educativa; las infracciones y sanciones que pueden aplicar la Superintendencia de Educación, y la facultad de la Superintendencia de Educación para designar a un administrador provisional, quien deberá asumir las funciones que le competen a un sostenedor de un establecimiento educacional que recibe aportes del Estado.
La Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, rechazó el artículo 45 propuesto por el Senado- que crea la Superintendencia de Educación- y, por aplicación de lo dispuesto en el artículo 30 de la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, dio por rechazado todo el Título III “De la Superintendencia Educación” y su articulado, de la misma manera como ocurrió con el artículo 5° y el Título II de este proyecto.
Por su parte, el Senado, en el tercer trámite constitucional, rechazó la modificación propuesta por la Cámara de Diputados.

A continuación, se transcriben los preceptos que integran este Título III, que como ya se ha señalado, fueron rechazados en su totalidad por la Honorable Cámara de Diputados.
Artículo 45

El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó el siguiente texto para el artículo 45:

“Artículo 45.- Créase la Superintendencia de Educación, en adelante “la Superintendencia”, servicio público funcionalmente descentralizado y territorialmente desconcentrado, dotado de personalidad jurídica y patrimonio propio y que se relaciona con el Presidente de la República por intermedio del Ministerio de Educación.

La Superintendencia constituye una institución fiscalizadora en los términos del decreto ley N° 3.551, de 1981, y estará afecta al Sistema de Alta Dirección Pública establecido en la ley N° 19.882.

El domicilio de la Superintendencia será la ciudad de Santiago, sin perjuicio de las Direcciones Regionales que constituya.”.
Artículo 46

El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó el siguiente texto para el artículo 46:

“Artículo 46.- El objeto de la Superintendencia será fiscalizar el uso de los recursos por los sostenedores y los establecimientos educacionales reconocidos oficialmente por el Estado, y que éstos cumplan con las leyes, reglamentos e instrucciones que dicte la Superintendencia, en adelante “la normativa educacional”. Asimismo, proporcionará información, en el ámbito de su competencia, a las comunidades educativas y otros usuarios e interesados, y atenderá los reclamos y denuncias de éstos, estableciendo las sanciones que en cada caso corresponda. 

Si en el ejercicio de sus atribuciones la Superintendencia toma conocimiento de infracciones a otras normas legales que no integran la normativa educacional, deberá informar a los órganos fiscalizadores correspondientes. La Superintendencia no podrá iniciar procesos sancionatorios por infracciones a otras normas legales que no integran la normativa educacional.”.
Artículo 47
El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó el siguiente texto para el artículo 47:

“Artículo 47.- Para el cumplimiento de sus funciones, la Superintendencia tendrá las siguientes atribuciones:

a) Fiscalizar que las personas o instituciones cumplan con la normativa educacional.

b) Fiscalizar la rendición de cuenta del uso de los recursos, mediante procedimientos contables simples, generalmente aceptados, de acuerdo al Párrafo 3° de este Título.

c) Realizar y ordenar auditorías a la gestión financiera de los sostenedores en los casos que disponga la legislación vigente.

d) Ingresar a los establecimientos educacionales y dependencias del sostenedor que tengan relación con la administración del establecimiento educacional, a objeto de realizar las funciones que le son propias. En el ejercicio de esta atribución, los funcionarios de la Superintendencia no podrán impedir el normal desenvolvimiento de las actividades pedagógicas del establecimiento educacional.

e) Acceder a cualquier documento, libro o antecedente que sea necesario para fines de fiscalización, sin impedir el normal desarrollo de las actividades pedagógicas del mismo, y examinar, por los medios que estime del caso, todas las operaciones, bienes, libros, cuentas, archivos y documentos de las personas o entidades fiscalizadas, y disponer de todos los antecedentes que juzgue necesarios para la mejor fiscalización. La Superintendencia, mediante resolución, determinará aquellos libros, archivos y documentos que deberán estar permanentemente disponibles para su examen en el propio establecimiento educacional. Las mismas facultades, y en los mismos términos, tendrá la Superintendencia respecto de los terceros que administren los establecimientos educacionales.

Respecto de los establecimientos educacionales particulares pagados, el ejercicio de esta atribución exigirá la existencia de una denuncia o reclamo conforme al Párrafo 4º del Título III, salvo que se trate de la verificación del cumplimiento de los requisitos exigidos para mantener el reconocimiento oficial del Estado. En tal caso, la Superintendencia no podrá examinar las operaciones, bienes, libros y cuentas de la entidad fiscalizada.

f) Citar a declarar a los sostenedores, representantes, administradores y dependientes de las instituciones fiscalizadas respecto de algún hecho que estime necesario para resolver alguna denuncia o reclamo que esté conociendo o cuando de oficio, en un procedimiento administrativo, lo determine en cumplimiento de sus funciones. Las mismas facultades, y en los mismos términos, tendrá la Superintendencia respecto de los terceros que administren y presten servicios a los establecimientos educacionales.

g) Absolver consultas, investigar denuncias y resolver reclamos que los distintos miembros de la comunidad escolar presenten.

h) Desarrollar instancias de mediación.

i) Formular cargos, sustanciar su tramitación y resolver los procesos que se sigan respecto de todos los incumplimientos o faltas a la normativa educacional, así como de los que conozca por la vía de denuncias o reclamos del público o por denuncia que formule el Ministerio de Educación u otros órganos públicos.

j) Disponer el nombramiento de un administrador provisional para la gestión de los establecimientos educacionales subvencionados o que reciban aportes del Estado, en los casos que determine la presente ley. 

k) Fiscalizar el cumplimiento de los requisitos exigidos para mantener el reconocimiento oficial del Estado como establecimiento educacional y, cuando corresponda, remitir los antecedentes al Ministerio de Educación para que éste, en un plazo no superior al término del año escolar, proceda a la revocación del reconocimiento señalado.

l) Imponer las sanciones correspondientes por infracción a la normativa educacional, así como aquellas que proponga la Agencia de Calidad de la Educación. 

m) Aplicar e interpretar administrativamente la normativa educacional, cuyo cumplimiento le corresponde vigilar, e impartir instrucciones fundadas de general aplicación al sector sujeto a su fiscalización, sin perjuicio del ejercicio de las facultades propias del Ministerio de Educación. Las instrucciones y resoluciones que emanen de la Superintendencia deberán ser sistematizadas, de tal forma de facilitar el acceso y conocimiento de ellas por parte del sujeto a su fiscalización.

n) Elaborar índices, estadísticas y estudios relativos al sistema educativo y efectuar publicaciones en el ámbito de su competencia.

ñ) Requerir de los sostenedores y docentes directivos de los establecimientos educacionales u otros organismos públicos y privados relacionados, en el ámbito de sus atribuciones, la información que estime necesaria para el cumplimiento de sus funciones. Asimismo, podrá recoger la información proporcionada por las instituciones, procesarla cuando corresponda, y distribuirla anualmente a los distintos usuarios.

o) Poner a disposición del público la información que, con motivo del ejercicio de sus funciones, recopile respecto de establecimientos educacionales, sostenedores, docentes, estudiantes y demás integrantes de la comunidad educativa, y crear y administrar los registros que sean necesarios para ejercer sus funciones.

p) Convenir con otros organismos de la Administración del Estado o con entidades privadas, la realización de acciones específicas y la prestación de servicios que permitan cumplir sus funciones.

q) Asesorar técnicamente al Ministerio de Educación y a otros organismos en materias de su competencia.

r) Cobrar y percibir los derechos de actuaciones y certificaciones que establezca la ley en el ámbito de sus atribuciones. 

s) Realizar las demás funciones que le encomienden las leyes o los reglamentos.”.
Artículo 48
El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó el siguiente texto para el artículo 48:

“Artículo 48.- En el ejercicio de sus facultades de fiscalización, la Superintendencia actuará de oficio o a petición de interesado.

La Superintendencia formulará cargos e instruirá el respectivo procedimiento en caso de verificar, por sí o por medio de terceros, la existencia de una o más contravenciones a la normativa educacional.

En el caso de denuncias que le comuniquen el Ministerio de Educación o la Agencia de Calidad, la Superintendencia ordenará directamente la formulación de cargos y la instrucción del respectivo proceso.

Artículo 49.- Para los efectos de la presente ley, el personal de la Superintendencia habilitado como fiscalizador tendrá también el carácter de ministro de fe respecto de todas las actuaciones que realice en el ejercicio de sus funciones, dentro de las cuales podrá tomar declaraciones bajo juramento. Los hechos constatados por los funcionarios y sobre los cuales deban informar, de oficio o a requerimiento, podrán constituir presunción legal de veracidad para todos los efectos de la prueba judicial.

Las acciones de fiscalización podrán llevarse a efecto en cualquier momento, siempre que no se impida con ellas el normal desarrollo de las actividades pedagógicas del establecimiento educacional. Los entes fiscalizados deberán otorgar todas las facilidades que sean requeridas por los referidos funcionarios. 

La Superintendencia deberá procurar que los procesos de fiscalización que lleve a cabo se coordinen con aquellos que, en el ejercicio de sus competencias, lleven a cabo los diversos órganos de la Administración del Estado, de manera de evitar distraer indebidamente la labor educativa en los establecimientos educacionales.”.
Artículo 49
El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó el siguiente texto para el artículo 49:

“Artículo 50.- Los sostenedores y los establecimientos educacionales subvencionados o que reciban aportes del Estado, deberán rendir cuenta pública del uso de los recursos mediante procedimientos contables simples, generalmente aceptados, respecto de cada uno de sus establecimientos educacionales de acuerdo a los instrumentos y formatos estandarizados que fije la Superintendencia. El análisis de la rendición de cuentas sólo implicará un juicio de legalidad del uso de los recursos.

Además, previa resolución que señale la existencia de sospechas fundadas, la Superintendencia podrá realizar auditorías o requerir, a petición del sostenedor del establecimiento educacional, que instituciones externas las efectúen, para comprobar la veracidad y exactitud de la información financiera que le hayan proporcionado. Si estas auditorías fueran realizadas por instituciones externas, la elección de la institución y su financiamiento corresponderá al sostenedor. La institución que realice la auditoría externa, deberá estar inscrita en un registro que para tales efectos lleve la Superintendencia.”.
Artículo 51
El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó el siguiente texto para el artículo 51:

“Artículo 51.- La superintendencia deberá levantar un informe con las observaciones y recomendaciones que le ameriten las auditorías. Si detectare infracciones que puedan ser objeto de sanción, deberá abrir el procedimiento sancionatorio correspondiente y formular los cargos que procedieren.”.
Artículo 52
El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó el siguiente texto para el artículo 52:

“Artículo 52.- La Superintendencia recibirá las denuncias y resolverá los reclamos que se formulen por los miembros de la comunidad educativa u otros directamente interesados y que se refieran a materias de su competencia, sin perjuicio de las acciones legales correspondientes.”.
Artículo 53
El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó el siguiente texto para el artículo 53:

“Artículo 53.- Para los efectos de esta ley, la denuncia es el acto escrito u oral por medio del cual una persona o grupo de personas interesadas y previamente individualizadas, ponen en conocimiento de la Superintendencia una eventual irregularidad, con el objeto de que ésta investigue y adopte las medidas que correspondan. 

Se entenderá por reclamo la petición formal realizada a la Superintendencia por alguna de las personas señaladas en el artículo anterior, en orden a que ésta resuelva la controversia existente entre el reclamante y alguna de las entidades fiscalizadas, apersonándose el reclamante en el  procedimiento.”.
Artículo 54
El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó el siguiente texto para el artículo 54:

“Artículo 54.- Formulada una denuncia o recibido un reclamo, la Superintendencia podrá abrir un período de información previo con el fin de conocer las circunstancias concretas del caso y la conveniencia de iniciar un procedimiento.”.
Artículo 55
El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó el siguiente texto para el artículo 55:

“Artículo 55.- En el caso de denuncia o reclamo respecto de los establecimientos particulares pagados, la Superintendencia podrá investigar y exigir la entrega de los antecedentes que corresponda.”.
Artículo 56
El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó el siguiente texto para el artículo 56:

“Artículo 56.- Admitida una denuncia o reclamo a tramitación, el Director Regional ordenará la apertura de un expediente y designará al funcionario encargado de su tramitación, quien notificará al denunciado o reclamado.”.
Artículo 57
El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó el siguiente texto para el artículo 57:

“Artículo 57.- El funcionario designado podrá citar a los interesados a una audiencia de mediación en la cual propondrá bases de arreglo para solucionar el conflicto. Las opiniones que emita en esa audiencia no lo inhabilitarán para seguir conociendo de la causa. 

Sin perjuicio de la facultad de la Superintendencia de resolver los conflictos que se susciten, y exceptuando las situaciones que de acuerdo a esta ley configuran infracciones graves, las partes podrán convenir a su costo que tales conflictos sean sometidos a mediación previa. 

No obstante lo anterior, tratándose de los establecimientos particulares pagados la excepción a que se refiere el inciso anterior no comprende las infracciones señaladas en los literales h), i) y j) del artículo 72 de la presente ley. 

Las partes convendrán el nombre del mediador, el que en todo caso, para ejercer como tal, deberá inscribirse en el registro que al efecto lleve la Superintendencia. 

Corresponderá a la Superintendencia fijar, mediante normas de general aplicación, los requisitos que deberán  cumplir  los mediadores a que se refiere este precepto, así como las normas generales de procedimiento a las que deberán sujetarse y las sanciones que podrá aplicar por su inobservancia. Dichas sanciones serán amonestación, multa hasta 1.000 unidades de fomento, suspensión hasta por 180 días o cancelación del registro.”.
Artículo 58
El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó el siguiente texto para el artículo 58:

“Artículo 58.- Las notificaciones a los interesados se realizarán por medio de carta certificada al domicilio que éstos fijen en la primera actuación, y se entenderán practicadas desde el tercer día desde la fecha de su despacho en la oficina de correos. Sin perjuicio de lo anterior, los interesados podrán registrar en la Superintendencia una dirección de correo electrónico en la cual recibir las notificaciones respectivas que, para todos los efectos legales, se entenderán practicadas al día hábil siguiente de su despacho.”.
Artículo 59
El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó el siguiente texto para el artículo 59:

“Artículo 59.- Un reglamento establecerá la forma de tramitación y los requisitos que deben cumplir las diligencias, actuaciones y las medidas precautorias que se decreten, debiendo velar porque se respete la igualdad de condiciones entre los involucrados, la facultad del reclamante de retirarse del procedimiento en cualquier momento, la bilateralidad de la audiencia, la imparcialidad y la transparencia del proceso.”.
Artículo 60
El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó el siguiente texto para el artículo 60:

“Artículo 60.- La Superintendencia deberá mantener un registro público con las estadísticas de denuncias y reclamos conocidos y resueltos.”.
Artículo 61
El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó el siguiente texto para el artículo 61:

“Artículo 61.- Si el Director Regional o el Superintendente, mediante resolución fundada, establece que la denuncia o reclamo carece manifiestamente de fundamentos, podrá imponer a quien lo hubiere formulado una multa no inferior a 1 UTM y no superior a 10 UTM, atendida la gravedad de la infracción imputada.”.
Artículo 62
El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó el siguiente texto para el artículo 62:

“Artículo 62.- Si se detectaren infracciones que pudieren significar contravención a la normativa educacional, el Director Regional competente, mediante resolución fundada, ordenará la instrucción de un procedimiento y designará un fiscal instructor encargado de su tramitación, de formular cargos, de investigar los hechos, solicitar informes, ponderar las pruebas y disponer toda otra diligencia que dé curso al procedimiento.”.
Artículo 63
El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó el siguiente texto para el artículo 63:

“Artículo 63.- Tratándose de denuncias derivadas del Ministerio de Educación o la Agencia, el Director Regional competente ordenará directamente la formulación de cargos y la instrucción del procedimiento.”.
Artículo 64
El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó el siguiente texto para el artículo 64:

“Artículo 64.- La resolución que ordena instruir el procedimiento deberá notificarse al sostenedor o a su representante legal, personalmente, por carta certificada o correo electrónico. Esta actuación debe constar en el expediente administrativo. 

La notificación por carta certificada se enviará al domicilio del establecimiento educacional donde hubieren ocurrido los hechos que dan origen a los cargos o al domicilio del Departamento de Administración de Educación de la Municipalidad o de la Corporación Municipal de que se trate, o el que corresponda, tratándose de otra entidad creada por ley. La notificación se entenderá practicada al tercer día hábil siguiente del despacho de correos.

La notificación por correo electrónico deberá enviarse a la dirección registrada por el sostenedor ante la Superintendencia, y se entenderá practicada al día hábil siguiente de su despacho.

En el caso de infracción a lo dispuesto en los artículos 72 letra b) y 73 letra b), la notificación también se efectuará al obligado a proporcionar la información que se solicite.”.
Artículo 65
El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó el siguiente texto para el artículo 65:

“Artículo 65.- Una vez notificado el sostenedor, de acuerdo al artículo anterior, el Director Regional podrá proponer al Superintendente, como medida precautoria, ordenar mediante resolución fundada la retención inmediata, ya sea total o parcial, del pago de la subvención y proporcional al daño causado, sólo en los casos señalados en las letras f), g) , h) y l) del artículo 72. El Ministerio de Educación deberá proceder en el sentido dispuesto por la Superintendencia. Las medidas precautorias tendrán una vigencia de hasta quince días corridos, pudiendo ser decretadas nuevamente si se mantienen las circunstancias que le dieron origen.
Esta medida sólo podrá ser dispuesta oyendo al afectado, y podrá ser impugnada dentro de los cinco días hábiles siguientes, sin suspender la tramitación del procedimiento administrativo principal. En tal caso, la Administración tendrá igual plazo para resolver.”.
Artículo 66
El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó el siguiente texto para el artículo 66:

“Artículo 66.- Formulados los cargos, la persona objeto del procedimiento tendrá un plazo de quince días, contado desde la fecha de la notificación, para presentar descargos y los medios de prueba que estime pertinentes.”.
Artículo 67
El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó el siguiente texto para el artículo 67:

“Artículo 67.- Presentados los descargos, o transcurrido el plazo para tal efecto, el fiscal instructor elaborará un informe y propondrá al Director Regional respectivo la aplicación de sanciones o el sobreseimiento, según corresponda.”.
Artículo 68
El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó el siguiente texto para el artículo 68:

“Artículo 68.- Corresponderá al Director Regional, de acuerdo al mérito de los antecedentes y por resolución fundada, sobreseer o aplicar las sanciones establecidas en el artículo siguiente.

La prueba que se rinda se apreciará de acuerdo a las reglas de la sana crítica.

Si correspondiere sancionar un hecho que constituya una infracción tanto a esta ley como al decreto fuerza de ley Nº 2, del Ministerio de Educación, de 1998, el Director Regional aplicará la sanción que corresponda como si se tratara de una sola infracción.”.
Artículo 69
El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó el siguiente texto para el artículo 69:

“Artículo 69.- Comprobada la infracción a la normativa educacional, y sin perjuicio de la responsabilidad penal que proceda, el Director Regional podrá aplicar las siguientes sanciones, de acuerdo a la naturaleza y gravedad de ellas:

a) Amonestación por escrito, en cuyo caso deberá señalarse el origen de la infracción administrativa, como asimismo el plazo dentro del cual deberá ser subsanada. 

b) Multa, de acuerdo a la siguiente proporción:

1. En el caso de las infracciones leves, las multas no excederán de 50 UTM. 

2. En el caso de infracciones menos graves, las multas no podrán exceder de 500 UTM. 

3. En el caso de infracciones graves, las multas no podrán exceder de 1000 UTM. 

La multa aplicada deberá ser proporcional a la matrícula total del establecimiento a la fecha de la infracción, al beneficio económico obtenido con ocasión de la infracción, a la intencionalidad de la comisión de la infracción y a la subvención mensual por alumno o los recursos que el establecimiento reciba regularmente.

Para los establecimientos educacionales regidos por los Títulos I y II del decreto con fuerza de ley Nº 2, del Ministerio de Educación, de 1998, se entenderá por subvención mensual por alumno la que resulte de aplicar sus artículos 9º, 9º bis y 11, según corresponda.

Para los establecimientos educacionales regidos por el Título II de la ley señalada, la aplicación de la multa se aumentará según el cobro mensual promedio del establecimiento.

En el caso de los establecimientos educacionales regidos por los Títulos I y II del decreto con fuerza de ley Nº 2, del Ministerio de Educación, de 1998, la multa no podrá ser inferior al 5% ni exceder el 50% de la subvención mensual por alumno matriculado. Iguales porcentajes mínimos y máximos se aplicarán adicionalmente sobre el cobro mensual promedio del establecimiento, en el caso de los establecimientos educacionales regidos por el Título II de la señalada ley.

Para los establecimientos de educación técnico-profesional regidos por el decreto ley Nº 3.166, de 1980, la multa deberá ser proporcional al promedio mensual de los recursos que se les asignen con el objeto de financiar su operación y funcionamiento.

Para los establecimientos particulares pagados, la multa será proporcional al promedio mensual de los cobros por motivo de arancel y matrícula.

c) Privación temporal de la subvención, la que podrá ser total o parcial. La privación de la subvención no podrá exceder de 12 meses consecutivos.

d) Privación definitiva de la subvención.

e) Inhabilitación temporal o a perpetuidad de la calidad de sostenedor y para mantener o participar en cualquier forma en la administración de establecimientos educacionales, la que se entenderá aplicada a sus representantes legales y administradores.

f) Revocación del reconocimiento oficial.”.
Artículo 70
El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó el siguiente texto para el artículo 70:

“Artículo 70.- En caso que la Superintendencia disponga la sanción de privación de la subvención, inhabilidad del sostenedor o revocación del reconocimiento oficial del Estado, deberá enviar al Ministerio de Educación los antecedentes que correspondan para su aplicación y posterior inclusión en el registro correspondiente.”.
Artículo 71
El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó el siguiente texto para el artículo 71:

“Artículo 71.- Los hechos, actos u omisiones que constituyen infracciones administrativas serán graves, menos graves y leves.”.
Artículo 72
El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó el siguiente texto para el artículo 72:

“Artículo 72.- Son infracciones graves:

a) No efectuar la rendición de cuentas en la forma que determina la ley.

b) No entregar la información solicitada por el Ministerio de Educación, la Agencia o la Superintendencia conforme a la normativa educacional. 

c) Incumplir alguno de los requisitos exigidos para mantener el reconocimiento oficial del Estado.

d) Incumplir reiteradamente los estándares de aprendizaje exigidos en conformidad a las leyes. Esta infracción sólo podrá ser sancionada con la revocación del reconocimiento oficial.

e) Alterar los resultados de las mediciones de aprendizaje.

f) Impedir, entorpecer u obstaculizar la fiscalización de la Superintendencia.

g) Realizar acciones dolosas destinadas a obtener la subvención educacional, tales como alterar la asistencia media o la matrícula de los alumnos.

h) Cobrar indebidamente derechos de escolaridad.

i) Hacer obligatorio el pago de matrícula u otros cobros que tengan carácter voluntario.

j) Exigir, por medio de terceros, cobros o aportes económicos prohibidos en la ley.

k) Incurrir en atraso reiterado en el pago de las remuneraciones, cotizaciones provisionales y de salud de su personal, sin perjuicio de las facultades que sobre la materia detentan otros órganos.

l) Toda otra que haya sido expresamente calificada como grave en el decreto con fuerza de ley Nº 2, del Ministerio de Educación, de 1998, y en la normativa educacional.”.
Artículo 73
El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó el siguiente texto para el artículo 73:

“Artículo 73.- Son infracciones menos graves: 

a) Efectuar tardía o incompletamente la rendición de cuenta.

b) Entregar la información requerida por la Superintendencia en forma incompleta o inexacta.

c) Infringir los deberes y derechos establecidos en la normativa educacional que no sean calificados como infracción grave.

d) Cobrar indebidamente valores superiores a los establecidos.

e) No prestar el servicio educativo en conformidad a la ley, los reglamentos y los convenios respectivos.

f) Toda otra infracción que sea expresamente calificada como tal en el decreto con fuerza de ley Nº 2, del Ministerio de Educación, de 1998, y en la normativa educacional.

En caso de infracciones que tengan el carácter de menos graves, sólo podrán aplicarse las sanciones de amonestación y multa establecidas en esta ley.”.
Artículo 74
El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó el siguiente texto para el artículo 74:

“Artículo 74.- Son infracciones leves aquellas en que incurran los sostenedores o establecimientos educacionales contra la normativa educacional y que no tengan señalada una sanción especial.

Las infracciones leves sólo serán sancionadas si no fueren subsanadas en el plazo que prudencialmente conceda al efecto el fiscalizador de la Superintendencia.

En este caso, podrán ser amonestados o sancionados con multa, a beneficio fiscal.”.
Artículo 75
El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó el siguiente texto para el artículo 75:

“Artículo 75.- Constituyen circunstancias atenuantes de responsabilidad administrativa:

a) Subsanar los incumplimientos reportados por la Superintendencia, dentro del plazo de treinta días contados desde la notificación. 

b) Que no le haya sido impuesta una de las sanciones previstas en la normativa educacional en los últimos seis años, por una infracción grave; en los últimos cuatro, por una menos grave, y en los últimos dos, por una leve.

c) Concurrir a las oficinas de la Superintendencia y denunciar estar cometiendo, por sí, cualquier infracción a la normativa educacional.

La circunstancia señalada en la letra c) sólo procederá cuando el sostenedor suministre información precisa, verídica y comprobable respecto de los hechos que constituyen la infracción y ponga fin, de inmediato, a los mismos.”.
Artículo 76
El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó el siguiente texto para el artículo 76:

“Artículo 76.- Se considerarán circunstancias agravantes de responsabilidad: 

a) La no concurrencia de los sostenedores, representantes, administradores y dependientes de las instituciones fiscalizadas a las citaciones a declarar efectuadas por la Superintendencia, conforme a lo dispuesto en el artículo 47 letra f).

b) El incumplimiento reiterado de las instrucciones formuladas por la Superintendencia. Se entenderá que son reiterados aquellos incumplimientos que, en un mismo año calendario, se repitan en dos o más ocasiones.

c) Haber sido sancionado con antelación en virtud de alguno de los procesos administrativos previstos en la normativa educacional vigente, en los términos establecidos en la letra b) del artículo anterior.

En el caso de la letra c) de este artículo, la multa deberá ser aumentada hasta el doble, como máximo, conforme a los criterios señalados en el artículo 69 letra b).”.
Artículo 77
El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó el siguiente texto para el artículo 77:

“Artículo 77.- La sanción de multa no impide la aplicación de la inhabilitación temporal o perpetua de la calidad de sostenedor, ni la de revocación del reconocimiento oficial del Estado.”.
Artículo 78
El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó el siguiente texto para el artículo 78:

“Artículo 78.- Tratándose de multa aplicada a establecimientos educacionales subvencionados o que reciban aportes del Estado, el pago de la misma se efectuará mediante el descuento, total o en cuotas, de la multa correspondiente de la subvención mensual a percibir. En el caso de establecimientos particulares pagados, las multas deberán ser pagadas en la Tesorería General de la República.

Un reglamento fijará la forma, modalidad y oportunidad del pago de la multa impuesta, así como su reintegro en los casos que corresponda.

Las multas impuestas por la Superintendencia serán de beneficio fiscal.

El retardo en el pago de toda multa que aplique la Superintendencia, en conformidad a la ley, devengará los intereses y reajustes establecidos en el artículo 53 del Código Tributario.”.
Artículo 79
El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó el siguiente texto para el artículo 79:

“Artículo 79.- En caso que la Superintendencia disponga la sanción de revocación del reconocimiento oficial del Estado, el Ministerio de Educación deberá adoptar todas las medidas que resulten pertinentes para asegurar el derecho a la educación de los alumnos, en coordinación con las facultades que detenta esta Superintendencia.”.
Artículo 80
El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó el siguiente texto para el artículo 80:

“Artículo 80.- En contra de la resolución del Director Regional que aplique cualquiera de las sanciones señaladas, procederán los recursos administrativos que establece la ley Nº 19.880.”.
Artículo 81
El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó el siguiente texto para el artículo 81:
“Artículo 81.- Los afectados que estimen que las resoluciones del Superintendente no se ajustan a la normativa educacional podrán reclamar ante la Corte de Apelaciones correspondiente, dentro del plazo de quince días, contado desde la notificación de la resolución que se impugna, para que las deje sin efecto.

La Corte deberá pronunciarse en cuenta sobre la admisibilidad del recurso.

Admitido el recurso, la Corte de Apelaciones dará traslado de éste a la Superintendencia, notificándola por oficio, y ésta dispondrá del plazo de quince días, contado desde que se notifique la apelación interpuesta, para evacuar el informe respectivo.

Evacuado el traslado por la Superintendencia, o vencido el plazo de que dispone para emitir su informe, la Corte ordenará traer los autos en relación y la causa se agregará extraordinariamente a la tabla de la audiencia más próxima, previo sorteo de la Sala. 

La Corte dictará sentencia dentro del término de quince días, la cual podrá ser apelada ante la Corte Suprema dentro del plazo de diez días hábiles, la que resolverá en cuenta.”.
Artículo 82
El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó el siguiente texto para el artículo 82:

“Artículo 82.- Contra la sanción de amonestación no procederá recurso administrativo alguno.”.
Artículo 83
El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó el siguiente texto para el artículo 83:

“Artículo 83.- La Superintendencia no podrá aplicar ningún tipo de sanción luego de transcurridos cuatro años desde la fecha en que hubiere terminado de cometerse el hecho. El inicio de la investigación respectiva suspenderá este plazo de prescripción.

Todo proceso que inicie la Superintendencia deberá concluir en un plazo que no exceda los dos años.”.
Artículo 84
El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó el siguiente texto para el artículo 84:

“Artículo 84.- La Superintendencia de Educación, mediante resolución fundada, podrá nombrar un administrador provisional para que asuma las funciones que competen al sostenedor de un establecimiento educacional subvencionado o que reciba aportes del Estado, con el objeto de asegurar el adecuado funcionamiento de dicho establecimiento y la continuidad del servicio educativo.

El administrador provisional durará en su cargo sólo hasta el término del año escolar en curso, salvo lo establecido en el inciso segundo del artículo 91.”.
Artículo 85
El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó el siguiente texto para el artículo 85:

“Artículo 85.- No podrán ser nombrados como administrador provisional de un establecimiento educacional:

a) El cónyuge, los parientes hasta el cuarto grado de consanguinidad o segundo de afinidad del sostenedor del establecimiento educacional y de quienes hayan sido directores titulares o administradores de la persona jurídica.

b) Los acreedores o deudores del sostenedor o que tengan algún interés pecuniario directo en empresas relacionadas.

c) Los administradores de bienes del sostenedor.

Sin perjuicio de lo anterior, regirán respecto de estas personas las inhabilidades de los artículos 54 y siguientes del decreto con fuerza de ley Nº 1/19.653, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, de 2001, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado.”.
Artículo 86
El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó el siguiente texto para el artículo 86:

“Artículo 86.- Sólo se podrá nombrar un administrador provisional en los siguientes casos:

a) Cuando el establecimiento educacional se mantenga en la categoría de Desempeño Insatisfactorio por más de cuatro años consecutivos y exista riesgo de afectar la continuidad del año escolar.

b) Cuando el sostenedor se ausente injustificadamente, poniendo en riesgo la continuidad del año escolar.

c) Cuando, por razones imputables al sostenedor, se haga imposible la mantención del servicio educativo a consecuencia de sanciones, medidas precautorias, embargos, ejecuciones, retiros que afecten al establecimiento educacional o a su mobiliario.

d) Cuando exista atraso reiterado en el pago de las remuneraciones, cotizaciones previsionales o de salud del personal del establecimiento. Se entenderá por atraso reiterado la mora total o parcial en el pago de dos meses consecutivos o de tres en un período de seis.

e) Cuando, por causa imputable al sostenedor, se suspendan los servicios básicos para el buen funcionamiento del local escolar. Se entenderá por suspensión reiterada la no disponibilidad del servicio básico en un período de tres días hábiles consecutivos o cinco días hábiles en un período de seis meses. 

El nombramiento del administrador provisional en los casos señalados en las letras b), c) y d), será una atribución privativa e indelegable del Superintendente.”.
Artículo 87
El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó el siguiente texto para el artículo 87:

“Artículo 87.- Al asumir sus funciones el administrador provisional levantará un acta que dé cuenta del estado administrativo y financiero del establecimiento educacional, que será entregada a la Superintendencia.

Además, dentro de los veinte días siguientes a su nombramiento, deberá presentar un plan de trabajo, que deberá ser aprobado por el Superintendente.

El administrador provisional deberá presentar informes trimestrales de avance de su gestión y dar cuenta documentada de ella al Superintendente de Educación al término de sus funciones.

Una vez que la rendición de cuenta haya sido aprobada por la Superintendencia, ella será incorporada a un registro de carácter público, de conformidad a lo dispuesto en el reglamento.

El administrador provisional responderá de la culpa leve en su administración.”.
Artículo 88
El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó el siguiente texto para el artículo 88:

“Artículo 88.- Desde la fecha de designación del administrador provisional, el sostenedor del establecimiento será sustituido por éste para todos los efectos legales, quedando inhabilitado para percibir la subvención educacional.

Sin perjuicio de lo anterior, el sostenedor será responsable de todas las obligaciones que se hubieren generado en virtud del funcionamiento del establecimiento educacional con antelación al inicio de la administración provisional.

El nombramiento de administrador provisional procederá sin perjuicio de hacer efectiva la garantía establecida en el artículo 56 del decreto con fuerza de ley Nº 2, del Ministerio de Educación, de 1998.”.
Artículo 89
El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó el siguiente texto para el artículo 89:

“Artículo 89.- El administrador provisional asumirá las facultades que competen al sostenedor del establecimiento educacional en el cual desempeñará su cargo y tendrá las facultades consignadas en el artículo 2.132 del Código Civil.

Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso anterior, el administrador provisional tendrá, especialmente, las siguientes facultades:

a) Asumir la representación legal del establecimiento, sea particular subvencionado, municipal o cuyo sostenedor sea otra entidad creada por ley.

b) Asegurar la continuidad escolar y la disponibilidad de matrícula para los alumnos del establecimiento, de conformidad a lo establecido en esta ley.

c) Percibir y administrar los recursos de que trata el decreto con fuerza de ley Nº 2, del Ministerio de Educación, de 1998.

d) Pagar las obligaciones derivadas del servicio educacional desde el momento que asume sus funciones, con el límite de los recursos que reciba para su gestión, de acuerdo a las prioridades que establezca y considerando el buen desempeño del establecimiento educacional.

e) Poner término a la relación laboral del personal del establecimiento educacional.

f) Constituir prenda sobre los bienes del establecimiento a fin de garantizar su buen funcionamiento. 

g) Devolver la administración de los bienes al sostenedor al término de su gestión.

Las facultades del administrador provisional serán indelegables.”.
Artículo 90
El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó el siguiente texto para el artículo 90:

“Artículo 90.- El nombramiento de un administrador provisional, en el caso de la letra a) del artículo 86, podrá tener por objeto hacer efectiva la revocación del reconocimiento oficial del establecimiento, siempre que existan establecimientos cercanos que impartan el mismo nivel educativo, clasificados en una categoría superior.

Para proceder a cerrar el establecimiento el administrador provisional deberá dar continuidad al servicio educativo, por el período que reste hasta el término del año escolar, asegurando la matrícula disponible a los alumnos para el año escolar siguiente en otros establecimientos educacionales.”.
Artículo 91
El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó el siguiente texto para el artículo 91:

“Artículo 91.- El administrador provisional tendrá facultades para reestructurar un establecimiento educacional, siempre que se trate de establecimientos educacionales administrados por municipalidades, sea directamente o por sus corporaciones municipales, o administrados por otras entidades creadas por ley, y no existan establecimientos cercanos que impartan el mismo nivel educativo, clasificados en mejor categoría.

El administrador provisional se hará cargo de las obligaciones legales hasta la entrega del establecimiento educacional a la municipalidad o corporación respectiva, o a la entidad creada por ley que corresponda, la que deberá materializarse dentro del plazo de tres años, contado desde la fecha de su nombramiento.”.
Artículo 92
El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó el siguiente texto para el artículo 92:

“Artículo 92.- Para los efectos de lo dispuesto en este Párrafo, se entiende por establecimientos cercanos, aquellos cuyo sostenedor sea una municipalidad, una corporación municipal u otra entidad creada por ley, o los establecimientos particulares subvencionados gratuitos, que acepten a esos alumnos sin proceso de selección, y que se encuentren emplazados en la misma comuna y tengan matrícula disponible para atender las necesidades educativas que se generen, salvo que estén ubicados en zonas de aislamiento geográfico o de difícil acceso.”.
Artículo 93
El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó el siguiente texto para el artículo 93:

“Artículo 93.- Ningún establecimiento podrá ser objeto de reestructuración más de dos veces en un período de diez años.

Si el establecimiento educacional resulta clasificado como insatisfactorio después de finalizada la segunda reestructuración dentro de tal período, la Agencia de Calidad comunicará la situación a la Superintendencia para que ésta inicie el procedimiento administrativo para revocar el reconocimiento oficial del establecimiento.”.
Artículo 94
El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó el siguiente texto para el artículo 94:

“Artículo 94.- Créase un Registro Público de Administradores Provisionales, a cargo de la Superintendencia, que incluirá las personas, naturales y jurídicas, habilitadas para cumplir las funciones de administrador provisional.

Un reglamento determinará los requisitos que deberán cumplir las personas para el ingreso y permanencia en el registro o subregistros que se creen; procedimiento de selección, mecanismos de evaluación y acreditación de ellas; tiempo de duración en el registro, y causales que originan la salida de éste, a fin de asegurar la idoneidad del administrador provisional y la efectividad de su gestión.”.
Artículo 95
El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó el siguiente texto para el artículo 95:

“Artículo 95.- Los honorarios del administrador provisional serán pagados con cargo a la subvención que le corresponda recibir al establecimiento, conforme a la ley. En la parte no cubierta por estos recursos, será cubierta por la Superintendencia.”.
Artículo 96
El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó el siguiente texto para el artículo 96:

“Artículo 96.- Un funcionario de la exclusiva confianza del Presidente de la República, con el título de Superintendente de Educación, será el Jefe Superior de la Superintendencia y tendrá la representación judicial y extrajudicial de la misma. Dicho funcionario estará afecto al Sistema de Alta Dirección Pública, establecido en la ley N° 19.882.”.
Artículo 97
El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó el siguiente texto para el artículo 97:

“Artículo 97.- Corresponderá al Superintendente, especialmente:

a) Planificar, organizar, dirigir, coordinar y controlar el funcionamiento de la Superintendencia y ejercer, respecto de su personal, las atribuciones propias de su calidad de Jefe Superior de Servicio.

b) Dictar los reglamentos internos necesarios para el buen funcionamiento de la Superintendencia.

c) Ejecutar los actos y celebrar los convenios necesarios para el cumplimiento de los objetivos del Servicio. En el ejercicio de estas facultades podrá administrar, adquirir y enajenar bienes de cualquier naturaleza.

d) Nombrar y remover al personal del Servicio, de conformidad a la presente ley y a las normas estatutarias.

e) Delegar atribuciones o facultades específicas en funcionarios de su dependencia, de conformidad a la ley.

f) Contratar las labores operativas de inspección o verificación del cumplimiento de las normas de su competencia a terceros idóneos debidamente certificados conforme al reglamento respectivo.

g) Interpretar administrativamente, en materias de su competencia, las leyes, reglamentos y normas técnicas que rigen las entidades y materias fiscalizadas, elaborar instrucciones de general aplicación y dictar órdenes para su cumplimiento.

h) Conocer y resolver los recursos que la ley establece.

i) Imponer las sanciones y multas que establece la presente ley y las demás disposiciones legales que regulen la actividad educacional e informar de éstas al Ministerio de Educación, para que sean incorporadas en el registro correspondiente.

j) Ejercer las demás atribuciones que le encomienden las leyes y reglamentos.

Sin perjuicio de las facultades fiscalizadoras que esta ley le confiere, el Superintendente deberá poner en conocimiento de los demás organismos fiscalizadores los antecedentes de que disponga o de que tome conocimiento, para que éstos ejerzan a su vez las facultades que les sean propias.”.
Artículo 98
El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó el siguiente texto para el artículo 98:

“Artículo 98.- La Superintendencia se desconcentrará territorialmente a través de Direcciones Regionales, de conformidad a lo establecido en la ley.”.
Artículo 99
El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó el siguiente texto para el artículo 99:

“Artículo 99.- El personal de la Superintendencia se regulará por las normas de esta ley, por el decreto con fuerza de ley a que se refiere el artículo tercero transitorio y por los reglamentos que de conformidad a ella se dicten. Supletoriamente, le serán aplicables las normas del decreto con fuerza de ley N° 29, del Ministerio de Hacienda, de 2005, sobre Estatuto Administrativo.”.
Artículo 100
El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó el siguiente texto para el artículo 100:

“Artículo 100.- El Superintendente, con sujeción a la planta de personal, establecerá su organización interna y determinará las denominaciones y funciones que correspondan a cada una de las unidades establecidas para el cumplimiento de las funciones que le sean asignadas, como asimismo el personal adscrito a tales unidades.

El personal a contrata de la Superintendencia podrá desempeñar funciones de carácter directivo o de jefatura, las que serán asignadas, en cada caso, por el Superintendente. El personal a que se asigne tales funciones no podrá exceder del 7% del personal a contrata de la Superintendencia.

El personal que preste servicios sobre la base de honorarios, se considerará comprendido en la disposición del artículo 260 del Código Penal.”.
Artículo 101
El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó el siguiente texto para el artículo 101:

Artículo 101.- El Superintendente podrá solicitar en comisión de servicios a funcionarios especializados de los distintos órganos e instituciones de la administración civil del Estado, sin que rijan las limitaciones establecidas por las disposiciones legales o reglamentarias vigentes.”.
Artículo 102

El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó el siguiente texto para el artículo 102:

“Artículo 102.- El personal de la Superintendencia deberá guardar absoluta reserva y secreto de las informaciones de las cuales tome conocimiento en el cumplimiento de sus labores, sin perjuicio de las informaciones y certificaciones que deba proporcionar de conformidad a la ley. Las infracciones a esta norma serán consideradas falta grave para efectos administrativos, lo que no obsta a las sanciones penales que procedan.”.
Artículo 103
El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó el siguiente texto para el artículo 103:

“Artículo 103.- El personal de la Superintendencia tendrá prohibición absoluta de prestar a las entidades sujetas a su fiscalización otros servicios que los señalados en la ley, ya sea en forma directa o indirecta. Cualquiera infracción a esta norma será constitutiva de falta grave para los efectos de establecer su responsabilidad administrativa, sin perjuicio de las demás sanciones que procedan de conformidad a la ley.”.
Artículo 104
El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó el siguiente texto para el artículo 104:

“Artículo 104.- Sin perjuicio de las causales previstas en el decreto con fuerza de ley N° 29, del Ministerio de Hacienda, de 2005, sobre Estatuto Administrativo, para la cesación del cargo de personal de carrera, se podrá declarar la vacancia por las siguientes causales: 

a) Necesidades de la Superintendencia, determinadas por el Jefe Superior del Servicio una vez al año y fundadas en razones vinculadas al buen, oportuno y eficiente funcionamiento de la Superintendencia.

Anualmente, los Altos Directivos Públicos del II nivel jerárquico de la Superintendencia, a más tardar en el mes de diciembre, efectuarán, en conjunto, una evaluación sobre la marcha de la institución en función de su misión institucional y los objetivos estratégicos fijados. Los resultados de dicha evaluación servirán de base para que el Superintendente ejerza la facultad a que se refiere este literal. Un reglamento fijará los procedimientos que se adopten y la forma y oportunidad en que se recepcione la información y antecedentes requeridos al efecto.

b) Evaluación de desempeño en lista condicional. 

El personal que cese en sus funciones por aplicación de la causal prevista en el literal a) precedente, tendrá derecho a la indemnización contemplada en el artículo 154 del decreto con fuerza de ley N° 29, del Ministerio de Hacienda, de 2005, sobre Estatuto Administrativo.”.
Artículo 105
El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó el siguiente texto para el artículo 105:

“Artículo 105.- El personal de la Superintendencia que detente cargos directivos y profesionales de los tres primeros niveles jerárquicos deberá desempeñarse con dedicación exclusiva. Sin perjuicio de lo anterior, podrá realizar labores docentes en los términos del artículo 8° de la ley N° 19.863, ejercer los derechos que le atañen personalmente, percibir los beneficios de seguridad social de carácter irrenunciable y los emolumentos que provengan de la administración de su patrimonio.”.
Artículo 106
El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó el siguiente texto para el artículo 106:

“Artículo 106.- La Superintendencia estará sometida a la fiscalización de la Contraloría General de la República exclusivamente en lo que concierne al examen de las cuentas de entradas y gastos.”.
Artículo 107
El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó el siguiente texto para el artículo 107:

“Artículo 107.- El patrimonio de la Superintendencia estará constituido por:

a) Los aportes que anualmente le asigne la Ley de Presupuestos;

b) Los recursos otorgados por leyes especiales;

c) Los bienes muebles e inmuebles, corporales e incorporales, que se le transfieran o que adquiera a cualquier título;

d) Los frutos, rentas e intereses de sus bienes y servicios; 

e) Las herencias y legados que acepte, lo que deberá hacer con beneficio de inventario. Dichas asignaciones hereditarias estarán exentas de toda clase de impuestos y de todo gravamen o pago que les afecten;

f) Los ingresos que perciba por los servicios que preste, y

g) Los aportes de la cooperación internacional que reciba a cualquier título.

La Superintendencia estará sujeta a las normas del decreto ley N° 1.263, de 1975, sobre Administración Financiera del Estado, y sus disposiciones complementarias.”.
ANÁLISIS Y VOTACIÓN DE LA PROPOSIÓN DEL EJECUTIVO PARA EL TITULO III DE LA INICIATIVA DE LEY EN INFORME

En sesión posterior, el Ejecutivo presentó una propuesta para el Título III, correspondiente a la Superintendencia de Educación, del siguiente tenor:

“TÍTULO III

DE LA SUPERINTENDENCIA DE EDUCACIÓN

Párrafo 1º
Objeto y atribuciones

Artículo 47.- Créase la Superintendencia de Educación, en adelante “la Superintendencia”, servicio público funcionalmente descentralizado y territorialmente desconcentrado, dotado de personalidad jurídica y patrimonio propio y que se relaciona con el Presidente de la República por intermedio del Ministerio de Educación.

La Superintendencia constituye una institución fiscalizadora en los términos del decreto ley Nº 3.551, de 1981, y estará afecta al Sistema de Alta Dirección Pública.

El domicilio de la Superintendencia será la ciudad de Santiago, sin perjuicio de las Direcciones Regionales que constituya.

Artículo 48.- El objeto de la Superintendencia será fiscalizar, de conformidad a la ley, que los sostenedores de establecimientos educacionales reconocidos oficialmente por el Estado se ajusten a las leyes, reglamentos e instrucciones que dicte la Superintendencia, en adelante “la normativa educacional”. Asimismo, fiscalizará la legalidad del uso de los recursos por los sostenedores de los establecimientos que reciban aporte estatal, y respecto de los sostenedores de los establecimientos particulares pagados fiscalizará, sólo en el caso de denuncia. Además, proporcionará información, en el ámbito de su competencia, a las comunidades educativas y otros usuarios e interesados, y atenderá las denuncias y reclamos de éstos, estableciendo las sanciones que en cada caso corresponda.
Las instrucciones que dicte la Superintendencia deberán resguardar el derecho a la educación, la libertad de enseñanza y los principios establecidos en el artículo 3° de la ley N° 20.370, General de Educación.
Si en el ejercicio de sus atribuciones la Superintendencia toma conocimiento de infracciones a otras normas legales que no integran la normativa educacional, deberá informar a los órganos fiscalizadores correspondientes. La Superintendencia no podrá iniciar procesos sancionatorios por infracciones a normas legales que no integran la normativa educacional. 

Artículo 49.- Para el cumplimiento de sus funciones, la Superintendencia tendrá las siguientes atribuciones:

a) Fiscalizar que los establecimientos educacionales y sus sostenedores reconocidos oficialmente cumplan con la normativa educacional.

b) Fiscalizar la rendición de la cuenta pública del uso de los recursos, de acuerdo al Párrafo 3º de este Título, a través de procedimientos contables simples generalmente aceptados. Dichas rendiciones consistirán en un estado anual de resultados que contemple, de manera desagregada, todos los ingresos y gastos de cada establecimiento. Dichos antecedentes estarán, también, a disposición de la comunidad educativa a través del Consejo Escolar.
c) Realizar y ordenar auditorías al estado anual de resultados mencionado en la letra anterior.

d) Ingresar a los establecimientos educacionales y dependencias del sostenedor que tengan relación con la administración del establecimiento educacional, a objeto de realizar las funciones que le son propias. En el ejercicio de esta atribución, los funcionarios de la Superintendencia no podrán impedir el normal desenvolvimiento de las actividades pedagógicas del establecimiento educacional.

Respecto de los establecimientos educacionales particulares pagados, el ejercicio de esta atribución exigirá la existencia de una denuncia o reclamo conforme al Párrafo 4º del Título III, salvo que se trate de la verificación del cumplimiento de los requisitos exigidos para mantener el reconocimiento oficial del Estado. Para dicho caso, la Superintendencia no podrá examinar las operaciones, bienes, libros y cuentas de la entidad fiscalizada.

e) Acceder a cualquier documento, libro o antecedente que sea necesario para fines de fiscalización, sin impedir el normal desarrollo de las actividades pedagógicas del mismo, y examinar, por los medios que estime del caso, todas las operaciones, bienes, libros, cuentas, archivos y documentos de las personas o entidades fiscalizadas, y disponer de todos los antecedentes que juzgue necesarios para la mejor fiscalización. La Superintendencia, mediante resolución, determinará aquellos libros, archivos y documentos que deberán estar permanentemente disponibles para su examen en el propio establecimiento educacional. Las mismas facultades, y en los mismos términos, tendrá la Superintendencia respecto de los terceros que administren los establecimientos educacionales.

Respecto de los establecimientos educacionales particulares pagados, el ejercicio de esta atribución exigirá la existencia de una denuncia o reclamo conforme al Párrafo 4º del Título III. 

f) Citar a declarar a los representantes legales, administradores y dependientes de las instituciones fiscalizadas respecto de algún hecho que estime necesario para resolver alguna denuncia que esté conociendo o cuando de oficio, en un procedimiento administrativo, lo determine en cumplimiento de sus funciones. Las mismas facultades, y en los mismos términos, tendrá la Superintendencia respecto de los terceros que administren establecimientos educacionales. La citación deberá considerar los horarios internos que posea la institución fiscalizada.
Respecto de los establecimientos educacionales particulares pagados, el ejercicio de esta atribución exigirá la existencia de una denuncia o reclamo conforme al Párrafo 4º del Título III, salvo que se trate de la verificación del cumplimiento de los requisitos exigidos para mantener el reconocimiento oficial del Estado.

g) Absolver consultas, investigar y resolver denuncias que los distintos miembros de la comunidad escolar presenten. 

h) Recibir reclamos y actuar como mediador respecto de ellos.

i) Formular cargos, sustanciar su tramitación y resolver los procesos que se sigan respecto de todos los incumplimientos o infracciones a la normativa educacional, así como de los que conozca por la vía de denuncias del público o por denuncia que formule el Ministerio de Educación u otros órganos públicos.

j) Disponer el nombramiento de un administrador provisional para la gestión de los establecimientos educacionales subvencionados o que reciban aportes del Estado, en los casos que determine la presente ley. 

k) Fiscalizar el cumplimiento de los requisitos exigidos para mantener el reconocimiento oficial del Estado como establecimiento educacional y, cuando corresponda, remitir los antecedentes al Ministerio de Educación para que éste, en un plazo no superior al término del año escolar, proceda a la revocación del reconocimiento señalado. 

l) Imponer las sanciones correspondientes por infracción a la normativa educacional, así como aquellas que proponga la Agencia de Calidad de la Educación. 

m) Aplicar e interpretar administrativamente la normativa educacional, cuyo cumplimiento le corresponde vigilar, e impartir instrucciones fundadas de general aplicación al sector sujeto a su fiscalización, sin perjuicio del ejercicio de las facultades propias del Ministerio de Educación. Las instrucciones y resoluciones que emanen de la Superintendencia serán obligatorias a partir de su publicación y deberán ser sistematizadas, de tal forma de facilitar el acceso y conocimiento de ellas por parte del sujeto a su fiscalización.

La Superintendencia deberá publicar en su sitio web un registro de fácil acceso y comprensión con todas las obligaciones que en virtud de la normativa educacional les sean aplicables a los establecimientos educacionales. 

n) Elaborar índices, estadísticas y estudios relativos al sistema educativo y efectuar publicaciones en el ámbito de su competencia.

ñ) Requerir de los sostenedores y docentes directivos de los establecimientos educacionales u otros organismos públicos, en el ámbito de sus atribuciones, la información pertinente para el cumplimiento de sus funciones. Asimismo, podrá recoger la información proporcionada por las instituciones, procesarla cuando corresponda, y distribuirla anualmente a los distintos usuarios.

Quienes sean requeridos en virtud de este literal podrán solicitar por escrito a la Superintendencia, dentro de los dos días siguientes, que reconsidere el plazo para la entrega de la información solicitada, cuando fundadamente acrediten que dicho requerimiento, por su volumen o complejidad, les impide dar cumplimiento a sus labores habituales. La Superintendencia resolverá esta reconsideración, en única instancia, en un plazo máximo de diez días, contados desde la respectiva presentación.

o) Poner a disposición del público la información que, con motivo del ejercicio de sus funciones, recopile respecto de establecimientos educacionales, sostenedores, docentes, estudiantes y demás integrantes de la comunidad educativa, siempre que su publicidad, comunicación o conocimiento no afecte los derechos de las personas, particularmente tratándose de su seguridad, su salud o la esfera de su vida privada. Asimismo, la Superintendencia podrá crear y administrar los registros que sean necesarios para ejercer sus funciones.

p) Convenir con otros organismos de la Administración del Estado o con entidades privadas, la realización de acciones específicas y la prestación de servicios que permitan cumplir sus funciones.

q) Asesorar técnicamente al Ministerio de Educación y a otros organismos en materias de su competencia.

r) Capacitar a los sostenedores con el fin de realizar una adecuada rendición de cuenta pública del uso de los recursos.

s) Realizar las demás funciones que le encomienden las leyes o los reglamentos.

Artículo 50.- Las facultades señaladas en el artículo anterior, no obstarán a aquellas facultades generales de fiscalización que le correspondan a la Contraloría General de la República, en el ámbito de su competencia.

Párrafo 2º

De la fiscalización

Artículo 51.- En el ejercicio de sus facultades de fiscalización, la Superintendencia actuará de oficio o a petición de interesado.

La Superintendencia formulará cargos e instruirá el respectivo procedimiento en caso de verificar la existencia de una o más contravenciones a la normativa educacional.

En el caso de denuncias que le comuniquen el Ministerio de Educación o la Agencia de Calidad, la Superintendencia ordenará directamente la formulación de cargos y la instrucción del respectivo proceso.

Artículo 52.- Para los efectos de la presente ley, el personal de la Superintendencia habilitado como fiscalizador tendrá también el carácter de ministro de fe respecto de todas las actuaciones que realice en el ejercicio de sus funciones y que consten en el acta de fiscalización, dentro de las cuales podrá tomar declaraciones bajo juramento. Los hechos constatados por los funcionarios y sobre los cuales deban informar, de oficio o a requerimiento, podrán constituir presunción legal de veracidad para todos los efectos de la prueba judicial.

Las acciones de fiscalización podrán llevarse a efecto cualquier día hábil en horario de jornada laboral, siempre que no se impida con ellas el normal desarrollo de las actividades pedagógicas del establecimiento educacional. Los entes fiscalizados deberán otorgar todas las facilidades que sean requeridas por los referidos funcionarios. 

La Superintendencia deberá procurar que los procesos de fiscalización que lleve a cabo se coordinen con aquellos que, en el ejercicio de sus competencias, lleven a cabo los diversos órganos de la Administración del Estado, de manera de evitar distraer indebidamente la labor educativa en los establecimientos educacionales.

En el ejercicio de la labor fiscalizadora los funcionarios de la Superintendencia deberán siempre informar al sujeto fiscalizado de la materia específica objeto de la fiscalización y de la normativa pertinente, dejar copia íntegra de las actas levantadas, realizando las diligencias estrictamente indispensables y proporcionales al objeto de fiscalización. Los sujetos fiscalizados podrán denunciar conductas abusivas de funcionarios ante el Superintendente.

Artículo 53.- Con el objeto de facilitar la fiscalización de las disposiciones de esta ley los sostenedores deberán enviar, dentro de los cinco días posteriores al segundo mes de comenzado el año escolar, un listado de los alumnos matriculados por curso, que considere su cédula nacional de identidad, nombres y apellidos. Del mismo modo deberán informar cuando, en el curso del año escolar, se cancele la matrícula a un estudiante, éste se retire del establecimiento o suspenda injustificadamente su asistencia regular por más de quince días.

Un reglamento normará la forma y modalidades en que deban cumplirse las obligaciones dispuestas en el inciso precedente, incluyendo la publicación de la información a la comunidad escolar sobre la asistencia en la forma que determine el reglamento.

Párrafo 3º

De la rendición de cuenta pública del uso de los recursos

Artículo 54.- Los sostenedores de establecimientos educacionales subvencionados o que reciban aportes del Estado, deberán rendir cuenta pública del uso de los recursos mediante procedimientos contables simples, generalmente aceptados, respecto de cada uno de sus establecimientos educacionales de acuerdo a los instrumentos y formatos estandarizados que fije la Superintendencia. El análisis de la rendición de cuentas sólo implicará un juicio de legalidad del uso de los recursos y no podrá extenderse al mérito del uso de los mismos.

Además, previa resolución que señale la existencia de sospechas fundadas respecto a la veracidad y exactitud de la información que le hayan proporcionado, la Superintendencia podrá realizar auditorías o requerir, a petición del sostenedor del establecimiento educacional, que instituciones externas las efectúen, en cuyo caso su financiamiento corresponderá al sostenedor. Si estas auditorías fueran realizadas por instituciones externas, la elección de la institución será realizada por el sostenedor de entre aquellas que se encuentren contenidas en el registro que para tales efectos lleva la Superintendencia de Valores y Seguros.
Artículo 55.- Si en las auditorias a que se refiere el artículo anterior se detectaren infracciones que pudieran ser objeto de sanción, la Superintendencia deberá realizar las observaciones y abrir el procedimiento sancionatorio correspondiente y formular los cargos que procedieren.

Artículo 56.- La Superintendencia en conjunto con el Ministerio de Educación, establecerá un mecanismo común de rendición de cuenta pública del uso de los recursos, a fin de simplificar y facilitar el cumplimiento de dicha obligación establecida en ésta o en otras leyes por parte de los sostenedores. Las características, modalidades y condiciones de este mecanismo serán establecido a través de un reglamento expedido por el Ministerio de Educación.

Párrafo 4º

De la atención de denuncias y reclamos

Artículo 57.- La Superintendencia recibirá las denuncias y los reclamos que se formulen por los miembros de la comunidad educativa u otros directamente interesados y que se refieran a materias de su competencia, sin perjuicio de las acciones legales correspondientes.

Artículo 58.- Para los efectos de esta ley, la denuncia es el acto escrito u oral por medio del cual una persona o grupo de personas interesadas y previamente individualizadas, ponen en conocimiento de la Superintendencia una eventual irregularidad, con el objeto de que ésta investigue y adopte las medidas que correspondan.

Se entenderá por reclamo la petición formal realizada a la Superintendencia por alguna de las personas señaladas en el artículo anterior, en orden a que ésta intervenga como mediador en la controversia existente entre el reclamante y alguna de las entidades fiscalizadas, apersonándose el reclamante en el procedimiento. 

Artículo 59.- Formulada una denuncia o recibido un reclamo, la Superintendencia podrá abrir un período de información previo con el fin de conocer las circunstancias concretas del caso y la conveniencia de iniciar un procedimiento o la respectiva mediación.

Artículo 60.- En el caso de denuncia o reclamo respecto de los establecimientos particulares pagados, la Superintendencia podrá investigar y exigir la entrega de los antecedentes que corresponda.

Artículo 61.- Admitida una denuncia o reclamo a tramitación, el Director Regional ordenará la apertura de un expediente y designará al funcionario encargado de su tramitación, quien notificará al denunciado o reclamado.

Artículo 62.- Recibido un reclamo a tramitación, el funcionario designado citará a los interesados a una audiencia de mediación en la cual propondrá bases de arreglo para solucionar el conflicto.

Las partes convendrán el nombre del mediador, el que en todo caso, para ejercer como tal, deberá inscribirse en el registro que al efecto lleve la Superintendencia. 

Corresponderá a la Superintendencia fijar, mediante normas de general aplicación, los requisitos que deberán cumplir los mediadores a que se refiere este precepto, así como las normas generales de procedimiento a las que deberán sujetarse y las sanciones que le podrá aplicar por su inobservancia. Dichas sanciones serán amonestación, suspensión hasta por 180 días o cancelación del registro.

Artículo 63.- Las notificaciones a los interesados se realizarán por medio de carta certificada al domicilio que éstos fijen en la primera actuación, y se entenderán practicadas desde el tercer día desde la fecha de su despacho en la oficina de correos. Sin perjuicio de lo anterior, los interesados podrán registrar en la Superintendencia una dirección de correo electrónico en la cual recibir las notificaciones respectivas que, para todos los efectos legales, se entenderán practicadas al día hábil siguiente de su despacho.

Artículo 64- La Superintendencia deberá mantener un registro público con las estadísticas de denuncias conocidas y resueltas.

Artículo 65.- Si el Director Regional o el Superintendente, mediante resolución fundada, establecen que la denuncia carece manifiestamente de fundamentos, podrá imponer a quien lo hubiere formulado una multa no inferior a 1 UTM y no superior a 10 UTM, atendida la gravedad de la infracción imputada.

Párrafo 5º

De las infracciones y sanciones

Artículo 66.- Si se detectaren infracciones que pudieren significar contravención a la normativa educacional, el Director Regional competente, mediante resolución fundada, ordenará la instrucción de un procedimiento y designará un fiscal instructor encargado de su tramitación, de formular cargos, de investigar los hechos, solicitar informes, ponderar las pruebas y disponer toda otra diligencia que dé curso al procedimiento.

Artículo 67.- Tratándose de denuncias derivadas del Ministerio de Educación o la Agencia, el Director Regional competente ordenará directamente la formulación de cargos y la instrucción del procedimiento.

Artículo 68.- La resolución que ordena instruir el procedimiento deberá notificarse al representante legal o administrador de la entidad sostenedora, personalmente, por carta certificada o correo electrónico. Esta actuación debe constar en el expediente administrativo. 

La notificación por carta certificada se enviará al domicilio del sostenedor del establecimiento educacional donde hubieren ocurrido los hechos que dan origen a los cargos o al domicilio del Departamento de Administración de Educación de la Municipalidad o de la Corporación Municipal de que se trate, o el que corresponda, tratándose de otra entidad creada por ley. La notificación se entenderá practicada al tercer día hábil siguiente del despacho de correos.

La notificación por correo electrónico deberá enviarse a la dirección registrada por el sostenedor ante la Superintendencia, y se entenderá practicada al día hábil siguiente de su despacho.

En el caso de infracción a lo dispuesto en los artículos 76 letra b) y 77 letra b), la notificación también se efectuará al obligado a proporcionar la información que se solicite.

Artículo 69.- Una vez notificado el sostenedor, de acuerdo al artículo anterior, el Director Regional podrá proponer al Superintendente, como medida precautoria, ordenar mediante resolución fundada la retención inmediata, ya sea total o parcial, del pago de la subvención y proporcional al daño causado, sólo en los casos señalados en la letra g) del artículo 76. El Ministerio de Educación deberá proceder en el sentido dispuesto por la Superintendencia. Las medidas precautorias tendrán una vigencia de hasta quince días corridos, pudiendo ser decretadas nuevamente si se mantienen las circunstancias que les dieron origen.

Esta medida sólo podrá ser dispuesta oyendo al afectado, y podrá ser impugnada dentro de los diez días hábiles siguientes, sin suspender la tramitación del procedimiento administrativo principal. En tal caso, el Superintendente tendrá igual plazo para resolver.

Artículo 70.- Formulados los cargos, el sostenedor objeto del procedimiento tendrá un plazo de diez días hábiles, contado desde la fecha de la notificación, para presentar descargos y los medios de prueba que estime pertinentes.

Artículo 71.- Presentados los descargos, o transcurrido el plazo para tal efecto, el fiscal instructor elaborará un informe y propondrá al Director Regional respectivo la aplicación de sanciones o el sobreseimiento, según corresponda.

Artículo 72.- Corresponderá al Director Regional, de acuerdo al mérito de los antecedentes y por resolución fundada, sobreseer o aplicar las sanciones establecidas en el artículo siguiente.

La prueba que se rinda se apreciará de acuerdo a las reglas de la sana crítica.

Si correspondiere sancionar un hecho que constituya una infracción a más de alguna ley de la normativa educacional, el Director Regional aplicará la sanción que corresponda como si se tratara de una sola infracción.

Artículo 73.- Comprobada la infracción a la normativa educacional, y sin perjuicio de la responsabilidad penal que proceda, el Director Regional podrá aplicar las siguientes sanciones, de acuerdo a la naturaleza y gravedad de ellas:

a) Amonestación por escrito, en cuyo caso deberá señalarse el origen de la infracción administrativa, como asimismo el plazo dentro del cual deberá ser subsanada. 

b) Multa, de acuerdo a los rangos que establece la siguiente tabla:

	
	Mínimo
	Máximo

	Infracciones leves
	1 UTM
	50 UTM

	Infracciones menos graves
	51 UTM
	500 UTM

	Infracciones graves
	501 UTM
	1000 UTM


La multa aplicada deberá tomar en cuenta el beneficio económico obtenido con ocasión de la infracción, la intencionalidad de la comisión de la infracción y la concurrencia de circunstancias atenuantes o agravantes, la matrícula total del establecimiento a la fecha de la infracción y la subvención mensual por alumno o los recursos que reciba regularmente excluidas las donaciones.

En el caso de los establecimientos educacionales regidos por los Títulos I y II del decreto con fuerza de ley Nº 2, del Ministerio de Educación, de 1998, la multa no podrá ser inferior al 5% ni exceder el 50% de la subvención mensual por alumno matriculado. 

Para los establecimientos educacionales regidos por los Títulos I y II del decreto con fuerza de ley Nº 2, del Ministerio de Educación, de 1998, se entenderá por subvención mensual por alumno la que resulte de aplicar sus artículos 9º, 9º bis y 11, según corresponda.

Para los establecimientos educacionales regidos por el Título II de la ley señalada, la aplicación de la multa considerará el cobro mensual promedio del establecimiento.

En el caso de los establecimientos regidos por el decreto ley Nº 3.166, de 1980, la multa deberá estar entre los rangos mencionados en este inciso y se calcularan en base al promedio mensual de los recursos que se les asignen con el objeto de financiar su operación y funcionamiento.

Para los establecimientos particulares pagados, la multa será proporcional al promedio mensual de los cobros por motivo de arancel y matrícula.

c) Privación temporal de la subvención, la que podrá ser total o parcial. La privación de la subvención no podrá exceder de 12 meses consecutivos.

d) Privación definitiva de la subvención.

e) Inhabilitación temporal o a perpetuidad para obtener y mantener la calidad de sostenedor. Las sanciones de inhabilidad aplicadas por infracciones cometidas por la entidad sostenedora se entenderán aplicadas a su representante legal y administrador.

f) Revocación del reconocimiento oficial.

Artículo 74.- En caso que la Superintendencia disponga la sanción de privación de la subvención, inhabilidad del sostenedor o revocación del reconocimiento oficial del Estado, deberá enviar al Ministerio de Educación los antecedentes que correspondan para su aplicación y posterior inclusión en el registro correspondiente.

Artículo 75.- Los hechos, actos u omisiones que constituyen infracciones administrativas serán graves, menos graves y leves.

Artículo 76.- Son infracciones graves:

a) No efectuar la rendición de cuenta pública del uso de los recursos.

b) No entregar la información solicitada por el Ministerio de Educación, la Agencia o la Superintendencia. 

c) Incumplir alguno de los requisitos exigidos para mantener el reconocimiento oficial del Estado.

d) Incumplir reiteradamente los estándares de aprendizaje exigidos en conformidad a las leyes. Esta infracción sólo podrá ser sancionada con la revocación del reconocimiento oficial.

e) Alterar los resultados de las mediciones de aprendizaje y de los otros indicadores de calidad educativa.

f) Impedir u obstaculizar deliberadamente la fiscalización de la Superintendencia.

g) Realizar acciones dolosas destinadas a obtener la subvención educacional, tales como alterar la asistencia media o la matrícula de los alumnos, o prestar declaración jurada falsa.

h) Incurrir en atraso reiterado en el pago de las remuneraciones, cotizaciones previsionales y de salud de su personal, sin perjuicio de las facultades que sobre la materia detentan otros órganos.

i) Cobrar indebidamente derechos de escolaridad.

j) Hacer obligatorio el pago de matrícula u otros cobros que tengan carácter voluntario, en los establecimientos educacionales subvencionados o que reciben aportes del Estado. 

k) Exigir, por medio de terceros, cobros o aportes económicos prohibidos en la ley.

l) No dar cumplimiento a la exigencia del artículo 6º, letra a) bis, del decreto con fuerza de ley Nº 2, del Ministerio de Educación, de 1998, salvo que no se hayan presentado postulaciones suficientes para cubrir el porcentaje requerido.

m) Toda otra que haya sido expresamente calificada como grave por la ley.

Artículo 77.- Son infracciones menos graves: 

a) No efectuar la rendición de cuenta pública del uso de los recursos en la forma que lo determina la ley o realizarla de manera tardía.

b) Entregar la información requerida por la Superintendencia en forma incompleta o inexacta.

c) Infringir los deberes y derechos establecidos en la normativa educacional que no sean calificados como infracción grave.

d) Cobrar indebidamente valores superiores a los establecidos.

e) El incumplimiento de las obligaciones contenidas en el artículo 24, inciso tercero y siguientes del decreto con fuerza de ley Nº 2, del Ministerio de Educación, de 1998.
f) El incumplimiento de las obligaciones contenidas en el artículo 26, inciso quinto del decreto con fuerza de ley Nº 2, del Ministerio de Educación, de 1998. 

g) Toda otra infracción que sea expresamente calificada como tal por la ley.

En caso de infracciones que tengan el carácter de menos graves, sólo podrán aplicarse las sanciones de amonestación y multa establecidas en esta ley.

Artículo 78.- Son infracciones leves aquellas en que incurran los sostenedores o establecimientos educacionales contra la normativa educacional y que no tengan señalada una sanción especial.

Las infracciones leves sólo serán sancionadas si no fueren subsanadas en el plazo que prudencialmente conceda al efecto el fiscalizador de la Superintendencia.

En este caso, podrán ser amonestados o sancionados con multa, de acuerdo a lo establecido en esta ley.

Artículo 79.- Constituyen circunstancias atenuantes de responsabilidad administrativa:

a) Subsanar los incumplimientos reportados por la Superintendencia, dentro del plazo de treinta días contados desde la notificación. 

b) Que no le haya sido impuesta una de las sanciones previstas en la normativa educacional en los últimos seis años por una infracción grave; en los últimos cuatro por una menos grave, y en los últimos dos por una leve.

c) Concurrir a las oficinas de la Superintendencia y denunciar estar cometiendo, por sí, cualquier infracción a la normativa educacional.

La circunstancia señalada en la letra c) sólo procederá cuando el sostenedor suministre información precisa, verídica y comprobable respecto de los hechos que constituyen la infracción y ponga fin, de inmediato, a los mismos.

Artículo 80.- Se considerarán circunstancias agravantes de responsabilidad: 

a) La no concurrencia de los representantes legales, administradores y dependientes de las instituciones fiscalizadas a las citaciones a declarar efectuadas por la Superintendencia, conforme a lo dispuesto en el artículo 49 letra f).

b) El incumplimiento reiterado de las instrucciones formuladas por la Superintendencia. Se entenderá que son reiterados aquellos incumplimientos que, en un mismo año calendario, se repitan en dos o más ocasiones.

c) Haber sido sancionado con antelación en virtud de alguno de los procesos administrativos previstos en la normativa educacional vigente, en los términos establecidos en la letra b) del artículo anterior.

En el caso de la letra c) de este artículo, la multa deberá ser aumentada hasta el doble, como máximo, conforme a los criterios señalados en el artículo 73 letra b). 

Artículo 81.- La sanción de multa no impide la aplicación de la inhabilitación temporal o perpetua de la calidad de sostenedor, ni la de revocación del reconocimiento oficial del Estado, así como tampoco impide los reintegros que procedieren en cada caso.

Artículo 82.- Tratándose de multa aplicada a establecimientos educacionales subvencionados o que reciban aportes del Estado, el pago de la misma se efectuará mediante el descuento, total o en cuotas, de la multa correspondiente de la subvención mensual a percibir. En el caso de establecimientos particulares pagados, las multas deberán ser pagadas en la Tesorería General de la República.

Un reglamento fijará la forma, modalidad y oportunidad del pago de la multa impuesta, así como su reintegro en los casos que corresponda.

Las multas impuestas por la Superintendencia serán de beneficio fiscal.

El retardo en el pago de toda multa que aplique la Superintendencia, en conformidad a la ley, devengará los intereses y reajustes establecidos en el artículo 53 del Código Tributario.

Artículo 83.- En caso que la Superintendencia disponga la sanción de revocación del reconocimiento oficial del Estado, el Ministerio de Educación deberá adoptar todas las medidas que resulten pertinentes para asegurar el derecho a la educación de los alumnos, en coordinación con las facultades que detenta esta Superintendencia.

Artículo 84.- En contra de la resolución del Director Regional que aplique cualquiera de las sanciones señaladas en el artículo 73 de esta ley, podrá reclamarse ante el Superintendente de Educación dentro del plazo de 15 días, contados desde la notificación de la resolución que se impugna.

Artículo 85.- Los afectados, que estimen que las resoluciones del Superintendente no se ajustan a la normativa educacional, podrán reclamar ante la Corte de Apelaciones correspondiente, dentro del plazo de quince días, contado desde la notificación de la resolución que se impugna, para que las deje sin efecto.

La Corte deberá pronunciarse en cuenta sobre la admisibilidad del recurso.

Admitido el recurso, la Corte de Apelaciones dará traslado de éste a la Superintendencia, notificándola por oficio, y ésta dispondrá del plazo de quince días, contado desde que se notifique la apelación interpuesta, para evacuar el informe respectivo.

Evacuado el traslado por la Superintendencia, o vencido el plazo de que dispone para emitir su informe, la Corte ordenará traer los autos en relación y la causa se agregará extraordinariamente a la tabla de la audiencia más próxima, previo sorteo de la Sala. 

La Corte dictará sentencia dentro del término de quince días, la cual podrá ser apelada ante la Corte Suprema dentro del plazo de diez días hábiles, la que resolverá en cuenta.

Artículo 86.- Contra la sanción de amonestación no procederá recurso administrativo alguno.

Artículo 87.- La Superintendencia no podrá aplicar ningún tipo de sanción luego de transcurridos seis meses desde la fecha en que hubiere terminado de cometerse el hecho. El inicio de la investigación respectiva suspenderá este plazo de prescripción.

Todo proceso que inicie la Superintendencia deberá concluir en un plazo que no exceda los dos años.

Párrafo 6º

Del administrador provisional

Artículo 88.- La Superintendencia de Educación, mediante resolución fundada, podrá nombrar un administrador provisional para que asuma las funciones que competen al sostenedor de un establecimiento educacional subvencionado o que reciba aportes del Estado, con el objeto de asegurar el adecuado funcionamiento de dicho establecimiento y la continuidad del servicio educativo.

El administrador provisional durará en su cargo sólo hasta el término del año escolar en curso, salvo lo establecido en el inciso segundo del artículo 95.

Artículo 89.- No podrán ser nombrados como administrador provisional de un establecimiento educacional:

a) El cónyuge, los parientes hasta el cuarto grado de consanguinidad o segundo de afinidad de los miembros de los representantes legales y administradores de la entidad sostenedora.

b) Los acreedores o deudores del sostenedor o que tengan algún interés pecuniario directo en empresas relacionadas.

c) Los administradores de bienes del sostenedor.

Sin perjuicio de lo anterior, regirán respecto de estas personas las inhabilidades de los artículos 54 y siguientes del decreto con fuerza de ley Nº 1/19.653, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, de 2001, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado.

Artículo 90.- Sólo se podrá nombrar un administrador provisional en los siguientes casos:

a) Cuando el establecimiento educacional se mantenga en la categoría de Desempeño Insuficiente por cuatro años consecutivos y exista riesgo de afectar la continuidad del año escolar.

b) Cuando el representante legal o el administrador de la entidad sostenedora se ausenten injustificadamente, poniendo en riesgo la continuidad del año escolar.

c) Cuando, por razones imputables al sostenedor, se haga imposible la mantención del servicio educativo a consecuencia de sanciones, medidas precautorias, embargos, ejecuciones, retiros que afecten al establecimiento educacional o a su mobiliario.

d) Cuando exista atraso reiterado en el pago de las remuneraciones, cotizaciones previsionales o de salud del personal del establecimiento. Se entenderá por atraso reiterado la mora total o parcial en el pago de dos meses consecutivos o de tres en un período de seis meses.

e) Cuando, por causa imputable al sostenedor, se suspendan los servicios básicos para el buen funcionamiento del local escolar. Se entenderá por suspensión reiterada la no disponibilidad del servicio básico en un período de tres días hábiles consecutivos o cinco días hábiles en un período de seis meses. 

Tratándose de las causales señaladas en las letras b), c), d) y e) precedentes, el Director Regional citará al sostenedor y propondrá, si procediere, al Superintendente el nombramiento del administrador provisional. Dicho nombramiento se notificará por carta certificada al sostenedor para que éste, dentro del plazo de cinco días hábiles contados desde dicha notificación, pueda reclamar administrativamente ante el Superintendente de esa designación.

El nombramiento del administrador provisional será una atribución privativa e indelegable del Superintendente.

Artículo 91.- Al asumir sus funciones el administrador provisional levantará un acta que dé cuenta del estado administrativo y financiero del establecimiento educacional, que será entregada a la Superintendencia.

Además, dentro de los veinte días siguientes a su nombramiento, deberá presentar un plan de trabajo, que deberá ser aprobado por el Superintendente.

El administrador provisional deberá presentar informes trimestrales de avance de su gestión y dar cuenta documentada de ella al Superintendente de Educación al término de sus funciones.

Una vez que dichos informes hayan sido aprobados por la Superintendencia, ellos serán incorporados a un registro de carácter público, de conformidad a lo dispuesto en el reglamento que hace referencia en el artículo 98.

El administrador provisional responderá de la culpa leve en su administración.

Artículo 92.- Desde la fecha de designación del administrador provisional, el sostenedor del establecimiento será sustituido por éste para todos los efectos legales, quedando inhabilitado para percibir la subvención educacional.

Sin perjuicio de lo anterior, el sostenedor será responsable de todas las obligaciones que se hubieren generado en virtud del funcionamiento del establecimiento educacional con antelación al inicio de la administración provisional.

El nombramiento de administrador provisional procederá sin perjuicio de hacer efectiva la garantía establecida en el artículo 56 del decreto con fuerza de ley Nº 2, del Ministerio de Educación, de 1998.

Artículo 93.- El administrador provisional asumirá las facultades que competen al sostenedor del establecimiento educacional en el cual desempeñará su cargo y tendrá las facultades consignadas en el artículo 2.132 del Código Civil.

Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso anterior, el administrador provisional tendrá, especialmente, las siguientes facultades:

a) Asumir la representación legal del establecimiento, sea particular subvencionado, municipal o cuyo sostenedor sea otra entidad creada por ley.

b) Asegurar la continuidad escolar y procurar la disponibilidad de matrícula para los alumnos del establecimiento, de conformidad a lo establecido en esta ley.

c) Percibir y administrar los recursos de que trata el decreto con fuerza de ley Nº 2, del Ministerio de Educación, de 1998 y de la ley de subvención escolar preferencial, establecida en la ley N° 20.248 y otros aportes regulares que entregue el Estado.

d) Pagar las obligaciones derivadas del servicio educacional desde el momento que asume sus funciones, con el límite de los recursos que reciba para su gestión, de acuerdo a las prioridades que establezca y considerando el buen desempeño del establecimiento educacional.

e) Poner término a la relación laboral del personal del establecimiento educacional.

f) Constituir prenda sobre los bienes del establecimiento, cuando sea estrictamente necesario para garantizar el buen funcionamiento del establecimiento. 

g) Devolver la administración de los bienes al sostenedor al término de su gestión.

Las facultades del administrador provisional serán indelegables.

Artículo 94.- El nombramiento de un administrador provisional, en el caso de la letra a) del artículo 90, podrá tener por objeto hacer efectiva la revocación del reconocimiento oficial del establecimiento, siempre que existan establecimientos cercanos que impartan el mismo nivel educativo, clasificados en una categoría superior.

Para proceder a cerrar el establecimiento el administrador provisional deberá dar continuidad al servicio educativo, por el período que reste hasta el término del año escolar, procurando asegurar la matrícula disponible a los alumnos para el año escolar siguiente en otros establecimientos educacionales.

Artículo 95.- El administrador provisional tendrá facultades para reestructurar un establecimiento educacional que se encuentre en las condiciones que establece el artículo 90 letra a) de esta ley, siempre que se trate de establecimientos educacionales administrados por municipalidades, sea directamente o por sus corporaciones municipales, o administrados por otras entidades creadas por ley, y no existan establecimientos cercanos que impartan el mismo nivel educativo, clasificados en mejor categoría y que cuenten con vacantes.

En caso de reestructuraciones que menciona el inciso anterior, el administrador provisional se hará cargo de las obligaciones legales hasta la entrega del establecimiento educacional a la municipalidad o corporación respectiva, o a la entidad creada por ley que corresponda, la que deberá materializarse dentro del plazo de tres años, contado desde la fecha de su nombramiento.

Artículo 96.- Para los efectos de lo dispuesto en este Párrafo, se entiende por establecimientos cercanos, aquellos que se encuentren en la misma comuna y cuyo sostenedor sea una municipalidad, una corporación municipal u otra entidad creada por ley, o los establecimientos particulares subvencionados que acepten gratuitamente a esos alumnos sin proceso de selección entre 1° y 6° año de educación básica. 

Artículo 97.- Ningún establecimiento podrá ser objeto de reestructuración más de dos veces en un período de diez años.

Si el establecimiento educacional resulta clasificado como de Desempeño Insuficiente después de finalizada la segunda reestructuración dentro de tal período, la Agencia de Calidad certificará dicha circunstancia para efectos de revocar el reconocimiento oficial del establecimiento.

Artículo 98.- Créase un Registro Público de Administradores Provisionales, a cargo de la Superintendencia, que incluirá las personas, naturales y jurídicas, habilitadas para cumplir las funciones de administrador provisional.

Un reglamento determinará los requisitos que deberán cumplir las personas para el ingreso y permanencia en el registro o subregistros que se creen; mecanismos para determinar los honorarios; procedimiento de selección y los mecanismos de evaluación de ellas; tiempo de duración en el registro, y causales que originan la salida de éste, a fin de asegurar la idoneidad del administrador provisional y la efectividad de su gestión.

Dicho registro deberá estar siempre abierto para el ingreso. 

Artículo 99.- Los honorarios del administrador provisional serán pagados con cargo a la subvención que le corresponda recibir al establecimiento, conforme a la ley. En la parte no cubierta por estos recursos, será cubierta por la Superintendencia.

Párrafo 7º

De la organización de la Superintendencia

Artículo 100.- Un funcionario de la exclusiva confianza del Presidente de la República, con el título de Superintendente de Educación, será el Jefe Superior de la Superintendencia y tendrá la representación judicial y extrajudicial de la misma. Dicho funcionario estará afecto al Sistema de Alta Dirección Pública.

Artículo 101.- Corresponderá al Superintendente, especialmente:

a) Planificar, organizar, dirigir, coordinar y controlar el funcionamiento de la Superintendencia y ejercer, respecto de su personal, las atribuciones propias de su calidad de Jefe Superior de Servicio.

b) Dictar los reglamentos internos necesarios para el buen funcionamiento de la Superintendencia.
c) Ejecutar los actos y celebrar los convenios necesarios para el cumplimiento de los objetivos del Servicio. En el ejercicio de estas facultades podrá administrar, adquirir y enajenar bienes de cualquier naturaleza.

d) Nombrar y remover al personal del Servicio, de conformidad a la presente ley y a las normas estatutarias. 
e) Delegar atribuciones o facultades específicas en funcionarios de su dependencia, de conformidad a la ley.

f) Coordinar la labor de la Superintendencia con las demás instituciones que comprende el Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación y participar directamente o a través de un representante en el comité de coordinación establecido en el artículo 8° de la presente ley.

g) Contratar las labores operativas de inspección o verificación del cumplimiento de las normas de su competencia a terceros idóneos debidamente certificados conforme al reglamento respectivo.

h) Interpretar administrativamente, en materias de su competencia, las leyes, reglamentos y normas técnicas que rigen las entidades y materias fiscalizadas, elaborar instrucciones de general aplicación y dictar órdenes para su cumplimiento.

i) Conocer y resolver los recursos que la ley establece.

j) Imponer las sanciones y multas que establece la presente ley y las demás disposiciones legales que regulen la actividad educacional e informar de éstas al Ministerio de Educación, para que sean incorporadas en el registro correspondiente.

k) Ejercer las demás atribuciones que le encomienden las leyes y reglamentos.

Sin perjuicio de las facultades fiscalizadoras que esta ley le confiere, el Superintendente deberá poner en conocimiento de los demás organismos fiscalizadores los antecedentes de que disponga o de que tome conocimiento, para que éstos ejerzan a su vez las facultades que les sean propias.

Artículo 102.- La Superintendencia se desconcentrará territorialmente a través de Direcciones Regionales, de conformidad a lo establecido en la ley.

Artículo 103.- El personal de la Superintendencia se regulará por las normas de esta ley, por el decreto con fuerza de ley, a que se refiere el artículo tercero transitorio y por los reglamentos que de conformidad a ella se dicten. Supletoriamente, le serán aplicables las normas del decreto con fuerza de ley Nº 29, del Ministerio de Hacienda, de 2005, sobre Estatuto Administrativo.

Artículo 104.- El Superintendente, con sujeción a la planta de personal, establecerá su organización interna y determinará las denominaciones y funciones que correspondan a cada una de las unidades establecidas para el cumplimiento de las funciones que le sean asignadas, como asimismo el personal adscrito a tales unidades.

El personal a contrata de la Superintendencia podrá desempeñar funciones de carácter directivo o de jefatura, las que serán asignadas, en cada caso, por el Superintendente. El personal a que se asigne tales funciones no podrá exceder del 7% del personal a contrata de la Superintendencia.
El personal que preste servicios sobre la base de honorarios, se considerará comprendido en la disposición del artículo 260 del Código Penal.

Artículo 105.- El Superintendente podrá solicitar en comisión de servicios a funcionarios especializados de los distintos órganos e instituciones de la administración civil del Estado, sin que rijan las limitaciones establecidas por las disposiciones legales o reglamentarias vigentes.

Artículo 106.- El personal de la Superintendencia deberá guardar absoluta reserva y secreto de las informaciones de las cuales tome conocimiento en el cumplimiento de sus labores, sin perjuicio de las informaciones y certificaciones que deba proporcionar de conformidad a la ley. Las infracciones a esta norma serán consideradas falta grave para efectos administrativos, lo que no obsta a las sanciones penales que procedan.

Artículo 107.- El personal de la Superintendencia tendrá prohibición absoluta de prestar a las entidades sujetas a su fiscalización otros servicios que los señalados en la ley, ya sea en forma directa o indirecta. Cualquiera infracción a esta norma será constitutiva de falta grave para los efectos de establecer su responsabilidad administrativa, sin perjuicio de las demás sanciones que procedan de conformidad a la ley.

Artículo 108.- Sin perjuicio de las causales previstas en el decreto con fuerza de ley Nº 29, del Ministerio de Hacienda, de 2005, sobre Estatuto Administrativo, para la cesación del cargo de personal de carrera, se podrá declarar la vacancia por las siguientes causales: 

a) Necesidades de la Superintendencia, determinadas por el Jefe Superior del Servicio una vez al año y fundadas en razones vinculadas al buen, oportuno y eficiente funcionamiento de la Superintendencia.

Anualmente, los Altos Directivos Públicos del II nivel jerárquico de la Superintendencia, a más tardar en el mes de diciembre, efectuarán, en conjunto, una evaluación sobre la marcha de la institución en función de su misión institucional y los objetivos estratégicos fijados. Los resultados de dicha evaluación servirán de base para que el Superintendente ejerza la facultad a que se refiere este literal. Un reglamento fijará los procedimientos que se adopten y la forma y oportunidad en que se recepcione la información y antecedentes requeridos al efecto.

b) Evaluación de desempeño en lista condicional. 

El personal que cese en sus funciones por aplicación de la causal prevista en el literal a) precedente, tendrá derecho a la indemnización contemplada en el artículo 154 del decreto con fuerza de ley Nº 29, del Ministerio de Hacienda, de 2005, sobre Estatuto Administrativo. 
Artículo 109.- El personal de la Superintendencia que detente cargos directivos y profesionales de los tres primeros niveles jerárquicos deberá desempeñarse con dedicación exclusiva. Sin perjuicio de lo anterior, podrá realizar labores docentes en los términos del artículo 8° de la ley Nº 19.863, ejercer los derechos que le atañen personalmente, percibir los beneficios de seguridad social de carácter irrenunciable y los emolumentos que provengan de la administración de su patrimonio.

Artículo 110.- La Superintendencia estará sometida a la fiscalización de la Contraloría General de la República en lo que concierne al examen de las cuentas de entradas y gastos.
Párrafo 8º

Del patrimonio

Artículo 111.- El patrimonio de la Superintendencia estará constituido por:

a) Los aportes que anualmente le asigne la Ley de Presupuestos;

b) Los recursos otorgados por leyes especiales;

c) Los bienes muebles e inmuebles, corporales e incorporales, que se le transfieran o que adquiera a cualquier título;

d) Los frutos, rentas e intereses de sus bienes y servicios; 

e) Las herencias y legados que acepte, lo que deberá hacer con beneficio de inventario. Dichas asignaciones hereditarias estarán exentas de toda clase de impuestos y de todo gravamen o pago que les afecten;

f) Los ingresos que perciba por los servicios que preste, y

g) Los aportes de la cooperación internacional que reciba a cualquier título.

La Superintendencia estará sujeta a las normas del decreto ley Nº 1.263, de 1975, sobre Administración Financiera del Estado, y sus disposiciones complementarias.”.

- A continuación, se pusieron en votación los artículos propuestos por el Ejecutivo para los Párrafos 1°, 2°, 3°, 4°, 5° y 7°, del Título III, los que resultaron aprobados por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión Mixta, Honorables Senadores señores Cantero, Chadwick, Navarro y Walker, don Ignacio, y Honorables Diputados señores González, Gutiérrez, Hasbún y Verdugo.
Con posterioridad, el Ejecutivo formuló algunas adecuaciones formales y de contexto con las demás disposiciones del proyecto de ley ya aprobadas por la Comisión Mixta para los artículos 49, 54, 76, 77, 101 y 113.

Respecto de la adecuación del artículo 49, se propone precisar en su literal b), que dice relación con la fiscalización de la rendición de la cuenta pública del uso de los recursos, que debe realizar el Superintedente,  en el sentido de considerar todos los recursos, y si bien, aún cuando el Ejecutivo estimaba dicha frase inclusiva de los recursos públicos y privados, a proposición del Honorable Diputado señor Montes se complementó de manera expresa los términos “públicos y privados”, a continuación de dicha frase. 

- Puestas en votación las adecuaciones a dichos articulaciones, fueron aprobadas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión Mixta, Honorables Senadores señores Cantero, Chadwick, Quintana y Walker, don Ignacio y los Honorables Diputados señora Hoffmann y señores González, Gutiérrez, Venegas y Verdugo.

- - -

En relación con el Párrafo 7°, sobre la organización de la Superintendencia de Educación, el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, planteó dejar pendientes la letra d), del artículo 101; el artículo 103, y el artículo 108, puesto que hacen referencia al tema laboral y al modelamiento institucional del nuevo Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación.

En lo que se refiere a la letra d) del artículo 101 de la proposición del Ejecutivo, que es la misma facultad que se consagra para el Secretario Ejecutivo de la Agencia de la Educación, (artículo 41, letra n)), ahora referida al Superintendente de Educación, consistente en nombrar y remover al personal del Servicio, de conformidad a la presente ley y a las normas estatutarias, 
 debe entenderse aprobada con la misma votación señalada para aquel precepto.

- Puesto en votación el literal d) del artículo 101 de la proposición del Ejecutivo, que fue aprobado por seis votos a favor, de los Honorables Senadores señores Cantero, Chadwick y Walker, don Ignacio y los Honorables Diputados señores Recondo y Verdugo, y cuatro por la negativa, de los Honorables Senadores señores Quintana y Navarro y los Honorables Diputados señores González y Venegas.


Del mismo modo, y como se señalara con antelación, 
la regulación que establece la proposición del Ejecutivo respecto de los artículos 103 y 108, es la misma que se contempla para los artículos 42 y 45, pero referida a la Superintendencia de Educación.

Como se señalara en su oportunidad, las referidas disposiciones fueron aprobadas, la primera de ellas, por la unanimidad de los señores Senadores presentes. y la segunda, por mayoría de votos, ambas votaciones que deben hacerse extensivas para los artículos 103 y 108.


- De conformidad a lo anterior, al ser sometido a votación el artículo 103 de la proposición formulada por el Ejecutivo, resultó aprobado por la unanimidad de los integrantes de la Comisión Mixta, Honorables Senadores señores Cantero, Chadwick, Navarro, Quintana y Walker, don Ignacio, y Honorables Diputados señores González, Gutiérrez, Recondo, Venegas y Verdugo.

- Por su parte, puesto en votación el artículo 108 de la proposición del Ejecutivo, resultó aprobado por seis votos contra cuatro. Votaron por la afirmativa los Honorables Senadores señores Cantero, Chadwick y Walker, don Ignacio y los Honorables Diputados señores Gutiérrez, Recondo y Verdugo, y por la negativa, lo hicieron los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana y los Honorables Diputados señores González y Venegas.

- Conforme a lo anterior, se sometió a votación el resto del articulado propuesto por el Ejecutivo para el Párrafo 7°, del Título III, el que resulto aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión Mixta, Honorables Senadores señores Cantero, Chadwick, Navarro y Walker, don Ignacio, y Honorables Diputados señores González, Gutiérrez, Hasbún y Verdugo. 
- Finalmente, la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión Mixta, Honorables Senadores señores Cantero, Chadwick, Navarro y Walker, don Ignacio, y Honorables Diputados señores González, Gutiérrez, Hasbún y Verdugo, aprobó el texto propuesto para el artículo 111, del Párrafo 8°, del Título III.
- - -

Título IV

Disposiciones finales

Artículo 111
Inciso primero
El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó el siguiente texto para el artículo 111:

“Artículo 111.- Un reglamento establecerá los mecanismos que permitan una coordinación eficaz entre los órganos del Estado que componen el Sistema.
Las visitas inspectivas, evaluativas o de fiscalización que realicen los órganos mencionados deberán realizarse coordinadamente.
La Agencia deberá informar a la Superintendencia de Educación, la exclusión indebida de alumnos de bajo rendimiento de las mediciones, filtración de pruebas o cualquier otro intento de manipulación de los resultados de las mediciones de aprendizaje, con el objeto que adopte las medidas pertinentes y aplique las sanciones que corresponda de conformidad a la ley.
Para la elaboración, mantención y actualización de los Registros que se creen en virtud de esta ley, el Ministerio, la Superintendencia y la Agencia de Calidad tendrán libre acceso a la información que cada uno posea, recíprocamente.”.
La Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, rechazó este artículo como consecuencia del rechazo de los artículos 5° y 45 permanentes, que crean la Agencia de Calidad de la Educación y la Superintendencia de Educación, respectivamente, en conformidad al artículo 30, inciso segundo, de la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.
El Senado, en tercer trámite constitucional, rechazó la modificación propuesta por la Cámara de Diputados.
PROPOSICIÓN DEL EJECUTIVO PARA LA DISPOSICIONES FINALES


El Ejecutivo formuló una proposición para todo el Título IV, no obstante que solamente hubo controversia entre ambas Cámaras, como se ha señalado, respecto del artículo 111. Pero, como se ha precisado en otras partes de este informe, el rechazo de los artículos 5° y 45 por parte de la Cámara de Diputados – preceptos que disponían la creación de la Agencia de la Calidad y de la Superintendencia de Educación – exigió dar una nueva estructura a esta iniciativa.


De esta forma, la proposición gubernamental considera la disposiciones finales como Título VI, el que contiene los artículos 115 a 118, los que, básicamente, reproducen las normas aprobadas por el Senado, en el primer trámite constitucional, como artículos 108 a 110. Por su parte, los originales artículos 111, 112 y 113, que en la proposición del Senado formaban parte de este Título, fueron incorporados en otros Títulos del proyecto de ley, como se señala más adelante.

En esta nueva estructura, y como ya se ha precisado, los artículos 115 a 117, corresponden, con algunas adecuaciones formales, a las normas contempladas como artículos 108 a 110 del texto aprobado por el Senado en el primer trámite constitucional, disposiciones que no fueron objeto de discrepancias entre ambas Cámaras.
- Las citadas disposiciones fueron aprobadas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión Mixta, Honorables Senadores señores Cantero, Chadwick, Quintana y Walker, don Ignacio, y los Honorables Diputados señores González, Gutiérrez, Venegas y Verdugo. 
Artículo 118

La última de la disposiciones correspondientes a la proposición del Ejecutivo para este Título es el artículo 118, que es del siguiente tenor:

“Artículo 118.- El mayor gasto fiscal que represente la aplicación de la presente ley se financiará con cargo al presupuesto del Ministerio de Educación y, en lo que faltare, con cargo a la partida Presupuestaria del Tesoro Público.”.
El Subdirector de Relación y Función Pública de la Dirección de Presupuestos, señor Hermann Von Gersdorff precisó el contenido del nuevo informe financiero que se considera para este proyecto, procediendo detalladamente al efecto.

Señaló que el total de gastos de la Agencia de la Calidad de la Educación, será de $18.157 millones, aproximadamente. Dicha cifra se dividirá de acuerdo a los siguientes acápites: 1) $10.000 millones para traspaso Simce; 2) $8.157 millones para gastos de personal (80%) y operacionales (20%). De estos dineros $1.813 millones corresponde a gastos para planta de personal, $136 millones para mayor gasto, que dice relación con la dieta del Consejo de la Agencia, y gastos de operaciones de $378 millones; estos totales corresponden a gasto adicional, el resto corresponde a traspasos desde el Ministerio de Educación. En resumen, $2.327 millones es el nuevo aporte.

El Honorable Diputado señor Venegas solicitó del representante de la Dipres que garantizara que todo lo que dice relación con el modelamiento institucional cuenta con los recursos necesarios para implementarlo, a fin de que quedara establecido en la historia de la ley, puesto que ésta era una de las principales preocupaciones de la Comisión Mixta.
El Subdirector de Relación y Función Pública de la Dirección de Presupuestos precisó señaló que este es un presupuesto que se ha visto ensanchado constantemente, a fin de garantizar el establecimiento de las reformas y añadió que los cálculos entregados son la mejor estimación que han logrado, la que se habría hecho en conjunto con el Ministerio de Educación. Sin embargo, agregó que de existir alguna deficiencia ella podría ser suplida por la Ley de Presupuestos e hizo mención especial de la facultad delegada con que se cuenta para estos efectos.

El Honorable Diputado señor Montes estimó que el aumento era escaso, ya que significaba menos de $200 millones por mes, lo que obligará a un posterior análisis, incluso por la vía de aumentarse los ítems correspondientes en el Presupuesto de la Nación. 

Al ser sometido a votación el artículo 118 de la proposición del Ejecutivo, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión Mixta, Honorables Senadores señores Cantero, Chadwick, Quintana y Walker, don Ignacio, y los Honorables Diputados señores González, Gutiérrez, Recondo, Venegas y Verdugo. 
- - -

Artículo 112

El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó el siguiente texto para el artículo 112, que modifica diversas normas de la ley Nº 18.956, que reestructura el Ministerio de Educación, precepto que, como se indicara con antelación, formaba parte del Título IV:
“Artículo 112.- Modifícase la ley Nº 18.956, que reestructura el Ministerio de Educación, en el siguiente sentido:

1. Sustitúyese el artículo 1º, por el siguiente:

“Artículo 1°.- El Ministerio de Educación es la Secretaría de Estado encargada de fomentar el desarrollo de la educación en todos los niveles y modalidades; promover la educación parvularia y garantizar el acceso gratuito y el financiamiento fiscal al primer y segundo nivel de la educación parvularia; financiar un sistema gratuito destinado a garantizar el acceso de toda la población a la educación básica y media, generando las condiciones para la permanencia en las mismas de conformidad a la ley; promover el estudio y conocimiento de los derechos esenciales de la persona humana; fomentar la cultura de la paz, y estimular la investigación científica y tecnológica, la creación artística, la práctica del deporte y la protección y conservación del patrimonio cultural.”.

2. Elimínase la letra c) del artículo 2º.

3. Intercálanse, a continuación del artículo 2º, los siguientes artículos 2º bis y 2° ter, nuevos:

“Artículo 2º bis.- Sin perjuicio de las funciones señaladas en el artículo anterior, también corresponderá al Ministerio:

a) Elaborar las bases curriculares y los planes y programas de estudio para la aprobación del Consejo Nacional de Educación;

b) Formular los estándares de aprendizaje  de los alumnos y los estándares indicativos de desempeño para docentes, docentes directivos, sostenedores y establecimientos educacionales para la aprobación del Consejo Nacional de Educación, cuando corresponda; 

c) Proponer y evaluar las políticas y diseñar e implementar programas y las acciones de apoyo técnico pedagógico para docentes, equipos directivos, asistentes de la educación, sostenedores y establecimientos educacionales;

d) Proponer y evaluar las políticas relativas a la formación inicial y continua de docentes;

e) Determinar, en coordinación con la Agencia de Calidad, el plan de mediciones nacionales e internacionales de los niveles de aprendizaje de los alumnos para la aprobación del Consejo Nacional de Educación;

f) Desarrollar estadísticas, indicadores y estudios del sistema educativo, en el ámbito de su competencia, y poner a disposición del público la información que con motivo del ejercicio de sus funciones recopile. Esta información será pública y de libre acceso para todo el que tenga interés en consultarla. No obstante, tendrá carácter confidencial respecto de la identidad de los alumnos y los docentes evaluados de conformidad a la ley;

g) Establecer y administrar los registros públicos que determine la ley, y

h) Ejecutar las sanciones que disponga la Superintendencia de Educación o, en su caso, aplicar las sanciones en los ámbitos que determinen las leyes.

Artículo 2º ter.- Dentro de la función de apoyo técnico pedagógico a los sostenedores y sus establecimientos educacionales y a las instituciones de apoyo técnico pedagógico, al Ministerio le corresponderá asesorar, directamente o por intermedio de terceros, elegidos por el sostenedor de entre los sujetos registrados según el artículo 19 letra d), en los procesos de mejora de la calidad educativa.

En el caso de los establecimientos que reciban la subvención creada por la ley Nº 20.248, este apoyo se financiará con cargo a los recursos que ella establece.”.

4. Elimínase, en el artículo 4º, la expresión “Jefe Superior del Ministerio y”.

5. Intercálase, en el artículo 6º, a continuación de la expresión “del Ministro”, la frase “y el Jefe Administrativo del Ministerio”.

6. Reemplázase, en el inciso segundo del artículo 15, la frase “y de inspección y control de subvenciones” por “y las vinculadas a la inspección del pago de las subvenciones”.

7. Elimínase, en el inciso primero del artículo 16, la expresión “y financiera”.

8. Incorpórase el siguiente Título III, nuevo, pasando el actual Título III a ser IV, ordenándose sus artículos correlativamente:

“TÍTULO III

De los requerimientos de información, de la Ficha Escolar y los registros

Artículo 17.- Para los efectos de los registros establecidos en la ley, los sostenedores deberán proporcionar toda la información solicitada por el Ministerio de Educación relativa a repitencia, promoción, abandono y retiro de alumnos, compromisos de gestión o metas institucionales del establecimiento. Asimismo, cuando corresponda, deberán informar sobre los programas de apoyo propios o con otras instituciones u organismos, cobros efectuados en los establecimientos en que así procediere y aquella información mencionada en el artículo 8º de la ley Nº 19.979, en los casos que corresponda.

Artículo 18.- A partir de la información a que se refiere el artículo anterior, el Ministerio de Educación elaborará una Ficha Escolar que resumirá la información relativa a cada establecimiento educacional.

La Ficha Escolar será publicada en la página Web del Ministerio de Educación. Esta información estará a disposición de cualquier interesado.

Un reglamento fijará la forma, modalidad y periodicidad en que deberá requerirse y publicarse la información establecida en el presente artículo y el anterior, en especial el contenido de la Ficha Escolar.

Artículo 19.- Los Registros de Información comprenderán, al menos, los siguientes:

a) Registro de Sostenedores, el que deberá incluir, al menos, la constancia de su personalidad jurídica, representante legal, establecimientos que administra e historial de infracciones, si las hubiere. En el caso de percibir subvención o aportes estatales, deberá también informarse sobre origen y monto de todos los recursos recibidos y planes de desarrollo. 

b) Registro de Establecimientos Reconocidos Oficialmente, donde deberá incluirse, al menos, el nombre y domicilio del establecimiento educacional, identificación del sostenedor y representante legal, constancia del acto administrativo por medio del cual se otorgó el reconocimiento oficial y su fecha, nivel de enseñanza y modalidad que imparte y la información pertinente relativa a alumnos, directivos, docentes y asistentes de la educación. Asimismo, deberá contemplar indicadores de eficacia y eficiencia interna y fuentes de recursos y monto de los mismos.

En el caso de los establecimientos que reciban subvenciones o aportes estatales, deberá incluir, además, la individualización de los integrantes del Consejo Escolar e información sobre el Plan de Mejoramiento Educativo, si lo tuviere.

c) Registro de Docentes, el que deberá incluir el nombre, títulos y otras certificaciones de competencia, establecimiento educacional donde se desempeña, sectores de aprendizaje y cursos en que ejerce, premios o sanciones recibidas y otros antecedentes relativos a la idoneidad para ejercer la profesión, de conformidad a la ley. La información para confeccionarlo deberá ser proporcionada por el sostenedor para quien trabaja el docente.

d) Registro Público de Entidades Pedagógicas y Técnicas de Apoyo, que estarán habilitadas para prestar apoyo a los establecimientos educacionales y para la elaboración y ejecución del Plan de Mejoramiento Educativo. Un reglamento establecerá la regulación a que se sujete este registro, así como los requisitos que deberán cumplir las personas y entidades para el ingreso y permanencia en el registro o subregistro de especialidades que se creen. En todo caso, el registro deberá incluir, a lo menos, una adecuada identificación de las entidades y especialidades técnicas en las que ofrecen servicios, así como antecedentes relativos a la calidad de los que hubieren prestado. El procedimiento de selección de las mismas, tiempo de duración en el registro y causales que originan la salida de éste, se determinará considerando la calidad técnica, eficacia y especialidad de dichas entidades. Para constituir este registro, el Ministerio de Educación convocará un panel de expertos, ad-honorem, ampliamente reconocidos en el campo de la educación nacional o extranjera.

El Ministerio de Educación deberá administrar y mantener con información actualizada los registros señalados en este artículo, sin perjuicio de la facultad de la Superintendencia de Educación y la Agencia de Calidad de la Educación de establecer otros registros que sean necesarios para el ejercicio de sus funciones.

Artículo 20.- Las universidades e institutos profesionales deberán remitir por medios informáticos al Ministerio de Educación la nómina de profesores titulados cada año de su respectiva institución. Tratándose de profesores titulados con anterioridad a la entrada en vigencia de la presente ley, deberán remitir la información, dentro del plazo de un año, contado desde la publicación de la presente ley.”.”.

La Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, propuso rechazar el artículo 112.
El Senado, en tercer trámite constitucional, rechazó la modificación propuesta por la Cámara de Diputados.
PROPOSICIÓN DEL EJECUTIVO PARA EL ARTÍCULO 112 Y VOTACIÓN
En sesión posterior, el Ejecutivo presentó la siguiente propuesta para el artículo 112, el que, desde el punto de vista de la estructura de la iniciativa, forma parte, de manera exclusiva, del nuevo Título IV.

“Artículo 112.- Modifícase la ley Nº 18.956, que reestructura el Ministerio de Educación, en el siguiente sentido:
1. Sustitúyese el artículo 1º, por el siguiente:
“Artículo 1°.- El Ministerio de Educación es la Secretaría de Estado responsable de fomentar el desarrollo de la educación en todos los niveles y modalidades, propendiendo a asegurar la calidad y la equidad del sistema educativo; promover la educación parvularia y garantizar el acceso gratuito y el financiamiento fiscal al primer y segundo nivel de transición de la educación parvularia; financiar un sistema gratuito destinado a garantizar el acceso de toda la población a la educación básica y media, generando las condiciones para la permanencia en las mismas de conformidad a la ley; promover el estudio y conocimiento de los derechos esenciales que emanan de la naturaleza humana; fomentar una cultura de la paz, y estimular la investigación científica y tecnológica, la creación artística, la práctica del deporte y la protección y conservación del patrimonio cultural.

Es deber del Estado que el sistema integrado por los establecimientos educacionales de su propiedad provean una educación gratuita y de calidad, fundada en un proyecto educativo público, laico, esto es, respetuoso de toda expresión religiosa, y pluralista, que permita el acceso a él a toda la población y que promueva la inclusión social y la equidad.
El Ministerio, en su calidad de órgano rector del Sistema de Aseguramiento de la Calidad de la Educación, deberá desarrollar un Plan Anual de Aseguramiento de la Calidad de la Educación y llevar a cabo la coordinación de los órganos del Estado que componen dicho sistema, con el fin de garantizar una gestión eficaz y eficiente. Asimismo, rendirá cuenta pública sobre los resultados de dicho plan.”.
2. Modifícase el artículo segundo en el siguiente sentido:
a) Sustitúyase su letra c) por la siguiente:
“c) Mantener un sistema de supervisión del apoyo técnico pedagógico a los establecimientos educacionales.”.

b) Agregase la siguiente letra g) nueva, pasando la actual letra g) a ser h):
“g) Elaborar instrumentos, desarrollar estrategias e implementar, por si o a través de terceros, programas de apoyo educativo”.
3. Intercálanse, a continuación del artículo 2º, los siguientes artículos 2º bis y 2° ter, nuevos:
“Artículo 2º bis.- Sin perjuicio de las funciones señaladas en el artículo anterior, también corresponderá al Ministerio:
a) Elaborar las bases curriculares y los planes y programas de estudio para la aprobación del Consejo Nacional de Educación;
b) Elaborar los estándares de aprendizaje  de los alumnos, los otros indicadores de calidad educativa y los estándares indicativos de desempeño para sostenedores y establecimientos educacionales;
c) Formular los estándares de desempeño docente y directivos que servirán de orientación para elaboración de la evaluaciones consideradas en el decreto con fuerza de ley N° 1, de 1997, del Ministerio de Educación, que fija el texto refundido coordinado y sistematizado de la ley N° 19.070, que aprueba el Estatuto de los Profesionales de la Educación y para la validación de los mecanismos de evaluación de los docentes de aula, técnico-pedagógicos y docentes directivos que presenten voluntariamente a la Agencia de la Calidad los establecimientos educacionales particulares pagados y subvencionados y los sistemas de evaluación complementarios del sector municipal, de corporaciones municipales o de otras entidades creadas por ley;
d) Proponer y evaluar las políticas y diseñar e implementar programas y las acciones de apoyo técnico pedagógico para docentes, equipos directivos, asistentes de la educación, sostenedores y establecimientos educacionales con el fin de fomentar el mejoramiento del desempeño de cada uno de esos actores educativos y el desarrollo de capacidades técnicas y educativas de las instituciones escolares y sus sostenedores;
e) Proponer y evaluar las políticas relativas a la formación inicial y continua de docentes;
f) Determinar, en coordinación con la Agencia de Calidad, el plan de mediciones nacionales e internacionales de los niveles de aprendizaje de los alumnos;

g) Desarrollar estadísticas, indicadores y estudios del sistema educativo, en el ámbito de su competencia, y poner a disposición del público la información que con motivo del ejercicio de sus funciones recopile. Esta información será pública y de libre acceso para todo el que tenga interés en consultarla. Los resguardos de confidencialidad de los resultados individuales se garantizarán de conformidad a la ley;
h) Establecer y administrar los registros públicos que determine la ley, y
i) Ejecutar las sanciones que disponga la Superintendencia de Educación o, en su caso, aplicar las sanciones en los ámbitos que determinen las leyes.
Artículo 2º ter.- En cumplimiento del deber del Estado a que se refiere el inciso octavo del artículo 4° de la ley N° 20.370, General de Educación, corresponderá al Ministerio de Educación facilitar apoyo técnico pedagógico a los establecimientos educacionales y promover el desarrollo profesional docente.
Dichas funciones podrá desarrollarlas el Ministerio, por sí o a través de terceros elegidos por el sostenedor de entre los sujetos registrados conforme al artículo 18, literal d) de la presente ley. De todos modos, ésta elección no significará una alteración de las condiciones en que el Ministerio de Educación se relacione con los sostenedores en el ejercicio de sus demás funciones.
No obstante, el Ministerio de Educación brindará el apoyo técnico directamente cuando así se lo soliciten sostenedores que sean municipalidades, corporaciones u otros entes creados por ley o que reciben aporte del Estado.

4. Elimínase, en el artículo 4º, la expresión “Jefe Superior del Ministerio y”.
5. Intercálase, en el artículo 6º, a continuación de la expresión “del Ministro”, la frase “y el Jefe Administrativo del Ministerio”.
6. Para agregar en el artículo 7°, el siguiente inciso segundo nuevo:
“Esta división contará con una unidad encargada de prestar apoyo técnico pedagógico a los establecimientos educacionales subvencionados y que reciben aporte del Estado y sus sostenedores, velando por el mejoramiento continuo de la calidad del servicio educativo prestado por éstos. 
Para el cumplimiento de dicha función se deberán:
1. Desarrollar estrategias, elaborar instrumentos e implementar programas de apoyo educativo.
2. Identificar y difundir las mejores prácticas en materias técnico pedagógicas, curricular, administrativas y de gestión institucional.
3. Certificar la calidad de las entidades pedagógicas y técnicas de apoyo externo.
4. Entregar información a la comunidad educativa de modo de propender a asegurar la calidad de las entidades de apoyo técnico externo.
La labor de apoyo que realice esta unidad  deberá tener especial focalización en aquellos establecimientos de peor ordenación de acuerdo a la ley que crea el Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación y en aquellos sectores geográficos en donde exista menor disponibilidad de apoyo técnico pedagógico.”.

7. Reemplázase, el artículo 15 por el siguiente:
“Artículo 15.- Corresponderá a las Secretarías Regionales Ministeriales, planificar, normar y supervisar el apoyo pedagógico que se preste, cuando corresponda, en los establecimientos ubicados en su territorio jurisdiccional, cautelando el cumplimiento de los objetivos y políticas educacionales y su correcta adecuación a las necesidades e intereses regionales.
Les corresponderán, además, todas las funciones y atribuciones que las normas legales les otorgan, especialmente en materias técnico-pedagógicas y las vinculadas a la inspección del pago de las subvenciones.”.

8. Reemplázase, en el artículo 16 el inciso primero por el siguiente:
“Artículo 16.- Los Departamentos Provinciales son organismos desconcentrados funcional y territorialmente de las Secretarías Regionales Ministeriales, encargados de coordinar el apoyo técnico pedagógico que se preste en los establecimientos educacionales subvencionados y acogidos al DL 3166 de su jurisdicción.”.

9. Incorpórase el siguiente Título III, nuevo, pasando el actual Título III a ser IV, ordenándose sus artículos correlativamente:
“TÍTULO III
De los requerimientos de información, de la Ficha Escolar y los registros

Artículo 17.- Para los efectos de los registros establecidos en la ley, los sostenedores deberán proporcionar toda la información solicitada por el Ministerio de Educación, incluyendo los cobros efectuados en los establecimientos en que así procediere, y se deberá considerar, además, toda la información pública que generen sobre los establecimientos y los sostenedores la Agencia de la Calidad de la Educación y la Superintendencia de Educación.
A partir de la información a que se refiere el inciso anterior, el Ministerio de Educación elaborará una Ficha Escolar que resumirá la información relativa a cada establecimiento educacional.
La Ficha Escolar será publicada en la página Web del Ministerio de Educación.

Un reglamento fijará la forma, modalidad y periodicidad en que deberá requerirse y publicarse la información establecida en el presente artículo.
Artículo 18.- Los Registros de Información comprenderán los siguientes:
a) Registro de Sostenedores, el que deberá incluir la constancia de su personalidad jurídica, representante legal, establecimientos que administra e historial de infracciones, si las hubiere. En el caso de percibir subvención o aportes estatales, deberá también informarse sobre origen y monto de todos los recursos recibidos.

b) Registro de Establecimientos Reconocidos Oficialmente, donde deberá incluirse el nombre y domicilio del establecimiento educacional, identificación del sostenedor y representante legal, constancia del acto administrativo por medio del cual se otorgó el reconocimiento oficial y su fecha, nivel de enseñanza y modalidad que imparte y la información pertinente relativa a alumnos, directivos, docentes y asistentes de la educación. Asimismo, deberá contemplar indicadores de eficacia y eficiencia interna y fuentes de recursos y monto de los mismos.

En el caso de los establecimientos que reciban subvenciones o aportes estatales, deberá incluir, además, la individualización de los integrantes del Consejo Escolar e información sobre el Plan de Mejoramiento Educativo, si lo tuviere.
c) Registro de Docentes, el que deberá incluir el nombre, títulos, menciones y el perfeccionamiento realizado, sector de aprendizaje, cursos y establecimiento educacional donde se desempeña y otros antecedentes relativos a la idoneidad para ejercer la profesión, de conformidad a la ley. La información para confeccionarlo deberá ser proporcionada por el sostenedor para quien trabaja el docente.
d) Registro Público de Entidades Pedagógicas y Técnicas de Apoyo, que estarán certificadas para prestar apoyo a los establecimientos educacionales y para la elaboración y ejecución del Plan de Mejoramiento Educativo. Un reglamento establecerá los requisitos y estándares de certificación que permitirán el ingreso y la permanencia en el registro, así como una adecuada identificación de las personas o entidades técnicas y las especialidades que ofrecen y los antecedentes relativos a la calidad de los servicios que hubieren prestado. Igualmente establecerá el procedimiento de certificación, la duración de la misma y las causales de pérdida de ella.

Artículo 19.- El Ministerio de Educación deberá administrar y mantener con información actualizada los registros señalados en el artículo precedente, estableciendo instrucciones sobre las categorizaciones y formas de entrega de la misma.

Para efectos de los requerimientos de información a que se refiere este Título el Ministerio de Educación procurará la debida coordinación con la Agencia de Calidad de la Educación y la Superintendencia de Educación  de modo tal que estas solicitudes sean de fácil comprensión, no se dupliquen y no alteren el normal funcionamiento de los establecimientos educacionales.
La entrega de información de los registros a que se refiere el presente título se sujetará a las exigencias establecidas en las leyes N° 20.285 y N° 19.628, en lo que fuere aplicable.
Artículo 20.- Las universidades e institutos profesionales deberán remitir por medios informáticos al Ministerio de Educación la nómina de profesores titulados cada año de su respectiva institución. Tratándose de profesores titulados con anterioridad a la entrada en vigencia de la presente ley, deberán remitir la información, dentro del plazo de un año, contado desde la publicación de la presente ley.”.”.
A continuación, la Comisión Mixta analizó la nueva estructura que se establece para el Ministerio de Educación. 

En lo referente a ese punto, el Honorable Diputado señor Venegas consultó acerca de la forma en que se regularán las funciones propias del Ministerio de Educación, materia que aparece normada en el artículo 112, precepto que encabeza el capítulo IV denominado “Del Ministerio de Educación”.

El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, destacó que la regulación que contempla el proyecto, de acuerdo a la proposición formulada por el Ejecutivo, y que recoge las ideas surgidas en el seno de la Comisión Mixta, establece una regulación más completa sobre la materia, lo que se plasma en el nuevo título relativo al Ministerio, a diferencia de lo que disponía el texto aprobado por el Senado en el primer trámite constitucional, en que sólo consideraba un artículo.

Asimismo, recordó que en la misma proposición – disposiciones transitorias - se consideran normas para el establecimiento en regiones de esta nueva institucionalidad.

Por último, consultó cuál sería la vía aplicable para reforzar el Ministerio de Educación en sus labores de apoyo pedagógico.

El Honorable Diputado señor González interrogó respecto de la conformación que adoptarán las Secretarías Regionales Ministeriales o cómo se articulará la Unidad de Apoyo Pedagógico con las Secretarías Regionales Ministeriales.

En relación con estos planteamientos, el señor Subsecretario de Educación expresó que el Ministerio conservará la función de apoyo y acompañamiento pedagógico a establecimientos educacionales, la que será ejecutada a través de la División de Educación General. Añadió que a través de ella se brindará, entre otras medidas, trabajo de material a colegios y asesorías para segmentar alumnos, según sus logros, a fin de reforzar a los que tengan menor rendimiento. En este punto, destacó la ejecución del plan piloto que se aplicará durante el año 2011 desde pre kinder a cuarto año de enseñanza básica en mil establecimientos educacionales, el que consistirá en asesoría pedagógica. 

Añadió que la División de Educación General es muy importante por la labor que cumple, y en tal sentido deberá ser reestructurada, puesto que existen varias jefaturas para un programa, lo que se modificará a fin de obtener un criterio mas uniforme en la toma de decisiones.

En este mismo orden de ideas, y ante una consulta formulada por el Honorable Diputado señor González, puntualizó que ya se han hecho concursos para llamar profesionales competentes para fortalecer la función de asesoría técnica pedagógica del Ministerio. 

Entrando en el análisis en particular de las diversas normas que se consideran en la proposición, y en relación con el texto del inciso primero, del artículo 1°, del numeral 1 de la propuesta del Ejecutivo, que establece los deberes del Ministerio de Educación, entre otros, el de propender a asegurar la calidad y la equidad del sistema educativo, el Honorable Senador señor Navarro y el Honorable Diputado señor González plantearon reemplazar la frase “propendiendo asegurar” por la palabra “asegurar”.

El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, comentó que este tema ya fue resuelto en la Ley General de Educación y recordó que en esa oportunidad se aprobó que el Estado se obliga a propender a asegurar una educación de calidad.

- Puesta en votación la propuesta precedentemente transcrita, se produce el siguiente resultado: Votaron en contra el Honorable Senador señor Chadwick y los Honorables Diputados señores Gutiérrez y Verdugo, y lo hicieron a favor el Honorable Senador señor Navarro y los Honorables Diputados señores González y Venegas y se abstuvo el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio.

- Repetida la votación, en conformidad a lo dispuesto en el artículo 178 del Reglamento del Senado, la propuesta fue rechazada por la mayoría de los miembros presentes de la Comisión Mixta. Votan en contra los Honorables Senadores señores Chadwick y Walker, don Ignacio, y los Honorables Diputados señores Gutiérrez y Verdugo, y a favor el Honorable Senador señor Navarro y los Honorables Diputados señores González y Venegas.

En lo que dice relación con el inciso segundo del numeral 1 del artículo 1°, propuesto por el Ejecutivo, que se refiere al deber del Estado de procurar que los establecimientos educacionales de su propiedad provean una educación gratuita y de calidad, fundados en un proyecto educativo público y laico, el Honorable Senador señor Navarro propuso eliminar las expresiones “de su propiedad”.
A continuación, Su Señoría indicó que las expresiones “establecimientos educacionales de su propiedad” hacen que la obligación del Estado de velar por una educación de calidad se limite a las escuelas fiscales.

Al respecto, la Honorable Diputada señora Girardi sostuvo que ella fue partidaria de agregar esta norma, porque viene a reforzar a la educación pública.

El Honorable Senador señor Chadwick señaló que el texto de este inciso es similar al inciso quinto, del artículo 4°, de la Ley General de Educación.

El Honorable Diputado señor Venegas comentó que la propuesta del Honorable Senador señor Navarro tiene por finalidad extender la obligación del Estado de asegurar una educación de calidad a todo el sistema educativo.

El Honorable Senador señor Navarro acotó que es deber del Estado velar por una educación de calidad para todos los niños y no restringir esta obligación al ámbito de la educación pública, de lo contrario sostuvo que el destino de la educación particular subvencionada quedará al arbitrio del mercado. Luego, planteó eliminar en el inciso segundo del artículo primero, del numeral 1, del texto propuesto por el Ejecutivo las expresiones “público, laico” y consultó su opinión al Ejecutivo.

El señor Subsecretario de Educación señaló que la idea de este proyecto de ley es que el Estado vele por la calidad de la educación en todo su conjunto y advirtió que el rol del Ministerio de Educación y del Estado no puede circunscribirse sólo a los colegios municipalizados.

El Honorable Diputado señor González expuso que entiende que la finalidad de este inciso es potenciar a la educación pública. Sin perjuicio de lo anterior, planteó reemplazar los términos “de su propiedad” por “con financiamiento público”, puesto que así se podría incluir a los colegios particulares subvencionados.

El Honorable Senador señor Chadwick comentó que en el inciso primero del artículo en comento, está consagrada la idea de que la educación particular también sea objeto de control por parte del Estado. Además, indicó que si un establecimiento educacional particular subvencionado impartiera una educación de mala calidad los padres y apoderados de dicho establecimiento podrían reclamar ante la Superintendencia de Educación.

- Las dos propuestas formuladas por el Honorable Senador señor Navarro fueron rechazadas por la mayoría de los miembros presentes de la Comisión Mixta. Votaron en contra los Honorables Senadores señores Chadwick y Walker, don Ignacio y los Honorables Diputados señores Gutiérrez, Recondo, Venegas y Verdugo. A favor, lo hicieron el Honorable Senador señor Navarro y el Honorable Diputado señor González.

En cuanto a la letra c) del numeral 3 del artículo 2° bis de la propuesta del Ejecutivo, que se refiere a la función del Ministerio de Educación para formular los estándares de desempeño de los docentes y directivos que servirán de base para las evaluaciones del Estatuto Docente y para la validación de los mecanismos de evaluación de los docentes de aula, técnico pedagógicos y directivos que presenten voluntariamente a la Agencia de la Calidad de la Educación los establecimientos educacionales, el Honorable Senador señor Navarro propuso suprimir el vocablo “voluntariamente”. 

El Honorable Senador señor Walker recordó que este literal reproduce la letra d), del artículo 3° del presente proyecto de ley referido al Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación.

- Esta propuesta fue rechazada por la mayoría miembros de la Comisión Mixta. Votan en contra los Honorables Senadores señores Allamand, Chadwick y Walker, don Ignacio y los Honorables Diputados señores Gutiérrez, Recondo y Verdugo. A favor los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana, y se abstienen los Honorables Diputados señores González y Venegas.
Con respecto al literal d) del numeral 3, del artículo 2° bis de la propuesta del Ejecutivo, que consagra dentro de las funciones del Ministerio de Educación el propender y el evaluar las políticas y el diseñar e implementar los programas y las acciones de apoyo técnico pedagógico para docentes, equipos directivos, asistentes de la educación, sostenedores y establecimientos educacionales, el Honorable Diputado señor Gutiérrez consultó al Ejecutivo cómo se vincularán los programas de apoyo que diseñe el Ministerio de Educación con el Plan de Mejoramiento Educativo que tengan los colegios, de acuerdo a la Ley sobre Subvención Escolar Preferencial.

El señor Subsecretario de Educación advirtió que la finalidad de este artículo es únicamente explicitar todas las funciones del Ministerio de Educación y no entrar en el detalle de cada una de ellas. De todas maneras, indicó que el Ministerio de Educación respetará los Planes de Mejoramiento que hayan elaborado los establecimientos educacionales para poder acceder a la subvención escolar preferencial.

Posteriormente, el Honorable Senador señor Navarro pidió votación separada del texto de la letra c), del artículo 2° bis, del numeral 3, de la propuesta del Ejecutivo.

- En votación, la letra c), del numeral 3, del artículo 2° bis de la propuesta del Ejecutivo, fue aprobada por la mayoría de los miembros de la Comisión Mixta. Votaron a favor los Honorables Senadores señores Allamand, Chadwick, Quintana y Walker, don Ignacio y los Honorables Diputados señores Gutiérrez, Recondo, Venegas y Verdugo. En contra, el Honorable Senador señor Navarro y se abstiene el Honorable Diputado señor González.

- A continuación se pusieron en votación los numerales 1, 2 y 3, con excepción de la letra c) del número 3, y de los artículos 2° bis y 2° ter, de la propuesta del Ejecutivo, los que fueron aprobados por la unanimidad de los miembros de la Comisión Mixta, Honorables Senadores señores Allamand, Chadwick, Navarro, Quintana y Walker, don Ignacio y los Honorables Diputados señores González, Gutiérrez, Recondo, Venegas y Verdugo.
En relación con el numeral 3 del artículo 2° ter de la propuesta del Ejecutivo, que regula la función de apoyo técnico pedagógico que debe prestar el Ministerio de Educación, por sí o a través de terceros, el Honorable Senador señor Navarro y el Honorable Diputado señor González presentaron una propuesta para agregar dos incisos, nuevos, del siguiente tenor:

“Los terceros a los cuales el Ministerio encomiende estas tareas, no podrán encomendar estos encargos a otras instituciones.
Estas funciones de apoyo pedagógico a las funciones educativas, deberán ser efectuadas por instituciones de educación superior que tengan escuelas de pedagogía debidamente acreditadas. También podrán realizarlas, centros de estudios sin fines de lucro de reconocida trayectoria académica y especializados en educación, los que deberán inscribirse en el Registro señalado en el inciso segundo.”.
El Honorable Diputados señor González explicó que esta propuesta busca evitar que la función de prestar apoyo técnico pedagógico que se encomienda a terceros pueda ser delegar. Acotó que la idea es impedir que con esta función lucren las agencias técnicas pedagógicas.

El Honorable Diputado señor Venegas indicó que este tema ya fue discutido y que esta Comisión Mixta acordó ser más exigente con las agencias técnicas pedagógicas. En efecto, precisó que se acordó instaurar un sistema de certificación de las mismas.

El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, indicó que el artículo 18, letra d), del numeral 9, de la propuesta del Ejecutivo establece que las agencias técnicas pedagógicas que estén incorporadas en el Registro Público de Entidades Pedagógicas y Técnicas de Apoyo deberán estar previamente certificadas para ejercer la función de apoyo técnico pedagógico y que un reglamento regulará los requisitos y estándares de esta certificación, la cual permitirá el ingreso y la permanencia de dichas agencias en el referido Registro.

El señor Subsecretario de Educación comentó que en nuestro país no existen las agencias técnicas pedagógicas necesarias para cumplir esta función, especialmente en regiones, por lo cual este proyecto de ley permite al Ministerio de Educación y a terceros a ejercer esta asesoría técnica pedagógica. Acotó que en el caso del Ministerio de Educación en el evento de que sea requerida su intervención, éste no podrá excusarse. 

El Honorable Diputado señor González señaló que si bien apoya la idea de certificar a las agencias técnicas pedagógicas preferiría aprobar esta propuesta para consagrar en forma más explícita la prohibición de delegar esta función.

El Honorable Diputado señor Montes señaló que prefiere que la prohibición de delegar esta función quede establecida en el reglamento a que hace referencia el artículo 18, letra d), del numeral 9, de la propuesta del Ejecutivo.

El Honorable Senador señor Navarro pidió votación separada de los dos inciso, nuevos, de la propuesta en discusión.

- Puesto en votación, el inciso tercero, nuevo, de la propuesta antes consignada, se produce el siguiente resultado. Votaron en contra los Honorables Senadores señores Allamand y Chadwick y los Honorables Diputados señores Gutiérrez, Recondo y Verdugo. Lo hicieron a favor, los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana y los Honorables Diputados señores González y Venegas, y se abstuvo el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio. 

- Repetida la votación, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 178 del Reglamento del Senado, la propuesta fue rechazada por la mayoría de los miembros de la Comisión Mixta. Votaron en contra los Honorables Senadores señores Allamand, Chadwick, y Walker, don Ignacio y los Honorables Diputados señores Gutiérrez, Recondo y Verdugo, y a favor los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana y los Honorables Diputados señores González y Venegas.
- En votación, el inciso cuarto, nuevo, de la propuesta en discusión, fue rechazado por la mayoría de los miembros de la Comisión Mixta. Votaron en contra los Honorables Senadores señores Allamand, Chadwick, Quintana y Walker, don Ignacio y los Honorables Diputados señores Gutiérrez, Recondo, Venegas y Verdugo, y lo hicieron a favor, el Honorable Senador señor Navarro y el Honorable Diputado señor González.

Enseguida, el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, planteó eliminar la segunda oración del inciso segundo del numeral 3 del artículo 2° ter, de la propuesta del Ejecutivo. Al respecto, Su Señoría indicó que esta oración únicamente confunde y no aporta, porque es obvio que el Ministerio de Educación continuará ejerciendo todas sus funciones respecto de los establecimientos educacionales.

- Esta propuesta fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión Mixta, Honorables Senadores señores Allamand, Chadwick, Navarro, Quintana y Walker, don Ignacio, y los Honorables Diputados señores González, Gutiérrez, Recondo, Venegas y Verdugo.

- A continuación, se ponen en votación los numerales 4 y 5 de la propuesta del Ejecutivo, los que fueron aprobados por la unanimidad de los miembros de la Comisión Mixta, Honorables Senadores señores Allamand, Chadwick, Navarro, Quintana y Walker, don Ignacio y los Honorables Diputados señores González, Gutiérrez, Recondo, Venegas y Verdugo.
En relación con el numeral 6, de la propuesta del Ejecutivo, que plantea agregar en el artículo 7° de la ley N° 18.956, a continuación de su inciso único, tres inciso nuevos, el Honorable Senador señor Navarro propuso en el inciso segundo, nuevo, reemplazar las expresiones “contará con una unidad” por ”será la”.

Luego, explicó que no considera apropiado que una unidad de la División de Educación General sea la encargada de prestar el apoyo técnico pedagógico a los establecimientos educacionales, porque en su opinión esta función debe quedar en manos de la División de Educación General.

Por su parte, el Honorable Diputado señor Montes reparó en que se crea una unidad, sin especificar el personal con que contará.

El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, comentó que este punto será abordado cuando el Ejecutivo presente el modelamiento institucional del Ministerio de Educación.

- En votación la propuesta antes consignada, fue rechazada por la mayoría de los miembros de la Comisión Mixta. Votaron en contra los Honorables Senadores señores Allamand, Chadwick y Walker, don Ignacio, y los Honorables Diputados señores González, Gutiérrez, Recondo, Venegas y Verdugo, y lo hicieron a favor los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana.

- Enseguida, se puso en votación el inciso segundo, nuevo, que plantea agregar el numeral 6 de la propuesta del Ejecutivo, el que fue aprobado con el voto a favor de los Honorables Senadores señores Chadwick, Quintana y Walker, don Ignacio, y los Honorables Diputados señores González, Gutiérrez, Recondo, Venegas y Verdugo, y el voto en contra, del Honorable Senador señor Navarro.

En cuanto al inciso tercero, nuevo, del numeral 6, de la propuesta del Ejecutivo, que establece que la unidad encargada de prestar apoyo técnico pedagógico deberá focalizarse en los establecimientos educacionales de peor ordenación, el Honorable Senador señor Navarro, propuso reemplazar las expresiones “de peor ordenación” por “cuya evaluación lo amerite”. 

La Honorable Diputada señora Girardi sugirió reemplazar estas expresiones por “aquellos establecimientos que tengan mayor necesidad”.

El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, planteó aprobar el siguiente texto para el inciso tercero, nuevo:

“La labor de apoyo que realice esta unidad deberá tener especial focalización en aquellos establecimientos de mayor necesidad de acuerdo a la Ley que crea el Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación y en aquellos sectores geográficos en donde exista menor disponibilidad de apoyo técnico pedagógico.”.

- Puesta en votación la propuesta del Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión Mixta, Honorables Senadores señores Allamand, Chadwick, Quintana, Navarro y Walker, don Ignacio, y los Honorables Diputados señores González, Gutiérrez, Recondo, Venegas y Verdugo.

- A continuación, se puso en votación los incisos tercero y cuarto, nuevos, del numeral 6 de la propuesta del ejecutivo, los que fueron aprobados por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión Mixta, Honorables Senadores señores Chadwick, Quintana, Navarro y Walker, don Ignacio, y los Honorables Diputados señores González, Gutiérrez, Recondo, Venegas y Verdugo.


Posteriormente, la Comisión Mixta acordó por la unanimidad de sus integrantes presentes, revisar la redacción del inciso final del numeral 6) de este artículo.
Sobre el particular, el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, precisó que se requería incluir como objeto de la labor de apoyo que realiza la División de Educación General, los colegios públicos y gratuitos, dado que los que no caben en dichas calidades tienen mayores recursos para financiar un esfuerzo mayor y añadió que este era un tema fundamental para la Concertación, puesto que se dirige a todos los que tengan mayor necesidad de apoyo.

El Honorable Senador señor Chadwick señaló que esto era un punto muy relevante, en atención a que la focalización no apunta a la clasificación entre públicos y privados, sino a calidad, a menores resultados. En tal sentido, por ejemplo, señaló que no resultaba aconsejable dar esta ayuda Instituto Nacional, que es público y privado, pero tiene excelentes resultados. Enfatizó la asistencia debía focalizarse en quien tiene mayor necesidad de apoyo, lo que no va en directa relación con el carácter de público y privado del establecimiento y agregó, que en tal sentido, también éste era un aspecto importante para la Alianza.

El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, estuvo de acuerdo con este planteamiento, y sugirió modificar la redacción, para hacerlo concordante con el mismo.

La Honorable Diputada señora Girardi señaló que en base a lo que se recoge en el inciso segundo de este artículo, había surgido la necesidad de crear una unidad especializada para ayudar a estos establecimientos, los que son de propiedad del Estado, y que en la práctica son los más abandonados por aquél. Y este motivo fue el fundamento para la creación de esta unidad, por lo que, aclaró, no se está pensando en brindar asistencia a un establecimiento como el Instituto Nacional. 
Por último, se refirió a lo dispuesto en el artículo 90 letra a) y 95, señalando que, en su opinión, el tiempo durante el cual un establecimiento educacional debía estar calificado en la categoría de Desempeño Insuficiente para ser intervenido luego a través de un administrador provisional, era demasiado largo. Una medida en tal sentido sólo provoca daño a la población escolar de dichas entidades, pues durante ese período recibirán educación de mala calidad.

En el mismo sentido, manifestó que, además de la limitación temporal, existe otro límite negativo establecido en el segundo precepto citado, para que en un caso puntual procesa la designación de un administrador provisional y que consiste en que “no existan establecimientos cercanos que impartan el mismo nivel educativo, ordenados en mejor categoría y que cuenten con vacantes”. 
Agregó que la decisión de intervenir o no un establecimiento que presente problemas debe tener su justificación en el nivel de avance o de problemas que presente una escuela o colegio, pero no en si existen escuelas cercanas en los que puedan estudiar estos alumnos. 

El Honorable Diputado señor Montes manifestó, que sin perjuicio de que considera la redacción como limitada, sin que la norma represente un correcto tratamiento del asunto, la modificación representaría un avance.
En otro orden de ideas, manifestó que esperaba que el informe financiero hubiese contemplado recursos para esta unidad, sin embargo ello no había sido así.

El Honorable Senador señor Quintana expresó que este es un tema fundamental para la Concertación, y que en virtud de ello le gustaría puntualizar que estas reformas mas que implicar la debilitación del Ministerio de Educación, como podría pensarse, es más bien un reforzamiento del mismo, pero no en función de un rol castigador, sino más bien en una labor de apoyo.

Puesta en votación la referida adecuación al número 6) del artículo 112, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión Mixta, Honorables Senadores señores Cantero, Chadwick, Quintana y Walker, don Ignacio y los Honorables Diputados señora Hoffmann y señores González, Gutiérrez, Venegas y Verdugo.
- Luego se sometió a votación el numeral 7 de la propuesta del Ejecutivo, el que fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión Mixta, Honorables Senadores señores Chadwick, Quintana, Navarro y Walker, don Ignacio, y los Honorables Diputados señores González, Gutiérrez, Recondo, Venegas y Verdugo.

En relación con el numeral 8 de la propuesta del Ejecutivo, que reemplaza el inciso primero del artículo 16, de la ley N° 18.956, que establece que los Departamentos Provinciales serán los encargados de coordinar el apoyo técnico pedagógico que se preste en los establecimientos educacionales subvencionados y en los acogidos al decreto ley N° 3.166, el Honorable Senador señor Navarro propuso agregar, a continuación del vocablo “coordinar” las expresiones “y fiscalizar”.

- Puesta en votación la propuesta antes consignada, fue rechazada por la mayoría de los miembros presentes de la Comisión Mixta, Honorables Senadores señores Chadwick y Walker, don Ignacio, y los Honorables Diputados señores Gutiérrez, Recondo y Verdugo, y el voto a favor, los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana y los Honorables Diputados señores González y Venegas.

- Posteriormente, se puso en votación el numeral 8 de la propuesta del Ejecutivo, el que fue aprobado por la mayoría de los miembros presentes de la Comisión Mixta, los Honorables Senadores señores Chadwick y Walker, don Ignacio, y los Honorables Diputados señores González, Gutiérrez, Recondo, Venegas y Verdugo, y el voto en contra de los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana. 

En cuanto al literal b), del artículo 18, del numeral 9, de la propuesta del Ejecutivo, que se refiera al Registro de Establecimientos Reconocidos Oficialmente, el Honorable Senador señor Navarro propuso suprimir la frase “indicadores de eficacia y eficiencia interna”.

El Honorable Diputado señor Venegas sostuvo que prefiere mantener el texto de la propuesta del Ejecutivo.

- En votación la propuesta antes consignada, fue rechazada por la mayoría de los miembros presentes de la Comisión Mixta, Honorables Senadores señores Chadwick y Walker, don Ignacio, y los Honorables Diputados señores González, Gutiérrez, Recondo, Venegas y Verdugo, y el voto a favor de los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana.

- A continuación, se pone en votación el numeral 9, el que fue aprobado por la mayoría de los miembros presentes de la Comisión Mixta. Votaron a favor los Honorables Senadores señores Chadwick, Quintana y Walker, don Ignacio, y los Honorables Diputados señores González, Gutiérrez, Recondo, Venegas y Verdugo. En contra, lo hizo el Honorable Senador señor Navarro.

- - -

PROPOSICIÓN DEL EJECUTIVO PARA EL ARTÍCULO 113, NUEVO
En sesión posterior, el Ejecutivo planteó agregar un artículo 113, nuevo, para adecuar el articulado de la Ley de Subvención Escolar Preferencial a este proyecto de ley
 . Cabe hacer presente que esta disposición, junto con el artículo 114 forma parte del nuevo Título V, que se denomina “Otras normas”.
“Artículo 113.- Introdúzcanse las siguientes modificaciones a la ley N° 20.248, que establece la Subvención Escolar Preferencial:
1. Modificase el artículo 7° de la siguiente forma:

i. Sustitúyase en su letra a) la frase “al Ministerio de Educación” por la expresión “a la Superintendencia de Educación, dentro de la rendición de cuenta pública del uso de los recursos,”.

ii. Agrégase en su letra d), al final del punto seguido, lo siguiente. “Para efectos de esta ley se entenderá que el Plan de Mejoramiento Educativo es el mismo al que se hace referencia en la ley de que crea el sistema de aseguramiento de la calidad de la educación, sin perjuicio de los efectos que en caso de incumplimiento contempla esta ley.”.

iii. Elimínase en el inciso primero de la letra f) la siguiente frase “, debiendo actualizar anualmente esta información”.

2. Sustitúyase el inciso final del artículo 8° por el siguiente:

“El Ministerio de Educación entregará, por si o a través de terceros registrados según lo dispuesto en el artículo 30 de esta ley, orientaciones y apoyo para elaborar e implementar el Plan de Mejoramiento Educativo.”.

3. Reemplazase el artículo 9° por el siguiente:

“Artículo 9°.- Los establecimientos adscritos al régimen de subvención preferencial serán clasificados por la Agencia de la Calidad de la Educación en alguna de las categorías y en los plazos a que se refieren los artículos 17 y siguientes de la ley que crea el Sistema de Aseguramiento de la Calidad de la Educación.

Los sostenedores tendrán derecho a impugnar la clasificación que obtuvieran sus establecimientos de acuerdo a lo establecido en el artículo 19 de la Ley de Aseguramiento de la Calidad de la Educación.”.

4. Derógase el artículo 10.

5. Sustitúyase el artículo 11 por el siguiente:

“Artículo 11.- Con el objeto de permitir la clasificación en las categorías que señala el artículo 9º, de aquellos establecimientos cuya matrícula sea insuficiente para efectos de realizar inferencias estadísticas confiables acerca de sus resultados educativos, se utilizará el mecanismo previsto en el artículo 18 de la ley que crea el Sistema de Aseguramiento de la Calidad de la Educación.

Adicionalmente, el Ministerio de Educación considerará las características especiales, acorde con sus necesidades, de los establecimientos educacionales rurales uni, bi o tri docentes, así como de aquellos multigrado o en situación de aislamiento, con el fin de orientar el apoyo pedagógico en la elaboración del Plan de Mejoramiento Educativo de dichos establecimientos y su implementación, cuando corresponda.

El Convenio de Igualdad de Oportunidades y Excelencia Educativa que establece el artículo 7º, tratándose de los establecimientos educacionales de los incisos precedentes, podrá proponer el funcionamiento en red, en colaboración con otros establecimientos de similares características y cercanía geográfica, conforme con los procedimientos que se establezcan en el reglamento. El Ministerio de Educación a solicitud de los municipios deberá proponer, cuando así lo soliciten, Planes de Mejoramiento Educativo a desarrollar conjuntamente entre establecimientos educacionales de distintas comunas y con el apoyo del Ministerio.”.

6. Para sustituir los incisos segundo y tercero del artículo 12, por los siguientes:

“La Secretaría Regional Ministerial de Educación, durante los meses de septiembre y octubre, conforme lo disponga el reglamento, analizará la situación de cada establecimiento educacional que haya postulado. La Agencia de la Calidad de la Educación informará a la Secretaría Regional Ministerial de Educación sobre la clasificación que obtenga el establecimiento de acuerdo al artículo 9º, debiendo notificarse al sostenedor en forma personal o mediante carta certificada.

Con todo, si la Secretaría Regional Ministerial de Educación no emite pronunciamiento en cuanto a la postulación de los establecimientos educacionales dentro del mes de octubre a que se refiere el inciso anterior, el establecimiento podrá solicitar que los antecedentes sean elevados ante el Subsecretario de Educación, quien deberá resolver dentro del plazo de 15 días hábiles contados desde la recepción de los antecedentes.”.

7. Derógase el artículo 13.

8. Elimínase en el artículo 14 la siguiente frase: “en la resolución del Secretario Regional Ministerial de Educación”.

9. Modifícase el artículo 17 en el siguiente sentido:

i. Sustitúyase el inciso primero por el siguiente:

“Artículo 17.- Los establecimientos incorporados a este régimen de subvención recibirán apoyo pedagógico en la forma que establece el artículo 2° ter de la ley N° 18.956. La Superintendencia de Educación verificará el cumplimiento de las obligaciones a que se refiere esta ley, según la categoría en que ha sido clasificado el establecimiento, de acuerdo a los procedimientos, periodicidad e indicadores que especifique. Sin perjuicio de lo anterior, el Ministerio de Educación podrá verificar el cumplimiento del Plan de Mejoramiento Educativo a que se refiere el artículo 7° letra d) de la presente ley.”.

ii. Elimínese el inciso segundo del Artículo 17.

10. Modifícase el artículo 18 en el siguiente sentido:

i. Sustitúyase el inciso segundo del artículo 18 por el siguiente:

“La clasificación de estos establecimientos, la efectuará la Agencia de la Calidad de la Educación de acuerdo a los resultados de aprendizaje de los alumnos, en función del grado de cumplimiento de los estándares de aprendizaje, referidos a los objetivos generales señalados en la ley y sus respectivas bases curriculares, y al grado de cumplimiento de los otros indicadores de calidad propuestos por el Ministerio de Educación y aprobados por el Consejo Nacional de Educación.”.

ii. Elimínese el inciso tercero del Artículo 18.

11. Elimínase en el numeral 1 del artículo 19 la expresión “, el que deberá contar con la aprobación del Ministerio de Educación,”.

12. Modifícase el artículo 20 en el siguiente sentido: 

i. Elimínase en el inciso quinto la expresión “aprobado por el Ministerio de Educación”.

ii. Sustitúyase el inciso sexto por el siguiente:

“A contar del segundo año de vigencia del convenio, el aporte a que se refiere el inciso cuarto se suspenderá si el Ministerio de Educación, conforme al procedimiento establecido en el artículo 17 de la presente ley,  verifica que las acciones no se han efectuado conforme al Plan de Mejoramiento Educativo.”. 

iii. Sustitúyase en el inciso octavo la expresión “El reglamento a que alude al artículo 3° por “Una instrucción de la Superintendencia de Educación”.

13. Reemplázase el artículo 21 por el siguiente: 

“Artículo 21.- El Ministerio de Educación podrá verificar el cumplimiento del Plan de Mejoramiento Educativo que es parte constitutiva del Convenio de Igualdad de Oportunidades y Excelencia Educativa.

La Agencia de la Calidad de la Educación, como parte de la evaluación de estándares indicativos de desempeño para los establecimientos y sus sostenedores a que se refiere el artículo 6° de la ley que crea el sistema de aseguramiento de la calidad, realizará orientaciones para la mejora del Plan de Mejoramiento Educativo y su implementación.

Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso primero, la Superintendencia de Educación evaluará anualmente el cumplimiento de las obligaciones legales que establece el Convenio de Igualdad de Oportunidades y Excelencia Educativa por el sostenedor para cada establecimiento educacional emergente, debiendo entregar su informe al sostenedor y Director del respectivo establecimiento, quienes deberán ponerlo en conocimiento de la comunidad escolar.”.

14. Sustitúyase el artículo 22 por el siguiente:

“La clasificación de estos establecimientos, la efectuará la Agencia de la Calidad de la Educación de acuerdo a los resultados de aprendizaje de los alumnos, en función del grado de cumplimiento de los estándares de aprendizaje, referidos a los objetivos generales señalados en la ley y sus respectivas bases curriculares, y al grado de cumplimiento de los otros indicadores de calidad propuestos por el Ministerio de Educación y aprobados por el Consejo Nacional de Educación.”.

15. Modifícase el artículo 23 de la siguiente forma:

i. Modifícase el inciso primero de la siguiente manera:

a. Sustitúyase la frase “El Ministerio de Educación, mediante resolución del Secretario Regional Ministerial de Educación,” por la siguiente “La Agencia de la Calidad de la Educación”.

b. Reemplázase, la frase final por la siguiente: “se entenderá por resultados reiteradamente deficientes, lo establecido en el Párrafo 5° del Título II de la ley que crea el sistema de aseguramiento de la calidad de la educación.”.

ii. Reemplázase el inciso segundo por el siguiente:

“También serán clasificados en la categoría de Establecimientos Educacionales en Recuperación los establecimientos emergentes que, en el plazo de un año contado desde la suscripción del Convenio de Igualdad de Oportunidades y Excelencia Educativa, no cuenten con el Plan de Mejoramiento Educativo señalado en el artículo 19. Igual clasificación recibirán aquellos establecimientos educacionales emergentes que, teniendo un Plan, no lo apliquen, situación que comprobará el Ministerio de Educación a través de lo establecido en el inciso primero del artículo 17 de la presente ley. El cambio en la clasificación del establecimiento se realizará mediante resolución fundada”.

16. Elimínase en el inciso final del artículo 24, la expresión “y podrá ser apelada ante el Subsecretario de Educación dentro del plazo de 15 días contados desde la fecha de su notificación.”  Y agregase un punto final (.) luego de la palabra “sostenedor”.

17. Reemplázase el artículo 25 por el siguiente:

“Artículo 25.- Las escuelas que sean clasificadas “en recuperación”, en relación con lo establecido en el artículo 23, podrán impugnar su clasificación de acuerdo como lo establecen los incisos segundo y tercero del artículo 19 de la ley de que crea el sistema de aseguramiento de la calidad de la educación.”. 

18. Modifícase el artículo 26 de la siguiente forma:

i. Reemplázase el numeral 2 del inciso primero por el siguiente:

“2) Elaborar y cumplir el Plan de Mejoramiento Educativo para establecimientos educacionales “en recuperación”. Éste deberá ser elaborado o ejecutado con apoyo del Ministerio de Educación o a un grupo de expertos reconocidos del Registro Público de personas o Entidades Pedagógicas y Técnicas de Apoyo del Ministerio de Educación a que se refiere el artículo 30, elegida por el sostenedor.

El Plan de Mejoramiento Educativo para establecimientos educacionales “en recuperación” abarcará tanto el área administrativa y de gestión del establecimiento como el proceso de aprendizaje y sus prácticas; y deberá estar elaborado antes del inicio del año escolar siguiente al de la dictación de la resolución a que se refiere el artículo 23.”.

ii. Reemplácese el inciso segundo, del numeral 3, por los siguientes: 

“En caso de proponerse la reestructuración del equipo de docentes directivos, técnico-pedagógicos o de aula, a fin de superar las deficiencias detectadas por el Plan de Mejoramiento Educativo para establecimientos educacionales “en recuperación” en el personal del establecimiento educacional. Dicho Plan podrá tomar en consideración las orientaciones que realice la Agencia de de Calidad de la Educación, como parte de la evaluación de estándares indicativos de desempeño para los establecimientos educacionales y sus sostenedores a que se refiere el artículo 6° de la Ley que crea el Sistema Nacional de aseguramiento de la Calidad de la Educación.
El sostenedor deberá aplicar alguna o algunas de las siguientes medidas, sin que ninguna de ellas pueda considerarse como menoscabo para los docentes:

a) Redestinación de tareas y/o funciones.

b) Destinación del docente a otro establecimiento del mismo sostenedor.

c) Desarrollo de planes de superación profesional para los docentes, pudiendo recurrirse para ello a la totalidad o parte de la jornada laboral contratada.”.
19. Elimínase el inciso sexto del artículo 27.

20. Modifícase el artículo 28 en el siguiente sentido:

i. Reemplázase el inciso segundo por el siguiente:

“Por otra parte, si el establecimiento en recuperación no logra dichos objetivos en el plazo indicado, la Agencia de la Calidad informará a todos los miembros de la comunidad escolar la circunstancia de que el establecimiento no ha alcanzado los resultados académicos esperados y ofrecerá a las familias del mismo, la posibilidad de buscar otro centro educativo, y facilidades de transporte para su acceso, lo que se regulará vía decreto suscrito por el Ministerio de Educación y el Ministerio de Hacienda. Esta comunicación la efectuará el Ministerio de Educación por carta certificada a cada uno de los apoderados y familias del establecimiento. Dicha comunicación podrá efectuarse por cualquier otro medio que el Ministerio de Educación determine, siempre que se cumpla con el objeto de informar directamente a cada uno de los apoderados y familias del establecimiento.”.

ii. Reemplázase el inciso tercero por el siguiente: 

“En el caso de no lograrse los objetivos señalados en el inciso primero, los establecimientos estarán afectos al mecanismo de revocación del reconocimiento oficial que se establecen en los artículos 30 y 31 de la ley de que crea el sistema de aseguramiento de la calidad de la educación.”.

iii. Derógase el inciso cuarto.

21. Modifícase el artículo 29 en el siguiente sentido:

i. Suprímanse los literales a), c), h) e i).

ii. Elimináse en la letra b) la frase “, y verificar su cumplimiento”.

iii. Reemplázase la letra e) por la siguiente:

“e) Mantener un sistema de apoyo técnico pedagógico a los establecimientos educacionales por si o a través de terceros, de aquellas incorporadas en el registro a que se refiere el artículo 30.

No obstante, el Ministerio de Educación brindará el apoyo técnico directamente cuando así se lo soliciten sostenedores que sean municipalidades, corporaciones u otros entes creados por ley o que reciben aporte del Estado.”.

22. Reemplázase el artículo 30 por el siguiente: 

“Artículo 30.- Estarán habilitadas para prestar apoyo técnico pedagógico a los establecimientos educaciones en lo concerniente a la elaboración e implementación del Plan de Mejoramiento Educativo a que se refieren los artículos 8°, 19, 20, 26 aquellas personas o entidades que cumplan los estándares de certificación para integrar el Registro Público de Entidades Pedagógicas y Técnicas de Apoyo administrado por el Ministerio de Educación de acuerdo a lo establecido en el artículo 18, letra d) de la ley N° 18.956.

Las personas o entidades que incorporadas al registro a que se refiere el inciso precedente presten asesorías a establecimientos educacionales que reiteradamente obtengan resultados insatisfactorios de conformidad a lo establecido en el reglamento a que se refiere el artículo 18, letra d) de la ley N° 18.956, serán eliminadas del Registro Público de Personas o Entidades Pedagógicas y Técnicas de Apoyo.

Los sostenedores podrán asociarse entre sí para recibir apoyo técnico de una misma persona o entidad registrada.

Los costos de cada persona o entidad pedagógica y técnica de apoyo serán pagados por el sostenedor que requiera sus servicios.

Regirán respecto de estas personas o entidades las inhabilidades de los artículos 54 y siguientes del decreto con fuerza de ley Nº 1-19.653, de 2001, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado.”.

23. Derógese el Artículo 32.

24. Reemplázase el inciso primero del artículo 35 por el siguiente:

“Artículo 35.- Las infracciones a la presente ley serán sancionadas y estarán afectas al procedimiento dispuesto en el párrafo 5° de la ley de que crea el sistema de aseguramiento de la calidad de la educación.”.

25. Reemplazase en el artículo 36 la expresión “IV de la Ley de Subvenciones” por “Título III de la ley de Aseguramiento de la Calidad de la Educación”.

26. Reemplazase en el inciso primero del artículo primero transitorio, la frase “en la letra a) del artículo 9°” por la frase “en el artículo 9°”.

27. Reemplazase en el inciso primero del artículo segundo transitorio, la frase “en la letra c) del artículo 9°” por la frase “en el artículo 9°”.

28. Derógase el artículo undécimo transitorio.”.

A continuación, el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, explicó que este artículo tiene por finalidad adecuar la ley N° 20.248, que establece la Subvención Escolar Preferencial, a la nueva institucionalidad que se está creando. Luego, expresó que los principios en que se fundan estas modificaciones son los siguientes:


i.- - El principio de especialidad, desde el punto de vista de las competencias que están otorgando a las distintas instituciones, como el Ministerio de Educación, la Agencia de Calidad de la Educación y la Superintendencia de Educación. La idea, continuó, es determinar la forma en que se distribuirá el trabajo entre ellas. Al respecto, precisó que al Ministerio de Educación le corresponderá, entre otras funciones: suscribir los Convenios de Igualdad de Oportunidades; prestar el apoyo técnico-pedagógico, ya sea directamente o a través de terceros, y verificar el cumplimiento del Plan de Mejoramiento. En el caso de la Agencia de Calidad de la Educación, indicó que tiene la misión de clasificar a los establecimientos educacionales, en función del cumplimiento de los estándares de aprendizaje y de otros indicadores de calidad educativa, y de orientar a los establecimientos educacionales para mejorar el Plan de Mejoramiento Educativo. En relación a la Superintendencia de Educación, sostuvo que tiene las funciones de evaluar el cumplimiento de las obligaciones legales que establece el Convenio de Igualdad de Oportunidades; fiscalizar el uso de los recursos públicos, dictando normas de general aplicación sobre la forma, modo, plazos y medios de información de la rendición de cuentas, y aplicar las sanciones que correspondan.

ii.- El principio de la no duplicidad de funciones entre los órganos del sistema educativo y de los requisitos y exigencias que se prescriben para los sostenedores. Bajo este contexto, sostuvo que el Plan de Mejoramiento Educativo que alude la Ley de Subvención Escolar Preferencial será el mismo que el que menciona la Ley sobre Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación.

iii.- El principio de la supremacía de la Ley sobre Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación, puesto que establece reglas y principios generales a todos los establecimientos educacionales y en el caso de quienes suscriban el Convenio de Igualdad de Oportunidades estarán sujetos a exigencias adicionales, contempladas en la Ley de Subvención Escolar Preferencial.

iv.- El principio de coordinación entre las categorías de clasificación de los establecimientos educacionales que establece la Ley de Subvención Escolar Preferencial y la Ley de Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación. Al respecto, explicó que en este proyecto de ley se proponen cuatro categorías: desempeño alto, que corresponde a los colegios autónomos de la ley de Subvención Escolar Preferencial; los de desempeño medio o medio bajo, que equivalen a los establecimientos educacionales emergentes, y los de desempeño insuficiente, correspondiente a los colegios en recuperación. En efecto, precisó que de este modo se homologan las categorías que ambas leyes reconocen.

Finalmente, se refirió a la necesidad de establecer un período de vacancia de la entrada en vigencia de esta ley, ya que mientras no estén operativas las nuevas instituciones que crea este proyecto de ley, y definidos los estándares de aprendizaje e indicadores de calidad el Ministerio de Educación conservará todas las competencias que le otorga la ley N° 20.248.

En relación con el numeral 1, del artículo 113 propuesto por el Ejecutivo, punto ii, que homologa el Plan de Mejoramiento Educativo que consagra la Ley de Subvención Escolar Preferencial con el que menciona el presente proyecto de ley, los Honorables Diputados señores Gutiérrez y Venegas plantearon agregar, a continuación, de las expresiones “sin perjuicio” la siguiente frase: “de los requisitos de formulación del Plan y los”, para así dar una mayor valorización al informe que emite el Ministerio de Educación.

Con respecto al numeral 13, del artículo 113 propuesto por el Ejecutivo, que plantea reemplazar el artículo 21, de la ley N° 20.248 por otro texto en el cual se diferencian y se especifican las atribuciones del Ministerio de Educación, de la Agencia de Calidad de la Educación y de la Superintendencia de Educación, el Honorable Diputado señor González sugirió precisar en forma más categórica que la Superintendencia de Educación sólo deberá verificar el cumplimiento de las obligaciones legales, contenidas en el Convenio de Igualdad de Oportunidades, sin entrometerse en los aspectos técnico-pedagógicos.

Por su parte, el Honorable Senador señor Navarro reparó que la redacción del inciso primero del artículo 21 propuesto, está hecha en términos muy facultativos, por lo cual sugirió sustituir las expresiones “podrá verificar” por “verificará”. En relación con el inciso tercero, de la citada norma señaló que debe establecerse en forma más categórica la obligación del sostenedor y del director del establecimiento educacional de dar a conocer a la comunidad escolar el informe que emita la Superintendencia de Educación. Al respecto, acotó que debería consagrase un sistema de notificación por carta certificada, tal como lo plantea el nuevo inciso segundo del artículo 28 de la proposición del Ejecutivo.

El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, propuso agregar en el inciso tercero en comento la siguiente frase final: “sin perjuicio de publicar este informe en la página web del sitio de la Superintendencia”.

El Honorable Diputado señor González señaló que preferiría que se informe a la comunidad educativa, a través del Consejo Escolar. 
El Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Educación, acogiendo todos los planteamientos formulados por los miembros de la Comisión Mixta, planteó reemplazar el inciso tercero del artículo 21 propuesto por el Ejecutivo, por el siguiente:

“Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso primero, la Superintendencia de Educación evaluará anualmente el cumplimiento de las obligaciones legales que establece el Convenio de Igualdad de Oportunidades y Excelencia Educativa por el sostenedor para cada establecimiento educacional emergente.”.

A continuación, propuso agregar el siguiente inciso final, nuevo:

“La Superintendencia deberá entregar un informe que incorporará la información derivada del ejercicio de las facultades a que se refieren los incisos anteriores al sostenedor y al Director del respectivo establecimiento, quienes deberán ponerlo en conocimiento de la comunidad escolar, a través del Consejo Escolar, sin perjuicio de publicar dicho informe en el sitio web de la Superintendencia.”.
En cuanto al numeral 14, del artículo 113, de la proposición del Ejecutivo, que establece que la clasificación de los establecimientos educacionales la efectuará la Agencia de Calidad de la Educación en función del grado de cumplimiento de los estándares de aprendizaje y de los otros indicadores de calidad, el Honorable Senador señor Navarro observó que no es conveniente restringir la clasificación de los establecimientos educacionales a los resultados de aprendizaje.

El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio recordó que este tema ya fue aprobado por esta Comisión, a propósito de los artículos 17 y siguientes del presente proyecto de ley.

En lo que concierne a la letra e), que plantea el numeral 21, del artículo 113, de la proposición del Ejecutivo, que se refiere a la función del Ministerio de Educación de prestar de apoyo técnico-pedagógico, por sí o a través de terceros, el Honorable Senador señor Navarro señaló que no apoya la idea de que terceros también puedan ejercer la función de prestar apoyo técnico-pedagógico.

El señor Subsecretario de Educación recordó que a propósito de la discusión del artículo 112, que introduce una serie de modificaciones a la ley N° 18.952, que regula al Ministerio de Educación, se aprobó que dicha Secretaría de Estado deberá llevar un Registro Público de Entidades Pedagógicas y Técnicas de Apoyo, en el que sólo se incorporarán las entidades pedagógicas que estén previamente certificadas, de acuerdo a un procedimiento de certificación regulado en un reglamento. Agregó que esta certificación permitirá el ingreso y la permanencia de estas entidades.

Ante una consulta formulada por el Honorable Senador señor Navarro, en cuanto a quién será el órgano que dirigirá este procedimiento de certificación, el señor Subsecretario de Educación respondió que esta función le competerá al Ministerio de Educación.

- En votación, el artículo 113, nuevo, de la proposición del Ejecutivo, fue aprobado con las modificaciones antes consignadas para los numerales 1, 13 y 17, por siete votos a favor, de los Honorables Senadores señores Cantero, Chadwick y Walker, don Ignacio, y Honorables Diputados señores González, Gutiérrez, Recondo, Venegas y Verdugo, y uno en contra, del Honorable Senador señor Navarro.

- - -

Artículo 113

El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó el siguiente texto para el artículo 113, norma que, al igual que al artículo 112, formaba parte del Título IV, de las Disposiciones Finales:

“Artículo 113.- Modifícase el decreto con fuerza de ley Nº 2, del Ministerio de Educación, de 1998, sobre Subvención del Estado a Establecimientos Educacionales, en el siguiente sentido:
1. Introdúcense las siguientes enmiendas al artículo 5°:

a) Derógase su inciso tercero.
b) Sustitúyese su inciso cuarto, por el siguiente:
“El incumplimiento de la obligación señalada en el inciso segundo se considerará infracción menos grave.”.
2. Derógase el artículo 19.
3. Elimínase, en el inciso final del artículo 21, la frase “para los efectos del artículo 50”.
4. Sustitúyese, en el inciso final del artículo 22, la oración que sigue al punto seguido (.), por la siguiente: “La infracción de esta obligación se considerará menos grave.”.
5. Sustitúyese, en el inciso quinto del artículo 26, la expresión “al Ministerio” por “a la Superintendencia”.
6. Deróganse los artículos 52, 52 bis y 53.
7. Intercálase, en el inciso primero del artículo 54, a continuación de la expresión “mediante resolución fundada”, la frase “y previo informe favorable de la Superintendencia de Educación”.
8. Introdúcense las siguientes enmiendas al artículo 55:
a) Agrégase, en el inciso primero, después del punto final (.), que pasa a ser punto seguido (.), la siguiente oración: “Sin perjuicio de las facultades que correspondan, en materia sancionatoria, a la Superintendencia de Educación.”.
b) Intercálase el siguiente inciso segundo, nuevo:
“En la fiscalización de las normas de esta ley y sus reglamentos el Ministerio de Educación, la Superintendencia de Educación y la Agencia de Calidad de Educación deberán actuar coordinadamente conforme al artículo 111 de la Ley sobre Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Parvularia, Básica y Media.”.
9. Deróganse los artículos 64 y 65.
10. Elimínase, en el inciso final del artículo quinto transitorio, la frase “para los efectos de los artículos 50 y 52 del presente cuerpo legal”.”.

La Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, rechazó este artículo como consecuencia del rechazo de los artículos 5° y 45 permanentes, que crean la Agencia de Calidad de la Educación y la Superintendencia de Educación, respectivamente, en conformidad al artículo 30, inciso segundo, de la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.
El Senado, en tercer trámite constitucional, rechazó la modificación propuesta por la Cámara de Diputados.

PROPOSICION EL EJECUTIVO PARA EL ARTÍCULO 113, QUE PASA A SER ARTÍCULO 114


El Ejecutivo efectuó una propuesta para este precepto, el que considera como artículo 114, el cual forma parte, junto con el artículo 113, como se señaló precedentemente en este informe, de un nuevo Título V, que se denomina “Otras normas”.


“Artículo 114.- Modifícase el decreto con fuerza de ley Nº 2, del Ministerio de Educación, de 1998, sobre Subvención del Estado a Establecimientos Educacionales, en el siguiente sentido:

1) Sustitúyase en su artículo 1º el punto final por una coma (,), agregando a continuación la siguiente frase:

“y por las de la ley que crea el Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación, en especial, las contempladas en el párrafo 5º de su Título III.”.  

2 Modifícase el artículo 2º en el siguiente sentido:

a) Sustitúyase en el inciso segundo la frase: “Una  persona natural o jurídica”, por la siguiente: “Una persona jurídica”.

b)) Reemplázase el inciso tercero por el siguiente:

El representante legal y el administrador de entidades sostenedoras de establecimientos educacionales deberán cumplir con los siguientes requisitos: 

i) Estar en posesión de un título profesional o licenciatura, de al menos 8 semestres, otorgado por una universidad o instituto profesional del Estado o reconocido por éste;

ii) No haber sido sancionado con las inhabilidades para ser sostenedor, por haber cometido alguna de las infracciones graves señaladas en los artículos 50 de la presente ley y 76 de la ley que crea el Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación; 

iii) No haber sido condenado por crimen o simple delito de aquellos a que se  refiere el Título VII del Libro II del Código Penal, y la ley Nº 20.000, que sanciona el tráfico ilícito de estupefacientes, y otros que establezca la ley”.

c) Sustitúyase el inciso cuarto por el siguiente nuevo:

“Asimismo, los miembros del directorio de la persona jurídica sostenedora deberán cumplir con los requisitos señalados en las  letras b) y c) del inciso anterior.”.

3) Sustitúyase el artículo 5°, por el siguiente:

“Artículo 5º.- La subvención, derechos de matrícula, derechos de escolaridad y donaciones a que se refiere el artículo 18, en la parte que se utilicen o inviertan en el pago de remuneraciones del personal; en la administración, reparación, mantención o ampliación de las instalaciones de los establecimientos beneficiados; o en cualquier otra inversión destinada al servicio de la función docente, no estarán afecto a ningún tributo de la Ley sobre Impuesto a la Renta.


Anualmente, los sostenedores deberán entregar la información  que le solicite la Superintendencia de Educación acerca de los rubros indicados en el inciso precedente, en los cuales utilizó los recursos que por concepto de subvención percibió durante el año laboral docente anterior.


Para fines de la rendición de cuentas a que se refiere el párrafo 3° del Título III de la ley que crea el Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación, los sostenedores deberán mantener, por un período mínimo de cinco años, a disposición de la Superintendencia de Educación y de la comunidad educativa, a través del Consejo Escolar, el estado anual de resultados que dé cuenta de todos los ingresos y gastos del período. 


El incumplimiento de la obligación indicada en el inciso segundo será sancionado como falta, en los términos del artículo 73, letra b) de la ley que crea el Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación. En tanto, el incumplimiento de las obligaciones establecidas en el inciso tercero, constituirá infracción grave del artículo 50 de la presente ley. En ambos casos, se aplicará el procedimiento establecido en el párrafo 5° del Título III de la ley que crea el Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación.


4) Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 6º:

a) Sustitúyase la letra a) por la  siguiente: 

“a) Que tengan el reconocimiento oficial del Estado, por haber cumplido los requisitos establecidos en el artículo 46 de la ley N° 20.370.”.

b) Sustitúyase en la letra d) bis, la frase “de la ley N° 18.962” por la frase “de la ley N° 20.370”.

c) Reemplázase en el inciso segundo de la letra f) del artículo 6º la frase: “Si el sostenedor es una persona jurídica, ninguno de sus socios, directores o miembros, en su caso,” por la siguiente: “Ninguno de los representantes legales y administradores de entidades sostenedoras de establecimientos educacionales”.

5) Reemplázase en el artículo 9°, inciso tercero, la frase: “el profesional que tenga la calidad de sostenedor” por la siguiente: “el profesional que tenga la calidad de socio,   representante legal o administrador de la   persona jurídica sostenedora”, y la frase: “de un sostenedor de los mismos establecimientos.”, por la siguiente: “de un socio,       representante legal o administrador de la entidad sostenedora de los mismos establecimientos.”.

6) Elimínense el inciso final del artículo 15.

7) Derógase el artículo 19.

8) Sustitúyase, en el inciso final del artículo 22, la oración que sigue al punto seguido (.), por la siguiente: “La infracción de esta obligación se considerará menos grave.”.

9) Sustitúyanse, en los incisos quinto y sexto del artículo 26, las frases “al Ministerio de Educación” por “a la Superintendencia de Educación”.

10) Introdúcense las siguientes modificaciones en  el artículo 50:

a) En su inciso primero, sustitúyase la expresión “los Secretarios Regionales Ministeriales” por “los Directores Regionales de la Superintendencia de Educación”.


b) En su inciso segundo, introdúcense las siguientes enmiendas: 


i) Reemplázase el literal d) por el siguiente:


“d) No dar cumplimiento a lo establecido en el artículo 11 de la ley N°20.370.”

ii) Sustitúyase en la letra e) la expresión “los artículos 64 y 65” por “el artículo 64 de la presente ley”.

c) En su inciso tercero, suprímase el literal i), que aparece en primer lugar.


11) Deróganse los artículos 52, 52 bis y 53.


12) Intercálase, en el inciso primero del artículo 54, a continuación de la expresión “mediante resolución fundada”, la frase “y  previo informe favorable de la Superintendencia de Educación”.

13) Reemplázase en los incisos primero y tercero del artículo 55, la frase “Ministerio de Educación” por la frase “Superintendencia de Educación”.

14) Deróguense los artículos 65, 66 y 67.

15) Elimínese en el inciso final del artículo quinto transitorio, la frase “para los efectos del artículo 52 del presente cuerpo legal”.

16) Derógase el artículo duodécimo transitorio.

El Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Educación, señor Figueroa, señaló que las modificaciones al decreto con fuerza de ley N° 2 de 1998, del Ministerio de Educación, que se han transcrito tienen por objeto, fundamentalmente, hacer las adecuaciones necesarias entre este proyecto de ley y la señalada normativa, de manera de ajustar los requisitos exigidos a los sostenedores en la Ley de Subvenciones a aquellos que se contemplan en la Ley General de Educación. 

Agregó, en ese mismo orden de materias, que, desde el punto de vista de la técnica legislativa, se prefirió mantener en el decreto con fuerza de ley N° 2, de 1998, todo los relativo las sanciones que contempla el artículo 50, y no trasladar esa regulación a esta iniciativa legal.

El Honorable Diputado señor Venegas, y aun cuando la disposición no es objeto de enmiendas, planteó su inquietud respecto de la redacción del artículo 5°,  el cual considera una regulación que iría en beneficio de los sostenedores.

En ese mismo sentido, el Honorable Senador señor Navarro, criticó el contenido de dicha disposición, por cuanto permitiría que los establecimientos que reciben subvención y tienen fines de lucro, no realicen contabilidad en forma adecuada, para su correcto control tributario. Señaló que sería atingente conocer el grado de utilidad que reciben estas instituciones que persiguen fines de lucro; y consultó al Ejecutivo la razón de mantener una disposición que contempla este tipo de regalías. 


En esa virtud, solicitó dirigir oficio al Servicio de Impuestos Internos para consultar acerca de la aplicación del artículo 5° del decreto con fuerza de ley N° 2, de 1998, del Ministerio de Educación, y de las utilidades que reportan establecimientos educaciones con fines de lucro, a quienes es aplicada la norma, oficio que fue remitido en nombre de la Comisión Mixta.

El Honorable Senador señor Chadwick, y en el mismo sentido el Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Educación, señor Figueroa, manifestaron que ésta norma da carácter de gasto tributario a lo que se obtiene por subvención, entendido como gasto necesario para producir la renta. Añadieron que es un incentivo para utilizar este beneficio en el mismo establecimiento, pero no dice relación con las utilidades.

El señor Subsecretario de Educación, por su parte, expresó que esta ley permitirá un control mayor, al contemplar vías para obtener información en mayor grado que el que actualmente existe.

En otro orden de materias, y con ocasión de la discusión de este precepto, el Honorable Senador señor Navarro, dejó constancia de su discrepancia con el mecanismo utilizado para el análisis de esta disposiciones, que impide su adecuado estudio, por lo que señaló sentirse de alguna manera presionado al momento de votación, lo que resulta aún más inquietante tratándose de uno de los temas más importantes para el desarrollo de la Nación.

El Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Educación, señor Figueroa, se refirió al primer numeral del artículo 114, y señaló que la nueva regulación incorpora un procedimiento de la ley general de Superintendencias y las sanciones que no se encuentran contempladas en la Ley de Subvenciones.

Al respecto, El Honorable Senador señor Navarro consultó al Ejecutivo si el Ministerio cuenta con antecedentes, respecto de la forma en que está operando el sistema de subvenciones, y acerca de la su efectividad. Recordó que una ex Ministra de Educación, señora Yasna Provoste, fue sometida a un juicio político y sancionada posteriormente.

Agregó que debería existir innovación en funciones fiscalizadoras, que cambien lo que causó la salida de la ex Ministra, es decir que haya una mejoría en la materia. 

El Honorable Senador señor Walker manifestó que este proyecto y toda la normativa que contempla ha sido objeto de mucho estudio, sin que se haya dejado ningún punto al azar.
Puesto en votación el texto sustitutivo para el artículo 114 número 1, consignado precedentemente, fue aprobado con el voto a favor de los Honorables Senadores señores Cantero, Chadwick, Quintana y Walker, don Ignacio, y los Honorables Diputados señores González, Gutiérrez, Recondo, Venegas y Verdugo, y el voto en contra del Honorable Senador señor Navarro.
A continuación, la Comisión Mixta, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Cantero, Chadwick, Quintana y Walker, don Ignacio y Honorables Diputados señores González, Gutiérrez, Recondo, Venegas y Verdugo, aprobó la proposición del Ejecutivo para los números 2, 3, 4, 5, 6, 7, 8 y 9 del artículo 114, transcrito precedentemente.

Seguidamente, y por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Cantero, Chadwick, Quintana y Walker, don Ignacio y Honorables Diputados señores González, Gutiérrez, Venegas y Verdugo, la Comisión Mixta aprobó la propuesta del Ejecutivo para los números 10, 11, 12, 13, 14, 15 y 16 del artículo 114, transcrito precedentemente.

- - -

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo primero
El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó el siguiente texto:
“Artículo primero.- Facúltase al Presidente de la República para que, mediante un decreto con fuerza de ley expedido por intermedio del Ministerio de Educación, que además deberá ser suscrito por el Ministro de Hacienda, establezca las Direcciones Regionales de la Superintendencia de Educación definiendo sus potestades, funciones y el ámbito geográfico que abarcará cada una de ellas.”.

La Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, rechazó este artículo como consecuencia del rechazo de los artículos 5° y 45 permanentes, que crean la Agencia de Calidad de la Educación y la Superintendencia de Educación, respectivamente, en conformidad al artículo 30, inciso segundo, de la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.
El Senado, en tercer trámite constitucional, rechazó la modificación propuesta por la Cámara de Diputados.
Artículo segundo
El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó el siguiente texto para el artículo segundo transitorio:

“Artículo segundo.- El Ministerio de Educación tendrá un plazo máximo de un año desde la entrada en vigencia de esta ley, para presentar los estándares de aprendizaje e indicativos de desempeño al Consejo Nacional de Educación.

La Agencia de Calidad tendrá un plazo máximo de un año, contado desde la aprobación de los estándares que señala el inciso anterior, para determinar y aplicar la metodología para la clasificación de los establecimientos en las categorías y criterios señalados en el artículo 13.”.

La Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, aprobó reemplazar dicho artículo por el siguiente:

“Artículo segundo.- El Ministerio de Educación tendrá un plazo de tres años, desde la entrada en vigencia de esta ley, para presentar los estándares de aprendizaje e indicativos de desempeño al Consejo Nacional de Educación. Con todo, este plazo será de un año para presentar los estándares de aprendizaje de, a lo menos, uno de los cursos evaluados por el sistema nacional de medición.”.

El Senado, en tercer trámite constitucional, rechazó la modificación propuesta por la Cámara de Diputados.

Artículo tercero
El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó el siguiente texto para el artículo tercero transitorio:

“Artículo tercero.- Facúltase al Presidente de la República para que, mediante uno o más decretos con fuerza de ley expedidos por intermedio del Ministerio de Educación, que además deberán ser suscritos por el Ministro de Hacienda, fije las plantas de personal de la Superintendencia de Educación y de la Agencia de Calidad de la Educación, y el régimen de remuneraciones que les será aplicable. 

En el ejercicio de esta facultad, el Presidente de la República deberá dictar todas las normas necesarias para la adecuada estructuración y operación de las plantas de personal que fije, el número de cargos por cada planta, así como los requisitos para el desempeño de los  mismos, sus denominaciones y niveles jerárquicos para efectos de la aplicación de lo dispuesto en el título VI de la ley Nº 19.882 y en el artículo 8° del decreto con fuerza de ley Nº 29, del Ministerio de Hacienda, de 2005, según corresponda. En el mismo acto, fijará la fecha de vigencia de la planta de personal y la dotación máxima de personal para el año. 

Además, en el ejercicio de esta facultad, establecerá las normas de encasillamiento del personal de las plantas que fije. Del mismo modo, el Presidente de la República fijará las normas necesarias para la fijación de las remuneraciones variables, en su aplicación transitoria.

Mediante igual procedimiento, el Presidente de la República determinará la fecha de vigencia de la planta que fije y del encasillamiento que practique y el inicio de funciones de la Superintendencia de Educación y de la Agencia de Calidad.”.

La Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, rechazó este artículo como consecuencia del rechazo de los artículos 5° y 45 permanentes, que crean la Agencia de Calidad de la Educación y la Superintendencia de Educación, respectivamente, en conformidad al artículo 30, inciso segundo, de la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.
El Senado, en tercer trámite constitucional, rechazó la modificación propuesta por la Cámara de Diputados.

Artículo cuarto
El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó un texto del siguiente tenor:

“Artículo cuarto.- El Presidente de la República nombrará, transitoria y provisionalmente, conforme al artículo quincuagésimo noveno de la ley N° 19.882, al Superintendente y al Secretario Ejecutivo de la Agencia de Calidad de la Educación, quienes asumirán de inmediato y en tanto se efectúa el proceso de selección pertinente que establece la señalada ley para los cargos del Sistema de Alta Dirección Pública.

Para iniciar el concurso de los integrantes del consejo de la Agencia, el Ministro de Educación tendrá un plazo máximo de dos meses, contado desde la publicación de la presente ley.”.

La Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, lo rechazó.

El Senado, en tercer trámite constitucional, rechazó la modificación propuesta por la Cámara de Diputados.
Artículo quinto
El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó el siguiente texto:

“Artículo quinto.- La planta de personal de la Superintendencia y de la Agencia de Calidad de la Educación será provista mediante el traspaso, sin solución de continuidad, de personal desde el Ministerio de Educación, Subsecretaría de Educación y servicios dependientes o que se relacionen por su intermedio, siguiendo el procedimiento que se establece en el inciso siguiente. Del mismo modo, se traspasarán los recursos presupuestarios que se liberen por este hecho. Los cargos que no se provean de conformidad al procedimiento previsto en el inciso siguiente se llenarán mediante concurso público.

Conforme a lo anterior, la Subsecretaría de Educación directamente o utilizando el procedimiento que establece por el artículo 23 del Estatuto Administrativo, llamará a un concurso abierto a los funcionarios de las instituciones enumeradas en el inciso precedente, sean de planta o a contrata, los que deberán cumplir los requisitos de los cargos concursados y estar calificados en listas 1 o 2 de distinción o buena, respectivamente. Los funcionarios a contrata deberán, además, haberse desempeñado en tal calidad a lo menos durante los dos años previos al concurso.

La Subsecretaría de Educación en forma previa, según la planta y sus requisitos, definirá, conjuntamente con el Superintendente o el Secretario Ejecutivo de la Agencia de Calidad de la Educación, según corresponda, los factores, subfactores, competencias o aptitudes específicas a considerar, pudiendo fijarse por cargos o grupo de cargos o funciones.

El concurso deberá seguir, a lo menos, las siguientes normas básicas:

a) En la convocatoria se especificarán los cargos, las funciones a desempeñar y la localidad en la que estará ubicada la vacante.

b) En un solo acto, se postulará a una o más de las plantas o escalafones de la Superintendencia sin especificar cargos o grados determinados dentro de ellas, salvo que se postule sólo a determinadas localidades especificadas en la convocatoria.

c) La provisión de los cargos de cada planta se efectuará, en cada grado, en orden decreciente, conforme al puntaje obtenido por los postulantes.

d) En caso de producirse empate, los funcionarios serán designados conforme a los siguientes criterios: en primer término con el personal de planta, si quedaran vacantes se procederá con los funcionarios a contrata. De subsistir la igualdad se procederá conforme al resultado de la última calificación obtenida en la institución de origen. Por último, de mantenerse la igualdad se pronunciará el Superintendente o el Secretario Ejecutivo de la Agencia de Calidad, según corresponda.

e) El traspaso regirá a partir de la fecha en que quede totalmente tramitado el acto administrativo que lo dispone o de una fecha posterior, si éste así lo estableciera.

Facúltase al Presidente de la República para que, mediante uno o más decretos con fuerza de ley expedidos por intermedio del Ministerio de Educación, que además deberán ser suscritos por el Ministro de Hacienda, dicte normas complementarias para el adecuado desarrollo del concurso, aplicando, en lo que estime pertinente, los preceptos del decreto supremo N° 69, del Ministerio de Hacienda, de 2004, Reglamento sobre Concursos del Estatuto Administrativo.”.

La Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, rechazó el texto de este artículo transitorio.

El Senado, en tercer trámite constitucional, rechazó la modificación propuesta por la Cámara de Diputados.

Artículo sexto
El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó un texto para el artículo sexto transitorio del siguiente tenor:
“Artículo sexto.- Facúltase al Presidente de la República para que, mediante uno o más decretos con fuerza de ley expedidos por intermedio del Ministerio de Educación, que además deberán ser suscritos por el Ministro de Hacienda, regule los cargos de planta que quedaren vacantes, en el o los servicios en virtud de la creación de la Supertendencia de Educación y de la Agencia de Calidad de la Educación. En el ejercicio de esta facultad, además, podrá establecer la disminución de la dotación máxima en los servicios antes mencionados.”.

La Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, rechazó este artículo como consecuencia del rechazo de los artículos 5° y 45 permanentes, que crean la Agencia de Calidad de la Educación y la Superintendencia de Educación, respectivamente, en conformidad al artículo 30, inciso segundo, de la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.

El Senado, en tercer trámite constitucional, rechazó la modificación propuesta por la Cámara de Diputados.

Artículo séptimo
El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó el siguiente texto para el artículo séptimo transitorio:

“Artículo séptimo.- Los traspasos de personal no podrán significar disminución de remuneraciones ni modificación de los derechos previsionales de los funcionarios traspasados. Cualquier diferencia de remuneraciones deberá ser pagada por planilla suplementaria, la que se absorberá por los futuros mejoramientos de remuneraciones que correspondan a los funcionarios, excepto los derivados de reajustes generales que se otorguen a los trabajadores del sector público. Dicha planilla mantendrá la misma imponibilidad que aquella de las remuneraciones que compensa.”.

La Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, rechazó este artículo como consecuencia del rechazo de los artículos 5° y 45 permanentes, que crean la Agencia de Calidad de la Educación y la Superintendencia de Educación, respectivamente, en conformidad al artículo 30, inciso segundo, de la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.

El Senado, en tercer trámite constitucional, rechazó la modificación propuesta por la Cámara de Diputados.
Artículo octavo
El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó el siguiente texto:

“Artículo octavo.- El Presidente de la República, por decreto expedido por intermedio del Ministro de Hacienda, conformará el primer presupuesto de la Superintendencia y la Agencia de Calidad, incluyendo sus glosas y los recursos que se le traspasen por efectos del artículo quinto transitorio y aquellos asociados a las unidades cuyas funciones se transfieren por esta ley a la Superintendencia.”.
La Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, rechazó este artículo como consecuencia del rechazo de los artículos 5° y 45 permanentes, que crean la Agencia de Calidad de la Educación y la Superintendencia de Educación, respectivamente, en conformidad al artículo 30, inciso segundo, de la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.

El Senado, en tercer trámite constitucional, rechazó la modificación propuesta por la Cámara de Diputados.
Artículo noveno
El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó un artículo noveno transitorio del siguiente tenor:

“Artículo noveno.- Mediante decreto supremo expedido por intermedio del Ministerio de Bienes Nacionales, el que deberá también suscribirse por el Ministro de Educación, se determinarán los bienes muebles e inmuebles fiscales que se traspasarán a la Superintendencia y la Agencia de Calidad. El Superintendente y el Secretario Ejecutivo de la Agencia de Calidad de la Educación requerirán de las reparticiones correspondientes las inscripciones y anotaciones que procedan, con el sólo mérito del decreto supremo antes mencionado.”.

La Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, rechazó este artículo como consecuencia del rechazo de los artículos 5° y 45 permanentes, que crean la Agencia de Calidad de la Educación y la Superintendencia de Educación, respectivamente, en conformidad al artículo 30, inciso segundo, de la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.

El Senado, en tercer trámite constitucional, rechazó la modificación propuesta por la Cámara de Diputados.
Artículo décimo
El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó el siguiente texto:

“Artículo décimo.- Las categorías indicadas en el artículo 9º de la ley Nº 20.248 se entenderán equivalentes a las categorías establecidas en el artículo 13 de la presente ley, de acuerdo a la siguiente tabla:

	         Autónomo
	De Buen Desempeño

	        Emergente


	De Desempeño Satisfactorio

	
	De Desempeño Regular 

	   En Recuperación
	De Mal Desempeño


Los establecimientos educacionales adscritos al régimen de Subvención Escolar Preferencial, regulado por la ley N° 20.248, serán reclasificados por la Agencia de la Calidad en el plazo establecido en el artículo segundo transitorio de la presente ley.

Sin embargo, los establecimientos clasificados según las categorías señaladas en la ley N° 20.248, conservarán los derechos y deberes constituidos conforme a ella, hasta el término del año 2011.

Facúltase al Presidente de la República para que dicte las normas con fuerza de ley necesarias para la transición de los establecimientos regidos por la ley Nº 20.248 a las categorías establecidas en el artículo 13 de la presente ley.

En el mismo acto el Presidente de la República dictará  las demás disposiciones necesarias para adecuar las demás disposiciones de la ley Nº 20.248 a las de la presente ley.”.
La Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, rechazó este artículo como consecuencia del rechazo de los artículos 5° y 45 permanentes, que crean la Agencia de Calidad de la Educación y la Superintendencia de Educación, respectivamente, en conformidad al artículo 30, inciso segundo, de la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.
El Senado, en tercer trámite constitucional, rechazó la modificación propuesta por la Cámara de Diputados.

Artículo undécimo

El Senado, en primer trámite constitucional, aprobó el siguiente texto para el artículo undécimo transitorio:

“Artículo undécimo.- Facúltase al Presidente de la República para que, mediante uno o más decretos con fuerza de ley, expedidos por el Ministerio de Educación, que además deberán ser suscritos por el Ministerio de Hacienda, dicte las normas necesarias para modificar la organización del Ministerio de Educación con el objeto de adecuarla a las normas de esta ley. En dichas normas se procederá, además, a efectuar la adecuación de las plantas de personal que de dicha reorganización se deriven.”.
La Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, lo rechazó.

El Senado, en tercer trámite constitucional, rechazó la modificación propuesta por la Cámara de Diputados.

Artículos duodécimo y décimo tercero, nuevos
La Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, propuso agregar los siguientes artículos duodécimo y décimo tercero, nuevos:
“Artículo duodécimo.- Los establecimientos que imparten educación parvularia, que reciben aportes del Estado y que no cuentan con el reconocimiento oficial del Estado, tendrán un plazo de cuatro años a contar de la entrada en vigencia de la presente ley para obtener tal reconocimiento. Transcurrido ese plazo, los establecimientos educacionales de educación parvularia que no cuenten con dicho reconocimiento, no podrán recibir recursos del Estado para la prestación del servicio educativo.

Artículo décimo tercero.- Mientras no esté en ejercicio el registro público de auditores externos señalado en el artículo 50 de esta ley, se entenderá que los auditores externos son aquellos que pertenecen al registro de auditores externos de la Superintendencia de Valores y Seguros.”.
El Senado, en tercer trámite constitucional, rechazó la modificación propuesta por la Cámara de Diputados.
PROPOSICIÓN DEL EJECUTIVO PARA LAS DISPOSICIONES TRANSITORIAS QUE SE INDICAN
Posteriormente, el Ejecutivo propuso los siguientes textos para los artículos transitorios primero, segundo, cuarto, octavo, noveno, décimo, undécimo y duodécimo del presente proyecto de ley:
“Artículo primero.- Facúltase al Presidente de la República para que, mediante un decreto con fuerza de ley expedido por intermedio del Ministerio de Educación, que además deberá ser suscrito por el Ministro de Hacienda, establezca las Direcciones y Oficinas Regionales de la Superintendencia de Educación y de la Agencia de Calidad de la Educación, definiendo sus potestades, funciones y el ámbito geográfico que abarcará cada una de ellas.
Artículo segundo.- El Ministerio de Educación tendrá un plazo de tres años, desde la entrada en vigencia de esta ley, para presentar los estándares de aprendizaje e indicativos de desempeño al Consejo Nacional de Educación. Con todo, este plazo será de un año para presentar los estándares de aprendizaje de, a lo menos, uno de los cursos evaluados por el sistema nacional de medición.

Artículo cuarto.- El Presidente de la República nombrará, transitoria y provisionalmente, conforme al artículo quincuagésimo noveno de la ley Nº 19.882, al Superintendente y al Secretario Ejecutivo de la Agencia de Calidad de la Educación, quienes asumirán de inmediato y en tanto se efectúa el proceso de selección pertinente que establece la señalada ley para los cargos del Sistema de Alta Dirección Pública.

Para iniciar el concurso de los integrantes del consejo de la Agencia, el Ministro de Educación tendrá un plazo máximo de dos meses, contado desde la publicación de la presente ley.

Artículo octavo.- El Presidente de la República, por decreto expedido por intermedio del Ministro de Hacienda, conformará el primer presupuesto de la Superintendencia y la Agencia de Calidad, incluyendo sus glosas y los recursos que se le traspasen por efectos del artículo quinto transitorio y aquellos asociados a las unidades cuyas funciones se transfieren por esta ley a la Superintendencia.
En el plazo máximo de 15 días después de conformados estos presupuestos el Ejecutivo informará al respecto a las Comisiones de Hacienda de la Cámara de Diputados y del Senado.
Artículo noveno.- Mediante decreto supremo expedido por intermedio del Ministerio de Bienes Nacionales, el que deberá también suscribirse por el Ministro de Educación, se determinarán los bienes muebles e inmuebles fiscales que se traspasarán a la Superintendencia y la Agencia de Calidad. El Superintendente y el Secretario Ejecutivo de la Agencia de Calidad de la Educación requerirán de las reparticiones correspondientes las inscripciones y anotaciones que procedan, con el solo mérito del decreto supremo antes mencionado.

Artículo décimo.- Las referencias que las leyes, reglamentos y demás normas jurídicas hagan a la clasificación en las categorías indicadas en el actual artículo 9° de la ley N° 20.248 se entenderán, a partir de la entrada en vigencia de la presente ley, equivalentes a la ordenación en las categorías establecidas en el artículo 13 de esta ley, de acuerdo a la siguiente tabla:
	Autónomo
	Desempeño Alto

	Emergente


	Desempeño Medio

	
	Desempeño Medio-Bajo

	En Recuperación
	Desempeño Insuficiente


Quienes al momento de publicada esta ley, sean parte del Registro Público de Personas o Entidades Pedagógicas y Técnicas de Apoyo establecido en el artículo 30 de la ley N° 20.248, serán traspasados al nuevo registro establecido en el artículo 18 letra d) de la ley N° 18.956. Dichas personas o entidades tendrán un plazo de dieciocho meses contados desde la dictación del reglamento a que hace referencia el mencionado artículo 18, letra d) de la ley N° 18.956 para cumplir con las obligaciones que establece. En caso de incumplimiento de estas obligaciones  las personas o entidades serán eliminadas del registro.”.
Artículo undécimo.- La ordenación de los establecimientos afectos a la ley N° 20.248 seguirá rigiéndose por lo dispuesto en los artículos primero y segundo transitorios de la mencionada ley en tanto no entren en vigencias los nuevos estándares de aprendizaje y otros indicadores de calidad educativa a que hace referencia la ley que crea el sistema de aseguramiento de la calidad de la educación.”. 

Artículo duodécimo.- Las modificaciones a que se refiere el artículo 113 de la presente ley en lo relativo a la atribución de competencias a las nuevas instituciones que integran el Sistema de Aseguramiento de la Calidad sólo entrarán en vigencia cuando dichas instituciones estén plenamente operativas.”.
En relación con el artículo décimo transitorio de la proposición del Ejecutivo, que homologa la clasificación de los establecimientos educacionales de la Ley de Subvención Escolar Preferencial con la que consagra esta ley, el Honorable Diputado señor Venegas planteó disminuir el plazo de dieciocho meses a doce meses, contemplado en el inciso segundo de este artículo.

- En votación, los artículos transitorios primero, segundo, cuarto, octavo, noveno, décimo, undécimo y duodécimo, fueron aprobados por ocho votos a favor, de los Honorables Senadores señores Cantero, Chadwick y Walker, don Ignacio, y Honorables Diputados señores González, Gutiérrez, Recondo, Venegas y Verdugo, y uno en contra, del Honorable Senador señor Navarro.

- Posteriormente, la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión Mixta, Honorables Senadores señores Cantero, Chadwick, Navarro y Walker, don Ignacio, y los Honorables Diputados señores González, Gutiérrez, Recondo, Venegas y Verdugo, acordó que el artículo primero transitorio tiene el carácter de norma simple.

- - -


Con posterioridad, el Ejecutivo presento la siguiente proposición para los artículos 3°, 5°, 6°, 7°, 13°, 14° y 15° transitorios:


Artículo tercero.- Facúltase al Presidente de la República para que, dentro del plazo de un año contado desde la fecha de publicación de la presente ley, mediante uno o más decretos con fuerza de ley, expedidos a través del Ministerio de Educación, los que también deberán ser suscritos por el Ministro de Hacienda, fije las plantas de personal de la Superintendencia de Educación y de la Agencia de Calidad de la Educación.

En el ejercicio de esta facultad, el  Presidente de la República deberá dictar todas las normas necesarias para la adecuada estructuración y operación de las plantas de personal que fije, el número de cargos por cada planta, así como los requisitos específicos para el desempeño de los mismos, sus denominaciones y niveles jerárquicos para efectos de la aplicación de lo dispuesto en el título VI de la ley Nº 19.882 y en el artículo 8° del decreto con fuerza de ley Nº 29, del Ministerio de Hacienda, de 2005, según corresponda; y las dotaciones máximas de personal de cada institución, las cuales no estarán afectas a la limitación establecida en el inciso segundo del artículo 10 del decreto con fuerza de ley Nº 29 del   Ministerio de Hacienda, de 2005. Del mismo modo, el Presidente de la República fijará las normas necesarias para la fijación de las remuneraciones variables, en su aplicación transitoria y establecerá las normas de encasillamiento del personal de las plantas que fije y de los  traspasos que practique. En los procesos de  encasillamiento que se originen por la aplicación de esta ley, podrán participar los funcionarios de planta y  a contrata que se hayan desempeñado en esta última calidad durante, a lo menos, un año anterior al encasillamiento y que estén  calificados en lista N° 1, de distinción. 

Con todo, los requisitos que se establezcan en el ejercicio de esta facultad no serán exigibles respecto de quienes, a la fecha de entrada en vigencia del o los decretos con fuerza de ley a que se refiere este artículo, se desempeñen en el Ministerio de Educación o de sus servicios dependientes o que se relacionen por su intermedio, ya sea en calidad de  titulares o a contrata, y sean traspasados en virtud de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo quinto transitorio. 

Mediante igual procedimiento, el Presidente de la República determinará la fecha de entrada en vigencia de las plantas que fije, del encasillamiento que practique y del inicio de funciones de la Superintendencia de Educación y de la Agencia de Calidad.

Artículo quinto.- Los cargos de las  plantas de personal y los empleos a contrata de la Superintendencia y de la Agencia de Calidad de la Educación serán provistos mediante    traspaso de personal, de planta o a contrata, desde el Ministerio de Educación, Subsecretaría de Educación y servicios dependientes o que se  relacionen por su intermedio; y mediante    concursos de acuerdo a lo establecido en los incisos siguientes. 

La provisión a que se refiere el inciso anterior se efectuará por traspaso respecto de aquellas personas que se desempeñen en calidad de planta o a contrata en funciones que en  virtud de la presente ley pasarán a ser desempeñadas íntegramente por la Superintendencia o la Agencia de Calidad de la Educación.

Asimismo, podrán ser traspasadas las  personas que desempeñen cargos en las plantas de administrativos y auxiliares en el Ministerio de Educación o servicios dependientes o que se relacionen por su intermedio y postulen y concursen de conformidad a lo establecido en el artículo séptimo transitorio de la presente ley. 

Los restantes cargos serán provistos   mediante concurso público los que se sujetarán a las normas generales en el Estatuto Administrativo y sus reglamentos y en lo que fuera pertinente en lo establecido en el artículo séptimo transitorio de la presente ley. 

Con todo, los cargos directivos de la   Superintendencia y Agencia de la Calidad serán siempre provistos mediante concurso público y de acuerdo a lo establecido en el título VI de la ley N° 19.882, según corresponda.


Artículo sexto.- Facúltase al Presidente de la República para que, dentro del plazo de un año contado desde la fecha de publicación de la presente ley, mediante uno o más decretos con fuerza de ley, expedidos a través del Ministerio de Educación, los que también     deberán ser suscritos por el Ministro de Hacienda, determine el personal que de acuerdo a lo establecido en los incisos segundo y   tercero del artículo anterior se traspasará a la Superintendencia y a la Agencia de Calidad de la   Educación. 

En el traspaso, el personal mantendrá la calidad jurídica de los cargos que desempeñan y el grado que tengan a la fecha de éste, salvo que se produzcan entre instituciones adscritas a diferentes escalas de sueldos base, caso en el cual se realizará en el grado cuya remuneración total sea la más cercana a la que perciba el funcionario traspasado.

Los traspasos se realizarán sin solución de continuidad. Asimismo, se traspasarán las funciones y los recursos presupuestarios que se liberen por este hecho. 

Los cargos servidos en el Ministerio de Educación y servicios dependientes o que se  relacionen por su intermedio, por funcionarios traspasados de conformidad al inciso segundo del artículo anterior, se suprimirán de pleno derecho por el solo ministerio de la ley a  contar de la total tramitación del acto      administrativo que lo dispone. Del mismo modo, la dotación máxima se rebajará en el número de personas traspasadas. 

Al personal de planta titular traspasado bajo cualquiera de las modalidades que fija  esta ley, que provenga del Ministerio de Educación o servicios dependientes o que se relacionen por su intermedio, no les serán aplicables lo dispuesto en los artículos 45 y 108 de la presente ley.

Los traspasos de personal bajo cualquiera de las modalidades que fija esta ley, no podrán tener como consecuencia ni podrán ser considerados como causal de término de servicios,   supresión de cargos, cese de funciones o término de la relación laboral del personal traspasado. Tampoco podrá importar cambio de la residencia habitual de los funcionarios fuera de la región en que estén prestando servicios, salvo con su consentimiento. Del mismo modo, no podrá    significar, bajo ninguna circunstancia, una disminución de remuneraciones ni modificación de los derechos previsionales de los funcionarios traspasados. Cualquier diferencia de remuneraciones deberá ser pagada por planilla suplementaria, la que se absorberá por los futuros mejoramientos de remuneraciones que correspondan a los funcionarios, excepto los derivados de reajustes generales que se  otorguen a los  trabajadores del sector público. Dicha planilla mantendrá la misma imponibilidad que aquella de las remuneraciones que compensa.

Los funcionarios traspasados conservarán la asignación de antigüedad que tengan reconocida, como también el tiempo computable para dicho reconocimiento.

En el respectivo decreto con fuerza de ley que fije las plantas, se determinará el número de funcionarios que serán traspasados por estamento y calidad jurídica. En cambio, la individualización del personal traspasado se realizará a través de decretos expedidos bajo la fórmula "Por orden del Presidente de la República" por intermedio del Ministerio de Educación.

Artículo séptimo.- Los concursos que deban realizarse de conformidad al inciso  tercero del artículo quinto transitorio de la presente ley serán llamados por la Subsecretaría de Educación, directamente o utilizando el procedimiento que establece el artículo 23 del Estatuto Administrativo y se sujetarán al procedimiento dispuesto en los incisos siguientes. 

La Subsecretaría de Educación definirá, conjuntamente con el Superintendente de Educación o el Secretario Ejecutivo de la  Agencia de Calidad de la Educación, según corresponda, los factores, subfactores, competencias o aptitudes específicas a considerar, pudiendo fijarse por cargos o grupo de cargos o funciones.

Sin perjuicio de las disposiciones del Título II del Estatuto Administrativo, el concurso deberá seguir, a lo menos, las siguientes normas básicas:

a) En la convocatoria se especificarán los cargos, los requisitos requeridos, las  funciones a desempeñar y la localidad en la que estará ubicada la vacante.

b) La provisión de los cargos de cada planta se efectuará, en cada grado, en orden decreciente, conforme al puntaje obtenido por los postulantes.

c) A igualdad de condiciones de los   postulantes, se privilegiará a aquellos que se desempeñen en el Ministerio de Educación, y servicios dependientes o que se relacionen por su intermedio.

d) En caso de producirse empate, se pronunciará el Superintendente o el Secretario Ejecutivo de la Agencia de Calidad, según corresponda. 

Facúltase al Presidente de la República para que, mediante uno o más decretos con  fuerza de ley expedidos por intermedio del Ministerio de Educación, que además deberán ser suscritos por el Ministro de Hacienda, dicte normas complementarias para el adecuado desarrollo del concurso.

Artículo decimotercero.- Facúltase al Presidente de la República para que, mediante uno o más decretos con fuerza de ley, expedidos por el Ministerio de Educación, que además   deberán ser suscritos por el Ministerio de Hacienda, dicte las normas necesarias para   modificar las funciones de los servicios dependientes o instituciones relacionadas con éste, que en virtud de la presente ley pasen a ser desempeñadas íntegramente por la Agencia de la Calidad de la Educación o la Superintendencia, adecuando su orgánica en lo que sea pertinente.

Artículo decimocuarto.- Todas aquellas infracciones establecidas en la normativa educacional que para su sanción y procedimiento sancionatorio hacen referencia a los artículos 50, 51, 52 y 53 del Decreto con Fuerza de Ley Nº 2 sobre Subvención del Estado a Establecimientos Educacionales, de 1998, deberá aplicárseles las sanciones y procedimientos establecidos en el Párrafo 5º del Título III de la   presente ley.

Artículo decimoquinto.- Los establecimientos que imparten educación parvularia, que reciben aportes del Estado y que no cuentan con el reconocimiento oficial de éste, tendrán un plazo de ocho años a contar de la entrada en vigencia de la presente ley para obtener tal reconocimiento. Transcurrido ese plazo, los   establecimientos educacionales de educación parvularia que no cuenten con dicho reconocimiento, no podrán recibir recursos del Estado para la prestación del servicio educativo.”

- - -

En relación con estas proposiciones, y continuando con el desarrollo del sistema de trabajo acordado por la Comisión Mixta para abordar las discrepancias suscitadas entre ambas Cámaras, el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, sugirió analizar los diferentes aspectos que se consideran en ellas, referentes al modelamiento Institucional; el sistema de remuneraciones, a los aspectos financieros, en base a la minuta acompañada por el Ejecutivo, y a los aspectos laborales.

En cuanto al modelamiento institucional, el asesor del Ministerio de Educación, señor Felipe Raddatz, se refirió básicamente a la dotación de la Superintendencia de Educación y de la Agencia de la Calidad de la Educación, enfatizando que la primera registrará un total de 460 funcionarios desglosados entre directivos, profesionales y administrativos y auxiliares, mientras que la segunda abarcará 362 funcionarios repartidos de la misma manera.

Agregó que, en lo referente al sistema de selección de los funcionarios, éste se hará en base a tres mecanismos: i) traspaso directo desde el Ministerio o sus organismos hacia la Superintendencia y la Agencia, ii) concurso interno y iii) concurso público, y, asimismo, dio cuenta de los porcentajes que cada una de estas vías de reclutamiento de personal aportará en funcionarios para la nueva institucionalidad.

Posteriormente, detalló el número de funcionarios que prestarán sus servicios, según la función a desarrollar dentro de dichas instituciones. Hizo mención especial a los 338 funcionarios que realizarán labores de fiscalización en la Superintendencia de Educación, y los 234 funcionarios para evaluación de desempeño contra 96 para evaluación de aprendizaje, que trabajarán para la Agencia de la Calidad de la Educación. Explicó que si bien el número de funcionarios para evaluación de desempeño indicativo se alza en un gran porcentaje por sobre el de evaluación de aprendizaje, ello se debe a que la ley prescribe un número de visitas mínimas a aquellos establecimientos con peores índices de desempeño, lo que hará necesario el despliegue de recurso humano en gran cantidad para revertir la situación.

A continuación, el Honorable Diputado señor Venegas consultó al Ejecutivo si las labores de fiscalización que desarrollará la Superintendencia serían llevadas a cabo también por personal administrativo y auxiliar, dado que, de acuerdo al texto presentado a la sesión por el Ministerio, se desprende que el número de profesionales a contratar es de 297, sin embargo dichas tareas será seguida por 338 personas. Agregó que ello sería preocupante, por lo delicado de dicha función.

Enseguida, solicitó confirmación por parte del Ejecutivo, acerca de los porcentajes de funcionarios que, de acuerdo al mismo documento, serán elegidos ya sea mediante traspaso directo, concurso interno o concurso público.

Por último, señaló su preocupación por el posible debilitamiento que podría producirse en el Ministerio de Educación, como órgano rector del sistema, producto de las reformas que aquí se plantean. Recordó que éste ha sido un punto medular en el debate del presente proyecto, y que ello dio lugar a un capítulo específico para su tratamiento.

En el mismo sentido, el Honorable Senador señor Quintana, manifestó su inquietud respecto de la posibilidad que administrativos y auxiliares que presten servicios para la Superintendencia realicen procedimientos de fiscalización, ya que ello podría ser indicativo de existir poca claridad en cuanto a la delimitación de funciones.

Por su parte, el Honorable Diputado señor Gutiérrez consultó acerca de si para el traspaso directo de funcionarios desde el Ministerio hacia las instituciones que se crean con esta iniciativa se requerirá algún tipo de condición o requisito especial para asumir en dichos organismos, o si, por el contrario, se llevará a efecto por el sólo hecho del traspaso.

En segundo lugar, previno acerca de la necesidad de poner atención respecto de si el número de funcionarios a contratar para que la Agencia de la Calidad de la Educación realice su gestión, según los cálculos aportados, es o no el adecuado, en atención a que podría ser insuficiente por la gran cantidad de establecimientos que requerirán ser visitados.

A su turno, el Honorable Senador señor Larraín destacó la labor que está haciendo el Ministerio de Educación con ocasión de la discusión de esta iniciativa, en el sentido de conservar un gran número de sus profesionales a los que traspasará a la nueva institucionalidad.

Consultó al Ejecutivo los criterios mediante los cuales se decide el traspaso directo de funcionarios por un lado, y por otro, el concurso interno. En el mismo orden de ideas, preguntó sobre la causa de las diferencias que se presentarán en la contratación de administrativos y auxiliares por parte de la Superintendencia y de la Agencia, pues la dotación de la primera se formará mayoritariamente por traspaso directo, sólo el 20% se dejará al concurso interno, mientras que para la Agencia el 100% de los cupos para dichas labores serán cubiertos en virtud de un concurso interno.

Por otra parte, agregó que el hecho de contratar profesionales nuevos podría provocar mayor eficacia del sistema educacional.

A su vez, el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, se dirigió al Ejecutivo para exponer la posible contradicción que existiría entre lo que señala el documento en discusión, en lo relativo al número de profesionales con que contará la Agencia, y lo dispuesto en el artículo quinto transitorio del texto propuesto por el Ejecutivo. El desajuste alegado se produciría, dado que, el artículo 5° inciso cuarto transitorio establece, que “los restantes cargos” es decir, aquellos que no son administrativos o auxiliares serán provistos mediante “concurso público”, mientras que, de acuerdo a la pauta del Ministerio contenida en el documento anexo, se señala que sólo el 50% de los cargos de profesionales se completaría con personas seleccionadas de ese tipo de concurso, mientras que la mitad restante sería cubierto por los procedimientos de concurso interno (25%) y traspaso directo (25%).

En segundo lugar, consultó sobre la conformación del primer equipo que tendrán las instituciones creadas con este proyecto de ley.


Asimismo, el Honorable Senador señor Navarro manifestó que los representantes de la Asociación Nacional de Funcionarios del Ministerio de Educación, ANDIME, con quienes ha mantenido diversas reuniones, le expusieron que el Ministerio no ha tenido con ellos un diálogo respecto de las reformas que se producirán con esta iniciativa, a fin de recavar su opinión sobre el tema. El señor Senador estimó como inadecuada la posición del Ejecutivo, dada la relevancia que tienen los funcionarios del Ministerio como actores principales en los cambios que se generen con la aprobación de un proyecto sobre calidad de la Educación.
Recordó que la iniciativa ha experimentado importantes cambios desde su origen, por lo que resulta necesario poner a los funcionarios en conocimiento de dichas reformas y conocer su posición al respecto, y estimó comprensible la desconfianza de ellos, dada la salida de mas de mil empleados del Ministerio de Educación, durante el año 2010.

En relación con este punto, el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, manifestó que la Asociación Nacional de Funcionarios del Ministerio de Educación (ANDIME) también le ha planteado la falta de información respecto del proyecto por parte del Ministerio. Sin embargo, expresó que las audiencias públicas ya fueron realizadas, de acuerdo al procedimiento legislativo, en ambas Cámaras, por lo que en la Comisión Mixta únicamente debe darse una discusión destinada a dirimir las desavenencias producidas entre ellas respecto de este proyecto de ley.

El Honorable Diputado señor Venegas estimó que ANDIME, en su calidad de organización representante de los funcionarios del Ministerio, busca resguardar los intereses de los empleados, y que su desconfianza viene dada por la autorización de una regulación a través de decretos con fuerza de ley, por lo que cree indispensable que el señor Ministro y sus asesores se reúnan con esta organización, a fin de darles una explicación satisfactoria de lo que implica esta reforma. 

Luego de planteadas estas inquietudes por los señores integrantes de la Comisión Mixta, el asesor del Ministerio de Educación, señor Raddatz, explicó que la función de fiscalización que llevará a efecto la Superintendencia se desarrollará mediante la participación de 338 funcionarios, y que ese rubro o función incluye tareas de apoyo, que son realizadas por choferes, secretarias, y otro tipo de funcionarios auxiliares y administrativos y que, por lo tanto, en el concepto estructural “fiscalización” también se incluirán a quienes no desarrollarán labores de fiscalización propiamente tal.
En segundo lugar, y respondiendo la consulta formulada por el Honorable Senador señor Larraín, señaló que hay ciertas funciones que se traspasan íntegramente, por lo cual, consecuencialmente, los funcionarios que desarrollaban dicha labor se traspasarán también de la misma manera, como ocurre, por ejemplo, en el área de evaluación de aprendizaje que se hace a través del Simce, pero que existen otras funciones que sólo se traspasarán parcialmente, como es el caso de la Oficina 600.

Por su parte, el Subsecretario de Educación, señor Rojas, complementando lo manifestado por el señor Raddatz, señaló que se ha dialogado con ANDIME, sin embargo dicha asociación ha manifestado una posición contraria al proyecto desde su origen.

Por otra parte, respecto de las dudas planteadas en cuanto a la realización tanto de concursos internos como externos, expresó que el Ministerio y sus organismos concentran personas que desarrollan sus funciones con un elevado nivel de excelencia, lo que se pretende mantener. Debido a lo expuesto es que mediante concursos internos se les permite participar de las reformas, sin perder sus actuales condiciones laborales. Añadió, que en algunos casos podría racionalizarse, en atención a que existiría sobre dotación en algunas áreas, siempre y cuando se pueda realizar eficazmente el trabajo con un menor número de personas, sin embargo se privilegiará el traspaso de personal.

Agregó que resulta necesario enfatizar en dos aspectos que una de las principales finalidades que se pretende con la creación de esta nueva institucionalidad es que nuestra educación alcance altos estándares de excelencia y calidad.

Por otro lado, señaló que el Ejecutivo tiene atribuciones para establecer requisitos para los postulantes a los diversos concursos.

Por último, manifestó que no se ha especificado nada en el texto respecto del primer equipo.

El Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Educación, señor Figueroa, con respecto al primer equipo, señaló que debía tenerse en cuenta que todos los cargos directivos son concursados desde el primer momento, ya sea que se realice mediante el Sistema de la Alta Dirección Publica o no, según el grado del cargo.
En lo que dice relación con el sistema de remuneraciones, el Honorable Senador señor Navarro manifestó su inquietud en cuanto a la aplicación estatutos jurídicos distintos, como son el decreto ley N° 1.263 de 1975, orgánico de Administración Financiera del Estado, y el decreto ley N° 3.551, de 1981, que fija Normas sobre Remuneraciones y sobre Personal para el Sector Público. Ello, especialmente, por cuanto el segundo cuerpo normativo, aplicable a la Superintendencia de Educación que se creará con este proyecto, en su artículo 3° establece que, el jefe superior de cada una de las instituciones fiscalizadoras será de la exclusiva confianza del Presidente de la República, y se mantendrá en su empleo mientras cuente con ella. Al respecto, manifestó su preocupación, dado que cargos técnicos como éstos deben mantenerse en el tiempo y contar con estabilidad para desempeñar sus funciones, lo que hoy, por efecto de este precepto, sería cuestionable.

A continuación, el señor Senador criticó la iniciativa por la falta de preceptos que establezcan de manera específica algún mecanismo expedito para que estas instituciones funcionen a nivel regional. Agregó que debería fomentarse la debida descentralización y que, de acuerdo a la actual redacción del texto del proyecto, es insuficiente la planta de funcionarios para regiones.

Sobre el particular, el señor Subsecretario de Educación acotó que la calidad de funcionario de exclusiva confianza del Presidente de la República es compatible con el Sistema de la Alta Dirección Pública.

Por su parte, el Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Educación, señor Figueroa, aclaró que la regla general en materia de remuneraciones, y que será aplicable a la Agencia, es el decreto ley N° 1.263, de 1975, pero que a la Superintendencia de Educación se le aplicará el decreto ley N° 3.551, por la naturaleza fiscalizadora de sus funciones. 

Sin perjuicio de lo que se señalara con ocasión de la discusión del artículo 118 de la proposición del Ejecutivo, y en lo que dice relación con los aspectos financieros asociados a esta proposición, el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, consultó respecto de los recursos dispuestos por concepto de remuneraciones de la Agencia, toda vez que al comienzo de la discusión parlamentaria se estimaba que el número de funcionarios con que contaría dicha entidad ascendería a 75, los que en su conjunto percibirían aproximadamente $1.600 millones. Sin embargo, en esta nueva proposición, agregó, se considera una estructura de 362 personas, pero no se establece un aumento proporcional de recursos para remuneraciones, los que sólo se incrementarán en $130 millones. En tal sentido, el señor Senador expresó su inquietud por el escaso aumento recursos para un número adicional de 287 personas.

Asimismo, y no obstante entender el distinto estatuto jurídico en materia de remuneraciones que se aplicará a la Superintendencia en relación con la Agencia, dadas las especiales funciones fiscalizadoras de la primera, precisó que esperaba que ello no produjera una asimetría absoluta en materia de remuneraciones, especialmente, respecto de los funcionarios que cumplan tareas para el Ministerio y para la Agencia, respectivamente, ya que debía procurarse contar con los mejores profesionales, sin que los sueldos fueran el principal estímulo para favorecer una institución en lugar de la otra.

Sobre el particular, el señor Subsecretario de Educación respondió que aunque la situación planteada por el Senador señor Walker era efectiva, el monto de los $1.600 millones que se consultan  consideraba sólo las nuevas contrataciones, sin incluir traspasos, y precisó que el monto final, incluyendo personas traspasadas y nuevas contrataciones corresponde a la suma de $18.175 millones. 

Añadió que el desglose de los más de $18.000 millones destinados a la Agencia correspondería, en primer lugar, a costo anual de la planta de personal de $1.813 millones; en segundo término a recursos del SIMCA, por  $11.000, y en tercer lugar, la diferencia, esto es aproximadamente $5.000 millones, a gastos operacionales y en recursos humanos.

El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, no obstante la explicación anterior, solicitó del Ejecutivo un mayor detalle respecto de la fuente de los recursos que se contemplan, especificando los recursos que se traspasan con cada función y los nuevos; así como también los dineros que corresponderán a gastos por concepto de recursos humanos y aquellos destinados a costos de operación. 

El señor Subsecretario de Educación remitió la respuesta al punto dos del informe financiero acompañado por el Ejecutivo, que se adjunta a este informe, en el cual se reflejaría lo explicado en párrafos anteriores, lo que llevó al presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, a expresar la necesidad de precisar esta información.

En el mismo orden de ideas, el Honorable Diputado señor Montes, señaló que la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional explica claramente lo que es un informe financiero, sin perjuicio de que en ciertos casos se apliquen criterios más flexibles en su tratamiento. En este caso en particular, señaló, el texto entregado por el Ejecutivo no se ajusta completamente a los parámetros legales, debiendo ser más específico en su formulación.

El Honorable Senador señor Larraín si bien estuvo de acuerdo con lo planteado precedentemente por los señores legisladores, expresó que una explicación mas detallada es pertinente cuando una regulación no se aplica a través de un decreto con fuerza de ley, como ocurre en ese caso en particular.
Continuando con el intercambio de opiniones respecto de esta materia, el señor Subsecretario de Educación manifestó que se han hecho grandes esfuerzos para dar respuesta a los requerimientos planteados por los señores parlamentarios en materia laboral, y que entiende que la nueva formulación da cumplimiento a tales planteamientos.

En lo que se refiere a los aspectos laborales, el Jefe de la División Jurídica del Ministerio señor Figueroa, expresó que con la nueva proposición se ha pretendido resguardar, fundamentalmente, los derechos de los funcionarios que hoy se encuentran trabajando en el Ministerio de Educación.

Enfatizó que los temas laborales están contemplados, básicamente, en las disposiciones transitorias. En ellas se consideran tres mecanismos para ingresar a las nuevas instituciones que se crean, ya sea a la planta o como funcionario a contrata, a saber, traspaso directo, concurso interno y concurso público. 

El traspaso directo se reserva para aquellas funciones que se traspasan íntegramente, como es el caso de la función de fiscalización. El concurso interno se ha dejado para aquellos funcionarios administrativos y auxiliares, sin perjuicio de lo señalado en relación con la Agencia, donde el 25% de los profesionales sería contratado mediante este sistema. Por último, el concurso público podrá tener lugar, de acuerdo a las normas del Sistema de la Alta Dirección Pública o no, según el rango del cargo a ocupar.

En seguida, expresó que sin lugar a dudas deben resguardarse los derechos de los actuales funcionarios del Ministerio, para lo cual se ha establecido que éstos sean traspasados “sin solución de continuidad”, por lo que se dejarán a salvo sus actuales condiciones, es decir, sin  merma en sus derechos.

En el mismo sentido, añadió que en relación con las causales de término de la relación laboral que se aplica a la Agencia, se establece una excepción específica para aquellos trabajadores que se traspasan directamente o por concurso interno, a los cuales no les serán aplicables.

En lo referente a estas materias, el Honorable Diputado señor Montes expresó que resultaba clave poner atención en la clasificación del personal, para contribuir a la modernización del Ministerio de Educación en aras de forjar para el futuro una calidad distinta de enseñanza, que es precisamente el objetivo central de realizar una reforma como ésta. En este sentido, criticó que los ministerios sociales, entre los cuales se encuentra el de Educación, los que no han visto un avance hacia la modernidad, existiendo un estancamiento de su desarrollo. Por lo anterior, estimó de fundamental importancia la conformación del primer equipo debiendo alistarse entre sus filas a los mejores, prefiriéndose la excelencia a la inercia del sistema.

Ante una consulta del Honorable Diputado señor Venegas, en el sentido de si sus afirmaciones implicaban que debía contarse con personal externo, que desarrollaran por primera vez estas labores, el Honorable Diputados señor Montes, aclaró que, simplemente, debía preferirse a  los mejores, sean externos o funcionarios del Ministerio, caso en el cuál igualmente deberían ingresar habiendo concursado previamente. 

A mayor argumentación, recalcó que debía impedirse, por una parte, la inercia del sistema, aunque reconoció que era un tema conflictivo de tratar, especialmente con los gremios, y, por otra, que ocurran arbitrariedades, citando como ejemplo el caso de JUNAEB.
En relación con este mismo orden de ideas, el Honorable Diputado señor Venegas expresó que los funcionarios concursarán si es atractivo el concurso y agregó que el Ministerio de Educación cuenta con personal de excelencia entre sus empleados, pero que se requieren buenos incentivos y enfatizó que los funcionarios del Ministerio y el de la Agencia deben tener retribuciones equivalentes, con la finalidad de que en ambas instituciones se concentren buenos profesionales.

En otro orden de ideas, consultó al Ejecutivo cómo se conformaría el presupuesto del Ministerio de Educación, para hacer efectivas sus labores de apoyo.

A su turno, el Honorable Senador señor Quintana manifestó su preocupación por el posible debilitamiento que podría sufrir el Ministerio de Educación por causa de estas reformas y  consultó si los traspasos contemplarían también personal del Ministerio que se encuentra a contrata o si sólo estaría dirigido a personal de planta.

En otro orden de ideas, expresó que cuando el legislador facilita el procedimiento para la aplicación de determinada regulación a través de la autorización de decretos con fuerza de ley, ello significa una muestra de confianza, que es lo ocurrido a propósito de esta reforma, por lo que en retribución de la confianza dada, pidió al Ejecutivo que informara el monto de las remuneraciones que corresponderán tanto a la Agencia como a la Unidad de Apoyo del Ministerio de Educación.

Asimismo solicitó del Ejecutivo un compromiso, en virtud del cual no existan despidos de funcionarios, al menos hasta que este proyecto entre en régimen.

Por su parte, el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, en relación con lo planteado por el Honorable Diputado señor Montes, manifestó que por el momento los procedimientos a utilizar para la selección del personal son los tres ya explicados, sin perjuicio de que deben redoblarse esfuerzos para conseguir a los mejores candidatos .

En lo que se refiere a los aspectos laborales, y en especial a lo señalado por los señores parlamentarios en relación con ANDIME, el señor Ministro de Educación, expresó que la preocupación de dicha entidad dice relación con la estabilidad laboral y con el hecho de que las personas que postulen a los cargos lo hagan en condiciones de trasparencia y equidad.

Sobre el particular, precisó que se han hecho esfuerzos por corregir aspectos del proyecto que pudieran afectarles, como por ejemplo, el hecho que no podrá ponérsele término al contrato del funcionario postulante a un cargo, lo que antes no quedaba a salvo.

Agregó que se ha cautelado la estabilidad laboral, por lo que ninguna persona que hoy se encuentre en el Ministerio perderá su trabajo como consecuencia de la creación de la Superintendencia de Educación y de la Agencia de Calidad de la Educación.

El señor Subsecretario de Educación puntualizó que, nuevamente, se reunirán los representantes de la ANDIME, para mantener con ellos un diálogo sobre la materia y reiteró lo dicho por el señor Ministro en cuanto a que los funcionarios no traspasados no sufrirán alteraciones producto de las reformas que nazcan de la aprobación de este proyecto de ley. Añadió que de los cinco mil funcionarios que tiene el Ministerio de Educación, sólo se traspasarán a las nuevas entidades que se crean con este proyecto un número aproximado de quinientas personas.

El Honorable Senador señor Navarro insistió en la relevancia que tiene que los funcionarios fiscalizadores que se desempeñarán en la Superintendencia, reciban remuneraciones adecuadas, ya que de lo contrario podría transformarse en un foco de corrupción. En ese sentido, consultó al Ejecutivo sobre la posibilidad de conocer el monto de los sueldos que recibirán dichos funcionarios, ya que es esencial la existencia sueldos atractivos, como la fiscalización a los fiscalizadores. 

- - -

EXPOSICIÓN DE LOS SEÑORES PRESIDENTES DE LA ANEF Y DE LA ANDIME


En su última sesión, y en consideración al sistema de trabajo seguido por ella para cumplir con su cometido constitucional, la Comisión Mixta acordó, por la unanimidad de sus integrantes presentes, recibir en audiencia a los presidentes de la ANEF, señor Raúl de la Puente, y de la ANDIME, señor Egidio Barrera Galdames, quien efectuaron diversos planteamientos relacionados con los aspectos laborales asociados a la nueva institucionalidad que se crea con esta iniciativa.

Primeramente, el Presidente de la Agrupación Nacional de Empleados Fiscales, ANEF, señor Raúl de la Puente Peña, manifestó, que, en su calidad de presidente de esta organización y de funcionario del Ministerio de Educación por aproximadamente cuarenta años, siente gran preocupación, al igual que aquellos funcionarios a quienes representa, por las reformas que provocará el proyecto de ley en estudio. 

Sin perjuicio de ello, valoró que se haya considerado la opinión de la Comunidad Europea y de la OCE en el informe que ha hecho sobre el tema el Ministerio de Educación, para que así exista un Ministerio que impulse políticas públicas y sea el centro de la educación pública en nuestro país.
En este sentido, señaló que entre las medidas que contempla la nueva regulación corresponden a modificaciones a la labor de fiscalización. Al respecto, expresó que esta labor es de suma importancia e inherente al Estado, características por las cuales no debe ser externalizada, siendo los más idóneos para llevarla a cabo los funcionarios públicos. En mérito de lo señalado, criticó la redacción del artículo 101 literal g) de la iniciativa en discusión, y consultó si aquella sería la redacción definitiva del artículo. 

En otro orden de ideas expresó que otro tema que les plantea gran inquietud es el de la flexibilización del estatuto contractual de los funcionarios del Ministerio de Educación. Añadió, que por la experiencia vivida por los funcionarios de la Educación durante el año 2010, en que se terminó la relación laboral de un número importante de personas, de ahí que requieran seguridad y protección en sus empleos.

En tal sentido, criticó las facultades otorgadas al Superintendente para despedir funcionarios, por cuanto alegaron podría ser utilizada de manera arbitraria, alterando lo dispuesto en el estatuto administrativo, donde se regulan las faltas a la probidad. Enseguida, agregó que la Superintendencia debería regirse por las mismas reglas que el resto del sector público. 

Expresó que el argumento utilizado para fundamentar esta reforma en cuanto a que existe otra Superintendencia, que funcionaría de esta forma con es la obtención de mejores resultados a nivel de gestión, es efectivo, pero a su vez debe recordarse que existen otros servicios públicos, que no tienen estas atribuciones, pero que funcionan sin problemas, poniendo como ejemplo el caso del Servicio de Impuestos Internos.

El Presidente de la Asociación Nacional de Funcionarios del Ministerio de Educación, señor Egidio Barrera Galdames, inició su exposición manifestando los temores que tienen los funcionarios de la organización, acerca del contenido actual de este proyecto. Señaló que la falta de diálogo con el Ministerio ha creado un mayor clima de inseguridad. Agregó que la información que tienen sobre los cambios que se seguirán con la nueva ley no se la ha brindado el Ejecutivo, sino que ha sido conseguida a través de parlamentarios, aunque agregó haber mantenido una reunión con el Subsecretario de Educación señor Rojas, quien le habría señalado que mantendría su postura. 

Enseguida, señaló que la estructura que se generará con el proyecto es de gran importancia como para que no tome en cuenta a sus principales involucrados.

Por otra parte, en el mismo sentido del presidente de la ANEF, manifestó su preocupación por la privatización de las funciones de fiscalización, es decir que se dejen en manos de terceros, criticando así la redacción del artículo 101 letra g) del proyecto. Sobre el tema, expresó que estas dos instituciones que se están creando tienen su antecedente en la Ley General de Educación, en la que jamás se ha establecido que podrán ser dejadas en manos de terceros.

A continuación, expresó que otro punto relevante lo constituyen los cambios sustantivos a la norma que rige la carrera funcionaria. Se produciría una dualidad de estatutos jurídicos aplicables. Así, estas normas se aplicarían de manera supletoria a la Agencia, quien tendría por principal regulación el Estatuto Administrativo, mientras que con la Superintendencia ocurriría lo contrario, debiendo ambos organismos regirse por el Estatuto Administrativo, en la calidad de funcionarios públicos. De esta normativa

En relación de las dos causales de cesación que se introducen, resultaría que el Superintendente y el Director de la Agencia de Calidad tendrían más poder que el propio Ministro de Educación. 

Produce inquietud el tema de las calificaciones, existiendo un gran número de funcionarios mal calificados, lo que resultaría extraño en atención a que han cumplido todas las metas propuestas, entre ellas las de desempeño colectivo, alegando que el Ministerio desde hace tres años está postulando al premio de excelencia institucional, por lo que parece extraño que funcionarios que hacen bien su trabajo estén siendo calificados en lista condicional. 

Agregó que se estaría omitiendo lo establecido por el artículo 10 inciso 2° del Estatuto Administrativo. No quedaría claro cuanta gente va a ser de planta y cuanta gente va a estar a contrata, y como no aplica dicho artículo podría todos los trabajadores quedar en un sistema a contrata. 

El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, señaló que es ha acordado con los miembros de la sesión eliminar la letra g) del artículo 101, para que quede absolutamente claro que las funciones de fiscalización no serán realizadas por terceros externos a la Superintendencia de Educación que se crea.

En segundo lugar, señaló que habría mantenido conversaciones con el señor Ministro de Educación, para conocer sobre la posibilidad de firmar un Protocolo de Acuerdo entre los parlamentarios miembros de la Comisión y el titular de la cartera, para la mejor aplicación de este proyecto, para resguardar excelencia, pluralismo y otros valores que se han pretendido con la iniciativa. 

El núcleo central de este protocolo de acuerdo sería la formación de un comité de expertos, con carácter pluralista, dispuestos para hacer recomendaciones en el proceso de implementación de este proyecto y así servir de apoyo a la autoridad encargada de hacerlo efectivo. 

- - -

Luego de este intercambio de opiniones, la Comisión Mixta prosiguió con la discusión y votación de los preceptos que quedaron pendientes, tomando como base las proposiciones del Ejecutivo y las que formularon los Honorables Diputados señora Girardi y señor González.


En lo que dice relación con el artículo 3° transitorio, que faculta al Presidente de la República para a través de uno o más decretos con fuerza de ley, fije las plantas de personal de la Superintendencia de Educación y de la Agencia de Calidad de la Educación, el Honorable Diputado señor González, propuso eliminar aquella parte de la disposición que plantea que las dotaciones máximas de personal no estarán afectas a la limitación establecida en el inciso segundo del artículo 10 del decreto con fuerza de ley Nº 29 del Ministerio de Hacienda, de 2005. Asimismo propuso, aumentar el lapso a contrata en que se haya desempeñado un funcionario antes del proceso de encasillamiento, de  un año a cinco años.

El Honorable Diputado señor González explicó que la primea propuesta tiende a resguardar a los funcionarios, y previene las arbitrariedades que hoy se cometen en el sector público al no respetar la disposición citada, que fija límites para el empleo de funcionarios a contrata.

Agregó que no debería permitirse que el actual resultado de la aplicación de esa norma, que más bien corresponde a una vulneración constante de ella, se instale como un precedente institucional. 
En lo que respecta a su otra proposición, señaló que no se expresa motivo para rebajar de cinco a un año, el tiempo a contrata en que se haya desempeñado un funcionario antes del proceso de encasillamiento, tal como se exige en nuestra actual legislación, ley N° 19.882, en el decreto N° 69 y en el decreto con fuerza de ley N°29, sobre concursos.

El Honorable Diputado señor Venegas recordó que este era uno de los puntos más importantes en las solicitudes que hacía Andime, quien solicitaba que fuera cinco el número de años requeridos para el posterior encasillamiento. 

Consultó al Ejecutivo si el término encasillamiento es usado como sinónimo de traspaso.

En cuanto a la primera de las cuestiones planteadas por el Honorable Diputado señor Venegas, el señor Subsecretario de Educación señaló que de cambiarse un año por cinco, significaría que todas las personas que se encuentran trabajando en la Unidad de Subvenciones no podrían participar de estos cambios, dado que dicha unidad tienen menos de cinco años.

En lo que dice relación con el segundo punto planteado por el señor Diputado, lo referente al término encasillamiento, el Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Educación, señor Figueroa, señaló que es un proceso posterior al traspaso, que se establece en el Estatuto Administrativo.

Por su parte, la Asesora de la Secretaría Ejecutiva Programa Legislativo, CIEPLAN, señora Macarena Lobos complementó lo dicho por el señor Figueroa manifestando que el encasillamiento es la ordenación en que quedan los funcionarios traspasados en el nuevo escalafón, y agregó que la idea de rebajar este requisito genérico es que todas las personas que puedan traspasarse efectivamente puedan ser encasilladas. Ese es el efecto que busca al haber adecuado el requisito, respecto de la norma general que corresponde al Estatuto Administrativo.

La Honorable Diputada señora Girardi preguntó si este proceso de encasillamiento contempla mayores remuneraciones para los fiscalizadores, o si por el contrario, mantienen sus sueldos, y si ello se encuentra contemplado en el Presupuesto.
El Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Educación, señor Figueroa, respondió a la señora Diputada señalando que los funcionarios se traspasarán guardando las mismas condiciones que tenían, es decir, se resguardará que tengan un grado equivalente incluidas sus remuneraciones; sin perjuicio de que en el encasillamiento se verán las modificaciones, y como fiscalizadores se les aplicará el decreto ley N° 3.551, que establece distintas asignaciones, que no son parejas, pudiendo variar así la retribución.

En el mismo sentido, la Asesora de la Secretaría Ejecutiva Programa Legislativo, CIEPLAN, señora Macarena Lobos, señaló que el artículo transitorio regula de manera expresa la situación, relativa a remuneraciones, que se produce con los traspasos. Así, cuando existe traspaso entre instituciones con distinta escala remuneracional, estas se equiparan en grado, lo que deja a resguardo la actual situación que el funcionario tenga al momento de su traslado, las que probablemente partirán en un grado menor al ser más altos los sueldos; sin embargo, a posteriori, podría alcanzar un piso superior de retribuciones, pagándose la diferencia por planilla suplementaria.
En relación con la otra proposición del Honorable Diputado señor González, manifestó que la norma ha sido incluida en todas las leyes de presupuestos de los últimos años, por lo que cree importante que se mantenga.

El Honorable Senador señor Walker expresó que si bien el Honorable Diputado señor González tiene razón, el tema del personal a contrata es un asunto que requiere un estudio más acabado, un estudio de fondo, sin que sea esta por la etapa en que se encuentra el proyecto.

Puestas en votación ambas proposiciones formuladas por el Honorable Diputado señor González, consignadas precedentemente, fueron rechazadas por seis votos contra tres. Votaron por la afirmativa el Honorable Senador señor Quintana y los Honorables Diputados señores González y Venegas, y por la negativa lo hicieron los Honorables Senadores señores Cantero, Chadwick y Walker, don Ignacio y los Honorables Diputados Gutiérrez, Recondo y Verdugo.


A continuación, fue puesta en votación la disposición tercera transitoria, la que fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión Mixta, Honorables Senadores señores Cantero, Chadwick y Walker, don Ignacio, y los Honorables Diputados señores González, Gutiérrez, Recondo, Venegas y Verdugo. 
- - -


Seguidamente, la Comisión Mixta discutió los artículos transitorios quinto y sexto de la proposición del Ejecutivo, precedente transcritas, que regulan el mecanismo en virtud del cual se proveerán los cargos de las  plantas de personal y los empleos a contrata de la Superintendencia de Educación y de la Agencia de Calidad de la Educación y la facultad que se otorga al Presidente de la República para dictar los decretos con fuerza de ley pertinentes. Lo sistemas que se consideran son mediante traspaso de personal, de planta o a contrata, desde el Ministerio de Educación, servicios dependientes o que se relacionen por su intermedio; y mediante concursos

Puestas en votación las citadas disposiciones, fueron aprobados por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión Mixta, los Honorables Senadores señores Cantero, Chadwick y Walker, don Ignacio, y los Honorables Diputados señores González, Gutiérrez, Recondo, Venegas y Verdugo.

- - -


Luego, la Comisión Mixta procedió a analizar el  artículo séptimo transitorio, precedentemente transcrito, que regula la forma en que se harán los concursos internos para la provisión de cargos. 

Ante una consulta formulada por el Honorable Diputado señor Venegas, en cuanto a si el resultado del concurso interno es proveer los cargos de planta u otra forma de contratación, el Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Educación, señor Figueroa, respondió que tiene por finalidad proveer los cargos de planta.
El Honorable Diputado señor Montes consultó sobre la existencia de alguna decisión, que hubiera adoptado la Comisión Mixta, acerca de la creación de una comisión de seguimiento de los concursos que aquí se contempla. Hizo, a su vez, hincapié en que éstos se decidieran de manera objetiva, optándose por los mejores puntajes y capacidad, sin que la elección pase, únicamente, por razones políticas, debiendo así romperse la lógica del Sistema de la Alta Dirección Pública, que ha obedecido más a razones de alineamiento político, que a la calidad de los participantes y abogó por un procedimiento carente de arbitrariedad. 

En relación con este punto, el Honorable Senador señor Walker manifestó que ello sería contemplado en el protocolo de acuerdo que suscribirá el Ejecutivo con esta Comisión.


Puesto en votación el artículo séptimo transitorio, fue aprobado por la unanimidad de integrantes presentes de la Comisión Mixta, Honorables Senadores señores Cantero, Chadwick, Quintana y Walker, don Ignacio, y los Honorables Diputados señora Hoffmann y señores González, Gutiérrez Venegas y Verdugo.

- - -


Seguidamente, la Comisión Mixta analizó el artículo décimo transitorio, que permite a los funcionarios de planta y a contrata del Ministerio de Educación o servicios dependientes o que se relacionen por su intermedio, que sea traspasados bajo cualquiera de las modalidades que fija esta ley, a conservar su afiliación a las asociaciones de funcionarios y a los servicios de bienestar de sus instituciones de origen, afiliación se mantendrá vigente hasta que en las instituciones a las fueren traspasados hayan constituido sus propios servicios de bienestar.

La disposición añade que, transcurridos dos años contados desde la fecha en que dichas instituciones estén plenamente operativas de acuerdo a lo establecido en él o los decretos con fuerza de ley a que alude el artículo tercero transitorio, cesará, por el solo ministerio de la ley, su afiliación a los servicios de bienestar de la institución de origen
Respecto de esta materia, el Honorable Diputado señor González había planteado una proposición que fue retirada por su autor, ya que los aspectos que ella considera fueron recogidos en la proposición anteriormente reseñada, tanto en lo referido a la inclusión de los servicios de bienestar como en cuanto al lapso de dos años que se da a dichos servicios como a las asociaciones de funcionarios, desde la plena operatividad de las nuevas instituciones, para constituirse.

Puesto en votación el artículo décimo transitorio, resultó aprobado por la unanimidad de integrantes presentes de la Comisión Mixta, Honorables Senadores señores Cantero, Chadwick, Quintana y Walker, don Ignacio, y los Honorables Diputados señora Hoffmann y señores González, Gutiérrez, Venegas y Verdugo.


Finalmente, se pusieron en votación los artículos decimotercero, decimocuarto y decimoquinto transitorios, precedentemente transcritos, los que resultaron aprobados por la unanimidad de los integrantes de la Comisión Mixta, Honorables Senadores señores Cantero, Chadwick, Navarro, Quintana y Walker, don Ignacio, y los Honorables Diputados señora Hoffmann y señores González, Gutiérrez Venegas y Verdugo.
- - -


Cabe hacer presente, por último, que la Comisión Mixta, en conjunto con el señor Ministro de Educación, suscribieron un protocolo de acuerdo, relativo a la convocatoria a un grupo de expertos para la puesta en marcha del sistema, el cual tendrá una composición pluralista, documento que se adjunta como anexo a este informe y que forma parte integrante de él.
Sobre el particular, el Honorable Diputado señor Montes manifestó que debía resguardarse el acceso a la información que debía tener este grupo de expertos, a fin de que pueda realizar de manera adecuada y completa su labor como consejero en cuanto a la implementación de este Sistema de Nacional de Calidad de Educación y agregó que para dar formalidad al acuerdo sería necesario que el Ministro lo estableciera mediante una resolución suya.

Por su parte, el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, aunque estimó pertinente lo expuesto por el señor Diputado, respecto del acceso a la información, no creyó absolutamente necesario dejar constancia de aquello en el acuerdo.

- - -


En mérito de lo expuesto y de los acuerdos adoptados, vuestra Comisión Mixta tiene el honor de proponeros, como forma y modo de resolver las divergencias suscitadas entre ambas Cámaras, la siguiente proposición, que, en caso de ser aprobada, corresponde, también, a como quedaría el texto del proyecto de ley en informe.
PROYECTO DE LEY:

“TÍTULO I

DEL SISTEMA NACIONAL DE ASEGURAMIENTO DE LA CALIDAD DE LA EDUCACIÓN PARVULARIA,

BÁSICA Y MEDIA

Artículo 1º.- Es deber del Estado propender a asegurar una educación de calidad en sus distintos niveles. Para dar cumplimiento a dicha responsabilidad créase y regúlase por la presente ley un Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Parvularia, Básica y Media en adelante el “Sistema”. 
Igualmente, el Sistema tendrá por objeto propender a asegurar la equidad, entendida como el que todos los alumnos tengan las mismas oportunidades de recibir una educación de calidad. 
Se entenderá por educación al proceso de aprendizaje permanente que abarca las distintas etapas de la vida de las personas y que tiene como finalidad alcanzar su desarrollo espiritual, ético, moral, afectivo, intelectual, artístico y físico, mediante la transmisión y el cultivo de valores, conocimientos y destrezas. 
La educación se enmarca en el respeto y valoración de los derechos humanos y de las libertades fundamentales, de la diversidad multicultural y de la paz, y de nuestra identidad nacional, capacitando a las personas  para conducir su vida en forma plena, para convivir y participar en forma responsable, tolerante, solidaria, democrática y activa en la comunidad, y para trabajar y contribuir al desarrollo del país y se manifiesta a través de la enseñanza formal o regular, de la enseñanza no formal y de la educación informal. 

Artículo 2º.- El Sistema actuará sobre la educación formal, de acuerdo a los objetivos generales y sus respectivas bases curriculares, señalados en la ley N° 20.370, General de Educación y operará a través de un conjunto de políticas, estándares, indicadores, evaluaciones, información pública y mecanismos de apoyo y fiscalización a los establecimientos, para lograr la mejora continua de los aprendizajes de los alumnos, fomentando las capacidades de los establecimientos y sus cuerpos directivos, docentes y asistentes de la educación. Asimismo, el Sistema contemplará los recursos necesarios para su adecuado funcionamiento. 

Este Sistema comprenderá, entre otros, procesos de autoevaluación, evaluación externa, inspección, pruebas externas de carácter censal y, cuando corresponda, apoyo técnico pedagógico en la elaboración e implementación de planes de mejora educativa a nivel de establecimientos que permitan desarrollar sus fortalezas y superar sus debilidades.
El Sistema contemplará, además, la rendición de cuentas de los diversos actores e instituciones del sistema escolar y, en particular, de los establecimientos educacionales. 

Asimismo, incluirá las consecuencias jurídicas que se deriven de la aplicación de los instrumentos a que se refieren los incisos anteriores y el régimen de sanciones que indica la ley.
Artículo 3º.- El Sistema considerará:

a) Estándares de aprendizaje de los alumnos, referidos a los objetivos generales señalados en la ley y sus respectivas bases curriculares; otros indicadores de calidad educativa y estándares indicativos de desempeño de los establecimientos educacionales y sus sostenedores;
b) Requisitos del reconocimiento oficial que deben cumplir los sostenedores y los establecimientos educacionales para ingresar y mantenerse en el sistema educacional, según lo establecido en la ley;

c) Políticas, mecanismos e instrumentos para apoyar a los integrantes de la comunidad educativa y a los establecimientos educacionales en el logro de los estándares de aprendizaje y los otros indicadores de calidad educativa, fomentando el fortalecimiento de las  capacidades institucionales y de autoevaluación de los establecimientos a fin de promover la mejora continua de la calidad de la educación que ofrecen;

d) Estándares de desempeño de docentes, docentes directivos y docentes técnico pedagógicos que servirán de orientación para la  elaboración de las evaluaciones consideradas en el decreto con fuerza de ley N° 1, de 1997, del Ministerio de Educación, que fija el texto refundido coordinado y sistematizado de la ley N° 19.070, que aprueba el Estatuto de los  Profesionales de la Educación. Estos estándares también servirán para validar los mecanismos de evaluación de los docentes de aula,  docentes directivos y docentes técnicos pedagógicos que presenten voluntariamente a la Agencia de la Calidad los sostenedores de establecimientos educacionales particulares pagados y subvencionados, así como los sostenedores del sector municipal o de otras entidades creadas por ley, que desarrollen sistemas de evaluación complementarios;
e) Evaluaciones de desempeño de los  establecimientos y sostenedores y evaluación del logro de los estándares de aprendizaje y de los otros indicadores de calidad educativa;
f) Ordenación de los establecimientos educacionales en función de las mediciones de los resultados de aprendizaje y de los otros indicadores de calidad educativa con la finalidad, entre otras, de identificar, cuando  corresponda, las necesidades de apoyo; 
g) Fiscalización del uso de los recursos, de conformidad a lo establecido en el Título III de esta ley, y del cumplimiento de los  requisitos del reconocimiento oficial y de la normativa educacional por los sostenedores y administradores del servicio educativo;
h) Evaluaciones del impacto de políticas y programas educativos;
i) Sistemas de información pública referidos al resultado de las evaluaciones de logro de los estándares y de los otros indicadores de calidad educativa, a la ordenación de los establecimientos y sus consecuencias, a los resultados de la fiscalización, y a las evaluaciones de las políticas y mecanismos de apoyo implementados; y
j) Sistemas de rendiciones de cuenta, de reconocimientos y de sanciones.
Artículo 4º.- Los estándares de aprendizaje referidos a los objetivos generales establecidos en la ley y en sus bases curriculares definirán los conocimientos, habilidades y  actitudes que se espera alcancen los alumnos en diversas etapas del proceso educativo.

Las evaluaciones que dan origen a la ordenación de establecimientos educacionales y, consecuencialmente, a los demás efectos que determina la ley, se realizarán en base a los estándares de aprendizaje y el grado de cumplimiento de los otros indicadores de calidad educativa, según corresponda.

Artículo 5°.- Los estándares de desempeño para los docentes de aula, directivos y técnico pedagógicos considerarán las competencias, conocimientos y actitudes necesarios para orientar la elaboración y la validación de la evaluación docente.

Artículo 6º.- Los estándares indicativos de desempeño para los establecimientos y sus sostenedores considerarán:

1. gestión pedagógica;

2. indicadores de calidad de los procesos relevantes de los establecimientos educacionales;

3. estándares de gestión de los recursos humanos y pedagógicos;

4. los resultados de las evaluaciones de desempeño docente y directivo;

5. liderazgo técnico pedagógico del   equipo directivo; y

6. convivencia escolar, en lo referido a reglamentos internos, instancias de participación y trabajo colectivo, ejercicio de deberes y derechos, respeto a la diversidad; mecanismos de resolución de conflictos y ejercicio del liderazgo democrático por los miembros de la comunidad educativa.
7. Concordancia de la formación de los alumnos con el proyecto educativo institucional del establecimiento y las bases curriculares nacionales. 
Los estándares señalados precedentemente constituirán orientaciones para el trabajo de evaluación contemplado en esta ley y su incumplimiento no dará origen a sanciones.

Artículo 7º.- Corresponderá al Presidente de la República, cada seis años, por decreto supremo dictado por intermedio del Ministerio de Educación, previo informe del Consejo Nacional de Educación, establecer los estándares de aprendizaje, indicativos de desempeño y los otros indicadores de calidad educativa a que se refiere el artículo 3º, letra a).
Los estándares de aprendizaje, indicativos de desempeño y los otros indicadores de calidad educativa se entenderán renovados, por el solo ministerio de la ley,  por igual período de tiempo, en caso que transcurrido el plazo a que se refiere el inciso anterior no se haya dictado el decreto respectivo.

Con todo, si durante este período se modifican las bases curriculares, los estándares de aprendizaje deberán adecuarse a dichas modificaciones, aún cuando no hubieren transcurrido los seis años.

Los nuevos estándares de aprendizaje que se fijen tendrán igualmente una duración de seis años, sin perjuicio de lo previsto en el inciso anterior.
Artículo 8º.- El Ministerio de Educación, en su calidad de órgano rector del Sistema, será el responsable de la coordinación de los órganos del Estado que lo componen,  con el fin de garantizar una gestión eficaz y eficiente de todos ellos.

Para el cumplimiento del fin señalado en el inciso anterior, existirá un comité de coordinación, encabezado por el Ministro de Educación e integrado, además, por el Superintendente de Educación y el Secretario Ejecutivo de la Agencia o, en cada caso, por las personas que ellos designen.
El Ministerio formulará cada cuatro años un Plan de Aseguramiento de la Calidad de la Educación, que deberá ser público, y en el que se explicitarán las acciones a desarrollar y los objetivos y metas generales y anuales que se pretenden alcanzar. Asimismo, el plan estipulará los recursos necesarios para su adecuado funcionamiento. El Ministerio de Educación rendirá cuenta pública anual de los resultados obtenidos en la implementación del Plan. 

TÍTULO II

DE LA AGENCIA DE CALIDAD DE LA EDUCACIÓN

Párrafo 1º

Objeto, funciones y atribuciones

Artículo 9º.- Créase la Agencia de Calidad de la Educación, en adelante “la Agencia”, servicio público funcionalmente descentralizado, dotado de personalidad jurídica y patrimonio propio y que se relacionará con el Presidente de la República por intermedio del Ministerio de Educación.
La Agencia estará afecta al Sistema de Alta Dirección Pública.

El domicilio de la Agencia será la ciudad de Santiago, sin perjuicio de las oficinas que pueda establecer en otras Regiones a través del decreto con fuerza de ley a que alude el artículo primero transitorio.
Artículo 10º.- El objeto de la Agencia será evaluar y orientar el sistema educativo para que éste propenda al mejoramiento de la calidad y equidad de las oportunidades educativas, considerando las particularidades de los distintos niveles y modalidades educativas.

Para el cumplimiento integral de dicho objeto, tendrá las siguientes funciones: 

a) Evaluar los logros de aprendizaje de los alumnos de acuerdo al grado de cumplimiento de los estándares, referidos a los objetivos generales señalados en la ley y sus respectivas bases curriculares por medio de instrumentos y procedimientos de medición estandarizados y externos a los establecimientos. Asimismo, deberá evaluar el grado de cumplimiento de los otros indicadores de calidad educativa;

b) Realizar evaluaciones del desempeño de los establecimientos educacionales y sus   sostenedores en base a los estándares indicativos de desempeño; 

c) Ordenar a los establecimientos educacionales en función de las mediciones de los resultados de aprendizaje y de los otros indicadores de calidad educativa con la finalidad, entre otras, de identificar, cuando corresponda, las necesidades de apoyo;

d) Validar los mecanismos de evaluación de docentes de aula, directivos y técnico-pedagógicos; y

e) Proporcionar información en materias de su competencia a la comunidad en general y promover su correcto uso.

Artículo 11.- Para el cumplimiento de sus funciones, la Agencia tendrá las siguientes atribuciones: 

a) Diseñar, implementar y aplicar un   sistema de medición de los resultados de aprendizaje de los alumnos, en función del grado de cumplimiento de los estándares de aprendizaje, referidos a los objetivos generales señalados en la ley y sus respectivas   bases curriculares. Asimismo, deberá diseñar, implementar y aplicar un sistema de medición de los otros indicadores de calidad educativa;
El sistema nacional de medición del grado de cumplimiento de los estándares de aprendizaje de los alumnos, así como la medición del grado de cumplimiento de los otros indicadores de la calidad educativa, será de aplicación obligatoria para todos los establecimientos educacionales reconocidos oficialmente por el Estado. La Agencia podrá realizar las mediciones respectivas directamente o por medio de terceros.

Las mediciones del grado de cumplimiento de los estándares de aprendizaje de los   alumnos, referidos a los objetivos generales señalados en la ley y sus respectivas bases curriculares y de los otros indicadores de  calidad educativa, se realizarán mediante   instrumentos y procedimientos estandarizados, válidos,  confiables, objetivos y transparentes. En el caso de los instrumentos referidos a la medición del cumplimiento de los estándares de aprendizaje, estos se aplicarán en  forma periódica en distintos cursos y sectores de aprendizaje, en forma censal a lo  menos en algún curso, tanto del nivel de enseñanza básica, como de enseñanza media.

b) Coordinar la participación de Chile en mediciones de carácter internacional sobre   logros de aprendizaje de los alumnos;
c) Diseñar, implementar y aplicar un  sistema de evaluación de desempeño de los   establecimientos educacionales subvencionados, o que reciban aportes del Estado, y sus sostenedores referidos a los estándares indicativos, cuya finalidad será orientar el mejoramiento continuo de los establecimientos, a través de recomendaciones;
d) Aplicar e interpretar administrativamente las disposiciones de esta ley y sus reglamentos, e impartir instrucciones de general aplicación, en las materias de su competencia;

e) Elaborar informes evaluativos, basados en los estándares indicativos de desempeño mencionados en la letra c) del presente artículo, que incluyan los resultados educativos, pudiendo incorporar recomendaciones de carácter indicativo para mejorar el desempeño de los establecimientos educacionales y sus sostenedores. Estos informes serán de carácter público;
f) Requerir al Ministerio de Educación y a la Superintendencia, en su caso, la adopción de las medidas pertinentes derivadas de la  ordenación de los establecimientos educacionales;
g) Validar los mecanismos de evaluación de los docentes de aula, docentes directivos y de los docentes que cumplen la función técnico pedagógica que presenten voluntariamente los establecimientos educacionales particulares pagados y subvencionados y los sistemas de evaluación complementarios del sector municipal, de corporaciones municipales o de otras entidades creadas por ley;
h) Poner a disposición del público la  información que, con motivo del ejercicio de sus funciones, recopile respecto de establecimientos educacionales, sostenedores, docentes y alumnos;

En caso alguno la publicación incluirá la individualización de los alumnos. Sin perjuicio de lo anterior, los padres y apoderados deberán ser informados de los resultados obtenidos por sus hijos o pupilos cuando las mediciones tengan validez y confiabilidad estadística a nivel individual, sin que tales resultados puedan ser publicados ni usados con propósitos que puedan afectar negativamente a los alumnos, tales como selección, repitencia, cancelación o condicionalidad de matrícula u otros similares.

i) Administrar los registros creados por ley, que sean necesarios para ejercer sus funciones;
j) Elaborar índices, estadísticas y estudios relativos al sistema educativo y efectuar publicaciones en el ámbito de su  competencia;

Asimismo, elaborará informes acerca de la cobertura de las diversas materias del currículum nacional, así como también evaluaciones respecto del desempeño de los establecimientos educacionales.
k) Ingresar a los establecimientos educacionales y sus dependencias, con el fin de realizar las evaluaciones de logros de aprendizaje y mediciones del cumplimiento de otros indicadores de calidad educativa. En el caso de las visitas evaluativas y demás  atribuciones que le encomienda la ley, el ingreso    deberá ser avisado al sostenedor y no podrá alterar el normal desarrollo de las actividades pedagógicas del establecimiento educacional;
l) Requerir a los sostenedores de los establecimientos educacionales y organismos públicos y privados relacionados con la educación, la información estrictamente necesaria para el cumplimiento de sus funciones.
Quienes sean requeridos en virtud de este literal podrán solicitar por escrito a la Agencia, dentro de los dos días siguientes, que reconsidere el plazo para la entrega de la información solicitada, cuando fundadamente acrediten que dicho requerimiento, por su volumen o complejidad, les impide dar cumplimiento a sus labores habituales. La Agencia resolverá esta reconsideración, en única instancia, en un plazo máximo de diez días, contados desde la respectiva presentación.

m) Convenir con otros organismos de la Administración del Estado o con entidades privadas, la realización de acciones específicas y la prestación de servicios que permitan cumplir sus funciones;
n) Asesorar técnicamente al Ministerio de Educación y a otros organismos en materias de su competencia;
ñ) Asesorar al Ministerio de Educación respecto al plan nacional de evaluaciones    nacionales e internacionales, especialmente en relación a su viabilidad y requerimientos de implementación. Asimismo, a requerimiento del Ministerio de Educación, deberá apoyar el   diseño de las directrices e implementación, en materias de su competencia, del Plan Nacional de Aseguramiento de la Calidad que elabore dicho Ministerio;
o) Cobrar y percibir derechos por la  evaluación y orientación que le soliciten los establecimientos particulares pagados y por las demás certificaciones que establezca la ley en el ámbito de sus atribuciones; y
p) Ejercer las demás atribuciones que determine la ley.

Párrafo 2º

De la evaluación de desempeño de los  establecimientos educacionales y sostenedores

Artículo 12.- La Agencia evaluará el  desempeño de los establecimientos de educación parvularia, básica, media, incluida la especial y la de adultos, y sus sostenedores, basándose en estándares indicativos elaborados de conformidad a la ley.
El objeto de esta evaluación de desempeño será fortalecer las capacidades institucionales y de autoevaluación de los establecimientos educacionales, orientar sus planes de mejoramiento educativo y promover la mejora continua de la calidad de la educación que ofrecen.
La evaluación de desempeño considerará, entre otros, los resultados educativos, el grado de cumplimiento de los estándares de aprendizaje de los alumnos y de los otros    indicadores de calidad educativa que permitan una evaluación integral referida a los objetivos generales establecidos en la ley y los estándares indicativos de desempeño de los  establecimientos educacionales y las condiciones de contexto del establecimiento educacional.

Los establecimientos educacionales deberán aplicar procedimientos de autoevaluación institucional, cuyos resultados, junto al proyecto educativo institucional, serán antecedentes de la evaluación del desempeño que realice la Agencia.

Adicionalmente, la Agencia considerará las características de los establecimientos educacionales de educación especial y de   adultos; uni, bi o tri docentes; así como de aquéllos multigrado, e interculturales bilingües, con el fin de adecuar los procesos de evaluación que se apliquen y desarrollen en estos establecimientos.

Artículo 13.- Las evaluaciones de desempeño podrán ser realizadas mediante requerimientos de información, visitas evaluativas u otros medios idóneos.
Al efectuar las evaluaciones, la Agencia deberá considerar, en primer lugar, las autoevaluaciones realizadas por el establecimiento educacional.

La Agencia podrá realizar las visitas mencionadas directamente o por medio de terceros. Con todo, la Agencia será la entidad  responsable de visar el informe respectivo.

Artículo 14.- El resultado de la evaluación será un informe que señale las debilidades y fortalezas del establecimiento educacional en relación con el cumplimiento de los estándares, así como las recomendaciones para mejorar su desempeño.

La Agencia determinará la forma de la elaboración de estos informes, considerando, al menos, una etapa de consulta y recepción de observaciones por parte del sostenedor del  establecimiento educacional evaluado en su desempeño. 
Artículo 15.- La Agencia sólo podrá disponer visitas evaluativas respecto de los establecimientos particulares pagados, cuando éstos lo soliciten.
Con todo, la Agencia podrá realizar visitas de aprendizaje a los establecimientos a que se refiere el inciso anterior y que hayan sido ordenados en la categoría de Desempeño Alto, con el fin de identificar y difundir las mejores prácticas de dichos establecimientos.
Artículo 16.- La Agencia administrará un registro de personas o entidades acreditadas para apoyar la realización de las visitas evaluativas. Un reglamento determinará los  requisitos objetivos que deberán cumplir las personas o entidades para el ingreso y permanencia en el registro, el procedimiento de  selección de las mismas, cuidando que éste sea transparente y objetivo, el tiempo de duración en el registro, sus inhabilidades y las causales que originan la salida de éste, destinadas a asegurar la calidad técnica y eficacia de su apoyo. La Agencia deberá abrir al menos una vez cada año el registro para el ingreso de personas o entidades acreditadas.

Párrafo 3º

De la ordenación de establecimientos

Artículo 17.- La Agencia ordenará, mediante resolución fundada, a todos los establecimientos educacionales reconocidos por el Estado, de acuerdo a los resultados de aprendizaje de los alumnos, en función del grado de cumplimiento de los estándares de aprendizaje, referidos a los objetivos generales señalados en la ley y sus respectivas bases curriculares y al grado de cumplimiento de los otros indicadores de calidad educativa, propuestos por el Ministerio de Educación y aprobados por el Consejo Nacional de Educación.
Los otros indicadores de calidad educativa deberán considerar, entre otros, resultados, resguardar el derecho a la educación y la libertad de enseñanza y los principios establecidos en el artículo 3° de la ley N° 20.370, General de Educación. Asimismo, los criterios de evaluación deben ser válidos, confiables, objetivos y transparentes.
Para llevar a cabo esta ordenación, la Agencia deberá considerar los resultados de aprendizaje de todas las áreas evaluadas censalmente en las mediciones nacionales, la distribución de los resultados de los alumnos en relación con los estándares de aprendizaje y el grado de cumplimiento de los otros indicadores de calidad educativa. También deberá considerar las características de los alumnos del establecimiento educacional, incluida, entre otras, su vulnerabilidad, y, cuando proceda, indicadores de progreso y, o de valor agregado. Con todo, gradualmente, la ordenación de los establecimientos propenderá a ser realizada de manera independiente de las características socioeconómicas de los alumnos y alumnas, en la medida que el sistema corrija las diferencias en su desempeño atribuibles a dichas características.
La Agencia determinará la metodología de ordenación, previo informe del Consejo Nacional de Educación, la que deberá ser aprobada por decreto supremo del Ministerio de Educación. Esta metodología podrá considerar resguardos que aseguren que las modificaciones de categoría no ocurran por un cambio en la composición del alumnado y se actualizará en un plazo no inferior a cuatro y que no exceda de ocho años. 
Para efectos de la ordenación, existirán las siguientes categorías de establecimientos, según los resultados de aprendizaje de los alumnos, en función del grado de cumplimiento de los estándares de aprendizaje y el grado de cumplimiento de los otros indicadores de calidad educativa con la finalidad, entre otras, de identificar, cuando corresponda, las necesidades de apoyo:
a) Establecimientos Educacionales de  Desempeño Alto;

b) Establecimientos Educacionales de  Desempeño Medio;

c) Establecimientos Educacionales de  Desempeño Medio-Bajo; y

d) Establecimientos Educacionales de  Desempeño Insuficiente.

Artículo 18.- La ordenación se realizará anualmente y considerará el grado de cumplimiento de los estándares de aprendizaje y el grado de cumplimiento de los otros indicadores de calidad educativa de los establecimientos educacionales en tres mediciones consecutivas válidas, en el caso que éstas sean anuales, y dos mediciones consecutivas válidas, en el  caso que éstas se realicen cada dos años o más.

La Agencia, según lo dispuesto en el artículo anterior, determinará el modo en que técnicamente se ponderarán los estándares de aprendizaje y los otros indicadores de calidad educativa para efectos de efectuar la ordenación. Con todo, la ponderación de los estándares de aprendizaje no podrá ser inferior al 67% del total.

Sin embargo, en el caso de establecimientos educacionales con un número insuficiente de alumnos que rindan las mediciones, y que no permita obtener resultados válidos, el Ministerio de Educación establecerá la metodología que permita una ordenación pertinente, considerando, entre otros factores, un número mayor de mediciones consecutivas que para el resto de los establecimientos educacionales, tanto para los estándares de aprendizaje como para los otros indicadores de la calidad educativa. Dicha metodología será aprobada por decreto supremo del Ministerio de Educación.

Los establecimientos educacionales que impartan educación básica y media serán ordenados por cada nivel en forma independiente. La Agencia y los sostenedores de dichos establecimientos educacionales deberán informar acerca de la categoría en que fueron ordenados en cada nivel educacional a los miembros de la comunidad educativa. 

Los establecimientos educacionales nuevos no serán ordenados en las categorías establecidas en el artículo anterior. Sin embargo, se considerarán para los efectos de esta ley, provisoriamente como establecimientos de Desempeño Medio-Bajo, hasta que cumplan con los requisitos legales para ser ordenados.
Artículo 19.- La resolución que establezca la ordenación indicada en el artículo 17, será notificada al sostenedor en forma personal o mediante carta certificada.
Dicha resolución podrá ser impugnada mediante los recursos administrativos señalados en la ley Nº 19.880, sólo en virtud de algún error de información o procedimiento que sea determinante en la ordenación del establecimiento educacional.
No obstante, para efectos de cumplir con lo establecido en el inciso anterior, el recurso de reposición se interpondrá ante el Secretario Ejecutivo de la Agencia. Para el solo efecto de lo dispuesto en este artículo, el Consejo de la Agencia de la Calidad conocerá y resolverá el recurso jerárquico.
Artículo 20.- La Agencia dará a conocer y otorgará  amplia difusión a los resultados de aprendizaje de los alumnos referidos a los objetivos generales señalados en la ley y sus respectivas bases curriculares, así como los resultados que arrojen los otros indicadores de la calidad educativa, y la ordenación que de ello se derive, al Ministerio de Educación, a los padres y apoderados, y a la comunidad educativa.
En el caso de los padres y apoderados, recibirán información relevante, de fácil  comprensión, comparable a través del tiempo para el establecimiento. Además, se incluirá información sobre los establecimientos de la misma comuna y de comunas cercanas.
Sin perjuicio de lo anterior, la ordenación de todos los establecimientos del país deberá estar disponible en las páginas web del Ministerio de Educación y de la Agencia, actualizada y desglosada por Región y comuna.
Asimismo, los establecimientos educacionales informarán a los padres y apoderados y al Consejo Escolar la categoría en la que han sido ordenados.

Artículo 21.- Lo establecido en este Párrafo respecto a la ordenación no será   aplicable a los establecimientos de educación parvularia y a los establecimientos de educación especial.

Párrafo 4º

De los efectos de la ordenación de los establecimientos educacionales subvencionados o que reciben aportes del Estado

Artículo 22.- La Agencia tendrá un plan anual de visitas evaluativas que considerará mayor frecuencia para los establecimientos educacionales que se encuentran en las categorías c) y d) del artículo 17. 
Estas visitas evaluativas tendrán como finalidad llevar a cabo la realización de las evaluaciones de desempeño que contempla esta ley, así como recopilar información respecto a los otros indicadores de calidad educativa.
Artículo 23.- Los establecimientos educacionales subvencionados, o que reciban aportes del Estado, de Desempeño Insuficiente serán objeto de visitas evaluativas, al menos cada dos años. Los de Desempeño Medio-Bajo, al menos cada cuatro años. 
En el caso de los establecimientos que se encuentren en la categoría de Desempeño Medio podrán ser objeto de visitas evaluativas por parte de la Agencia con la frecuencia que ésta determine. La frecuencia de estas visitas será inferior a la señalada en el inciso anterior.

Los establecimientos educacionales subvencionados, o que reciban aportes del   Estado, ordenados como de Desempeño Alto serán objeto de visitas evaluativas si el sostenedor lo solicita. Con todo, la Agencia podrá realizar visitas de aprendizaje con el fin de  identificar y difundir las mejores prácticas de dichos establecimientos.
En todo caso, las evaluaciones mencionadas en el inciso anterior no podrán representar más del 5% de las visitas evaluativas anuales que realice la Agencia.
Artículo 24.- Los establecimientos educacionales ordenados como de Desempeño Alto con su respectivo sostenedor, podrán incorporarse al Registro de Personas o de Entidades de  Apoyo Técnico Pedagógico administrado por el Ministerio de Educación, siempre que, en lo que corresponda, cumplan con los requisitos del reglamento del artículo 19, letra d), de la ley N° 18.956, el que deberá contemplar las adecuaciones necesarias para la entrada de  establecimientos y sus sostenedores.
En caso que establecimientos educacionales que formen parte del Registro resultaren ordenados en alguna de las categorías inferiores a la de Desempeño Alto, serán eliminados de éste.
Artículo 25.- En el caso de los establecimientos de educación parvularia y educación especial, serán objeto de evaluación en ciclos periódicos de acuerdo a un programa que deberá aprobar la Agencia.
Artículo 26.- Una vez realizada la evaluación a que se refiere el párrafo 2° de este Título, los sostenedores de los establecimientos educacionales deberán elaborar o revisar su plan de mejoramiento educativo, explicitando las acciones que aspiran llevar adelante para mejorar los aprendizajes de sus estudiantes y de los otros indicadores de calidad educativa. Dicho plan deberá contener, a lo menos, los objetivos, las estrategias, actividades, metas y recursos asociados a él.
El plan será informado a la Agencia y ésta lo hará al Ministerio de Educación.
La Agencia tendrá que tomar en consideración este plan en su próxima evaluación y en el informe respectivo. El Ministerio de Educación podrá tener en consideración dicho plan para desarrollar sus acciones de apoyo al establecimiento, cuando corresponda.

Artículo 27.- El Ministerio de Educación, de acuerdo con la definición anual de la Ley de Presupuestos, prestará apoyo técnico pedagógico directamente o por intermedio de una persona o entidad del Registro creado para estos efectos, sin perjuicio de lo señalado en el inciso tercero del artículo 2º ter de la ley Nº 18.956.
Los sostenedores de los establecimientos educacionales podrán solicitar dicho apoyo técnico pedagógico para la elaboración e implementación de su plan de mejoramiento   educativo. En caso de solicitar dicho apoyo, lo requerirá a su elección al Ministerio de Educación o a una persona o entidad del Registro Público de Personas o de Entidades Pedagógicas y Técnicas de Apoyo del Ministerio de Educación, sin que ésta signifique una alteración de las condiciones en que el Ministerio de Educación se relacione con los sostenedores en el ejercicio de sus demás funciones.
Con todo, cuando así lo soliciten sostenedores que sean municipalidades, corporaciones municipales u otros entes creados por ley o que reciben aporte del Estado, el Ministerio de Educación brindará este apoyo directamente.
El apoyo brindado por el Ministerio de Educación deberá tener especial focalización en aquellos establecimientos ordenados en las categorías c) y d) del artículo 17, en aquellos sectores geográficos en donde exista menor disponibilidad de apoyo técnico pedagógico, y en los establecimientos públicos y gratuitos.
Párrafo 5°

De las medidas especiales para los establecimientos educacionales de Desempeño Insuficiente

Artículo 28.- La Agencia informará a los padres y apoderados y al Consejo Escolar cada vez que el establecimiento al que envían a sus hijos o pupilos sea ordenado en la categoría de Desempeño Insuficiente.
Artículo 29.- Los establecimientos educacionales de Desempeño Insuficiente deberán  recibir apoyo técnico pedagógico. Para ello podrán recurrir al Ministerio de Educación, que prestará este servicio directamente o a través de una persona o entidad del Registro Público de Personas o de Entidades Pedagógicas y Técnicas de Apoyo del Ministerio de Educación. Este apoyo deberá brindarse, a lo menos, hasta que dicho establecimiento abandone dicha categoría. En todo caso, sólo podrá brindarse por un plazo máximo de 4 años.
Con todo, los establecimientos educacionales a que se refiere el inciso anterior que no logren ubicarse en una categoría superior, pero que muestren una mejora significativa, deberán continuar recibiendo apoyo hasta por un año más.
La Agencia definirá, en normas de carácter general, los criterios para determinar la mejora significativa de un establecimiento educacional. Estos criterios deben guardar relación con los estándares de aprendizaje referidos a los objetivos generales señalados en la ley y en sus bases curriculares y con los otros indicadores de calidad educativa.

Artículo 30.- En el caso de aquellos establecimientos educacionales que no exhiban una mejora significativa luego de tres años de haber sido ordenados como de Desempeño Insuficiente, la Agencia deberá informar a los padres y apoderados de dichos establecimientos educacionales sobre la situación en que éstos se encuentran.
La comunicación a que alude el inciso  anterior, se enviará por carta certificada o por cualquier otro medio que el Ministerio de Educación determine, siempre que se cumpla con el objeto de informar directamente a cada uno de los apoderados y familias del establecimiento y contendrá información relevante sobre los treinta establecimientos educacionales más cercanos que estén ordenados en categorías superiores.
Asimismo, se les otorgarán facilidades de transporte para que los alumnos accedan a   establecimientos educacionales que estén ordenados en categorías superiores. El Ministerio de Educación deberá dictar un decreto supremo, suscrito además por el Ministro de Hacienda, que regule esta materia.
Artículo 31.- Si después de cuatro años, contados desde la comunicación señalada en el artículo 28, y con excepción de lo previsto en el inciso segundo del artículo 29, el establecimiento educacional se mantiene, considerando como único factor el grado de cumplimiento de los estándares de aprendizaje, en la categoría de Desempeño Insuficiente, la Agencia, dentro del primer semestre, certificará dicha circunstancia. Con el sólo mérito del certificado el establecimiento educacional perderá, de pleno derecho, el reconocimiento oficial al término del respectivo año escolar.
Párrafo 6º

De la organización de la Agencia

Artículo 32.- Los órganos de la Agencia son el Consejo y el Secretario Ejecutivo.
Artículo 33.- El Consejo estará constituido por cinco miembros de destacada experiencia en la actividad educativa, nombrados por el Ministro de Educación, previa selección conforme al Sistema de Alta Dirección Pública. En su conformación se velará por garantizar el pluralismo del mismo.

El Consejo designará de entre sus miembros a un Presidente, quien durará en el cargo tres años, pudiendo ser reelegido por una vez.
Dicho Presidente tendrá por función dirigir el Consejo; citar a sesiones; fijar sus tablas; dirigir sus deliberaciones, y dirimir sus empates. Se relacionará con el Secretario Ejecutivo para la coordinación de las funciones y atribuciones de la Agencia.
Artículo 34.- Los miembros del Consejo serán nombrados por un período de seis años, pudiendo ser designados por un nuevo período.

Los Consejeros se renovarán por parcialidades de tres y dos consejeros cada tres años, respectivamente.

Artículo 35.- Corresponderá al Consejo:

a) Aprobar y dar seguimiento al plan estratégico de la Agencia, el cual deberá ser actualizado y ajustado a lo menos cada seis años. Dicho plan deberá explicitar las orientaciones que se utilizarán para efectos de la ordenación y evaluación de los establecimientos;
b) Aprobar y dar seguimiento anualmente al plan de trabajo de la Agencia, así como la memoria y el balance del año anterior, y conocer el anteproyecto de presupuesto;

c) Aprobar la ordenación de los establecimientos educacionales en los plazos que establece la ley y aprobar anualmente el cambio de ordenación de los establecimientos educacionales;

d) Aprobar las certificaciones que realice el Secretario Ejecutivo de la Agencia, cuando un establecimiento se mantenga en la categoría de Desempeño Insuficiente según lo establece el artículo 31;

e) Proponer el plan de evaluaciones nacionales e internacionales al Ministerio de Educación;

f) Aprobar el Registro de Personas o Entidades acreditadas para apoyar la realización de las visitas evaluativas;

g) Aprobar la organización interna, las denominaciones y funciones que correspondan a cada una de las unidades de la Agencia así  como el personal adscrito a tales unidades; y

h) Ejercer las demás atribuciones que le encomienden las leyes y reglamentos.

Artículo 36.- Es incompatible con el  cargo de Consejero: 
a) Tener participación en la propiedad o ser representante legal, gerente o administrador de la entidad sostenedora de algún establecimiento educacional que imparta enseñanza en los niveles parvulario, básico y medio o de alguna asociación de sostenedores.

b) Ser Senador o Diputado; Ministro de Estado, Subsecretario, Intendente o Gobernador; Secretario Regional Ministerial de Educación o Jefe de Departamento Provincial de  Educación; Alcalde o Concejal; Consejero    Regional; miembro del Escalafón Primario del Poder Judicial; Secretario o Relator del    Tribunal Constitucional; Fiscal del Ministerio Público; miembro del Tribunal Calificador de Elecciones o su Secretario-Relator; miembro de los Tribunales Electorales Regionales, Suplente o Secretario-Relator, y miembro de los   demás Tribunales creados por ley.

c) Estar inscrito como persona natural o como representante legal o administrador de una entidad a las que se refiere el artículo 16 de la presente ley. 
d) Formar parte del registro de administradores provisionales a cargo de la Superintendencia.

e) Formar parte de la directiva de asociaciones gremiales que tengan un vínculo patrimonial o laboral con establecimientos de educación parvularia, básica y media.

Artículo 37.- Los Consejeros deberán informar inmediatamente al Presidente de todo hecho, cualquiera sea su naturaleza, que les reste imparcialidad en sus decisiones o acuerdos, absteniéndose, en el acto, de conocer del asunto respecto del cual se configure la causal.
En particular, estarán inhabilitados de intervenir en aquellos asuntos que afecten a:

a) Establecimientos de educación parvularia, básica o media con que tengan un vínculo patrimonial o laboral.

b) Establecimientos de educación parvularia, básica o media en que se desempeñen como asesores o consultores, a cualquier título.

c) Instituciones de asistencia técnica en que participen como propietarios o dependientes, o en que tengan otra clase de intereses patrimoniales.

d) Establecimientos de educación parvularia, básica o media en que el o los Consejeros se desempeñen como docentes.

Los Consejeros que, estando inhabilitados, actúen en tales asuntos, serán removidos de su cargo por el Ministro de Educación y quedarán impedidos de ejercerlo nuevamente. 

Las inhabilidades que contempla este artículo, así como las incompatibilidades señaladas en el artículo anterior, serán aplicables a todos los funcionarios de la Agencia.

Artículo 38.- Serán causales de cesación en el cargo de Consejero las siguientes:

a) Expiración del plazo por el que fueron designados.

b) Renuncia aceptada por el Ministro de Educación.

c) Incapacidad legal sobreviniente, circunstancia que será calificada por la mayoría de los Consejeros con exclusión del afectado.

d) Actuación en un asunto en que estuvieren legalmente inhabilitados.

e) Incumplimiento de los deberes y  obligaciones que establece esta ley.

En caso que uno o más Consejeros cesaren por cualquier causa en su cargo, procederá la designación de un nuevo Consejero, sujeto al mismo procedimiento dispuesto en el artículo 33, por el período que restare.

Si el Consejero que cesare en el cargo en virtud del inciso precedente invistiere la condición de Presidente del Consejo, su reemplazante será designado en la forma prevista en el artículo 33, por el tiempo que faltare al que produjo la vacante.
Artículo 39.- Los acuerdos del Consejo y el quórum para sesionar requerirán de mayoría simple. El Consejo determinará su funcionamiento a través de un reglamento interno.

Artículo 40.- Los Consejeros percibirán una dieta equivalente a 15 unidades de fomento por cada sesión a la que asistan, con un  máximo de 100 de dichas unidades  por mes   calendario.

Artículo 41.- El Secretario Ejecutivo será el Jefe Superior del Servicio, y estará afecto al Sistema de Alta Dirección Pública. 
Corresponderán al Secretario Ejecutivo las siguientes atribuciones:

a) Velar por el cumplimiento de los acuerdos del Consejo, y proponerle el programa anual de trabajo del servicio;

b) Participar en el Consejo, con derecho a voz;

c) Delegar en funcionarios de la institución las funciones y atribuciones que estime conveniente;

d) Coordinar la labor de la Agencia con las demás instituciones que comprende el Sistema y participar directamente o a través de un representante en el comité de coordinación establecido en el artículo 8°;

e) Conocer y resolver todo asunto relacionado con los intereses de la Agencia, salvo aquellas materias que la ley reserva al Consejo, pudiendo al efecto ejecutar los actos y celebrar los contratos que sean necesarios o conducentes a la obtención de los objetivos del servicio, ya sea con personas naturales o jurídicas, nacionales o extranjeras, de derecho público o privado;
f) Comunicar a los organismos competentes los antecedentes de que disponga o de que tome conocimiento, para que éstos ejerzan a su vez las facultades que les sean propias;
g) Dictar las resoluciones que apruebe el Consejo, así como conocer los recursos que procedan conforme a la ley. Le corresponderá, también, cumplir y hacer cumplir las instrucciones que le imparta el Consejo y realizar los actos que éste le delegue en el ejercicio de sus atribuciones;
h) Certificar, según lo que establece el artículo 31, cuando un establecimiento se ha mantenido en la categoría de Desempeño Insuficiente. Dicha certificación deberá contar con el acuerdo del Consejo de la Agencia;
i) Representar judicial y extrajudicialmente al servicio;
j) Preparar el plan anual de trabajo, el anteproyecto de presupuesto y toda otra materia que deba ser sometida a la consideración del Consejo; 
k) Gestionar administrativamente el   servicio;
l) Contratar labores operativas de inspección o verificación del cumplimiento de las normas de su competencia a terceros idóneos debidamente certificados;
m) Celebrar convenios y ejecutar los actos necesarios para el cumplimiento de los fines del servicio;
n) Nombrar y remover personal del servicio, de conformidad a la presente ley y a las normas estatutarias;
ñ) Informar periódicamente al Consejo respecto de la marcha de la institución y del cumplimiento de sus acuerdos e instrucciones, y

o) Ejercer las demás atribuciones que le encomiende la ley.

Artículo 42.- El personal de la Agencia se regulará por las normas de esta ley y sus reglamentos, por las disposiciones del decreto con fuerza de ley Nº 29, del Ministerio de Hacienda, de 2005, que fijó el texto refundido, coordinado y sistematizado del Estatuto Administrativo, y, en materia de remuneraciones, por las normas del decreto ley N° 249, del año 1973, que fija la Escala Única de Sueldos.
Artículo 43.- Previo acuerdo del Consejo, el Secretario Ejecutivo, con sujeción a la planta de personal, establecerá su organización interna y determinará las denominaciones y funciones que correspondan a cada una de las unidades establecidas para el cumplimiento de las funciones que le sean asignadas, como  asimismo el personal adscrito a tales unidades.
El personal a contrata de la Agencia podrá desempeñar funciones de carácter directivo o de jefatura, las que serán asignadas, en cada caso, por el Secretario Ejecutivo. El personal a que se asigne tales funciones no podrá exceder del 7% del personal a contrata de la Agencia.
El personal que preste servicios sobre la base de honorarios, se considerará comprendido en la disposición del artículo 260 del Código Penal.
Artículo 44.- El personal de la Agencia deberá guardar absoluta reserva y secreto de las informaciones de las cuales tome conocimiento en el cumplimiento de sus labores, sin perjuicio de las informaciones y certificaciones que deba proporcionar de conformidad a la ley.

Asimismo, tendrá prohibición absoluta de prestar a las entidades sujetas a su evaluación otros servicios que los señalados en la ley, ya sea en forma directa o indirecta.

Las infracciones a esta norma serán consideradas falta grave para efectos de exigir responsabilidad administrativa, lo que se exigirá con independencia de la responsabilidad civil o penal que pudiera configurarse.
Artículo 45.- Sin perjuicio de las causales previstas en el decreto con fuerza de ley Nº 29, del Ministerio de Hacienda, de 2005, para la cesación del cargo de personal de carrera, se podrá declarar la vacancia por las siguientes causales:

a) Necesidades de la Agencia, determinadas por el Jefe Superior del Servicio una vez al año y fundadas en razones vinculadas al buen, oportuno y eficiente funcionamiento de la Agencia. 

Anualmente, los Altos Directivos Públicos del II nivel jerárquico de la Agencia, a más tardar en el mes de diciembre, efectuarán, en conjunto, una evaluación sobre la marcha de la institución en función de su misión institucional y los objetivos estratégicos fijados. Los resultados de dicha evaluación servirán de base para que el Secretario Ejecutivo ejerza la facultad a que se refiere este literal. Un reglamento fijará los procedimientos que  adoptarán y la forma y oportunidad en que  recibirán la información y antecedentes requeridos al efecto.
b) Evaluación de desempeño en lista condicional.

El personal que cese en sus funciones por aplicación de la causal prevista en el literal a) precedente, tendrá derecho a la indemnización contemplada en el artículo 154 del decreto con fuerza de ley Nº 29, del Ministerio de Hacienda, de 2005, sobre Estatuto Administrativo.

Párrafo 7°

Patrimonio de la Agencia

Artículo 46.- El patrimonio de la Agencia estará constituido por:

a) Los aportes que anualmente le asigne la Ley de Presupuestos;

b) Los recursos otorgados por leyes especiales;

c) Los bienes muebles e inmuebles, corporales e incorporales, que se le transfieran o que adquiera a cualquier título;

d) Los frutos, rentas e intereses de sus bienes y servicios;

e) Las herencias y legados que acepte, lo que deberá hacer con beneficio de inventario;

Dichas asignaciones hereditarias estarán exentas de toda clase de impuestos y de todo gravamen o pago que les afecten.
f) Los ingresos que perciba por los servicios que preste, y

g) Los aportes de la cooperación internacional que reciba a cualquier título.

La Agencia estará sujeta a las normas del decreto ley Nº 1.263, de 1975, y sus disposiciones complementarias.

TÍTULO III

DE LA SUPERINTENDENCIA DE EDUCACIÓN

Párrafo 1º

Objeto y atribuciones

Artículo 47.- Créase la Superintendencia de Educación, en adelante “la Superintendencia”, servicio público funcionalmente descentralizado y territorialmente desconcentrado, dotado de personalidad jurídica y patrimonio propio y que se relaciona con el Presidente de la República por intermedio del Ministerio de Educación.

La Superintendencia constituye una institución fiscalizadora en los términos del decreto ley Nº 3.551, de 1981, y estará afecta al Sistema de Alta Dirección Pública.

El domicilio de la Superintendencia será la ciudad de Santiago, sin perjuicio de las Direcciones Regionales que constituya a través del decreto con fuerza de ley a que alude el artículo primero transitorio.

Artículo 48.- El objeto de la Superintendencia será fiscalizar, de conformidad a la ley, que los sostenedores de establecimientos educacionales reconocidos oficialmente por el Estado se ajusten a las leyes, reglamentos e instrucciones que dicte la Superintendencia, en adelante “la normativa educacional”. Asimismo, fiscalizará la legalidad del uso de los recursos por los sostenedores de los establecimientos subvencionados y que reciban aporte estatal y, respecto de los sostenedores de los establecimientos particulares pagados, fiscalizará la referida legalidad sólo en caso de denuncia. Además, proporcionará información, en el ámbito de su competencia, a las comunidades educativas y otros usuarios e interesados, y atenderá las denuncias y reclamos de éstos, aplicando las sanciones que en cada caso corresponda.

Las instrucciones que dicte la Superintendencia deberán resguardar el derecho a la educación, la libertad de enseñanza y los principios establecidos en el artículo 3° de la ley N° 20.370, General de Educación.
Si en el ejercicio de sus atribuciones la Superintendencia toma conocimiento de infracciones a otras normas legales que no integran la normativa educacional, deberá informar a los órganos fiscalizadores correspondientes. La Superintendencia no podrá iniciar procesos sancionatorios por infracciones a normas legales que no integran la normativa educacional. 

Artículo 49.- Para el cumplimiento de sus funciones, la Superintendencia tendrá las   siguientes atribuciones:
a) Fiscalizar que los establecimientos educacionales y sus sostenedores reconocidos oficialmente cumplan con la normativa educacional.

b) Fiscalizar la rendición de la cuenta pública del uso de todos los recursos, públicos y privados, de acuerdo al Párrafo 3º de este Título, a través de procedimientos contables simples generalmente aceptados. Dichas rendiciones consistirán en un estado anual de resultados que contemple, de manera desagregada, todos los ingresos y gastos de cada establecimiento. Dichos antecedentes estarán, también, a disposición de la comunidad educativa a través del Consejo Escolar.
c) Realizar y ordenar auditorías al estado anual de resultados mencionado en la letra anterior.

d) Ingresar a los establecimientos educacionales y dependencias del sostenedor que tengan relación con la administración del establecimiento educacional, a objeto de realizar las funciones que le son propias. En el ejercicio de esta atribución, los funcionarios de la Superintendencia no podrán impedir el normal desarrollo de las actividades pedagógicas del establecimiento educacional.

Respecto de los establecimientos educacionales particulares pagados, el ejercicio de esta atribución exigirá la existencia de una denuncia o reclamo conforme al Párrafo 4º de este título, salvo que se trate de la verificación del cumplimiento de los requisitos  exigidos para mantener el reconocimiento   oficial del Estado. En este último caso, la Superintendencia no podrá examinar los libros y cuentas de la entidad fiscalizada.

e) Acceder a cualquier documento, libro o antecedente que sea necesario para fines de fiscalización, sin impedir el normal desarrollo de las actividades pedagógicas del establecimiento educacional, y examinar, por los medios que estime del caso, todas las operaciones, bienes, libros, cuentas, archivos y documentos de las personas o entidades fiscalizadas, y disponer de todos los antecedentes que juzgue necesarios para la mejor fiscalización. La Superintendencia, mediante resolución, determinará aquellos libros, archivos y documentos que deberán estar permanentemente disponibles para su examen en el propio establecimiento educacional. Las mismas facultades, y en los mismos términos, tendrá la Superintendencia respecto de los terceros que administren los establecimientos educacionales.

Respecto de los establecimientos educacionales particulares pagados, el ejercicio de esta atribución exigirá la existencia de una denuncia o reclamo conforme al Párrafo 4º del presente título. 

f) Citar a declarar a los representantes legales, administradores y dependientes de las instituciones fiscalizadas respecto de algún hecho que estime necesario para resolver alguna denuncia que esté conociendo o cuando de oficio, en un procedimiento administrativo, lo determine en cumplimiento de sus funciones. Las mismas facultades, y en los mismos términos, tendrá la Superintendencia respecto de los terceros que administren establecimientos educacionales. La citación deberá considerar los horarios internos que posea la institución fiscalizada.

Respecto de los establecimientos educacionales particulares pagados, el ejercicio de esta atribución exigirá la existencia de una denuncia o reclamo conforme al Párrafo 4º del presente título, salvo que se trate de la verificación del cumplimiento de los requisitos exigidos para mantener el reconocimiento oficial del Estado.

g) Absolver consultas, investigar y resolver denuncias que los distintos miembros de la comunidad escolar presenten. 
h) Recibir reclamos y actuar como mediador respecto de ellos.

i) Formular cargos, sustanciar su tramitación y resolver los procesos que se sigan respecto de todos los incumplimientos o infracciones a la normativa educacional, así como de los que conozca por la vía de denuncias del público o por denuncia que formule el Ministerio de Educación u otros órganos públicos.
j) Disponer el nombramiento de un administrador provisional para la gestión de los establecimientos educacionales subvencionados o que reciban aportes del Estado, en los casos que determine la presente ley. 
k) Fiscalizar el cumplimiento de los requisitos exigidos para mantener el reconocimiento oficial del Estado como establecimiento educacional y, cuando corresponda, remitir los antecedentes al Ministerio de Educación para que éste, en un plazo no superior al término del año escolar, proceda a la revocación del reconocimiento señalado. 
l) Imponer las sanciones correspondientes por infracción a la normativa educacional, así como aquellas que proponga la Agencia. 

m) Aplicar e interpretar administrativamente la normativa educacional, cuyo cumplimiento le corresponde vigilar, e impartir instrucciones fundadas de general aplicación al sector sujeto a su fiscalización, sin perjuicio del ejercicio de las facultades propias del Ministerio de Educación. Las instrucciones y resoluciones que emanen de la Superintendencia serán obligatorias a partir de su publicación y deberán ser sistematizadas, de tal  forma de facilitar el acceso y conocimiento de ellas por parte de los sujetos sometidos a su fiscalización.

La Superintendencia deberá publicar en su sitio web un registro de fácil acceso y comprensión con todas las obligaciones que en virtud de la normativa educacional les sean aplicables a los establecimientos educacionales. 

n) Elaborar índices, estadísticas y estudios relativos al sistema educativo y efectuar publicaciones en el ámbito de su competencia.

ñ) Requerir, en el ámbito de sus atribuciones, de los sostenedores y docentes directivos de los establecimientos educacionales y de organismos públicos y privados la información pertinente para el cumplimiento de sus funciones. Asimismo, podrá recoger la información proporcionada por las instituciones, procesarla cuando corresponda, y distribuirla anualmente a los distintos usuarios.

Quienes sean requeridos en virtud de este literal podrán solicitar por escrito a la   Superintendencia, dentro de los dos días siguientes, que reconsidere el plazo para la entrega de la información solicitada, cuando fundadamente acrediten que dicho requerimiento, por su volumen o complejidad, les impide dar cumplimiento a sus labores habituales. La Superintendencia resolverá esta reconsideración, en única instancia, en un plazo máximo de diez días, contados desde la respectiva presentación.

o) Poner a disposición del público la  información que, con motivo del ejercicio de sus funciones, recopile respecto de establecimientos educacionales, sostenedores, docentes, estudiantes y demás integrantes de la comunidad educativa, siempre que su publicidad, comunicación o conocimiento no afecte los   derechos de las personas, particularmente tratándose de su seguridad, su salud o la esfera de su vida privada. Asimismo, la Superintendencia podrá  administrar los registros creados por ley que sean necesarios para   ejercer sus funciones.

p) Convenir con otros organismos de la Administración del Estado o con entidades   privadas, la realización de acciones específicas y la prestación de servicios que permitan cumplir sus funciones.

q) Asesorar técnicamente al Ministerio de Educación y a otros organismos en materias de su competencia.

r) Capacitar a los sostenedores con el fin de realizar una adecuada rendición de cuenta pública del uso de los recursos.

s) Realizar las demás funciones que le encomienden las leyes o los reglamentos.

Artículo 50.- Las facultades señaladas en el artículo anterior, no obstarán a aquellas facultades generales de fiscalización que le correspondan a la Contraloría General de la República, en el ámbito de su competencia.

Párrafo 2º

De la fiscalización

Artículo 51.- En el ejercicio de sus facultades de fiscalización, la Superintendencia actuará de oficio o a petición de interesado.
La Superintendencia formulará cargos e instruirá el respectivo procedimiento en caso de verificar la existencia de una o más contravenciones a la normativa educacional.
En el caso de denuncias que le comuniquen el Ministerio de Educación o la Agencia, la Superintendencia ordenará directamente la formulación de cargos y la instrucción del respectivo proceso.

Artículo 52.- Para los efectos de la presente ley, el personal de la Superintendencia habilitado como fiscalizador tendrá también el carácter de ministro de fe respecto de todas las actuaciones que realice en el ejercicio de sus funciones y que consten en el acta de fiscalización, dentro de las cuales podrá tomar declaraciones bajo juramento. 
Los hechos constatados por los funcionarios y sobre los cuales deban informar, de oficio o a requerimiento, podrán constituir presunción legal de veracidad para todos los efectos de la prueba judicial.
Las acciones de fiscalización podrán llevarse a efecto cualquier día hábil en horario de jornada laboral, siempre que no se impida con ellas el normal desarrollo de las actividades pedagógicas del establecimiento educacional. Los entes fiscalizados deberán otorgar todas las facilidades que sean requeridas por los referidos funcionarios. 

La Superintendencia deberá procurar que los procesos de fiscalización que lleve a cabo se coordinen con aquellos que, en el ejercicio de sus competencias, lleven a cabo los diversos órganos de la Administración del Estado, de manera de evitar distraer indebidamente la labor educativa en los establecimientos educacionales.

En el ejercicio de la labor fiscalizadora los funcionarios de la Superintendencia deberán siempre informar al sujeto fiscalizado de la materia específica objeto de la fiscalización y de la normativa pertinente, dejar  copia íntegra de las actas levantadas, realizando las diligencias estrictamente indispensables y proporcionales al objeto de fiscalización. Los sujetos fiscalizados podrán denunciar conductas abusivas de funcionarios ante el Superintendente.

Artículo 53.- Con el objeto de facilitar la fiscalización de las disposiciones de esta ley los sostenedores deberán enviar, dentro de los cinco días posteriores al segundo mes de comenzado el año escolar, un listado de los alumnos matriculados por curso, que considere su cédula nacional de identidad, nombres y apellidos. Del mismo modo deberán informar cuando, en el curso del año escolar, se cancele la matrícula a un estudiante, éste se retire del establecimiento o suspenda injustificadamente su asistencia regular por más de quince días.

Un reglamento normará la forma y modalidades en que deban cumplirse las obligaciones dispuestas en el inciso precedente, incluyendo la publicación de la información a la comunidad escolar.

Párrafo 3º

De la rendición de cuenta pública del uso de los recursos

Artículo 54.- Los sostenedores de establecimientos educacionales subvencionados o que reciban aportes del Estado, deberán rendir cuenta pública del uso de todos los recursos mediante procedimientos contables simples, generalmente aceptados, respecto de cada uno de sus establecimientos educacionales de acuerdo a los instrumentos y formatos estandarizados que fije la Superintendencia. Adicionalmente, los sostenedores que posean más de un establecimiento educacional subvencionado o que reciba aportes del Estado, deberán entregar un informe consolidado del uso de los recursos respecto de la totalidad de sus establecimientos. El análisis de la rendición de cuentas sólo implicará un juicio de legalidad del uso de los recursos y no podrá extenderse al mérito del uso de los  mismos.

Además, previa resolución que señale la existencia de sospechas fundadas respecto a la veracidad y exactitud de la información que le hayan proporcionado, la Superintendencia podrá realizar auditorías o requerir, a petición del sostenedor del establecimiento educacional, que instituciones externas las efectúen, en cuyo caso su financiamiento corresponderá al sostenedor. Si estas auditorías fueran realizadas por instituciones externas, la elección de la institución será realizada por el sostenedor de entre aquellas que se encuentren contenidas en el registro que para tales efectos lleva la Superintendencia de Valores y Seguros.

Artículo 55.- Si en las auditorias a que se refiere el artículo anterior se detectaren infracciones que pudieran ser objeto de  sanción, la Superintendencia deberá realizar las observaciones y abrir el procedimiento sancionatorio correspondiente y formular los cargos que procedieren.
Artículo 56.- La Superintendencia, en conjunto con el Ministerio de Educación, establecerá un mecanismo común de rendición de cuenta pública del uso de los recursos, a fin de simplificar y facilitar el cumplimiento de dicha obligación establecida en ésta o en otras leyes por parte de los sostenedores. Las características, modalidades y condiciones de este mecanismo serán establecidas a través de un reglamento expedido por el Ministerio de Educación.

Párrafo 4º

De la atención de denuncias y reclamos

Artículo 57.- La Superintendencia recibirá las denuncias y los reclamos que se formulen por los miembros de la comunidad  educativa u otros directamente interesados y que se refieran a materias de su competencia, sin perjuicio de las acciones legales correspondientes.

Artículo 58.- Para los efectos de esta ley, la denuncia es el acto escrito u oral por medio del cual una persona o grupo de personas directamente interesadas y previamente individualizadas, ponen en conocimiento de la Superintendencia una eventual irregularidad, con el objeto de que ésta investigue y adopte las medidas que correspondan.

Se entenderá por reclamo la petición  formal realizada a la Superintendencia por  alguna de las personas señaladas en el artículo anterior, en orden a que ésta intervenga como mediador en la controversia existente  entre el reclamante y alguna de las entidades fiscalizadas, apersonándose el reclamante en el procedimiento. 

Artículo 59.- Formulada una denuncia o recibido un reclamo, la Superintendencia podrá abrir un período de información previo con el fin de conocer las circunstancias concretas del caso y la conveniencia de iniciar un   procedimiento sancionatorio o la respectiva mediación.
Artículo 60.- En el caso de denuncia o reclamo respecto de los establecimientos   particulares pagados, la Superintendencia podrá investigar y exigir la entrega de los antecedentes que correspondan.

Artículo 61.- Admitida una denuncia o  reclamo a tramitación, el Director Regional ordenará la apertura de un expediente y designará al funcionario encargado de su tramitación, quien notificará al denunciado o reclamado.

Artículo 62.- Recibido un reclamo a tramitación, el funcionario designado citará a los interesados a una audiencia de mediación en la cual propondrá bases de arreglo para solucionar el conflicto.

Las partes convendrán el nombre del mediador, el que en todo caso, para ejercer como tal, deberá inscribirse en el registro que al efecto lleve la Superintendencia. 

Corresponderá a la Superintendencia fijar, mediante normas de general aplicación, los requisitos que deberán cumplir los mediadores a que se refiere este precepto, así como las normas generales de procedimiento a las que deberán sujetarse.

Artículo 63.- Las notificaciones a los interesados se realizarán por medio de carta certificada al domicilio que éstos fijen en la primera actuación, y se entenderán practicadas desde el tercer día hábil desde la fecha de su   despacho en la oficina de correos. Sin perjuicio de lo anterior, los interesados podrán  registrar en la Superintendencia una dirección de correo electrónico en la cual recibir las notificaciones respectivas que, para todos los efectos legales, se entenderán practicadas al día hábil siguiente de su despacho.

Artículo 64- La Superintendencia deberá mantener un registro público con las estadísticas de denuncias conocidas y resueltas.

Artículo 65.- Si el Director Regional o el Superintendente, mediante resolución fundada, establecen que la denuncia carece manifiestamente de fundamentos, podrá imponer a quien lo hubiere formulado una multa no inferior a 1 UTM y no superior a 10 UTM, atendida la gravedad de la infracción imputada.

Párrafo 5º

De las infracciones y sanciones

Artículo 66.- Si se detectaren infracciones que pudieren significar contravención a la normativa educacional, el Director Regional competente, mediante resolución fundada, ordenará la instrucción de un procedimiento y designará un fiscal instructor encargado de su tramitación, de formular cargos, de investigar los hechos, solicitar informes, ponderar las pruebas y disponer toda otra diligencia que dé curso al procedimiento.

Artículo 67.- Tratándose de denuncias derivadas del Ministerio de Educación o la Agencia, el Director Regional competente ordenará directamente la formulación de cargos y la instrucción del procedimiento.
Artículo 68.- La resolución que ordena instruir el procedimiento deberá notificarse al representante legal o administrador de la entidad sostenedora, personalmente, por carta certificada o correo electrónico. Esta actuación debe constar en el expediente administrativo. 

La notificación por carta certificada se enviará al domicilio del sostenedor del establecimiento educacional donde hubieren ocurrido los hechos que dan origen a los cargos o al domicilio del Departamento de Administración de Educación de la Municipalidad o de la Corporación Municipal de que se trate, o el que corresponda, tratándose de otra entidad creada por ley. La notificación se entenderá practicada al tercer día hábil siguiente del despacho de correos.

La notificación por correo electrónico deberá enviarse a la dirección registrada por el sostenedor ante la Superintendencia, y se entenderá practicada al día hábil siguiente de su despacho.

En el caso de infracción a lo dispuesto en los artículos 76 letra b) y 77 letra b), la notificación también se efectuará al obligado a proporcionar la información que se solicite.

Artículo 69.- En el caso de la letra g) del artículo 76, y una vez notificado el sostenedor de acuerdo al artículo anterior, el Director Regional podrá proponer al Superintendente, como medida precautoria, la retención inmediata, ya sea total o parcial, del pago de la subvención. Esta medida se ordenará mediante resolución fundada y será proporcional al daño causado. El Ministerio de Educación deberá proceder en el sentido dispuesto por la Superintendencia. La medida precautoria tendrá una vigencia de hasta quince días corridos, pudiendo ser decretada nuevamente si se mantienen las circunstancias que le dieron origen.
Esta medida sólo podrá ser dispuesta oyendo al afectado, y podrá ser impugnada dentro de los diez días hábiles siguientes, sin suspender la tramitación del procedimiento  administrativo principal. En tal caso, el Superintendente tendrá igual plazo para resolver.
Artículo 70.- Formulados los cargos, el sostenedor objeto del procedimiento tendrá un plazo de diez días hábiles, contado desde la fecha de la notificación, para presentar   descargos y los medios de prueba que estime   pertinentes.

Artículo 71.- Presentados los descargos, o transcurrido el plazo para tal efecto, el fiscal instructor elaborará un informe y propondrá al Director Regional respectivo la aplicación de sanciones o el sobreseimiento, según corresponda.

Artículo 72.- Corresponderá al Director Regional, de acuerdo al mérito de los antecedentes y por resolución fundada, sobreseer o aplicar las sanciones establecidas en el artículo siguiente.
La prueba que se rinda se apreciará de acuerdo a las reglas de la sana crítica.

Si correspondiere sancionar un hecho que constituya una infracción a más de alguna ley de la normativa educacional, el Director Regional aplicará la sanción que corresponda como si se tratara de una sola infracción.

Artículo 73.- Comprobada la infracción a la normativa educacional, y sin perjuicio de la responsabilidad penal que proceda, el Director Regional podrá aplicar las siguientes sanciones, de acuerdo a la naturaleza y gravedad de la infracción:
a) Amonestación por escrito, en cuyo caso deberá señalarse el origen de la infracción administrativa, como asimismo el plazo dentro del cual deberá ser subsanada. 

b) Multa, de acuerdo a los rangos que  establece la siguiente tabla:

	
	Mínimo
	Máximo

	Infracciones leves
	1 UTM
	50 UTM

	Infracciones menos graves
	51 UTM
	500 UTM

	Infracciones graves
	501 UTM
	1000 UTM


La multa aplicada deberá tomar en cuenta el beneficio económico obtenido con ocasión de la infracción, la intencionalidad de la comisión de la infracción y la concurrencia de circunstancias atenuantes o agravantes, la matrícula total del establecimiento a la fecha de la infracción y la subvención mensual por alumno o los recursos que reciba regularmente, excluidas las donaciones.
En el caso de los establecimientos educacionales regidos por los Títulos I y II del decreto con fuerza de ley Nº 2, del Ministerio de Educación, de 1998, la multa no podrá ser inferior al 5% ni exceder el 50% de la subvención mensual por alumno matriculado. 

Para los establecimientos educacionales regidos por los Títulos I y II del decreto con fuerza de ley Nº 2, del Ministerio de Educación, de 1998, se entenderá por subvención mensual por alumno la que resulte de aplicar sus artículos 9º, 9º bis y 11, según corresponda.

Para los establecimientos educacionales regidos por el Título II de la ley señalada, la aplicación de la multa considerará el cobro  mensual promedio del establecimiento.

En el caso de los establecimientos regidos por el decreto ley Nº 3.166, de 1980, la multa deberá estar entre los rangos mencionados en esta letra y se calculará en base al promedio mensual de los recursos que se les asignen con el objeto de financiar su operación y funcionamiento.

Para los establecimientos particulares pagados, la multa será proporcional al promedio mensual de los cobros por motivo de arancel y matrícula.

c) Privación temporal de la subvención, la que podrá ser total o parcial. Con todo, la privación de la subvención no podrá exceder de 12 meses consecutivos.

d) Privación definitiva de la subvención.

e) Inhabilitación temporal o a perpetuidad para obtener y mantener la calidad de  sostenedor. Las sanciones de inhabilidad   aplicadas por infracciones cometidas por la entidad sostenedora se entenderán aplicadas a su representante legal y administrador.

f) Revocación del reconocimiento oficial del Estado.

Artículo 74.- En caso que la Superintendencia disponga la sanción de privación de la subvención, inhabilidad del sostenedor o revocación del reconocimiento oficial del Estado, deberá enviar al Ministerio de Educación los antecedentes que correspondan para su aplicación y posterior inclusión en el registro   correspondiente.

Artículo 75.- Los hechos, actos u omisiones que constituyen infracciones administrativas serán graves, menos graves y leves.

Artículo 76.- Son infracciones graves:

a) No efectuar la rendición de cuenta pública del uso de los recursos.

b) No entregar la información solicitada por el Ministerio de Educación, la Agencia o la Superintendencia. 

c) Incumplir alguno de los requisitos exigidos para mantener el reconocimiento oficial del Estado.

d) Incumplir reiteradamente los estándares de aprendizaje exigidos en conformidad a las leyes. Esta infracción sólo podrá ser sancionada con la revocación del reconocimiento oficial del Estado.

e) Alterar los resultados de las mediciones de aprendizaje y de los otros indicadores de calidad educativa.
f) Impedir u obstaculizar deliberadamente la fiscalización de la Superintendencia.

g) Hacer obligatorio el pago de matrícula u otros cobros que tengan carácter voluntario, en los establecimientos educacionales subvencionados o que reciben aportes del Estado. 

h) Toda otra que haya sido expresamente calificada como grave por la ley, especialmente las contempladas en el artículo 50 del decreto con fuerza de ley Nº 2, del Ministerio de Educación, de 1998 y en el artículo 34 de la ley N° 20.248.

Artículo 77.- Son infracciones menos graves: 

a) No efectuar la rendición de cuenta pública del uso de los recursos en la forma que lo determina la ley o realizarla de manera tardía.

b) Entregar la información requerida por la Superintendencia en forma incompleta o   inexacta.

c) Infringir los deberes y derechos establecidos en la normativa educacional que no sean calificados como infracción grave.

d) Cobrar indebidamente valores superiores a los establecidos.

e) Toda otra infracción que sea expresamente calificada como tal por la ley.

En caso de infracciones que tengan el carácter de menos graves, sólo podrán aplicarse las sanciones de amonestación y multa establecidas en esta ley.

Artículo 78.- Son infracciones leves aquellas en que incurran los sostenedores o establecimientos educacionales contra la normativa educacional y que no tengan señalada una sanción especial.

Estas infracciones sólo serán sancionadas si no fueren subsanadas en el plazo que prudencialmente conceda al efecto el fiscalizador de la Superintendencia.

En caso de infracciones que tengan el carácter de leve, solo podrán aplicarse las sanciones de amonestación y multa establecidas en esta ley.

Artículo 79.- Constituyen circunstancias atenuantes de responsabilidad:

a) Subsanar los incumplimientos reportados por la Superintendencia, dentro del plazo de treinta días contados desde la notificación. 

b) Que no le haya sido impuesta una de las sanciones previstas en la normativa educacional en los últimos seis años por una infracción grave; en los últimos cuatro, por una menos grave; y en los últimos dos, por una leve.

c) Concurrir a las oficinas de la Superintendencia y denunciar estar cometiendo, por sí, cualquier infracción a la normativa educacional.

La circunstancia señalada en la letra c) sólo procederá cuando el sostenedor suministre información precisa, verídica y comprobable respecto de los hechos que constituyen la infracción y ponga fin, de inmediato, a los mismos.

Artículo 80.- Se considerarán circunstancias agravantes de responsabilidad: 

a) La no concurrencia de los representantes legales, administradores o dependientes de las instituciones fiscalizadas a las citaciones a declarar efectuadas por la Superintendencia, conforme a lo dispuesto en el artículo 49 letra f).

b) El incumplimiento reiterado de las instrucciones formuladas por la Superintendencia. 
Se entenderá que son reiterados aquellos incumplimientos que, en un mismo año calendario, se repitan en dos o más ocasiones.

c) Haber sido sancionado con antelación en virtud de alguno de los procesos administrativos previstos en la normativa educacional vigente, en los términos establecidos en la letra b) del artículo anterior.

En el caso de la letra c) de este artículo, la multa deberá ser aumentada hasta el  doble, como máximo, conforme a los criterios señalados en el artículo 73 letra b). 

Artículo 81.- La sanción de multa no   impide la aplicación de la inhabilitación  temporal o perpetua de la calidad de sostenedor, ni la de revocación del reconocimiento oficial del Estado, así como tampoco impide los reintegros que procedieren en cada caso.

Artículo 82.- Tratándose de multa aplicada a establecimientos educacionales subvencionados o que reciban aportes del Estado, el  pago de la misma se efectuará mediante el  descuento, total o en cuotas, de la multa correspondiente de la subvención mensual a percibir. En el caso de establecimientos particulares pagados, las multas deberán ser pagadas en la Tesorería General de la República.

Un reglamento fijará la forma, modalidad y oportunidad del pago de la multa impuesta, así como su reintegro en los casos que corresponda.

Las multas impuestas por la Superintendencia serán de beneficio fiscal.

El retardo en el pago de toda multa que aplique la Superintendencia, en conformidad a la ley, devengará los intereses y reajustes establecidos en el artículo 53 del Código   Tributario.

Artículo 83.- En caso que la Superintendencia disponga la sanción de revocación del reconocimiento oficial del Estado, el Ministerio de Educación deberá adoptar todas las   medidas que resulten pertinentes para asegurar el derecho a la educación de los alumnos, en coordinación con las facultades que tiene esta Superintendencia.

Artículo 84.- En contra de la resolución del Director Regional que aplique cualquiera de las sanciones señaladas en el artículo 73, podrá reclamarse ante el Superintendente de Educación dentro del plazo de 15 días, contados desde la notificación de la  resolución que se impugna.
Artículo 85.- Los afectados que estimen que las resoluciones del Superintendente no se ajustan a la normativa educacional, podrán  reclamar ante la Corte de Apelaciones correspondiente, dentro de un plazo de quince días, contado desde la notificación de la resolución que se impugna, para que las deje sin efecto.
La Corte deberá pronunciarse en cuenta sobre la admisibilidad del recurso.

Admitido el recurso, la Corte de Apelaciones dará traslado de éste a la Superintendencia, notificándola por oficio, y ésta dispondrá del plazo de quince días, contado desde que se notifique la apelación interpuesta, para evacuar el informe respectivo.

Evacuado el traslado por la Superintendencia, o vencido el plazo de que dispone para emitir su informe, la Corte ordenará traer los autos en relación y la causa se agregará extraordinariamente a la tabla de la audiencia más próxima, previo sorteo de la Sala. 

La Corte dictará sentencia dentro del término de quince días, la cual podrá ser  apelada ante la Corte Suprema dentro del plazo de diez días hábiles, la que resolverá en cuenta.

Artículo 86.- Contra la sanción de amonestación no procederá recurso alguno.

Artículo 87.- La Superintendencia no podrá aplicar ningún tipo de sanción luego de transcurridos seis meses desde la fecha en que hubiere terminado de cometerse el hecho. El inicio de la investigación respectiva suspenderá este plazo de prescripción.

Todo proceso que inicie la Superintendencia deberá concluir en un plazo que no exceda dos años.

Párrafo 6º

Del administrador provisional

Artículo 88.- La Superintendencia, mediante resolución fundada, podrá nombrar un administrador provisional para que asuma las funciones que competen al sostenedor de un establecimiento educacional subvencionado o que reciba aportes del Estado, con el  objeto de asegurar el adecuado funcionamiento de dicho establecimiento y la continuidad del servicio educativo.
El administrador provisional durará en su cargo sólo hasta el término del año escolar en curso, salvo lo establecido en el inciso  segundo del artículo 95.

Artículo 89.- No podrán ser nombrados como administrador provisional de un establecimiento educacional:

a) El cónyuge, los parientes hasta el cuarto grado de consanguinidad o segundo de afinidad de los representantes legales y administradores de la entidad sostenedora.

b) Los acreedores o deudores del sostenedor o que tengan algún interés pecuniario directo en empresas relacionadas.

c) Los administradores de bienes del  sostenedor.

Sin perjuicio de lo anterior, regirán respecto de estas personas las inhabilidades de los artículos 54 y siguientes del decreto con fuerza de ley Nº 1/19.653, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, de 2001, que fija el texto refundido, coordinado y  sistematizado de la ley Nº 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la     Administración del Estado.

En el caso de las personas jurídicas, las incompatibilidades mencionadas en el presente artículo serán aplicables a sus representantes legales y administradores.

Artículo 90.- Sólo se podrá nombrar un administrador provisional en los siguientes casos:
a) Cuando el establecimiento educacional se mantenga en la categoría de Desempeño Insuficiente por cuatro años consecutivos y exista riesgo de afectar la continuidad del año  escolar.
b) Cuando el representante legal o el  administrador de la entidad sostenedora se  ausente injustificadamente, poniendo en riesgo la continuidad del año escolar.

c) Cuando, por razones imputables al  sostenedor, se haga imposible la mantención del servicio educativo a consecuencia de sanciones, medidas precautorias, embargos, ejecuciones, retiros que afecten al establecimiento educacional o a su mobiliario.

d) Cuando exista atraso reiterado en el pago de las remuneraciones, cotizaciones previsionales o de salud del personal del establecimiento. Se entenderá por atraso reiterado la mora total o parcial en el pago de dos meses consecutivos o de tres en un período de seis meses.

e) Cuando, por causa imputable al sostenedor, se suspendan reiteradamente los servicios básicos para el buen funcionamiento del local escolar. Se entenderá por suspensión reiterada la no disponibilidad del servicio básico en un período de tres días hábiles consecutivos o cinco días hábiles en un período de seis meses. 

Tratándose de las causales señaladas en las letras b), c), d) y e) precedentes, el  Director Regional citará al sostenedor y   propondrá, si procediere, al Superintendente el nombramiento del administrador provisional. Dicho nombramiento se notificará por carta certificada al sostenedor para que éste, dentro del plazo de cinco días hábiles contados desde dicha notificación, pueda reclamar administrativamente ante el Superintendente de esa designación.

El nombramiento del administrador provisional será una atribución privativa e indelegable del Superintendente.

Artículo 91.- Al asumir sus funciones el administrador provisional levantará un acta que dé cuenta del estado administrativo y financiero del establecimiento educacional, que será entregada a la Superintendencia.

Además, dentro de los veinte días siguientes a su nombramiento, deberá presentar un plan de trabajo, que deberá ser aprobado por el Superintendente.

El administrador provisional deberá presentar informes trimestrales de avance de su gestión y dar cuenta documentada de ella al Superintendente al término de sus funciones.

Una vez que dichos informes hayan sido aprobados por la Superintendencia, ellos serán incorporados a un registro de carácter público, de conformidad a lo dispuesto en el reglamento que hace referencia en el artículo 98.

El administrador provisional responderá de la culpa leve en su administración.

Artículo 92.- Desde la fecha de designación del administrador provisional, el sostenedor del establecimiento será sustituido por éste para todos los efectos legales, quedando inhabilitado para percibir la subvención educacional.

Sin perjuicio de lo anterior, el sostenedor será responsable de todas las obligaciones que se hubieren generado en virtud del funcionamiento del establecimiento educacional con antelación a la designación del administrador provisional.

El nombramiento de administrador provisional procederá sin perjuicio de hacer   efectiva la garantía establecida en el artículo 56 del decreto con fuerza de ley Nº 2, del Ministerio de Educación, de 1998.
Artículo 93.- El administrador provisional asumirá las facultades que competen al sostenedor del establecimiento educacional en el cual desempeñará su cargo y tendrá las facultades consignadas en el artículo 2.132 del Código Civil.

Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso anterior, el administrador provisional tendrá, especialmente, las siguientes facultades:

a) Asumir la representación legal del  establecimiento, sea particular subvencionado, municipal o cuyo sostenedor sea otra entidad creada por ley.

b) Asegurar la continuidad escolar y  procurar la disponibilidad de matrícula para los alumnos del establecimiento, de conformidad a lo establecido en esta ley.

c) Percibir y administrar los recursos de que trata el decreto con fuerza de ley Nº 2, del Ministerio de Educación, de 1998, la ley N° 20.248 y otros aportes regulares que entregue el Estado.

d) Pagar las obligaciones derivadas del servicio educacional desde el momento que  asume sus funciones, con el límite de los   recursos que reciba para su gestión, de acuerdo a las prioridades que establezca y procurando el buen desempeño del establecimiento educacional.
e) Poner término a la relación laboral del personal del establecimiento educacional.

f) Constituir prenda sobre los bienes del establecimiento, cuando sea estrictamente necesario para garantizar el buen funcionamiento del establecimiento. 

g) Devolver la administración de los  bienes al sostenedor al término de su gestión.

Las facultades del administrador provisional serán indelegables.

Artículo 94.- El nombramiento de un administrador provisional, en el caso de la letra a) del artículo 90, podrá tener por objeto hacer efectiva la revocación del reconocimiento oficial del establecimiento, siempre que existan establecimientos cercanos que impartan el mismo nivel educativo, ordenados en una  categoría superior.

Para proceder a revocar el reconocimiento oficial de un establecimiento el administrador provisional deberá dar continuidad al servicio educativo por el período que reste hasta el término del año escolar, procurando asegurar la matrícula disponible a los alumnos para el año escolar siguiente en otros establecimientos educacionales.

Artículo 95.- El administrador provisional tendrá facultades para reestructurar un establecimiento educacional que se encuentre en las condiciones que establece el artículo 90 letra a), siempre que se trate de establecimientos educacionales administrados por municipalidades, sea directamente o por sus corporaciones municipales, o administrados por otras entidades creadas por ley, y no existan establecimientos cercanos que impartan el mismo nivel educativo, ordenados en mejor categoría y que cuenten con vacantes.

En el caso de la reestructuración a que se refiere el inciso anterior, el administrador provisional se hará cargo de las obligaciones legales hasta la entrega del establecimiento educacional a la municipalidad o corporación respectiva, o a la entidad creada por ley que corresponda, la que deberá materializarse dentro del plazo de tres años, contado desde la fecha de su nombramiento.
Artículo 96.- Para los efectos de lo dispuesto en este Párrafo, se entiende por  establecimientos cercanos aquellos que se encuentren en la misma comuna y cuyo sostenedor sea una municipalidad, una corporación  municipal u otra entidad creada por ley, o los establecimientos particulares subvencionados que acepten gratuitamente a esos alumnos sin proceso de selección entre 1° y 6° año de  educación básica. 
Artículo 97.- Ningún establecimiento podrá ser objeto de reestructuración más de dos veces en un período de diez años.

Si el establecimiento educacional resulta ordenado como de Desempeño Insuficiente después de finalizada la segunda reestructuración dentro de dicho período, la Agencia certificará dicha circunstancia para efectos de revocar el reconocimiento oficial del Estado al establecimiento.

Artículo 98.- Créase un Registro Público de Administradores Provisionales, a cargo de la Superintendencia, que incluirá las personas, naturales y jurídicas, habilitadas para cumplir las funciones de administrador provisional.
Un reglamento determinará los requisitos que deberán cumplir las personas para el ingreso y permanencia en el registro que se creen; mecanismos para determinar los honorarios; procedimiento de selección y los mecanismos de evaluación de ellas; tiempo de duración en el registro, y causales que originan la salida de éste, a fin de asegurar la idoneidad del administrador provisional y la efectividad de su gestión.

Dicho registro deberá estar siempre abierto para el ingreso. 

Artículo 99.- Los honorarios del administrador provisional serán pagados con cargo a la subvención que le corresponda recibir al establecimiento, conforme a la ley. En la parte no cubierta por estos recursos, será de cargo por la Superintendencia.

Párrafo 7º

De la organización de la Superintendencia

Artículo 100.- Un funcionario de la exclusiva confianza del Presidente de la República, con el título de Superintendente de Educación, será el Jefe Superior de la Superintendencia y tendrá la representación judicial y extrajudicial de la misma.
Artículo 101.- Corresponderá al Superintendente, especialmente:

a) Planificar, organizar, dirigir, coordinar y controlar el funcionamiento de la Superintendencia y ejercer, respecto de su personal, las atribuciones propias de su calidad de Jefe Superior de Servicio.

b) Dictar los reglamentos internos necesarios para el buen funcionamiento de la Superintendencia.

c) Ejecutar los actos y celebrar los convenios necesarios para el cumplimiento de los objetivos del Servicio. En el ejercicio de estas facultades podrá administrar, adquirir y enajenar bienes de cualquier naturaleza.

d) Nombrar y remover al personal del Servicio, de conformidad a la presente ley y a las normas estatutarias.

e) Delegar atribuciones o facultades específicas en funcionarios de su dependencia, de conformidad a la ley.

f) Coordinar la labor de la Superintendencia con las demás instituciones que  comprende el Sistema y participar directamente o a través de un representante en el comité de coordinación establecido en el artículo 8°.

g) Interpretar administrativamente, en materias de su competencia, las leyes, reglamentos y normas técnicas que rigen las entidades y materias fiscalizadas, elaborar instrucciones de general aplicación y dictar órdenes para su cumplimiento.

h) Conocer y resolver los recursos que la ley establece.

i) Imponer las sanciones que establece la presente ley y las demás disposiciones legales que regulen la actividad educacional e informar de éstas al Ministerio de Educación, para que sean incorporadas en el registro correspondiente.

j) Ejercer las demás atribuciones que le encomienden las leyes y reglamentos.

Sin perjuicio de las facultades fiscalizadoras que esta ley le confiere, el Superintendente deberá poner en conocimiento de los demás organismos fiscalizadores los antecedentes de que disponga o de que tome conocimiento, para que éstos ejerzan a su vez las facultades que les sean propias.

Artículo 102.- La Superintendencia se desconcentrará territorialmente a través de Direcciones Regionales, de conformidad a lo establecido en la ley.

Artículo 103.- El personal de la Superintendencia se regulará por las normas de esta ley y sus reglamentos, por las disposiciones del decreto con fuerza de ley Nº 29, del Ministerio de Hacienda, de 2005, que fijó el texto refundido, coordinado y sistematizado del Estatuto Administrativo y en materia de remuneraciones, por las normas del decreto ley Nº 3551, de 1980. 

Artículo 104.- El Superintendente, con sujeción a la planta de personal, establecerá su organización interna y determinará las denominaciones y funciones que correspondan a cada una de las unidades establecidas para el cumplimiento de las funciones que le sean asignadas, como asimismo el personal adscrito a tales unidades.
El personal a contrata de la Superintendencia podrá desempeñar funciones de carácter directivo o de jefatura, las que serán asignadas, en cada caso, por el Superintendente. 
El personal a que se asigne tales funciones no podrá exceder del 7% del personal a contrata de la Superintendencia.
El personal que preste servicios sobre la base de honorarios, se considerará comprendido en la disposición del artículo 260 del Código Penal.

Artículo 105.- El Superintendente podrá solicitar en comisión de servicios a funcionarios especializados de los distintos órganos e instituciones de la administración civil del Estado, sin que rijan las limitaciones establecidas por las disposiciones legales o reglamentarias vigentes.
Artículo 106.- El personal de la Superintendencia deberá guardar absoluta reserva y secreto de las informaciones de las cuales tome conocimiento en el cumplimiento de sus labores, sin perjuicio de las informaciones y certificaciones que deba proporcionar de conformidad a la ley. Las infracciones a esta norma serán consideradas falta grave para efectos administrativos, lo que no obsta a las sanciones penales que procedan.
Artículo 107.- El personal de la Superintendencia tendrá prohibición absoluta de prestar a las entidades sujetas a su fiscalización otros servicios que los señalados en la ley, ya sea en forma directa o indirecta. Cualquiera infracción a esta norma será   constitutiva de falta grave para los efectos de establecer su responsabilidad administrativa, sin perjuicio de las demás sanciones que procedan de conformidad a la ley.
Artículo 108.- Sin perjuicio de las causales previstas en el decreto con fuerza de ley Nº 29, del Ministerio de Hacienda, de 2005, sobre Estatuto Administrativo, para la cesación del cargo de personal de carrera, se podrá declarar la vacancia por las siguientes causales: 
a) Necesidades de la Superintendencia, determinadas por el Jefe Superior del Servicio una vez al año y fundadas en razones vinculadas al buen, oportuno y eficiente funcionamiento de la Superintendencia.

Anualmente, los Altos Directivos Públicos del II nivel jerárquico de la Superintendencia, a más tardar en el mes de diciembre, efectuarán, en conjunto, una evaluación sobre la marcha de la institución en función de su misión institucional y los objetivos estratégicos fijados. Los resultados de dicha evaluación servirán de base para que el Superintendente ejerza la facultad a que se refiere este literal. Un reglamento fijará los procedimientos que se adopten y la forma y oportunidad en que se recepcione la información y antecedentes requeridos al efecto.

b) Evaluación de desempeño en lista condicional. 

El personal que cese en sus funciones por aplicación de la causal prevista en el literal a) precedente, tendrá derecho a la indemnización contemplada en el artículo 154 del decreto con fuerza de ley Nº 29, del Ministerio de Hacienda, de 2005, sobre Estatuto Administrativo. 

Artículo 109.- El personal de la Superintendencia que ejerza cargos directivos y profesionales de los tres primeros niveles jerárquicos deberá desempeñarse con dedicación exclusiva. Sin perjuicio de lo anterior, podrá realizar labores docentes en los términos del artículo 8° de la ley Nº 19.863, ejercer los derechos que le atañen personalmente, percibir los beneficios de seguridad social de carácter irrenunciable y los emolumentos que provengan de la administración de su patrimonio.
Artículo 110.- La Superintendencia estará sometida a la fiscalización de la Contraloría General de la República en lo que concierne al examen de las cuentas de entradas y gastos.

Párrafo 8º

Del patrimonio

Artículo 111.- El patrimonio de la Superintendencia estará constituido por:

a) Los aportes que anualmente le asigne la Ley de Presupuestos;

b) Los recursos otorgados por leyes especiales;

c) Los bienes muebles e inmuebles, corporales e incorporales, que se le transfieran o que adquiera a cualquier título;

d) Los frutos, rentas e intereses de sus bienes y servicios; 

e) Las herencias y legados que acepte, lo que deberá hacer con beneficio de inventario. 
Dichas asignaciones hereditarias estarán exentas de toda clase de impuestos y de todo gravamen o pago que les afecten; y

f) Los aportes de la cooperación internacional que reciba a cualquier título.

La Superintendencia estará sujeta a las normas del decreto ley Nº 1.263, de 1975, sobre Administración Financiera del Estado, y sus disposiciones complementarias.

Título IV

Del Ministerio de Educación

Artículo 112.- Modifícase la ley Nº 18.956, que reestructura el Ministerio de Educación, en el siguiente sentido:

1) Sustitúyese el artículo 1º, por el siguiente:

“Artículo 1°.- El Ministerio de Educación es la Secretaría de Estado responsable de fomentar el desarrollo de la educación en todos los niveles y modalidades, propendiendo a asegurar la calidad y la equidad del sistema educativo; promover la educación parvularia y garantizar el acceso gratuito y el financiamiento fiscal al primer y segundo nivel de transición de la educación parvularia; financiar un sistema gratuito destinado a garantizar el acceso de toda la población a la educación básica y media, generando las condiciones para la permanencia en las mismas de conformidad a la ley; promover el estudio y conocimiento de los derechos esenciales que emanan de la naturaleza humana; fomentar una cultura de la paz, y estimular la investigación científica y tecnológica, la creación artística, la práctica del deporte y la protección y conservación del patrimonio cultural.

Es deber del Estado que el sistema integrado por los establecimientos educacionales de su propiedad provea una educación   gratuita y de calidad, fundada en un proyecto educativo público, laico, esto es, respetuoso de toda expresión religiosa, y pluralista, que permita el acceso a él a toda la población y que promueva la inclusión social y la equidad.

El Ministerio, en su calidad de órgano rector del Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación, deberá desarrollar un Plan Anual de Aseguramiento de la Calidad de la Educación y llevar a cabo la coordinación de los órganos del Estado que componen dicho sistema, con el fin de garantizar una gestión eficaz y eficiente. Asimismo, rendirá cuenta pública sobre los resultados de dicho plan.”.

2) Modifícase el artículo segundo en el siguiente sentido:

a) Sustitúyase su letra c) por la  siguiente:

“c) Mantener un sistema de supervisión del apoyo técnico pedagógico a los establecimientos educacionales.”.

b) Agrégase la siguiente letra g) nueva, pasando la actual letra g) a ser h):

“g) Elaborar instrumentos, desarrollar estrategias e implementar, por sí o a través de terceros, programas de apoyo educativo.”.

3) Intercálanse, a continuación del artículo 2º, los siguientes artículos 2º bis y 2° ter, nuevos:

“Artículo 2º bis.- Sin perjuicio de las funciones señaladas en el artículo  anterior, también corresponderá al Ministerio:

a) Elaborar las bases curriculares y los planes y programas de estudio para la aprobación del Consejo Nacional de Educación;

b) Elaborar los estándares de aprendizaje de los alumnos, los otros indicadores de calidad educativa y los estándares indicativos de desempeño para sostenedores y establecimientos educacionales;

c) Formular los estándares de desempeño docente y directivos que servirán de orientación para elaboración de las evaluaciones consideradas en el decreto con fuerza de ley N° 1, de 1997, del Ministerio de Educación, que fija el texto refundido coordinado y sistematizado de la ley N° 19.070, que aprueba el Estatuto de los Profesionales de la Educación y para la validación de los mecanismos de evaluación de los docentes de aula, técnico-pedagógicos y docentes directivos que presenten voluntariamente a la Agencia de la Calidad de la Educación los establecimientos educacionales particulares pagados y subvencionados y los sistemas de evaluación complementarios del sector municipal, de corporaciones municipales o de otras entidades creadas por ley;

d) Proponer y evaluar las políticas y diseñar e implementar programas y las acciones de apoyo técnico pedagógico para docentes, equipos directivos, asistentes de la educación, sostenedores y establecimientos educacionales con el fin de fomentar el mejoramiento del desempeño de cada uno de esos actores educativos y el desarrollo de capacidades técnicas y educativas de las instituciones  escolares y sus sostenedores;

e) Proponer y evaluar las políticas relativas a la formación inicial y continua de docentes;

f) Determinar, en coordinación con la Agencia de Calidad de la Educación, el plan de mediciones nacionales e internacionales de los niveles de aprendizaje de los alumnos;

g) Desarrollar estadísticas, indicadores y estudios del sistema educativo, en el ámbito de su competencia, y poner a disposición del público la información que con motivo del ejercicio de sus funciones recopile. Esta información será pública y de libre acceso  para todo el que tenga interés en consultarla. Los resguardos de confidencialidad de los resultados individuales se garantizarán de conformidad a la ley;

h) Establecer y administrar los registros públicos que determine la ley, e

i) Ejecutar las sanciones que disponga la Superintendencia de Educación o, en su caso, aplicar las sanciones en los ámbitos que determinen las leyes.

Artículo 2º ter.- En cumplimiento del deber del Estado a que se refiere el inciso octavo del artículo 4° de la ley N° 20.370, General de Educación, corresponderá al Ministerio de Educación facilitar apoyo técnico pedagógico a los establecimientos educacionales y promover el desarrollo profesional docente.

Dichas funciones podrá desarrollarlas el Ministerio, por sí o a través de terceros elegidos por el sostenedor de entre los sujetos registrados conforme al artículo 18, literal d). 

No obstante, el Ministerio de Educación brindará el apoyo técnico directamente cuando así se lo soliciten sostenedores que sean municipalidades, corporaciones u otros entes creados por ley o que reciben aporte del Estado. 

4) Elimínase, en el artículo 4º, la   expresión “Jefe Superior del Ministerio y”.

5) Intercálase, en el artículo 6º, a continuación de la expresión “del Ministro”, la frase “y el Jefe Administrativo del Ministerio”.

6) Agrégase en el artículo 7°, a continuación del inciso único, que pasa a ser   primero, los siguientes incisos, nuevos: 

“Esta división contará con una unidad encargada de prestar apoyo técnico pedagógico a los establecimientos educacionales subvencionados y que reciben aporte del Estado y sus sostenedores, velando por el mejoramiento  continuo de la calidad del servicio educativo prestado por éstos. 

Para el cumplimiento de dicha función se deberán:

1. Desarrollar estrategias, elaborar instrumentos e implementar programas de apoyo educativo.

2. Identificar y difundir las mejores prácticas en materias técnico pedagógicas,  curriculares, administrativas y de gestión institucional.

3. Certificar la calidad de las entidades pedagógicas y técnicas de apoyo externo.

4. Entregar información a la comunidad educativa de modo de propender a asegurar la calidad de las entidades de apoyo técnico externo.

La labor de apoyo que realice esta unidad deberá tener especial focalización en aquellos establecimientos de mayor necesidad de apoyo de acuerdo la Ley que crea el Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación, en aquellos sectores geográficos en donde exista menor disponibilidad de apoyo técnico pedagógico, y en los establecimientos públicos y gratuitos”.

7) Reemplázase el artículo 15 por el siguiente:

“Artículo 15.- Corresponderá a las Secretarías Regionales Ministeriales planificar, normar y supervisar el apoyo pedagógico que se preste, cuando corresponda, en los   establecimientos ubicados en su territorio jurisdiccional, cautelando el cumplimiento de los objetivos y políticas educacionales y su correcta adecuación a las necesidades e intereses regionales.

Les corresponderán, además, todas las funciones y atribuciones que las normas legales les otorgan, especialmente en materias técnico-pedagógicas y las vinculadas a la  inspección del pago de las subvenciones.”.

8) Reemplázase el inciso primero del artículo 16, por el siguiente:

“Artículo 16.- Los Departamentos Provinciales son organismos desconcentrados funcional y territorialmente de las Secretarías Regionales Ministeriales, encargados de coordinar el apoyo técnico pedagógico que se preste en los establecimientos educacionales subvencionados y acogidos al decreto ley N° 3.166 de su jurisdicción.”.

9) Incorpórase el siguiente Título III, nuevo, pasando el actual Título III a ser IV, ordenándose sus artículos correlativamente:

“TÍTULO III

De los requerimientos de información, de la Ficha Escolar y los registros

Artículo 17.- Para los efectos de los  registros establecidos en la ley, los sostenedores deberán proporcionar toda la información solicitada por el Ministerio de Educación, incluyendo los cobros efectuados en los establecimientos en que así procediere, y se deberá considerar, además, toda la información pública que generen sobre los establecimientos y los sostenedores la Agencia de la Calidad de la Educación y la Superintendencia de Educación.
A partir de la información a que se refiere el inciso anterior, el Ministerio de Educación elaborará una Ficha Escolar que resumirá la información relativa a cada establecimiento educacional.
La Ficha Escolar será publicada en la página web del Ministerio de Educación.

Un reglamento fijará la forma, modalidad y periodicidad en que deberá requerirse y publicarse la información establecida en el presente artículo.

Artículo 18.- Los Registros de Información comprenderán los siguientes:

a) Registro de Sostenedores, el que deberá incluir la constancia de su personalidad jurídica, representante legal, establecimientos que administra e historial de infracciones, si las hubiere. En el caso de percibir subvención o aportes estatales, deberá también informarse sobre origen y monto de todos los recursos recibidos.

b) Registro de Establecimientos Reconocidos Oficialmente, donde deberá incluirse el nombre y domicilio del establecimiento educacional, identificación del sostenedor y representante legal, constancia del acto administrativo por medio del cual se otorgó el reconocimiento oficial y su fecha, nivel de enseñanza y modalidad que imparte y la información pertinente relativa a alumnos, directivos,  docentes y asistentes de la educación. Asimismo, deberá contemplar indicadores de eficacia y eficiencia interna y fuentes de recursos y monto de los mismos.
En el caso de los establecimientos que reciben subvenciones o aportes estatales, deberá incluir, además, la individualización de los integrantes del Consejo Escolar e información sobre el Plan de Mejoramiento Educativo, si lo tuviere.
c) Registro de Docentes, que deberá incluir el nombre, títulos, menciones y el perfeccionamiento realizado, sector de aprendizaje, cursos y establecimiento educacional donde se desempeña y otros antecedentes relativos a la idoneidad para ejercer la profesión, de conformidad a la ley. La información para confeccionarlo deberá ser proporcionada por el sostenedor para quien trabaja el docente.
d) Registro Público de Entidades Pedagógicas y Técnicas de Apoyo, que estarán certificadas para prestar apoyo a los establecimientos educacionales y para la elaboración y ejecución del Plan de Mejoramiento Educativo. Un reglamento establecerá los requisitos y estándares de certificación que permitirán el ingreso y la permanencia en el registro, así como una adecuada identificación de las personas o entidades técnicas y las especialidades que ofrecen y los antecedentes relativos a la calidad de los servicios que hubieren prestado. Igualmente establecerá el procedimiento de certificación, la duración de la misma y las causales de pérdida de ella. 

Artículo 19.- El Ministerio de Educación deberá administrar y mantener con información actualizada los registros señalados en el artículo precedente, estableciendo instrucciones sobre las categorizaciones y formas de entrega de la misma.
Para efectos de los requerimientos de  información a que se refiere este Título, el Ministerio de Educación procurará la debida coordinación con la Agencia de Calidad de la Educación y la Superintendencia de Educación de modo tal que estas solicitudes sean de fácil comprensión, no se dupliquen y no alteren el normal funcionamiento de los establecimientos educacionales.

La entrega de información de los registros a que se refiere el presente Título se sujetará a las exigencias establecidas en las leyes N° 20.285 y N° 19.628, en lo que fuere aplicable.

Artículo 20.- Las universidades e institutos profesionales deberán remitir por medios informáticos al Ministerio de Educación la nómina de profesores titulados cada año de su respectiva institución. Tratándose de profesores titulados con anterioridad a la entrada en vigencia de la presente ley, deberán remitir la información, dentro del plazo de un año, contado desde la publicación de la presente ley.”.

Título V

Otras Normas

Artículo 113.- Introdúcense las siguientes modificaciones a la ley N° 20.248, que establece la Subvención Escolar Preferencial:
1) Agrégase en el artículo 5°, a continuación de la expresión “de los Títulos I y IV de la Ley de Subvenciones”, la siguiente expresión “y por las de la ley que crea el Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación, en especial, las contempladas en el párrafo 5º de su Título III.”. 

2) Modifícase el artículo 7° de la  siguiente forma:
a) Sustitúyase en su letra a) la frase “al Ministerio de Educación” por la expresión “a la Superintendencia de Educación, dentro de la rendición de cuenta pública del uso de los recursos,”.
b) Agrégase en su letra d), al final del punto seguido, lo siguiente: “Para efectos de esta ley se entenderá que el Plan de Mejoramiento Educativo es el mismo al que se hace referencia en la ley que crea el Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación, sin perjuicio de los requisitos de formulación del plan y los efectos en caso de incumplimiento, los que quedarán sujetos a las normas que contempla esta ley.”.
c) Elimínase en el párrafo primero de la letra f) la siguiente frase “, debiendo actualizar anualmente esta información”.
d) Elimínase su inciso tercero. 
3) Sustitúyase el inciso final del artículo 8° por el siguiente:

“El Ministerio de Educación entregará, por sí o a través de terceros registrados según lo dispuesto en el artículo 30, orientaciones y apoyo para elaborar e implementar el Plan de Mejoramiento Educativo.”.

4) Reemplázase el artículo 9° por el  siguiente:

“Artículo 9°.- Los establecimientos adscritos al régimen  de subvención preferencial serán ordenados por la Agencia de la Calidad de la Educación en alguna de las categorías y en los plazos a que se refieren los artículos 17 y siguientes de la ley que crea el Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación.

Los sostenedores tendrán derecho a impugnar la ordenación que obtuvieran sus establecimientos de acuerdo a lo establecido en el artículo 19 de la ley a que se refiere el inciso anterior.”.
5) Derógase el artículo 10.

6) Sustitúyase el artículo 11 por el  siguiente:

“Artículo 11.- Con el objeto de permitir la ordenación que señala el artículo 9º de la presente ley, de aquellos establecimientos cuya matrícula sea insuficiente para efectos de realizar inferencias estadísticas confiables acerca de sus resultados educativos, se utilizará el mecanismo previsto en el artículo 18 de la ley que crea el Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación.
Adicionalmente, el Ministerio de  Educación considerará las características   especiales, acorde con sus necesidades, de los establecimientos educacionales rurales uni, bi o tri docentes, así como de aquellos multigrado o en situación de aislamiento, con el fin de orientar el apoyo pedagógico en la elaboración del Plan de Mejoramiento Educativo de  dichos establecimientos y su implementación, cuando corresponda.

El Convenio de Igualdad de Oportunidades y Excelencia Educativa que establece el artículo 7º, tratándose de los establecimientos educacionales a que se refieren los incisos precedentes, podrá proponer el funcionamiento en red, en colaboración con otros establecimientos de  similares características y cercanía geográfica, conforme con los procedimientos que se  establezcan en el reglamento. El Ministerio de Educación, a solicitud de los municipios deberá proponer y apoyar, cuando así se lo soliciten, Planes de Mejoramiento Educativo a desarrollar conjuntamente entre establecimientos educacionales de distintas comunas.”.

7) Para sustituir los incisos segundo y tercero del artículo 12, por los siguientes:

“La Secretaría Regional Ministerial de Educación, durante los meses de septiembre y octubre, conforme lo disponga el reglamento, analizará la situación de cada establecimiento educacional que haya postulado. La Agencia de la Calidad de la Educación informará a la Secretaría Regional Ministerial de Educación sobre la ordenación que obtenga el establecimiento, debiendo notificarse al sostenedor en forma  personal o mediante carta certificada.
Con todo, si la Secretaría Regional Ministerial de Educación, dentro del mes de octubre, no emite pronunciamiento en cuanto a la postulación de los establecimientos educacionales a que se refiere el inciso anterior, el establecimiento podrá solicitar que los  antecedentes sean elevados ante el Subsecretario de Educación, quien deberá resolver dentro del plazo de 15 días hábiles contados desde la recepción de los antecedentes.”.
8) Derógase el artículo 13.

9) Elimínase en el artículo 14 la siguiente frase: “en la resolución del Secretario Regional Ministerial de Educación”.

10) Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 17:
a) Sustitúyase el inciso primero por el siguiente:
“Artículo 17.- Los establecimientos incorporados a este régimen de subvención   recibirán apoyo pedagógico en la forma que  establece el artículo 2° ter de la ley N° 18.956. La Superintendencia de Educación verificará el cumplimiento de las obligaciones a que se refiere esta ley, según la categoría en que ha sido ordenado el establecimiento, de acuerdo a los procedimientos, periodicidad e indicadores que especifique. Sin perjuicio de lo anterior, el Ministerio de Educación podrá verificar el cumplimiento del Plan de Mejoramiento Educativo a que se refiere el artículo 7° letra d).”.
b) Elimínese el inciso segundo.

11) Modifícase el artículo 18 de la siguiente forma:
a) Sustitúyase el inciso segundo por el siguiente:
“La ordenación de estos establecimientos, la efectuará la Agencia de la Calidad de la Educación de acuerdo a los resultados de aprendizaje de los alumnos, en función del grado de cumplimiento de los estándares de aprendizaje, referidos a los objetivos generales señalados en la ley y sus respectivas bases curriculares, y al grado de cumplimiento de los otros indicadores de calidad educativa propuestos por el Ministerio de Educación y aprobados por el Consejo Nacional de Educación.”.
b) Elimínese el inciso tercero.

12) Elimínase en el numeral 1 del artículo 19 la expresión “, el que deberá contar con la aprobación del Ministerio de Educación,”. 
13) Modifícase el artículo 20 en el siguiente sentido: 
a) Elimínase en el inciso quinto la expresión “aprobado por el Ministerio de Educación”.

b) Sustitúyase el inciso sexto por el siguiente:

“A contar del segundo año de vigencia del convenio, el aporte a que se refiere el inciso cuarto se suspenderá si el Ministerio de Educación, conforme al procedimiento establecido en el artículo 17, verifica que las acciones no se han efectuado conforme al Plan de Mejoramiento Educativo.”. 
c) Reemplázase en el inciso octavo la expresión “El reglamento a que alude al artículo 3°” por “Una instrucción de la Superintendencia de Educación”.
14) Sustitúyase el artículo 21 por el  siguiente: 

“Artículo 21.- El Ministerio de Educación verificará el cumplimiento del Plan de Mejoramiento Educativo que es parte constitutiva del Convenio de Igualdad de Oportunidades y Excelencia Educativa.

La Agencia de la Calidad de la Educación, como parte de la evaluación de estándares indicativos de desempeño para los establecimientos y sus sostenedores a que se refiere el artículo 6° de la ley que crea el Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad, realizará orientaciones para la mejora del Plan de Mejoramiento Educativo y su implementación.

Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso primero, la Superintendencia de Educación evaluará anualmente el cumplimiento de las obligaciones legales que establece el  Convenio de Igualdad de Oportunidades y Excelencia Educativa por el sostenedor para cada establecimiento educacional emergente.

La Superintendencia deberá entregar un informe que incorporará la información derivada del ejercicio de las facultades a que se refieren los incisos anteriores al sostenedor y Director del respectivo establecimiento, quienes deberán ponerlo en conocimiento de la comunidad escolar a través del Consejo Escolar, sin perjuicio que deberá ser registrado en la página web de la Superintendencia.”
15) Reemplázase el artículo 22 por el  siguiente:

“Artículo 22.- La ordenación de estos establecimientos, la efectuará la Agencia de la Calidad de la Educación de acuerdo a los resultados de aprendizaje de los alumnos, en función del grado de cumplimiento de los estándares de aprendizaje, referidos a los  objetivos generales señalados en la ley y sus respectivas bases curriculares, y al grado de cumplimiento de los otros indicadores de calidad educativa propuestos por el Ministerio de Educación y aprobados por el Consejo Nacional de Educación.”.
16) Modifícase el artículo 23 de la  siguiente forma:
a) Sustitúyase en el inciso primero la frase “El Ministerio de Educación, mediante resolución del Secretario Regional Ministerial de Educación,” “La Agencia de la Calidad de la Educación”, y reemplázase, la oración final por la siguiente: “Se entenderá por resultados reiteradamente deficientes, lo establecido en el Párrafo 5° del Título II de la ley que crea el Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación.”.
b) Reemplázase el inciso segundo por el siguiente:
“También serán clasificados en la categoría de Establecimientos Educacionales en Recuperación, los establecimientos emergentes que, en el plazo de un año contado desde la suscripción del Convenio de Igualdad de Oportunidades y Excelencia Educativa, no cuenten con el Plan de Mejoramiento Educativo señalado en el artículo 19. Igual clasificación recibirán aquellos establecimientos educacionales emergentes que, teniendo un Plan, no lo apliquen, situación que comprobará el Ministerio de Educación a través de lo establecido en el inciso primero del artículo 17. El cambio en la clasificación del establecimiento se realizará mediante resolución fundada”.

17) Elimínase en el inciso final del artículo 24, la expresión “y podrá ser apelada ante el Subsecretario de Educación dentro del plazo de 15 días contados desde la fecha de su notificación.” Y agregase un punto final (.) luego de la palabra “sostenedor”. 

18) Reemplázase el artículo 25 por el  siguiente:

“Artículo 25.- Las escuelas que sean clasificadas “en recuperación”, en relación con lo establecido en el artículo 23, podrán impugnar su clasificación de acuerdo como lo establecen los incisos segundo y tercero del artículo 19 de la ley que crea el Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación.”. 
19) Modifícase el artículo 26 de la siguiente forma:
a) Reemplázase el numeral 2 del inciso primero por el siguiente:

“2) Elaborar y cumplir el Plan de Mejoramiento Educativo para establecimientos educacionales “en recuperación”. Éste deberá ser elaborado o ejecutado, a elección del sostenedor, con apoyo del Ministerio de Educación o a través de alguna de las personas o entidades del registro a que alude el artículo 30. 

El Plan de Mejoramiento Educativo  para establecimientos educacionales “en recuperación” abarcará tanto el área administrativa y de gestión del establecimiento como el proceso de aprendizaje y sus prácticas; y deberá estar elaborado antes del inicio del año escolar siguiente al de su ordenación en dicha categoría.”.
b) Reemplázase en el inciso segundo del numeral 3 la frase “el Informe de Evaluación de la Calidad Educativa” por la siguiente: “el Plan de Mejoramiento Educativo para establecimientos educacionales “en recuperación”.  
c) Agrégase el siguiente inciso final: 
“Dicho plan podrá tomar en consideración las orientaciones que realice la Agencia de la Calidad de la Educación, como parte de la evaluación de estándares indicativos de desempeño para los establecimientos y sus sostenedores a que se refiere el artículo 6° de la ley que crea el Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación.”.”

20) Elimínase el inciso sexto del artículo 27.

21) Modifícase el artículo 28 en el  siguiente sentido:
a) Reemplázase el inciso segundo por el siguiente:
“Por otra parte, si el establecimiento en recuperación no logra dichos objetivos en el plazo indicado, la Agencia de la Calidad de la Educación informará a todos los miembros de la comunidad escolar la circunstancia de que el establecimiento no ha alcanzado los resultados académicos esperados y ofrecerá a las familias del mismo la posibilidad de buscar otro centro educativo y facilidades de transporte para su acceso, lo que se regulará vía decreto suscrito por el Ministerio de Educación y el Ministerio de Hacienda. Esta comunicación la efectuará la Agencia de la Calidad de la Educación por carta certificada a cada uno de los apoderados y familias del establecimiento. Dicha comunicación podrá efectuarse por cualquier otro medio que el Ministerio de Educación determine, siempre que se cumpla con el objeto de informar directamente a cada uno de los apoderados y familias del establecimiento.”.
b) Reemplázase el inciso tercero por el siguiente: 

“En el caso de no lograrse los objetivos señalados en el inciso primero, los   establecimientos estarán afectos al mecanismo de revocación del reconocimiento oficial que se establece en los artículos 30 y 31 de la ley que crea el Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación.”.
c) Derógase el inciso cuarto.
22) Modifícase el artículo 29 en el siguiente sentido:
a) Suprímanse los literales a), c), h) e i)
b) Elimínase en la letra b) la frase “, y verificar su cumplimiento”.
c) Reemplázase la letra e) por la siguiente:
“e) Mantener un sistema de apoyo técnico pedagógico a los establecimientos educacionales por si o a través de terceros, de aquellas incorporadas en el registro a que se refiere el artículo 30.
No obstante, el Ministerio de Educación brindará el apoyo técnico directamente cuando así se lo soliciten sostenedores que sean municipalidades, corporaciones u otros entes creados por ley o que reciben aporte del Estado.”.
23) Reemplázase el artículo 30 por el siguiente: 

“Artículo 30.- Estarán habilitadas para prestar apoyo técnico pedagógico a los establecimientos educaciones en lo concerniente a la elaboración e implementación del Plan de Mejoramiento Educativo a que se refieren los artículos 8°, 19, 20 y 26 aquellas personas o entidades que cumplan los estándares de  certificación para integrar el Registro Público de Entidades Pedagógicas y Técnicas de Apoyo administrado por el Ministerio de Educación de acuerdo a lo establecido en el artículo 18, letra d) de la ley N° 18.956.

Las personas o entidades que, incorporadas al registro a que se refiere el inciso precedente, presten asesorías a establecimientos educacionales que reiteradamente obtengan resultados insatisfactorios de conformidad a lo establecido en el reglamento a que se refiere el artículo 18, letra d) de la ley N° 18.956, serán eliminadas del Registro Público de Personas o Entidades Pedagógicas y Técnicas de Apoyo.

Los sostenedores podrán asociarse  entre sí para recibir apoyo técnico de una misma persona o entidad registrada.

Los costos de cada persona o entidad pedagógica y técnica de apoyo serán pagados por el sostenedor que requiera sus servicios.
Regirán respecto de estas personas o entidades las inhabilidades de los artículos 54 y siguientes del decreto con fuerza de ley Nº 1-19.653, de 2001, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley   Nº 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado.”.

24) Derógase el artículo 32.
25) Modifícase el artículo 34, en el siguiente sentido:
a) Agrégase en su encabezado,  a continuación de la última coma, la siguiente frase “y las contempladas en el párrafo 5° del Título III de la ley que crea el Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación,”.

b)Elimínese su numeral 4).

26) Reemplázase el inciso primero del artículo 35 por el siguiente:

“Artículo 35.- Las infracciones a la presente ley serán sancionadas y estarán   afectas al procedimiento dispuesto en el párrafo 5° del Título III de la ley que crea el Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación.”.

27) Reemplázase en el artículo 36 la expresión “IV de la Ley de Subvenciones” por “III de la ley que crea el Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación”.

28) Reemplázase en el inciso primero del artículo primero transitorio, la frase “en la letra a) del artículo 9°” por la frase “en el artículo 9°”.
29) Reemplázase en el inciso primero del artículo segundo transitorio, la frase “en la letra c) del artículo 9°” por la frase “en el artículo 9°”.

30) Derógase el artículo undécimo transitorio.

Artículo 114.- Modifícase el decreto con fuerza de ley Nº 2, del Ministerio de Educación, de 1998, sobre Subvención del Estado a Establecimientos Educacionales, en el siguiente sentido:
1) Sustitúyase en su artículo 1º el punto final por una coma (,), agregando a continuación la siguiente frase:
“y por las de la ley que crea el Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación, en especial, las contempladas en el párrafo 5º de su Título III.”.  
2) Modifícase el artículo 2º en el siguiente sentido:
a) Sustitúyase en el inciso segundo la frase: “Una  persona natural o jurídica”, por la siguiente: “Una persona jurídica”.
b) Reemplázase el inciso tercero por el siguiente:
“El representante legal y el administrador de entidades sostenedoras de establecimientos educacionales deberán cumplir con los siguientes requisitos: 
i) Estar en posesión de un título profesional o licenciatura, de al menos 8 semestres, otorgado por una universidad o instituto profesional del Estado o reconocido por éste;
ii) No haber sido sancionado con las inhabilidades para ser sostenedor, por haber cometido alguna de las infracciones graves señaladas en los artículos 50 de la presente ley y 76 de la ley que crea el Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación; 
iii) No haber sido condenado por crimen o simple delito de aquellos a que se  refiere el Título VII del Libro II del Código Penal, y la ley Nº 20.000, que sanciona el tráfico ilícito de estupefacientes, y otros que establezca la ley”.
c) Sustitúyase el inciso cuarto por el siguiente nuevo:
“Asimismo, los miembros del directorio de la persona jurídica sostenedora deberán cumplir con los requisitos señalados en las  letras b) y c) del inciso anterior.”.
3) Sustitúyase el artículo 5°, por el siguiente:
“Artículo 5º.- La subvención, derechos de matrícula, derechos de escolaridad y donaciones a que se refiere el artículo 18, en la parte que se utilicen o inviertan en el pago de remuneraciones del personal; en la administración, reparación, mantención o ampliación de las instalaciones de los establecimientos beneficiados; o en cualquier otra inversión destinada al servicio de la función docente, no estarán afecto a ningún tributo de la Ley sobre Impuesto a la Renta.

Anualmente, los sostenedores deberán entregar la información  que le solicite la Superintendencia de Educación acerca de los rubros indicados en el inciso precedente, en los cuales utilizó los recursos que por concepto de subvención percibió durante el año laboral docente anterior.

Para fines de la rendición de cuentas a que se refiere el párrafo 3° del Título III de la ley que crea el Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación, los sostenedores deberán mantener, por un período mínimo de cinco años, a disposición de la Superintendencia de Educación y de la comunidad educativa, a través del Consejo Escolar, el estado anual de resultados que dé cuenta de todos los ingresos y gastos del período. 

El incumplimiento de la obligación indicada en el inciso segundo será sancionado como falta, en los términos del artículo 73, letra b) de la ley que crea el Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación. En tanto, el incumplimiento de las obligaciones establecidas en el inciso tercero, constituirá infracción grave del artículo 50 de la presente ley. En ambos casos, se aplicará el procedimiento establecido en el párrafo 5° del Título III de la ley que crea el Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación.

4) Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 6º:
a) Sustitúyase la letra a) por la  siguiente: 
“a) Que tengan el reconocimiento oficial del Estado, por haber cumplido los requisitos establecidos en el artículo 46 de la ley N° 20.370.”.
b) Sustitúyase en la letra d) bis, la frase “de la ley N° 18.962” por la frase “de la ley N° 20.370”.
c) Reemplázase en el párrafo segundo de la letra f) del artículo 6º la oración: “Si el sostenedor es una persona jurídica, ninguno de sus socios, directores o miembros, en su caso,” por la siguiente: “Ninguno de los representantes legales y administradores de entidades sostenedoras de establecimientos educacionales”.
5) Reemplázase en el artículo 9°, inciso tercero, la frase: “el profesional que tenga la calidad de sostenedor” por la siguiente: “el profesional que tenga la calidad de socio,   representante legal o administrador de la   persona jurídica sostenedora”, y la frase: “de un sostenedor de los mismos establecimientos.”, por la siguiente: “de un socio, representante legal o administrador de la entidad sostenedora de los mismos establecimientos.”.
6) Elimínense el inciso final del artículo 15.
7) Derógase el artículo 19.
8) Sustitúyase, en el inciso final del artículo 22, la oración que sigue al punto seguido (.), por la siguiente: “La infracción de esta obligación se considerará menos grave.”.
9) Sustitúyanse, en los incisos quinto y sexto del artículo 26, las frases “al Ministerio de Educación” por “a la Superintendencia de Educación”.
10) Introdúcense las siguientes modificaciones en  el artículo 50:
a) En su inciso primero, sustitúyase la expresión “los Secretarios Regionales Ministeriales” por “los Directores Regionales de la Superintendencia de Educación”.

b) En su inciso segundo, introdúcense las siguientes enmiendas: 

i) Reemplázase el literal d) por el siguiente:

“d) No dar cumplimiento a lo establecido en el artículo 11 de la ley N°20.370.”
ii) Sustitúyase en la letra e) la expresión “los artículos 64 y 65” por “el artículo 64 de la presente ley”.
iii) Suprímase el literal i), que aparece en primer lugar.

11) Deróganse los artículos 52, 52 bis y 53.

12) Intercálase, en el inciso primero del artículo 54, a continuación de la expresión “mediante resolución fundada”, la frase “y  previo informe favorable de la Superintendencia de Educación”.
13) Reemplázase en los incisos primero y tercero del artículo 55, las frases “al Ministerio de Educación” y “del Ministerio de Educación” por las frases “a la Superintendencia de Educación” y “de la Superintendencia de Educación”, respectivamente.
14) Deróguense los artículos 65, 66 y 67.
15) Elimínase en el inciso final del artículo quinto transitorio, la frase “para los efectos de los artículos 50 y  52 del presente cuerpo legal”.
16) Derógase el artículo duodécimo transitorio.

Título VI

Disposiciones finales

Artículo 115.- Los plazos de días establecidos en esta ley son de días hábiles, entendiéndose que son inhábiles los días sábados, domingos y festivos.
Artículo 116.- En los casos no contemplados en la presente ley, la entrega de información que se requiera a estos órganos se someterá al procedimiento establecido en los artículos 12 y siguientes de la Ley N°20.285, de Acceso de Información Pública.
Artículo 117.- Para los efectos de esta ley, se considerarán establecimientos que reciben aportes del Estado a los regidos por el decreto ley Nº 3.166, de 1980.
Artículo 118.- El mayor gasto fiscal que represente la aplicación de la presente ley se financiará con cargo al presupuesto del Ministerio de Educación y, en lo que faltare, con cargo a la partida Presupuestaria del Tesoro Público.

ARTÍCULOS TRANSITORIOS

Artículo primero.- Facúltase al Presidente de la República para que, mediante un decreto con fuerza de ley expedido por intermedio del Ministerio de Educación, que además deberá ser suscrito por el Ministro de Hacienda, establezca las Direcciones y Oficinas Regionales de la Superintendencia de Educación y de la Agencia de Calidad de la Educación, definiendo sus potestades, funciones y el ámbito geográfico que abarcará cada una de ellas.
Artículo segundo.- El Ministerio de Educación tendrá un plazo de tres años, contado desde la entrada en vigencia de esta ley, para presentar los estándares de aprendizaje, indicativos de desempeño y otros indicadores de calidad educativa al Consejo Nacional de Educación. Con todo, este plazo será de un año para presentar los estándares de aprendizaje de, a lo menos, uno de los cursos evaluados por el sistema nacional de medición.
Artículo tercero.- Facúltase al Presidente de la República para que, dentro del plazo de un año contado desde la fecha de publicación de la presente ley, mediante uno o más decretos con fuerza de ley, expedidos a través del Ministerio de Educación, los que también deberán ser suscritos por el Ministro de Hacienda, fije las plantas de personal de la Superintendencia de Educación y de la Agencia de Calidad de la Educación.

En el ejercicio de esta facultad, el Presidente de la República deberá dictar todas las normas necesarias para la adecuada estructuración y operación de las plantas de personal que fije, el número de cargos por cada planta, así como los requisitos específicos para el desempeño de los mismos, sus denominaciones y niveles jerárquicos para efectos de la aplicación de lo dispuesto en el título VI de la ley Nº 19.882 y en el artículo 8° del decreto con fuerza de ley Nº 29, del Ministerio de Hacienda, de 2005, según corresponda; y las dotaciones máximas de personal de cada institución, las cuales no estarán afectas a la limitación establecida en el inciso segundo del artículo 10 del decreto con fuerza de ley Nº 29 del Ministerio de Hacienda, de 2005. Del mismo modo, el Presidente de la República fijará las normas necesarias para la fijación de las remuneraciones variables, en su aplicación transitoria y establecerá las normas de encasillamiento del personal de las plantas que fije y de los  traspasos que practique. En los procesos de  encasillamiento que se originen por la aplicación de esta ley, podrán participar los funcionarios de planta y a contrata que estando calificados en lista 1, de distinción, se hayan desempeñado en esta última calidad durante, a lo menos, dos años anteriores al encasillamiento.

Con todo, los requisitos que se establezcan en el ejercicio de esta facultad no serán exigibles respecto de quienes, a la fecha de entrada en vigencia del o los decretos con fuerza de ley a que se refiere este artículo, se desempeñen en el Ministerio de Educación o de sus servicios dependientes o que se relacionen por su intermedio, ya sea en calidad de  titulares o a contrata, y sean traspasados en virtud de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo quinto transitorio. 
Mediante igual procedimiento, el Presidente de la República determinará la fecha de entrada en vigencia de las plantas que fije, del encasillamiento que practique y del inicio de funciones de la Superintendencia de Educación y de la Agencia de Calidad de la Educación.
Artículo cuarto.- El Presidente de la República nombrará, transitoria y provisionalmente, conforme al artículo quincuagésimo noveno de la ley Nº 19.882, al Superintendente de Educación y al Secretario Ejecutivo de la Agencia de Calidad de la Educación, quienes asumirán de inmediato y en tanto se efectúa el proceso de selección pertinente que establece la señalada ley para los cargos del Sistema de Alta Dirección Pública.

Para iniciar el concurso de los integrantes del Consejo de la Agencia, el Ministro de Educación tendrá un plazo máximo de dos meses, contado desde la publicación de la presente ley.
Artículo quinto.- Los cargos de las plantas de personal y los empleos a contrata de la Superintendencia de Educación y de la Agencia de Calidad de la Educación serán provistos mediante traspaso de personal, de planta o a contrata, desde el Ministerio de Educación, servicios dependientes o que se relacionen por su intermedio; y mediante concursos de acuerdo a lo establecido en los incisos siguientes. 
La provisión a que se refiere el inciso anterior se efectuará por traspaso respecto de aquellas personas que se desempeñen en calidad de planta o a contrata en funciones que, en virtud de la presente ley, pasarán a ser desempeñadas íntegramente por la Superintendencia de Educación o la Agencia de Calidad de la Educación.
Asimismo, podrán ser traspasadas las personas que desempeñen cargos en las plantas de administrativos y auxiliares en el Ministerio de Educación o servicios dependientes o que se relacionen por su intermedio y postulen y concursen de conformidad a lo establecido en el artículo séptimo transitorio. 
Los restantes cargos serán provistos mediante concurso público los que se sujetarán a las normas generales en el Estatuto Administrativo y sus reglamentos y, en lo que fuera pertinente, a lo establecido en el artículo séptimo transitorio de la presente ley. A igualdad de condiciones de los postulantes, se privilegiará a aquellos que se desempeñen en el Ministerio de Educación, y en los servicios dependientes o que se relacionen por su intermedio.

Con todo, los cargos directivos de la Superintendencia de Educación y de la Agencia de la Calidad de la Educación serán siempre provistos mediante concurso público o de acuerdo a lo establecido en el título VI de la ley N° 19.882, según corresponda.
Artículo sexto.- Facúltase al Presidente de la República para que, dentro del plazo de un año contado desde la fecha de publicación de la presente ley, mediante uno o más decretos con fuerza de ley, expedidos a través del Ministerio de Educación, los que también deberán ser suscritos por el Ministro de Hacienda, determine el personal que, de acuerdo a lo establecido en los incisos segundo y tercero del artículo anterior, se traspasará a la Superintendencia de Educación y a la Agencia de Calidad de la Educación.
En el traspaso, el personal mantendrá la calidad jurídica de los cargos que desempeña y el grado que tenga a la fecha de éste, salvo que se produzcan entre instituciones adscritas a diferentes escalas de sueldos base, caso en el cual se realizará en el grado cuya remuneración total sea la más cercana a la que percibía el funcionario traspasado.

Los traspasos se realizarán sin solución de continuidad. Asimismo, se traspasarán las funciones y los recursos presupuestarios que se liberen por este hecho. 

Los cargos servidos en el Ministerio de Educación y servicios dependientes o que se relacionen por su intermedio, por funcionarios traspasados de conformidad al inciso segundo del artículo anterior, se suprimirán de pleno derecho por el solo ministerio de la ley a contar de la total tramitación del acto administrativo que lo dispone. Del mismo modo, la dotación máxima se rebajará en el número de personas traspasadas.
Al personal titular de planta que provenga del Ministerio de Educación o servicios dependientes o que se relacionen por su intermedio, que sea traspasado bajo cualquiera de las modalidades que fija  esta ley, , no le serán aplicables las normas de los artículos 45 y 108.
Los traspasos de personal bajo cualquiera de las modalidades que fija esta ley, no podrán tener como consecuencia ni podrán ser considerados como causal de término de servicios, supresión de cargos, cese de funciones o término de la relación laboral del personal traspasado. Tampoco podrá importar cambio de la residencia habitual de los funcionarios fuera de la región en que estén prestando servicios, salvo con su consentimiento. Del mismo modo, no podrá significar, bajo ninguna circunstancia, una disminución de remuneraciones ni modificación de los derechos previsionales de los funcionarios traspasados. Cualquier diferencia de remuneraciones deberá ser pagada por planilla suplementaria, la que se absorberá por los futuros mejoramientos de remuneraciones que correspondan a los funcionarios, excepto los derivados de reajustes generales que se otorguen a los trabajadores del sector público. Dicha planilla mantendrá la misma imponibilidad que aquella de las remuneraciones que compensa.
Los funcionarios traspasados conservarán la asignación de antigüedad que tengan reconocida, como también el tiempo computable para dicho reconocimiento.
En el respectivo decreto con fuerza de ley que fije las plantas, se determinará el número de funcionarios que serán traspasados por estamento y calidad jurídica. La individualización del personal traspasado se realizará a través de decretos expedidos bajo la fórmula "Por orden del Presidente de la República" por intermedio del Ministerio de Educación.
Artículo séptimo.- Los concursos que deban realizarse de conformidad al inciso tercero del artículo quinto transitorio serán llamados por la Subsecretaría de Educación, directamente o utilizando el procedimiento que establece el artículo 23 del Estatuto Administrativo y se sujetarán al procedimiento dispuesto en los incisos siguientes. 
La Subsecretaría de Educación definirá, conjuntamente con el Superintendente de Educación o el Secretario Ejecutivo de la Agencia de Calidad de la Educación, según corresponda, los factores, subfactores, competencias o aptitudes específicas a considerar, pudiendo fijarse por cargos o grupo de cargos o funciones.
Sin perjuicio de las disposiciones del Título II del Estatuto Administrativo, el concurso deberá seguir, a lo menos, las siguientes normas básicas:
a) En la convocatoria se especificarán los cargos, los requisitos requeridos, las  funciones a desempeñar y la localidad en la que estará ubicada la vacante.
b) La provisión de los cargos de cada planta se efectuará, en cada grado, en orden decreciente, conforme al puntaje obtenido por los postulantes.
c) En caso de producirse empate, se pronunciará el Superintendente de Educación o el Secretario Ejecutivo de la Agencia de Calidad de la Educación, según corresponda. 
Facúltase al Presidente de la República para que, mediante uno o más decretos con fuerza de ley expedidos por intermedio del Ministerio de Educación, que además deberán ser suscritos por el Ministro de Hacienda, dicte normas complementarias para el adecuado desarrollo del concurso.
Artículo octavo.- El Presidente de la República, por decreto expedido por intermedio del Ministro de Hacienda, conformará el primer presupuesto de la Superintendencia de Educación y la Agencia de Calidad de la Educación, incluyendo sus glosas y los recursos que se le traspasen por efectos del artículo quinto transitorio, y aquéllos asociados a las unidades cuyas funciones se transfieren por esta ley a la Agencia de la Calidad de la Educación y a la Superintendencia de Educación.
En el plazo máximo de 15 días después de conformados estos presupuestos, el Ejecutivo informará al respecto a las Comisiones de Hacienda de la Cámara de Diputados y del Senado, remitiendo copia de los decretos respectivos.
Artículo noveno.- Mediante decreto supremo expedido por intermedio del Ministerio de Bienes Nacionales, el que deberá también suscribir el Ministro de Educación, se determinarán los bienes muebles e inmuebles fiscales que se traspasarán a la Superintendencia de Educación y la Agencia de Calidad de la Educación. El Superintendente de Educación y el Secretario Ejecutivo de la Agencia de Calidad de la Educación requerirán de las reparticiones correspondientes las inscripciones y anotaciones que procedan, con el solo mérito del decreto supremo antes mencionado.
Artículo décimo.- Los funcionarios de planta y a contrata del Ministerio de Educación o servicios dependientes o que se relacionen por su intermedio, que sea traspasados bajo cualquiera de las modalidades que fija esta ley, podrán conservar su afiliación a las asociaciones de funcionarios y a los servicios de bienestar de sus instituciones de origen. Dicha afiliación se mantendrá vigente hasta que en las instituciones a las fueren traspasados hayan constituido sus propias asociaciones o servicios de bienestar. Con todo, transcurridos dos años contados desde la fecha en que dichas instituciones estén plenamente operativas de acuerdo a lo establecido en él o los decretos con fuerza de ley a que alude el artículo tercero transitorio, cesará, por el solo ministerio de la ley, su afiliación a las asociaciones de funcionarios y a los servicios de bienestar de la institución de origen.
Artículo decimoprimero.- Las referencias que las leyes, reglamentos y demás normas jurídicas hagan a la clasificación en las categorías indicadas en el actual artículo 9° de la ley N° 20.248 se entenderán, a partir de la entrada en vigencia de la presente ley, equivalentes a la ordenación en las categorías establecidas en el artículo 17, de acuerdo a la siguiente tabla:

	Autónomo
	Desempeño Alto.

	Emergente


	Desempeño Medio.

	
	Desempeño Medio-Bajo.

	En Recuperación
	Desempeño Insuficiente.


Quienes al momento de publicada esta ley, sean parte del Registro Público de Personas o Entidades Pedagógicas y Técnicas de Apoyo establecido en el artículo 30 de la ley N° 20.248, serán traspasados al nuevo registro establecido en el artículo 18 letra d) de la ley N° 18.956. Dichas personas o entidades tendrán un plazo de dieciocho meses contados desde la dictación del reglamento a que hace referencia el mencionado artículo 18, letra d) de la ley N° 18.956 para cumplir con las obligaciones que establece. En caso de incumplimiento de estas obligaciones las personas o entidades serán eliminadas del registro.
Artículo decimosegundo.- La ordenación de los establecimientos afectos a la ley N° 20.248 seguirá rigiéndose por lo dispuesto en los artículos primero y segundo transitorios de la mencionada ley en tanto no entren en vigencia los nuevos estándares de aprendizaje y otros indicadores de calidad educativa a que hace referencia esta ley. 
Artículo decimotercero.- Las modificaciones a que se refieren los artículos 113 y 114, en lo relativo a la atribución de competencias a las nuevas instituciones que integran el Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación, sólo entrarán en vigencia cuando dichas instituciones estén plenamente operativas de acuerdo a lo establecido en él o los decretos con fuerza de ley a que alude el artículo tercero transitorio de la presente ley.
Artículo decimocuarto.- Facúltase al Presidente de la República para que, mediante uno o más decretos con fuerza de ley, expedidos por el Ministerio de Educación, que además deberán ser suscritos por el Ministerio de Hacienda, dicte las normas necesarias para modificar las funciones de los servicios dependientes o instituciones relacionadas con éste, que en virtud de la presente ley pasen a ser desempeñadas íntegramente por la Agencia de la Calidad de la Educación o la Superintendencia de Educación, adecuando su orgánica en lo que sea pertinente.
Artículo decimoquinto.- Los establecimientos que imparten educación parvularia, que reciben aportes del Estado y que no cuentan con el reconocimiento oficial de éste, tendrán un plazo de ocho años a contar de la entrada en vigencia de la presente ley para obtener tal reconocimiento. Transcurrido ese plazo, los establecimientos educacionales de educación parvularia que no cuenten con dicho reconocimiento, no podrán recibir recursos del Estado para la prestación del servicio educativo.”

- - -

Acordado en sesiones celebradas los días 4, 17 y 31 de agosto, 7 de septiembre, 5, 12 y 26 de octubre, 30 de noviembre de 2010, 21 de diciembre de 2010, y 4 y 11 de enero, 8 y 15 de marzo de 2011, con asistencia de los Honorables Senadores señor Ignacio Walker Prieto (Presidente), Carlos Cantero Ojeda (Hernán Larraín Fernández, Andrés Allamand Zavala), Andrés Chadwick Piñera (Hernán Larraín Fernández), Alejandro Navarro Brain y Jaime Quintana Leal y de los Honorables Diputados señores Rodrigo González Torres, Romilio Gutiérrez Pino, Carlos Recondo Lavanderos (Sergio Bobadilla Muñoz, Gustavo Hasbún Selume, María José Hoffmann Opazo), Mario Venegas Cárdenas (René Saffirio Espinoza) y Germán Verdugo Soto.


Sala de la Comisión, a  de 4 de abril de 2011.

FRANCISCO JAVIER VIVES D

Secretario de la Comisión
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ANEXO

PROTOCOLO DE ACUERDO…………………………………………….……315
Durante el proceso de implementación de la ley que crea el Sistema Nacional de Calidad de Educación, se convocará a un grupo de expertos con el objeto de recoger sus recomendaciones para la adecuada puesta en marcha del sistema, con especial énfasis en idoneidad y características que deberá reunir el personal que se desempeñará en la nueva institucionalidad.
La composición del panel de expertos precitado será de carácter pluralista en sus integrantes, quienes apoyarán a la autoridad competente, con su experiencia y conocimientos, en garantizar el adecuado funcionamiento del sistema.
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� Cabe consignar que la Honorable Cámara de Diputados, en el segundo trámite constitucional, desechó los preceptos que disponían la creación de la nueva institucionalidad educacional, esto es, la Agencia de la Calidad de la Educación y la Superintendencia de Educación, lo que, en la práctica, significó el rechazo de la totalidad del proyecto. Por ello, las proposiciones formuladas se refieren a toda la iniciativa.


� Sentencia del Tribunal Constitucional, de 30 de noviembre de 1992, Rol N° 160, considerando 12°.


� Se trata del proyecto de ley sobre calidad y equidad de la educación, correspondiente al Boletín N° 7.329-04, aprobado por el Congreso Nacional el 20 de enero de 2011, Ley N° 20.501, del 26 de febrero de 2011.


� Ver página 110 de este informe.


� Ver páginas 110 y 112 de este informe, respectivamente.


� Cabe hacer presente que dicho cuerpo legal también fue modificado por el proyecto de ley sobre calidad y equidad de la educación (Boletín n° 7.329-04), recientemente despachado por el Congreso Nacional y que corresponde a la Ley N° 20.501, del 26 de febrero de 2011, y que también es modificado por el boletín N° 7.187-04, en actual tramitación en el Senado.


� Ver página 189 de este informe.


� El referido Protocolo se inserta como anexo de este informe, al final del mismo.






